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La importancia que la administración de la Justicia 
ha tenido siempre en el ordenamiento constitucional y 
en el conjunto mismo de la actividad del Estado, viene, 
si cabe, acrecentándose en estos tiempos en que, de una 
parte, la complejidad de la vida social, hace necesaria 
una actuación rápida y eficaz para el mantenimiento del 
orden jurídico y, de otra, la confusión que en el orden 
de los valores morales y sociales se aprecia, cada vez con 
caracteres más alarmantes, obliga a que la propia admi- 
nistración de la Justicia cumpla un papel de conforma 
ción de la sociedad al restablecer el orden perturbado, 
e imponer el valor de la noma. 

Por eso no es extraño que cuanto concierne a la adrni- 
nistracidn de la Justicia, esté pasando más intensamente 
al plano de la actualidad y despertando un interés crecien- 
te en medios y sectores antes no interesados en estos 
temas. Una buena organización en la Administración de 
Justicia, unos procedimientos judiciales ágiles y rápi- 
dos, unos medios adecuados para el ejercicio de la fun- 
ción y, principalmente, la vigencia y aplicación de los 
principios indeclinables sobre los que la Justicia se basa, 
-independencia, exclusividad- son objetivos que no sólo 
se propone el Estado y pugna por perfeccionar la propia 
Administración de Justicia, sino que han saltado al cam- 
po de las cuestiones que en nuestros días interesan más 
a la opinión pública. 

Por eso entendemos que una informacibn, lo m& 
exacta posible, sobre el funcionamiento y actividad de 
nuestra Administración de Justicia, ha de ser uno de los 



objetivos más firmemente propuestos como finalidad 
de este informe, para dar al Gobierno una versión real de 
los problemas con que la Administración de Justicia se 
enfrenta y de su grado de eficacia en el funcionamiento 
de los instrumentos con que cuenta. A ello hay que unir 
el propósito sincero de dar una visión completa del pa- 
norama que la sociedad española ofrece en orden a las 
materias directa o indirectamente relacionadas con la 
delincuencia, tanto porque constituyen uno de los cam- 
pos sobre los que actúa la Administración de Justicia, 
como porque parece conveniente dar a conocer a quien 
tiene como misión determinar la política nacional, y ase- 
gurar la aplicación de las Leyes, como función que le asig- 
na la Ley Orgánica del Estado, la situación de la sociedad 
española en aspectos de tanta trascendencia. 

Junto a estos dos cometidos principales hay otras 
cuestiones que tradicionalmente viene incluyendo la Me- 
moria del Fiscal del Tribunal Supremo y que también 
m esta ocasión hemos de procurar abordar y exponer. 
Para todo ello, se han tenido en cuenta los datos obte- 
nidos de manera directa sobre la actuación de los órganos 
de la Administración de Justicia española, compuisando 
también datos de procedencia policial y de instituciones 
y organismos que tienen relación con las materias tra. 
tadas. Pero, de manera especial, hemos obtenido una ver- 
sión directa de la situación de cada provincia a través 
de los 4.259 folios que suman las cincuenta Memorias de 
los Fiscales de cada una de las Audiencias. Como ya es 
habitual, pretendemos que este informe sea un resumen 
suficientemente sistematizado, del conjunto de estas visio- 
nes parciales en el terriorio pero completas en profun- 
didad, que están realizando las Fiscalías de cada una de 
las Audiencias Twritoriales y Provinciales. 

Con todo ello, pretendemos cumplir una vez más el 
precepto que nos impuso el Estatuto del Ministerio 
Fiscal y que ya antes venía establecido en la propia Ley 
Orgánica de la Justicia y que ha hecho que desde 1882 



en ad.elante, el Gobierno haya dispuesto de un completo 
informe anual de la situación penal del país y del fun- 
cionamiento de sus Tribunales. 

Siguiendo la costumbre de dejar constancia, en las 
páginas de la Memoria, las vicisitudes que afectaron. 
desde el punto de vista de sus componentes, al Minis- 
terio Fiscal, hoy corresponde dar cuenta de la jubilación 
del Teniente Fiscal del Tribunal Supremo, Excmo. Sr. D. 
Antonio Reo1 Suárez; del Inspector Fiscal, Excmo. Sr. D. 
Feliciano Laveron Reboul y del Fiscal General, Excmo. 
Sr. D. Eugenio Carballo Morales. Estas tres jubilaciones, 
unidas al fallecimiento, en julio del pasado año, del Fis- 
cal General, Excmo. Sr. D. Urbano Moreno Igual, y de las 
que menos recientemente, pero aun próximas, afectaron 
al Fiscal de la Audiencia de Madrid, Excmo. Sr. D. Anto- 
nio Orbe, de que ya üimos cuenta en la Memoria. an- 
terior, han motivado que la mitad exacta de los Fiscales 
Generales del Tribunal Supremo hayan variado en muy 
pocos meses, dentro siempre del año 1971. En pocas 
ocasiones podrá ocurrir un fenómeno de esta naturaleza, 
que afecte tan extensamente a la Carrera Fiscal y que 
incluya a sus más altos puestos profesionales, el de Te- 
niente y el de Inspector Fiscal. 

El fallecimiento de don Urbano Moreno produjo en 
todos el dolor de perder un compañero de dotes perso- 
nales tan acentuadas como las que él puso de manifiesto 
en sus cuarenta y seis años de servicio. A ellas unía una 
competencia profesional que se puso más de manifiesto 
en los altimos años de servicio, primero en la sección de 
lo Penal y después como Jefe de la Sección de lo Social 
de la Fiscalía del Tribunal Supremo. Estará presente 
siempre entre nosotros, como ejemplo de compañero y 
todos pedimos a Dios por su descanso. 
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El capítulo de jubilaciones pone de manifiesto los 
extraordinarios servicios prestados al Ministerio Fiscal 
y a la Administración de la Justicia, por un puñado de 
hombres dedicados durante cerca de cincuenta años, a 
pedir justicia y a velar por su recta administración desde 
las filas del Ministerio Fiscal. Señalar aquí, en este mo- 
mento, el pase a situación de jubilado de un hombre tan 
activo, dinámico y pronto a toda iniciativa y acción en 
pro de la Justicia como Antonio Reol, figura por demás 
conocida entre todos los que hemos tenido algo que ver 
con la Administración de Justicia española, resulta real- 
mente doloroso. Por su capacidad, por su entrega y por 
el amor que ha puesto siempre y sigue poniendo en su 
función, Antonio Reol podía haber seguido prestando 
servicios valiosos al Ministerio Fiscal durante mucho 
tiempo todavía. La jubilación llegó en pleno uso de sus 
facultades y él supo hacer honor a ello, prestando sus 
servicios con indudable entrega, hasta el momento de la 
publicación del Decreto en el "B. O. del Estado" y aun 
después continúa tan limdo como antes a la función 
que fue par ;i que& 1- 
mente aleja que ca -á 
en s cha de hombre de bien por remediar 
inju posible una España como la que lleva 
impresa nítluaAiiGL&e en su corazón. 

Pero se acrecil dolor de ten escribir 
estas lfneas al con también la julc de hom- 
bres como Feliciano Laveron y Eugenio Carballo. Des- 
de 1 1 vinculación a la Fiscalía de 
Val( ar conocimiento y amistad que 
últimamente se acrecentaron con el trabajo en común, 
día a día, en la no despreciable tarea de la Fiscalía del 
Tribunal Supremo. La bondad de Feliciano Laveron ha 
dejado honda huella en todos sus compañeros y las vir- 
tudes humanas y profesionales de ambos, a las que se 
unían las aficiones literarias de Eugenio Carballo, serán 
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también para todos nosotros motivo de constante re- 
cuerdo. 

Otra pérdida dolorosa tenemos que constatar aquí 
también: La del abogado Fiscal de la Audiencia de Bar- 
celona don José María Quintero del Río, al que una rápi- 
da enfermedad segó la vida en plenas facultades y cuando 
desempeñaba en la dura Fiscalía de Barcelona una labor 
muy estimable. Elevamos a Dios nuestros oraciones por 
su alma. 

Tan sensibles bajas hubieron de producir nombra- 
mientos y designaciones de los que también hay que dejar 
aquí constancia. 

Para el puesto de Teniente Fiscal fue designado el 
Excmo. Sr. D. José María González Serrano, que culmina 
así una carrera llena de éxitos y en la que su indudable 
competencia profesional y sus dotes humanas completan 
un cuadro de magm'fico colaborador. Eduardo Aya, Fis- 
cal General, fue designado Inspector Fiscal. Su extraor- 
dinaria labor, prolongada durante tantos años, en la Fis- 
calia de Bilbao y la que durante menos tiempo venía de- 
sempeñando en la Fiscalía del Tribunal Supremo, le dan 
un conocimiento tan completo de los problemas y nece- 
sidades de cada Fiscalía de las de España, que su labor 
en la Inspección habrá de ser sin duda alguna, fructífera 
y eficaz. 

Las vacantes de Fiscales Generales fueron cubiertas 
por los Excmos. Srs. don Fernando Comenge Gerpe, don 
Mamerto Cerezo Abad, don Matías del Campo Domingo y 
don Fabián Clemente de Diego y González. Su compe- 
tencia demostrada ya desde el puesto de Abogados Fisca- 
les del Tribunal Supremo, que todos ellos desempeñaban, 
es garantía de eficacia en su nueva labor. 

Por consecuencia de esta combinación Fiscal, fueron 
designados Teniente Inspector Fiscal el Excmo. Sr. don 
Luis Rodríguez Miguel; Abogados Fiscales del Tribunal 
Supremo, los Excmos. Srs. don Enrique Palma González, 
don Eduardo Jauralde Morgado, don Francisco Corzo 



Machuca y don Gregorio Guijarro Contreras. Y Secreta- 
rio Técnico de la Inspección Fiscal, don Feliz Hernández 
Gil. Todos ellos han mostrado ya en sus anteriores des- 
tinos una competencia y una laboriosidad que aseguran 
el éxito de su gestión en el nuevo puesto. 

No se registraron cambios en las Jefaturas de las Fis- 
calía~ Territoriales ni Provinciales y por consiguiente, los 
autores de las Memorias, con las especificaciones que ya 
hicimos en el pasado año, fueron también en éste los si- 
guientes señores: 

Albacete: Excmo. Sr. D. Fernando Alamillo Canillas. 
Alicante: Ilmo. Sr. D. Francisco García Romeu. 
Almería: Ilmo. Sr. D. Juan Oña Iribarne. 
Avila: Ilmo. Sr. D. Emilio Vez Pazos. 
Badajoz: Ilmo. Sr. D. Federico García de Pruneda y 

Ledesma. 
Barcelona: Excmo. Sr. D. Joaquín Ruiz de Luna y Díez. 
Bilbao: Ilmo. Sr. D. Fernando Barrilero Turel. 
Burgos: Excmo. Sr. D. Mariano Gómez de Liatio Co- 

baleda. 
Cáceres: Excmo. Sr. D. Francisco Panchuelo Alvarez. 
Cádiz: Ilmo. Sr. D. Hipólito Hernández García. 
Castellón: Ilmo. Sr. D. Manuel Lucas Escamilla. 
Ciudad Real: Ilmo. Sr. D. Rafael Rojo Urrutia. 
Córdoba: Ilmo. Sr. D. Rafael Contreras de la Paz. 
Cuenca: Ilmo. Sr. D. Miguel Falomir Sorio. 
Gerona: Ilmo. Sr. D. Alfonso Carro Crespo. 
Granada: Excmo. Sr. D. Rafael Moreno González- 

Anleo. 
Guadalajara: Ilmo. Sr. D. Abelardo Moreiras Neira. 
Huelva: Ilmo. Sr. D. Ricardo Querol Giner. 
Huesca: Ilmo. Sr. D. José Llorca Ortega. 
Jaén: Ilmo. Sr. D. Mariano Monzón de Aragón. 
La Coruña: Excmo. Sr. D. Eduardo Monzón de Aragón. 
Las Palmas: Excmo. Sr. D. Tomás Alfredo Muñoz Se- 

rrano del Castillo. 



León: Ilmo. Sr. D. Odón Colmenero Gomález. 
Lérida: Ilmo. Sr. D. Gregorio Segurado Contra. 
Logroño: Ilmo. Sr. D. Maturino Rodríguez Mellado. 
Lugo: Ilmo. Sr. D. Cándido Rodríguez-Magallanes 

Sánchez. 
Madrid: Excmo. Sr. D. Rafael Alonso Pérez-Hickrnan. 
Málaga: Ilmo. Sr. D. José Equilaz Ariza. 
Murcia: Ilmo. Sr. D. Bernardino Ros de Oliver. 
Orense: Ilmo. Sr. D. Jaime Poch Gutiérrez de Ca- 

viedes. 
Oviedo: Excmo. Sr. D. Rafael Fernández Martínez. 
Palencia: Ilmo. Sr. D. Santiago A. Martín Andrés. 
Palma de Mallorca: Excmo. Sr. D. Casto Granados 

Aguirre. 
Pamplona: Excmo. Sr. D. Luis Crespo Rubio. 
Pontevedra: Ilmo. Sr. D. Cándido CondeF'umpido 

Ferreiro. 
Salamanca: Ilmo. Sr. D. Bernardo Almendral Lucas. 
San Sebastián: Ilmo. Sr. D. Vicente Mora Piñán. 
Santa Cruz de Tenerife: Ilmo. Sr. D. Temístocles Díaz- 

Llanos Oramas. 
Santander : Ilmo. Sr. D. Antonio Fernández-Divar 

Yagüez. 
Segovia: Ilmo. Sr. D. Juan Antonio Martfnez Casa- 

nueva. 
Sevilla: Excmo. Sr. D. Guillermo Blanco Vargas. 
Soria: Ilmo. Sr. D. Gaspar Molina Rodríguez. 
Tarragona: Ilmo. Sr. D. Alejandro San Vicente Sama. 
Teruel: Ilmo. Sr. D. Fermín Hernández Villarroya. 
Toledo: Ilmo. Sr. D. José González Chacón. 
Valencia: Excmo. Sr. D. Jos6 Elorza Aristorena. 
Valladolid: Excmo. Sr. D. Antonio Ubillos Echevarría. 
Vitoria: Ilmo. Sr. D. José Angel Salinas Quijada. 
Zamora: Ilmo. Sr. D. Fernando Santamarta Delgado. 
Zaragoza: Excmo. Sr. D. Luis Martín Ballesteros y 

Costea. 



CUESTIONES GENERALES RELACIONADAS CON 
LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA 

Es ya costumbre que no queremos torcer en esta oca- 
sión, la de comenzar la Memoria dando cuenta somera de 
algunas cuestiones, acontecimientos, iniciativas o pro- 
mulgación de disposiciones, que afectan o tienen interés 
especial desde el punto de vista de la Administración 
de Justicia. 

En esta ocasión, la producción legislativa ha sido 
abundante e importante durante el año 1971 y a ella nos 
referiremos principalmente. Pablo VI, una vez más, exal- 
tó a principios del año en curso, la función de la Justi- 
cia y la sujeción a la norma y se refirió a ciertas tenden- 
cias legislativas recordando que estas tendencias "cerce- 
nan, primero, el obvio concepto del derecho natural y 
luego la autoridad de la ley positiva, religiosa o civil, 
por ser exterior a la autonomía personal o colectiva, 
franqueando de esta forma la conciencia de un claro co- 
nocimiento y de una honesta admisión de la obligación 
moral objetiva". Expresaba con ello una preocupación 
que ha puesto de manifiesto en otras ocasiones, algunas 
de las cuales tendrán también cabida en otros lugares de 
este informe, y señalaba su fe en la Justicia y en la ley 
positiva, en una sociedad que está sufriendo los embates 
más duros, en muchos años, con la erosión constante 
de valores y principios que han servido hasta ahora de 
base cierta para edificar sobre ella una convivencia sal- 
va,ouardada por unos principios morales inviolables. 



Esta fe en la Justicia y esta función en cierto modo 
conformadora de la sociedad que la Justicia tiene hoy 
en día, son los puntos de mayor preocupación en torno 
a una actividad jurisdiccional de la que queremos dar 
cuenta, lo más exacta posible en las páginas que siguen. 

La preocupación por la Justicia y su perfeccionamien- 
to, es un fenómeno mundial, que está afec.tando quizás en 
mayor medida que en otras épocas, a nuestra sociedad y 
a las propias estructuras públicas del Estado y también 
del orden internacional. El Instituto de Naciones Unidas 
para la Investigación en materia de Defensa Social, con 
sede en Roma, viene desarrollando en este campo una 
creciente actividad de estudio y análisis e investigación 
sobre aspectos de la Administración de Justicia, a escala 
mundial, que se reflejan en los informes que tiene en 
estudio y que llegan, desde el análisis de las causas por 
las que se produce el retraso en la administración de Jus- 
ticia penal, hasta estudios muy completos de arquitec- 
tura penitenciaria, que resultan cada vez más necesarios. 
Junto a ellos, temas como la evaluación de las prácticas 
de diagnóstico en la administración de Justicia penal o 
la coordinación de información y adopción de medidas 
prácticas en la investigación criminal, completan un 
cuadro de preocupaciones que pueden proporcionarnos 
a todos datos y enfoques de gran interés. 

Junto a la preocupación que también se pone de ma- 
nifiesto en países cercanos, como Francia o Italia, o más 
lejanos, como los EE.UU. de Norteamérica, también Es- 
paña lleva años dedicando atención creciente al nece- 
sario perfeccionamiento de nuestra Administración de 
Justicia, no sólo en sus medios, sino también en la le- 
gislación orgánica, sustativa y procesal necesaria. Los 
avanzados estudios de la Ley Orgánica de la Justicia, de 
10s Códigos procesales penal y civil; de la Ley de Juris- 
dicción voluntaria; del Código Penal; del Código de Co- 
mercio; de los Juicios universales, etc etc., son buena 
prueba de ello. 



En el campo de derecho postivo, el año 1971 marcó 
un avance considerable en algunas materias a las que 
vamos a dedicar un sucinto comentario. 

Algunas Leyes generales como la Ley Sindical, que 
señalamos en la Memoria anterior, ha seguido produ- 
ciendo consecuencias importantes, como el Decreto de 
13 de agosto de 1971, que regula el recurso Contencioso 
sindical, innovación importante de la Ley que abre una 
nueva vía jurisdiccional, dentro de la Sala 6:' del Tribu- 
nal Supremo, a la que en años sucesivos habremos de 
prestar atención detenida. 

Otras leyes ponen de manifiesto su importancia ju- 
rídico -política, como la que regula las funciones del 
Príncipe de España en casos de ausencia o enfermedad 
del Jefe del Estado, Ley de 15 de julio de 1971; o Ley 
General de Educación, en otro aspecto, de 17 de febrero 
del mismo año. 

Junto a ellas, cabe también señalar disposiciones im- 
portante, como las siguientes: 

La Ley de 30 de marzo de 1971, regulando los límites 
jurisdiccionales de los aeropuertos. La de 19 de junio del 
mismo año, que organiza y regula el Régimen del Crédito 
Oficial. La de 21 de julio, sobre fincas rústicas mejo- 
rable~, etc. 

Especial consideración merecen algunas leyes por ra- 
zones que en cada caso quedan de manifiesto. Por ejem- 
plo: La Ley de Emigración de 21 de julio de 1971, cuyo 
artículo 15 encarga al Ministerio Fiscal la representación 
del emigrante cuando éste no haya previsto de otra forma 
su propia defensa o no esté tal representación prevista 
de manera diferente en las leyes. 

La que reforma la Ley de Orden Público, Ley de 21 de 
julio de 1971, cuyo contenido ha sido ya objeto de ins- 
trucciones y orientaciones para interpretar el juego de 
facultades de las autoridades judiciales y las adminis- 
trativas y ,wbernativas. 

El Ministerio Fiscal se ha visto afectado directamen- 



te por la Ley de 19 de junio, que aumentó en 15 plazas 
sus plantillas y por la de 15 de noviembre que aumenta 
otras tres plazas en la Carrera Fiscal y tres más en la 
Carrera Judicial. 

Modificaciones más trascendentes fueron las del Có- 
digo de Justicia Militar, Ley de 15 de noviembre de 1971 
y la de la misma fecha que modifica determinados ar- 
tículos del Código Penal. 

Por el juego de estas dos modificaciones, se produ- 
jeron consecuencias importantes, como la derogación 
del Decreto de Bandidaje y Terrorismo y de la Ley de 
entrada cland.estina en territorio nacional. La del Código 
Penal afectó a temas de interés, como son, los que afec- 
tan al delito de genocidio; la protección penal del suce- 
sor en la Jefatura del Estado; la modificación de los de- 
litos contra la Religión Católica, que pasan a ser normas 
en defensa y garantía de la libertad religiosa, sin detri- 
mento de la defensa de la religión católica como mayo- 
ritaria del pueblo espdol. Se incluyen en la reforma los 
principios consagrados en el Convenio de Naciones Uni- 
das de 1961 sobre tráfico de drogas y estupefacientes; 
reformas que afectan a los delitos de bandidaje, terro- 
rismo, etc. Un aspecto especial lo constituyen las refor- 
mas de los artículos 540 y siguientes, de contenido eco- 
nómico, y la creación de tipos penales que configuran los 
que ha dado en llamarse, impropiamente desde luego, 
"delitos sociales". Esta reforma alcanza una importancia 
que el futuro habrá de constatar. El delito de cheque en 
descubierto, modificado para evitar dudosas interpreta- 
ciones y la reforma del artículo 118 del Código Penal, 
cierran el cuadro de una modificación verdaderamente 
importante de nuestro Código punitivo. Las Cortes reco- 
mendaron también al Gobierno que elaborase un texto 
refundido del Código Penal, para evitar su actual apa- 
riencia de normas plagadas de artículos "bises" y de al- 
gunos que carecen ya de contenido por haber sido dero- 
gados. 



En el campo de los decretos-leyes, tenemos que se- 
ñalar el de 4 de febrero, que prorrogó la "vacatio legis" 
de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social hasta 
el 6 de junio de 1971; el de 5 de febrero que levantó el 
estado de excepción en Guipúzcoa, que había sido esta- 
blecido en 4 de diciembre anterior; el de 20 de julio que 
modifica el artículo 10 de la Ley de 21 de abril de 1966 
sobre Seguridad Socia! y el de 1 de abril que ratifica las 
funciones de la Comisión Mixta de Competencia como 
consecuencia de los acuerdos hispano-norteamericanos. 

Más numerosa es la promulgación de normas con 
rango de Decreto que han de ser aquí señaladas por ra- 
zón de su impar-tancia para la Administración de Jus- 
ticia. 

Un Decreto de 31 de enero de 1971, modifica el Esta- 
tuto General de la Abogacía respecto de la posibilidad 
de nombramiento de letrados por los respectivos Cole- 
gios si no aceptaran los designados. 

Otros de 11 de febrero del mismo año modifican el 
Reglamento de Armas y Explosivos. El Decreto de 11 de 
marzo de 1971, regula la intervención de técnicos en cier- 
tos proyectos de edificación. 

Como consecuencia de la Ley de Peligrosidad y Rehabi- 
litación Social, fueron publicados el Reglamento, por De- 
creto de 13 de mayo y la Orden de l de junio sobre 
adaptación de establecimientos para la aplicación de las 
medidas de seguridad. Poco después, el 6 de junio, co- 
menzaría la aplicabilidad de la Ley y sus normas com- 
plementarias. En otro lugar de esta Memoria, dedicamos 
un Capítulo al análisis de los problemas que esta Ley 
plantea, especialmente en el ambito de la actividad del 
Ministerio Fiscal. 

El Código de Circulación fue modificado por varias 
disposiciones, de contenido polémico a juzgar por los 
comentarios que suscitaron. Un Decreto de 15 de mayo 
modificó el apartado c) del artículo 264; el artículo 289, 
al que adiciona un apartado IV, que impone a las autori- 



dades administrativas la obligación de pasar el testimonio 
correspondiente a los Juzgados de Peligrosidad cuando 
las infracciones apreciadas "denoten un posible estado 
de peligrosidad de infractor". Esta norma, según las no- 
ticias que hasta el momento poseemos, no ha producido 
los esperados efectos y sería deseable que los testimonios 
prevenidos fueran remitidos en la medida que la propia 
norma impone. En el comentario de la Ley de Peligrosi- 
dad nos extenderemos más en este punto. También los 
artículos 290 y 291 del Código de Circulación resultan 
modificados por este Decreto que comentamos. Por cier- 
to que la reforma del artículo 290 no parece resultar de 
aplicabilidad eficaz, dado que no se adapta a las condi- 
ciones exigidas por la propia Ley de Peligrosidad para 
la declaración de estado peligroso. 

Otros dos Decretos de igual fecha -13 de agosto 
de 1971- y las Ordenes Ministeriales de 22 y 24 de sep- 
tiembre y 7 de octubre, modifican otros artículos del Có 
digo o desarrollan su contenido. En algún caso, como el 
que se refiere a la posibilidad de retirada del permiso 
de conducir por impago de las multas de tráfico, la norma 
ha suscitado fuerte polémica en el ámbito profesional. 

Un Decreto importante, por ser además de prerroga- 
tiva del Jefe del Estado, fue el de 23 de septiembre de 
1971, concediendo indulto total o parcial de algunas penas 
privativas de libertad y pecuniarias. Este acontecimien- 
to ha tenido, como siempre sucede, honda repercusión 
en la Administración de Justicia, tanto más cuanto que 
-como ocurrió anteriormente en algún caso- se esta- 
blece en la norma la aplicación anticipada, sin esperar a 
la sentencia. En otro lugar de este informe damos cuenta 
de la repercusión que la norma tuvo en cuanto al nú- 
mero de acusados que fueron afectados por ella y al nú- 
mero de sentencias que dejaron de dictarse por este mo- 
tivo. 

El decreto de indulto motivó también algunas inter- 
pretaciones, afortunadamente minoritarias, en cuanto a 



si debía aplicarse a la privación del permiso de conducir 
yen algunos casos incluso a las penas ya extinguidas. 

La Fiscalía del Tribunal Supremo hubo de salir al paso 
de erróneas interpretaciones, con una circular que se pu- 
blica en esta misma Memoria y que aclaró algunas dudas 
afianzando la unánime interpretación que los fiscales es- 
taban dando al Decreto y que la inmensa mayoría de los 
órganos jurisdiccionales aplicaban. Sin embargo, en al- 
gunos casos excepcionales la interpretación jurisdiccio- 
nai mantuvo criterios distintos que hubieron de ser com- 
batidos por vía de recuro por el propio Ministerio 
Fiscal que en todos los casos consiguió que en la instan- 
cia superior prevaleciera la interpretación que consi- 
derábamos adecuada. Tan sólo en algún caso muy espo- 
rádico y en orden, a la aplicación del indulto a las penas 
ya extinguidas, alguna Sala ha mantenido interpretacio- 
nes que, con todos los respetos consideramos inade- 
cuad-as. 

Por Decreto de 7 de octubre de 1971 se dictaron nor- 
mas para el cumplimiento de las resoluciones de los 
desaparecidos órganos judiciales que tenían su sede 
fuera del territorio nacional, otro decreto de 11 de octu- 
bre del mismo año, desarrollado por las órdenes minis- 
teriales de 23 de noviembre y 21 de diciembre, regula los 
depósitos judiciales en la Caja General de Depósitos y 
establece el sistema de apertura de cuentas en entidades 
bancarias tanto para consignaciones de plazos no supe- 
riores a 30 días como para los depósitos a favor del 
Estado. 

El Decreto de 30 de octu normas complemen- 
tarias para el depósito de pu' ines periódicas y, por 
último, otro de 21 de diciembre del mismo año regula la 
hipoteca mobiliaria de películas cinematográficas. 



LA EVOLUCION DE LA CRIMINALIDAD E N  ESPAÉTA 

1. Las cifras globales sobre delincuencia. 

Las reformas procesales que introdujo la Ley de 8 de 
Marzo de 1967 vienen condicionando la exposición de 
los datos de este Capítulo en las anteriores Memorias y 
obligan, también en ésta, a considerar los índices de cri- 
minalidad -obtenidos de los procesos judiciales incoa- 
dos- con unas valoraciones específicas que resultan de 
todo punto necesarias. 

En efecto, salvo que nos atuviésemos a exponer la 
actividad procesal en materia penal, partiendo tan sólo 
de los distintos tipos de proceso -diligencias preparato- 
rias, sumarios de urgencia y sumarios ordinarios o es- 
peciales- nos vemos obligados a establecer algunas va- 
loraciones orientadoras en lo que afecta a la actividad 
procesal desarrollada a través de las llamadas en la Ley 
"diligencias previas". 

Las diligencias previas constituyen parte muy impor- 
tante de la actividad procesal penal, pero no son espe- 
cíficamente un proceso, sino una especie de "pre-proceso" 
o "ante-proceso" que permite iniciar éste o no, según el 
contenido de las diligencias practicadas, con notable 
ahorro de la actividad judicial. Su reflejo estadístico pro- 
porciona cifras verdaderamente importantes, mucho más 
altas lógicamente que las de los procesos típicos, pero 
de muy difícil valoración a efectos de considerar refle- 
jadas en ellas mas  ciertas líneas de tendencia de la cri- 



minalidad. Ya en las Memorias anteriores hemos tenido 
que advertir sobre este fenómeno y no podemos dejar 
de hacerlo en ésta, por idénticas razones. La Ley de En- 
juiciamiento criminal, en su artículo 789, prescribe que 
el Juez practique "como diligencias previas", las esen- 
ciales encaminadas a determinar la naturaleza y circuns- 
tancias del hecho, las personas que en él hayan partici- 
pado y el procedimiento aplicable, una vez realizado lo 
cual, se ofrecen una serie de posibilidades de actuación, 
algunas de las cuales desembocan en un verdadero pro- 
ceso; otras autorizan un cese inmediato de la actividad 
judicial y otras, todavía, admiten una situación de pro- 
visional espera, hasta que surja algún nuevo dato que 
permita la continuación de la investigación. Un examen 
detallado de cada una de estas posibilidades, según la 
Ley, nos da también una cierta aproximación de lo que 
puede considerarse como reflejo de una actividad delic- 
tiva y de lo que no permite tal valoración. 

Las diligencias previas no hacen otra cosa -como 
se ha visto- que permitir, inicialmente, determinar la 
naturaleza del hecho. Puede por tanto llegarse a la con- 
clusión de que los hechos reflejados en tales diligencias 
no son, ya desde una valoración inicial, constitutivos de 
infracción penal. En este supuesto, previsto en la regla 
primera del artículo 789, deben archivarse sin más las 
acf,uaciones (con intervención, por supuesto, del Minis- 
terio Fiscal). Es lógico que en tales casos no podamos 
considerar como manifestaciones de delincuencia posible 
los hechos que no se consideraron constitutivos de in- 
fracción penal. 

Tampoco son hechos valorables en este orden aque- 
llos que, ya en diligencias previas, se consideran consti- 
tutivos de falta, según prevé el mismo artículo en su 
regla segunda; ni tampoco aquellos en que todos los en- 
cartados son menores de dieciséis años (regla tercera), 
porque falta aquí un esencial elemento de imputabili- 
dad penal. 



Son, en cambio, evaluables penalmente los hechos que 
dan lugar a que se instruya un verdadero proceso penal 
y esto sucede en los supuestos de inhibición a otra juris- 
dicción (regla tercera); en aquellos en que se decide la 
iniciación de diligencias preparatoria (regla quinta) y 
cuando se decide incoar sumario, cualquiera que sea el 
tipo de éste: de urgencia, ordinario o especial (regla cuar- 
ta y disposiciones generales de la Ley de Enjuiciamiento 
criminal para los casos de sumarios ordinarios y especia- 
les). Pero en estos últimos supuestos -diligencias prepa- 
ratorias y sumarios del tipo que sean- los hechos pre- 
suntamente delictivos no deben evaluarse entre las dili- 
gencias previas, porque aparecen ya reseñados en la es- 
tadística de preparatorias y de sumarios incoados. 

Por el contrario, cuando el hecho se considera inicial- 
mente como un posible delito, pero es desconocida la 
persona que pudo cometerlo, la Ley autoriza al Juez a 
dictar auto de sobreseimiento provisional y a archivarlo. 
Estos hechos, en cambio, sí que deben ser computados 
entre los posibles delitos detectados, porque aunque no 
den todavía lugar a un proceso penal, reflejan una acti- 
vidad que ha sido inicialmente considerada como delic- 
tiva. 

Si ( 
cedentes de p~u~caud incoados -preparatorias y suma- 
rios de cualquier tipo- nos acercamos bastante a una 
consideración real sobre la entidad de las líneas de la 
criminalidad y su evolución, aunque hay que advertir ya 
que, aunque constituyen la parte realmente importante 
de las manifestaciones delictivas, no agotan el tema que 
deberá se rcompletado con una consideración específica 
sobre ciertos tipos de diligencias previas. Veamos ahora 
esta evolución a que nos referimos, limitada a los hechos 
presuntamente delictivos que dieron lugar a la iniciación 
de un verdadero proceso penal: 

esivos, los datc 1s pro- 



1. Contra la seguridad exterior del Es- 
tado ........................ 

2. Contra la seguridad interior del Es- 
tado ........................ 

3. Falsedades ..................... 
4. Contra la Admón. de Justicia ...... 

............ 5. Título V del Libro 11 
..................... 6. Juegos ilícitos 

7. F~~ncionanos públicos ............ 
............... S. Contra las personas 

9. Suicidios ........................ 
10. Contra la honestidad ............ 
11. Contra el honor .................. 355 270 285 334 
12. Contra el estado civil ............ 271 144 272 162 
13. Contra la libertad y seguridad ...... 3.035 2.659 3.095 3.293 
14. Contra la ~ r o ~ i e d a d  ............... 34.192 29.377 28.798 29.076 - 
15. Imrirudencia (no tráfico) ......... 1.451 1.218 1.177 868 
16. ~ r i f i c o  vehíc"los moto; ......... 25.853 24.697 30.300 31.046 
17. Delitos leyes especiales ............ 426 424 339 382 
18. Hechos casuales .................. 8.676 3.334 3.787 3.418 ---- 

Totales .................. 88.345 75.843 81.283 81.611 

En el cuadro trascrito surge, de manera indudable, 
la conclusión de que la actividad delictiva más impor- 
tante -la que da lugar a un proceso- se encuentra en 
nuestro país a un nivel constante, puesto que los ligerí- 
simos aumentos que presenta (un 0,4 por ciento sobre 
el año anterior) no llegan a significar el aumento vege- 
tativo de la población. En realidad, el único aumento 
constante que se aprecia es el relativo a las infracciones 
cometidas con vehículos a motor, lo que no deja de ser 
explicable, dada la naturaleza de estas infracciones. 
El otro capítulo realmente importante, el de delitos con- 
tra la propiedad, presenta un aumento que no llega al 
1 por ciento y en la mayoría de los epígrafes -enunciados 
de acuerdo con el índice del Código Penal- no es posible 
extraer consecuencias dadas las escasas diferencias apre- 
ciadas de unos a otros años. 

Pero ya hemos dicho que no es suficiente el cuadro 
anterior, porque faltan en él los datos relativos a las dili- 
gencias previas. Ocurre, sin embargo, que en esta parte 
del análisis hay que proceder con suma cautela, porque 



aunque sólo computemos las diligencias previas que se 
archivaron después del sobreseimiento porque se enten- 
dió que los hechos eran delictivos, pero no se conocía su 
autor; las que dieron lugar a inhibición a favor de otra 
jurisdicción distinta y las que se encuentran en trámite, 
no hay que olvidar que en tales diligencias previas la 
investigación no ha sido completa ni mucho menos 
exhaustiva y es difícil aventurar que su cómputo refleje 
con fidelidad una línea real de criminalidad. Piensese, 
por ejemplo, que en las que se encuentran aún en trá- 
mite -y que computamos a estos efectos- la resolución 
que en ellas recaiga puede ser de las que indican -según 
especificamos antes- la no existencia de actividad delic- 
tiva. Pero con todos estos riesgos y advertencias no po- 
demos dejar de analizar esta segunda parte de cifras 
sobre la "criminalidad apart -o país. 

exterior c iel Es- 
......... 
interior < 

...... 
le1 Es- 

Contra la seguridad 
............ tado 

Contra la seguridad 
tado ........................... 

Falsedades ........................ 552 
Contra Admón. de Justicia ......... 158 
Tíhilo V del Libro 11 ............... 460 
Juegos ilícitos ..................... 25 - - 
Fiincionarios públicos 
Contra las personas . 
Siiicidios ............ 
Contra la honestidad 

.... Contra el honor ......... Contra el estado civil 
Contra la libertad y seguridad 

......... Contra la propiedad 
...... Impmdencia (no tráfico) 

Infracciones vehículos a motor 
...... Delitos leyes especiales 

Totales ........................ 116.445 

(1) Se trata de delitos que no son compet 
Público, ya que éstos en virtud de lo que dispo 
de 1963, se computan siempre como sumario! 

encia del 
ne la Ley 

Juzgado ( 

de 2 de c 
ie Orden 
liciembre 

Como es lógico, las diferencias son aquí más acusadas, 
aunque su valor indicativo, por el contrario, es menor que 



en el cuadro anterior. Como los índices de valor han de 
ser comparativos y proporcionales a las cifras absolutas, 
destacan en el cuadro los aumentos reflejados en deli- 
tos contra la salud pública (Tit. V del Libro 11) cuya dife- 
rencia sobre el año anterior es muy apreciable, aunque 
juegue sobre cifras absolutas todavía bajas; destaca tam- 
bién e1 aumento de los delitos contra la libertad y segu- 
ridad; contra la propiedad y las infracciones con vehicu- 
los a motor. En general, la diferencia total supone apro- 
ximadamente un 16 por ciento más en relación ( 

datos de 1970. 
Aunque las cifras de uno y otro cuadro tienen valor 

diferente y su significado es también muy disti 
suma de ambas nos dará pie para extraer ciert 
clusiones globales sobre algunos tipos de delito, pero 
siempre con las salvedades ya apuntadas. 

con los 

into, la 
as con- 
. . - . . . - 

Previas con 
Sumarios y autor, in preparato- 

rias bidas y 
rriímitt 

iif. con 
1970 Tipo de 
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Los aumentos porcentuales más espectaculares se dan 
en los delitos contra la salud pública (Tit. V del Libro 11) 
por razón del aumento de diligencias por tráfico de dro- 
gas: aunque las cifras absolutas son reducidas, el aumen- 
to porcentual supone un 17,5 por ciento. Todavía es 
mayor el aumento reflejado en los delitos contra la li- 
bertad y seguridad, aue supone un 18,3 por ciento sobre 
el año anterii la pro-g r los de 
tráfico, cuym mayor1 nen un 
aumento del 9,l por ciento y del 12,4 por ciento, respec- 
tivamente. 

Los tipos que -acusan baja -seguridad exzerior; Ialse- 
dades; delito nestidad; conti tado ci- 
vil y las impi ricas no imput I tráfico 
de vehículos a motc son significativos ni por su 
natur ts cantl 
censo 

Otro ae los aazos de interes es ei porcenzaje ae aumen- 
to global en relació ! un 9,6 
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piedad, cuyo auiii~ilto en el año anterior fue sób L 

1,6 por ciento y que en éste pasa al 9,l por cient 
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n con 1 

mente i 
I m..,-. F. 

$1 año í 
gual al 
r o  Ari r.. 

tnterior 
que mr 

n o - ,  

S de las 
existe 

n realic 
la Mem . - 

se con 
terior ( 

en los 
3 que sc 
.. - 

, el des- 

sulta el 
pág. 57: 



menos que en 1970- aunque en las diligencias prepara- 
torias han de descontarse las 2.531 convertidas en suma- 
rio, para no duplicar su cómputo: En efecto, las prepa- 
ratorias incoadas fueron 45.598 -que suponen 684 más 
que en 1970- pero descontando las convertidas en su- 
mario, quedan para computar 43.067. 

En cambio, en lo que se refiere a las diligencias pre- 
vias, las cifras de los Estados A-1 y B-1 y las de los 
cuadros que hemos expuesto, tienen que ser necesaria- 
mente diferentes. Las 295.274 diligencias previas que se 
iniciaron durante 1971 (21.153 más que en 1970) figuran 
en el Estado A-1 del final de esta Memoria y habrán de 
computarse en el Capítulo siguiente al citar las cifras de 
trabajo o actividad de los Juzgados de Instrucción. Pero 
a efectos de calcular las posibles infracciones de carácter 
delictivo, hay que descontar de dicho total las 61.299 que 
se archivaron ya inicialmente por no ser delictivos los 
hechos a que se referían; las 40.852 que se declararon 
falta (y no pueden por tanto computarse entre los deli- 
tos); las 42.784 que se convirtieron en preparatorias y 
las 15.191 que se convirtieron en sumario (para no con- 
tarlas dos veces). Estas cantidades suponen un total de 
160.126, que descontadas de las 295.274 iniciadas, da 
como dato de posibles infracciones delictivas, las 135.148 
que se toman en cuenta en los cuadros de este Capítulo. 

En el Estado B-1 figuran como diligencias previas 
clasificadas x laturaleza de la infra n total 
de 237.299, ci resulta de descontar ( 1 de las 
iniciadas, las 42.784 convertidas en preparatorias y las 
15.191 convertidas en sumario, puesto que ha de evitarse 
computarlas por partida doble, como ocurriría de tomar- 
las en cuenta como jués, como pre 
rias o sumarios. 

Es curiosa la couicidencla de cifras, de un año a otro, 
en la forma de terminar las "diligencias previas" 
la comparación en el siguiente cuadro: 

previas parato- 

. Véase 



1970 

Archivadas por no ser de11 .87 1 
......... Declaradas falta ,896 

Convertidas en preparaton . .O22 
Convertidas en sumano ........................ 14.887 
Inhibidas .................................... 8.859 
Archivndas por no conocerse el autor ......... 107.277 
En trámite al finalizar el año .................. 38.592 

Unicamente existe diferencia aprecia1 las dili- 
gencias que se archivaron por no ser habido ni conocido 
el autor de los hechos presuntamente delictivos; sin em- 
bargo, esta diferencia, que en números absolutos supo- 
ne 12.887 diligencias más, archivadas en 1971 que en 1970, 
porcentualmente sólo supone una diferencia del 39,l por 
ciento en el año 1970, frente a un 40,6 por ciento en 1971. 
Es decir, solamente significa un 1,5 por ciento de aumen- 
to en los archivos por autor desconocido. 

El análisis de la distribución de las infracciones pena- 
les por razón de la forma de culpabilidad apreciada ha 
sido también objeto de atención de las anteriores Me- 
morias y puede serlo igualmente en ésta, a efecto de es- 
ta5lecer la conveniente comparación. A tal fin y con las 
advertencias que siempre acostumbramos a hacer sobre 
la valoración, puramente aproximativa, de estos datos, 
trans S cifras cribimc 

. "..l"n'.,." 

guientei 

Delitos ,,,,,,, 
Imprudencia punible (I 
Con vehículos a mot< 

no tráfico' 
>r ...... - 76.773 

Delitos dolosos .......................................... 133.815 
Hechos casuales y suicidios .......................... 

Total ........................ 

Ya hemos dicho en anteriores ocasiones que hacemos 
esta comparación en forma muy general y sin precisión 
alguna: En efecto, considerarnos solamente como cul- 
posos los delitos de imprudencia punible del artículo 565 
y los cometidos con vehículos a motor en sus diferentes 



formas culposas. Pero dejan de incluirse los delitos del 
Libro 11 del Código penal en sus formas de negligencia 
o imprudencia no genéricas, porque resulta imposible, 
con las datos de que disponemos, conocer su número. 
Hay que convenir, sin embargo, que en relación con el 
total de infracciones, la cifra significa poco. 

Los porcentajes comparativos y su contraste con los 
de años anteriores nos permite en esta ocasión apuntar 
un aumento de las formas culposas, en correlativa dis- 
minución de los delitos dolosos. Veámoslo en el siguiente 
cuadro: 

1968 1969 1970 1971 

Delitos culposos ............ 26,3 % 27,5 % 28,5 % 35,4 % 
Delitos dolosos ............... 68,s % 69,8 % 68,s % 61,7 % 
Casuales y suicidios ............ 5,2 % 2,7 % 3,O % 2,9 % 

También hemos incluido en anteriores estudios los 
porcentajes que cada tipo de infracción penal represen- 
ta en relación con el total de las infracciones registradas. 
La comparación con el año anterior da idea de una esta- 
bilización notable en esta distribución porcentual, al apa- 
recer diferencias tan inapreciables que no permiten ob- 
tener otra conclusión que la de persistencia y uniforrni- 
dad en la aparición cuantitativa de las líneas de delin- 
cuencia en nuestro país. En efecto, las cifras son las 
siguientes: 

...... Delitos contra la propiedad 
............... Tráfico automóvil 
............... Contra las personas 

Hechos casuales y suicidios ...... 
...... Contra libertad y seguridad 

Contra la honestidad ............ 
Contra la seguridad exterior e in- 

............ tenor del Estado 
Imprudencia punible (no tráfico) ... 

..................... Otros delitos 

1970 1971 Diferencia 

47,s 47,3 -0,2 % 
32,s 34,2 + 1,4 % 
5,2 4,9 - 0,3 % 
38 2,9 -0,l % 
23 3,l +0,2% 
2,1 1,9 -0,2 % 

Es de destacar lo que ya hemos visto en otras oca- 
simes: solamente dos tipos de infracciones -una indu- 



dablemente dolosa y otra generalmente culposa- se 
disputan la casi totalidad de cuadro delictivo en España. 
Los delitos contra la propiedad rondan siempre la mitad 
de las infracciones detectadas (en 1969 significaron el 
52,4 por ciento y van ofreciendo ligerísimas disrninu- 
ciones que no aconsejan sentar aún consecuencia alguna) 
mientras que las infracciones con vehículos a motor, de 
naturaleza y etiología tan distinta, constituyen una ter- 
cera parte del total, poco más o menos. Si deducimos 
los hechos casuales y los sucidios, queda simplemente 
un 15,6 por ciento a distribuir entre los restantes tipos 
de infracciones penales. Y esta distribución es además 
tan difusa, que ninguno de ellos llega siquiera al 5 por 
ciento y se contienen entre el 1 y el 3 por ciento. Un 
análisis profundo de esta situación simplifica considera- 
blemente el problema de la delincuencia, al menos en 
su valoración cuantitativa, aunque cualitativamente exis- 
tan puntos de gran interés. 

2. Comentarios sobre algunas especgzcas formas de de- 
lincuencia: 

Hablando en términos ~ ~ A L G L ~ L G ~ ,  LL,LLu, ~ ~ ~ l s t a t a r  
la aparición y proliferación de unas nuevas formas de 
delincuencia, hasta hace pocos años desconocidas en 
nuestro país y que vienen a constituir una manifestación 
distinta, a veces muy profundamente, de los clásicos tipos 
delictivos más o menos habituales. 

Ya nos hemos referido a algunas de estas nuevas for- 
mas delictivas en Memorias anteriores, pero lo reitera- 
mos una vez más por razón de que quizás fuese conve- 
niente afrontar, en la proyectada reforma del Código 
penal, la tificación concreta de estas manifestaciones o al 
menos, tener en cuenta su realidad a efectos de incluir 
en la ley penal los matices necesarios para aplicarla con 
exactitud a estas nuevas formas delictivas. 
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No sólo el problema del tráfico de drogas y estupefa- 
cientes -que ya ha sido objeto de consideración en la 
reforma última del Código en noviembre de 1971- y las 
crecientes manifestaciones delictivas relacionadas con la 
sexualidad -pornografía, aborto, trata de blancas, etc.- 
sino otras formas diferentes, como los crímenes rituales; 
la delincuencia subversiva; el terrorismo, el secuestro de 
personas y la extorsión; los secuestros aéreos; las dife- 
rentes manifestaciones de delincuencia económica, etc., 
son aspectos que requieren un análisis minucioso y una 
regulación legal más adecuada que la que hoy ofrece la 
posible inclusión en los tipos penales de nuestro Código. 

El Fiscal de Pontevedra muestra esta preocupación 
en su Memoria y dedica algunos párrafos a las modernas 
tendencias de la criminalidad, en los términos que siguen: 

"Hasta finales del pasado siglo el delito fue conside- 
rado un acto individual. Era, como decía von LISZT, la 
consecuencia del modo de ser de su autor. Pero a partir 
de esa época, comenzó a verse el delito como una mani- 
festación colectiva. Como la consecuencia del modo de 
ser de una sociedad. 

Uno de los presupuestos de ese nuevo enfoque del 
estudio del delito, es el de la íntima relación entre socie- 
dad inalidad sociedad tiene su tipo de cri- 
minz specífic lmo si los delincuentes fueran 
como germenes pacogenos que precisen para desarro- 
llarse determinadas condi favorab e 
cultivo; ese caldo de cult proporc S 

situaciones o tendencias SC>~raicu,  por lo que, sek~l ,  ~ ~ a n  
ésta: dad del que se propicia 
y de!  do con apotegmas más 
o menos felices; la crlmmaliuau es la sombra que arroja 
la sociedad; cada sociedad tiene el tipo de delincuencia 
que se merece; cada pueblo tiene sus delitos propios; etc. 
Y es que el delito es una manifestación más de la vida 
social, por lo que el delincuente se organiza imitando al 
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patrón social en que vive y aprovechando las condiciones 
sociales favorables para el logro de sus fines ilícil 

Se ha comprobado también como las vicisitude 
les provocan alteraciones del índice delictivo: en L ~ U  UU- 

ciedades en crisis o en coi: La incidencia c 
aumenta; en las sociedades as, asentadas, 
fiictivas, el índice de criminaiiaaa disminuvp 

Puede decirse, pues, y e que un 
buen criminólogo podría, tz j carac- 
terísticas de la criminal ida^ uc uila ~ u ~ l e d a d  dada re- 
construir las Liaridades de la sociedad. Por 
lo que tiene c ver las características y pecu- 
liaridades de las tenaencias que hoy se manifiestan como 
dominantes en el mundo del delito, porque ello no será 
muy útil; para conocer la sociedad que constituimos, sus 
logros y sus peligro! ~gnostic 
cuentemente, en lo iuestrac 
automedicinarnos, para reaccioner a tiempo, par, ,,,,- 
corregirnos. 

Ciertos id 
propio, pensaron que el aelao era solo Irmo ae la po- 
breza. Consecuentemente con ello el des 
mico y la evolución social debieran produc 
el desarraigo del delito. Esta afirmación follua y a L  bG, 

ejemplo, de la dogmática marxista; desterrada la explota- 
ción del hombre por el hombre; desterrada la pobreza, 
habremos desterrado las fuente de la delincuencia. El 
hombre nuevo-marxista, no puede delinquir; en la nueva 
sociedad marxista no se conocerá el delito. Pero no son 
sólo los marxistas; otros "istas" L 
prometerse análogos resultados E 

desarrollo que propugnan. 
Pero la realidad es muy testaruda y no se acomoda 

a los deseos de los augures. Rusia, en su tercera genera- 
ción de marxismo-leninismo no contem~la precisamente 
una d 
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estadísticas sobre delincuencia juvenil de la Secretaria 
General de la ONU, la República Socialista Alemana (A.0). 
aparece con un crecimiento del 96,8 por ciento; mientras 
en la República Federal (A.Oc.1 ese índice fue sólo del 
39 por ciento y uno de los más bajos. Pero no vayamos 
a pensar por eso que la civilización occidental y el neo- 
capitalismo aconómico están libre de culpa. En esas mis- 
mas estadísticas el palmarés, se lo lleva la China Nacio- 
nalista, que junto con un desarrollo económico espec- 
tacular, favorecido por la ayuda americana, vio crecer 
de 1952 a 1956 su delincuencia juvenil en un 252,5 por 
ciento y le sigue la evolucionada Suecia, con un 192 por 
ciento. 

No pretendo, ni menos, hacer ahora e 
mientos comparati~ o quiero poner de relj 3 

una cosa es la teoría y otra la praxis y que el desarrollo 
económico lejos de resultar un factor eliminador de la 
criminalidad, en realidad constituye un factor criminó- 
geno, fuente de nuevas formas de criminalidad en auge. 

Y es que ya a principios de siglo un gran criminalista 
italiano, Niceforo. demostró que la evolución social no 
hace desapa 1 delito, sino que lo transforma. Que 
hay una del :ia de la pobreza, pero también hay 
otra que es propia del bienestar. Y que lo único que ocu- 
rre es que la acción delincuente tiende a acomodarse a la 
acción social, por lo que, igual que la materia, la crimina- 
lidad no se destruve sino que se transforr- 

N oner ahora todas las 1 
foro, llevaría muy lejos, pero sí a resumir 
las conclusiones que de sus investigaciones criminógenas 
obtuvo : 

El primero y esencial corolario es que a sociedades 
primitivas corresponde una preponderan los deli- 
tos violentos, mientras en las sociedade~ :ionadas 
predominan los delitos fraudulentos. El dtilbv la socie- 
dad bárbara se realiza preferentemente por la fuerza, por- 
que es la fuerza la que impera en la política de la so- 
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ciedad; el imperio es imperio militar y la fuente de ri- 
queza es el saqueo. Cuando la fuerza de las armas y del 
poder imperativo es sustituido por la astucia política y 
el imperio económico, el dilincuente se impone también 
por el fraude y el lucro ilícito. Y como el progreso social 
y político representa, en principio, una evolución de las 
sociedades hacia organizaciones basadas cada vez menos 
en la fuerza y más en la convicción popular, la evolución 
criminal inicia una disminución de los delitos de fuerza 
en aumento de los d 

Pero en el mundo 
de la delincuencia frauauienca, que senalaaa ~uice~oro, 
aparec aladas ( lencias 
que h cupar a i y han 
sido objeto de vailus b~~~g la sos  i n t e i i~~ i~ l l a i r ;~ .  dl creci- 
miento en fle la delin 
cuencia juven hay un 
a Niceforo y que aparece en gran parte conectaao con 
aquella última: el rebote de la delincuencia de fuerza o 
violenta, que presenta una nueva faceta muy preocupan- 
te, cu: ,atuidad 
la fue: , la fuer 

Sin pretensiones de agotar los temas vanos a senalar 
algunas características de cada una de esas manifestacio- 
nes específicas de delincuencia. Pero antes queremos s e  
ñalar dos características que les son comunes: a) Inter- 
nacionalización, pues los problemas son cada vez más 
comunes a todos los países y ofrecen en ellos caracterís- 
ticas análogas. Y b) Su ruptura con los esquemas clási- 
cos, lo que representa un reto para el criminalista mo- 
derno. Nos ocurre frente a ellas lo que a los médicos 
frente al cáncer: conocemos sus efectos; sus causas re- 
motas (el factor ucancerígeno"); sus síntomas ..., pero 
ignoramos aún extremos esenciales, y todavía no existe 
unanimidad sobre cuáles sean los remedios más eficaces, 
y hasta ahora lo que se está haciendo es emplesl' los me- 
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dios clásicos con un empirismo más o menos afortunado, 
pero a todas luces insuficie 

De todas esas tendencia; jlelincut ? hoy, la 
de la delincuencia fraudulenta es casi exclusivamente 
propia del mundo de los adultos. Pero en nás fac- 
tores, la delincuencia juvenil tiene valor d ,genista. 
Incluso en la delincuencia de tráfico, tan enrarfiada en el 
signo técnico de nuestra sociedad, el porcentaje 
cidentes provocados por los conductores jóvene: 
sivo y un delito tan característico del mundo del automó- 
vil, cual es el hurto de uso, es casi exclusivamente un 
delito juvenil. 

Y es en el terreno de la iencia juvenil donde se 
ofrecen también dos factc ?ocupantes de nuestra 
criminología: es el del consulllu ~reciente de drogas Y el 
del predomi 

Al Fiscal 3 

de delincuencia a nivel mundial, pero muestra su incli- 
nación a la jn de medidas 
rarse ante e: eno. Dice así: 

"Si hemos ut: tileeer a la U.N.E.S.C.O., ra ueilr~cuarlcla 
llegará a sextuplica 3 2000, 2 

prevención se orgti 2 suma] t 
este desarrollo en la actualidad pocos países están equi- 
pados para enfrentarse a c 

¿&ué remedios o mediaas poaemos aaoptar Irenre a 
tanta y tan variada delincuencia? 

Creemos como más acertados : 
a) Reformar la cohesión de la Ialluua, ayuwauuu a 

los padres en la educación y asesoramiento de si I ,  

robusteciendo los vínculos de sangre y de afecto 1- 

tes entre ellos y huir, sobre todo, de una actitud autori- 
taria ~nte que separe 5110s de éstos. 

b lentar considei !nte el númerc ;- 

cuela> y ceritros de enseñarira en xodo el país, lo que sur- 
tunadamente ya ha iniciado el Estado español con la Ley 
General Básica, el empeño mgs ambicioso de los últimos 
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años. Ahora bien, estableciendo un buen sistema pedagó- 
gico, pues que en la medida que el pedagogo enseña bien 
contribuye a la salubridad mental del alumno, le evita 
conflictos. rivalidades v malas relaciones con el entorno 
social. 

c) 
problema este muy acuciznte en esta provincia. 

d) Aume tión con las rr 
anteriores, lo y de prevencj 
niendo siem~ra e11 t i u e r ~ ~ a  uue  el ~riantenimiento de ia JZV 

Y. del 
niosa 

e )  Y por último, lo que nosotros consideramos esen- 
cial y que venimos repitiendo en nuestras Memorias o en 
trabajos literarios a los que dedicamos nuestro tiempo 
libre: nplo er política 
religic cumpl :ta misi 
dres raapcbbu de los iilJU3, cl plufesional yuG bvii 

su profesión :iona; en las élites y clases rectoras 
respecto a ot es sociales menos dotadas; y en los 
cultivadores del pensamiento que pongan éste al servicio 
dnl bi 
disolv 

JU~ILU a LUUU GILU, l ray  que culisiuclal bdmbién ia apa- 

rición ?stro país, de método: organi- 
zacion !S realmente desconoc gan no 
sólo a consideraciones jurídicas, sino a un planteamien- 
to de la seguridad pública y de la labor policial acorde 
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criminal, que aunque incipic 
ximo llegar a constituir un p luurc r i i a  g r a u  

En lo que hace referencia a los aspectos concretos de 
cada tipo o "línea7' de delincuencia, podemos considerar 
ahora sus manifestaciones más destacadas, sin olvidar 
que sólo los delitos contra la propiedad y las infracciones 
penales del trálfico en vfas públicas alcanzan, como deja- 



mos en su momento consignado, el 81,5 por 100 de las 
infrac penales registradas. 
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a) ~s contra la propiedad 

Muy cerca de la mitad de los delitos judicialmente 
constatados, son delitos contra la propiedad. Exactamen- 
te, el 47,3 pc el total el total de in- 
fracciones q ento, sigue po- 
niéndose de r s l r c v G  ui a u i i c i r r u  yus su ocasión pue- 
de cifrarse en un 9 por 100 aproxi ente, y: 
número registrado en 1970 fue de ! nientra I 
que corresponde a 1971 alcanza la ciIra ae 102.675 inrrac- 
cione 

Si L 

un total ae ~U.YI-L, Irente a los av.ss4 senaiaaos en el ano 
anterior, y d 261 pueden considera no atra- 
cos a mano L, de los que en cuatrc resultó 
muerte. 

El aumento más 'n IVS al unwa id 
propiedad corresno~~u~ a s~abracciones ut: vehículos 
a mo Laban 31 r 
hacer i 1971. ; 

altas, dentro de este total, ,,,,,sponde a Madrid, con 
11.07, 110s sustraídos; Barcelona, con 8.710; Sevilla, 
con 1 de 2.914; Valencia, con 2.640 sustracciones; 
Vizcava. üuri 1.742. v Zaragoza, con 1.114 vehículos sus- 
traídi 

La recuperacion ae vemcuios alcanza porcentajes 
realmente altos, puesto que de los 37.481 sustraídos fue- 
ron recuperados 29.447, es decir, el 78,6 por 100. Un total 
de 1.608 personas fueron detenidas como Presuntos au- 
tores de las ciones. 

Aparte dt isicas fj ! 

las ya señalaaas nuevas mouaiiuaaes de estafa que en 
otras ocasiones hemos puesto de manifiesto -especial- 
mente en actividades relacionadas con la construcción de 
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viviendas en régimen de promoción colectiva- existen 
algunas manifestaciones de delitos contra la propiedad 
que merecen comentario separado. En la Memoria del 
pasado año se publicó la Circular de la Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo sobre protección del Tesoro artístico Na- 
cional y el tema no ha decaído en absoluto de interés. En 
ocasiones, se utiliza por desaprensivos el escaso conoci- 
miento que del valor de algunos objetos sagrados tienen 
los párrocos y sacerdotes de zonas rurales, para adquirir 
a bajo precio obras de considerable valor artístico, algu- 
nas de las cuales se intentan sacar de España. Esto ha 
motivado reacciones adecuadas por parte de los Ordina- 
rios. Ya el Gobierno se hizo eco de la situación dictando 
el Decreto de 6 de febrero de 1969 regulando la venta de 
antigüedades en todo el territorio español. Incluso la Sa- 
grada Congregación para el Clero, en mayo de 1971, en- 
vió a las respectivas Conferencias Episcopales una reco- 
mendación con normas para la conservación y vigilancia 
del patrimonio histórico-artístico de la Iglesia. 

Desde un punto de vista totalmente diferente, también 
debemos señalar actividades de ilícita entrada de oro en 
España, muy por encima de la importación oficial, que 
alcanzó en 1971 las 22 toneladas aproximadamente. 

Los Fiscales se hacen también eco de las nuevas mo- 
dalidades delictivas contra la propiedad. A título de ejem- 
plo reproducimos algunos párrafos de la Memoria del 
Fiscal de San Sebastián sobre este problema: 

"En forma paralela a la elevación del nivel d 
de los españoles, se está produciendo en los últimos años 
una evolución sustancial de los delitos contra la propie- 
dad. Superadas las primeras dificultades, la progresiva 
industrialización del país, con el consiguiente aumento 
de los puestos de trabajo y mejoras salariales, el fenó- 
meno del turismo, que rompió un aislamiento de tantos 
años, y otra serie de factores bien conocidos, determina- 
ron la aparición de formas nuevas de delincuencia. Aque- 
llos hurtos de mínima cuantía, destinados a satisfacer 



las necesidades más elementales, los vemos ya muy po- 
cas veces en nuestro diario trabajo. Se mantienen los 
delitos de robo y hurto, incluso su número se multiplicó, 
pero gran parte de ellos presentan ahora unas caracterís- 
ticas distintas. Son hechos más importantes, más com- 
plejos en su ejecución; en definitiva, se parecen a los 
que hace años sólo veíamos en las películas o en las noti- 
cias del extranjero, que publicaban los periódicos. Pero 
es que además, junto a esos típicos delitos contra la pro- 
piedad, que siempre existieron, está apareciendo última- 
mente, de forma arrolladora, una serie de nuevos delitos 
económicos, con características tan peculiares, que se 
parecen muy poco a los tradicionales. No es necesario 
citar aquí ejemplos, porque todos los años, en las Memo- 
rias de los fiscales españoles, se denuncian esas formas de 
delincuencia. Recordemos únicamente las numerosas es- 
tafas que se cometen, utilizando muy diversos procedi- 
mientos, en las ventas de bienes inmuebles. Es asombroso 
ver cómo se venden continuamente pisos ocultando las 
hipotecas, otros que ya están vendidos, y muchos que ni 
siquiera existen. Hace unos años, un constructor de San 
Sebastián se dedicó ?r viviendas subvencionadas a 
un precio superior : -izado por el Ministerio en la 
calificación definitiva, comando además las 30.000 pese- 
tas de subvención por cada vivienda, ocultando en el ex- 
pediente el precio real, porque en otro caso no hubiera 
percibido la subvención. Llevamos el asunto a juicio oral, 
porque entendíamos que defraudar al Estado también es 
estafar, pero se dictó una sentencia absolutoria, confir- 
mada lrde por el Tribunal Supremo. En otro lugar 
citarr importante estafa de unos 16 millones de 
pesetas cometida el año pasado, utilizando el conocido 
procc to del peloteo de letra- " 
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b) Infracciones penales con vehículos a motor. 

Más de la tercera parte de las infracciones penales 
-exactamente el 34,2 por 100- corresponden a lo que 



genéricamente llamamos delitos de tráfico, generalmen- 
te, en por 100, constituidos por imy 
cias ci rehículos a motor. 

Q u A ~ ~  b G r i 5 a  rrrrrírás consignar 10s datos de accidentes 
de tráfico de los tres últimos años, según las cifras cons- 
tatadas por la Jefatura Central de Tráfico. Ello nos per- 
mite seguir la evolución de tales datos por provincias y 
años sucesivos: 

más de 
ometidz 
i n X  tn-r 

un 90 
1s con \ 
r o  i n t n r ,  

1969 1970 L / #  A 

Alava . ........ 702 637 760 
Albaceti ........ 840 851 75 1 
Alicante ........................ 7 7 ~ 7  7 n w  2.017 .-- 
Almería 
Avila .. 
Badajoz 
Balearer 
Rarceloi 20.079 *' 439 21.769 
Rurgos 765 929 992 
Cáceres ........ ........ 612 561 502 
Cádiz ........................... 1.143 004 692 
Cactelló 1.061 9 130 96 l 
Ciudad 607 636 600 
Cúrdoui 1.480 472 1.544 
La C O ~ L  ........................ 1.829 947 2.021 

- m <  --, Cuenca 
Gsroiia 
Granad; 
Guadala 

1.259 
305 
vnn ........................ Guipúzcua 

Hueva . 
Huesca 
Jaén ... 
León ........................... 
Lérida . 
Logroñc 
Lugo .. 
Madrid ... . . ~  . ~ 

Málaga 
Murcia 
Navarra 
Orense ........................... 
Oviedo 
Palencia 
Las Pal: 
pon te ve^. , ..................... 

............. Salamanca , 
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1969 1970 1971 

Sevilla ........................... 952 1 .O70 976 
Soria ........................... 326 389 390 
Tarragona ........................ 1.030 1.181 1.192 
Teme1 ........................... 416 44 1 366 
Toledo ........................... 750 504 653 
Valencia ........................ 3.077 3.208 3.097 
Valladolid ..................... 892 90 1 916 
Vizcaya ........................ 3.612 3.201 2.770 
Zamora ........................ 635 568 54 1 
Zaragoza ........................ 2.305 2.493 3.079 
Ceuta ............................ - 8 1 94 
Melilla ........................... - 72 280 

Total ..................... 82.486 84.383 84.581 

La primera observación que salta a la vista es la del 
escaso porcentaje de aumento de un año a otro, inferior, 
desde luego, al aumento experimentado por el parque 
automóvil, incluyendo en él los miles de coches que anual- 
mente entran en España por motivos turísticos. Obsér- 
vese también que la cifra procedente de la Jefatura de 
Tráfico no coincide -lógicamente- con las cifras proce- 
dentes de actuaciones judiciales. En efecto, existen ac- 
cidentes que nada tienen que ver con la posible culpabili- 
dad de persona alguna y otros muchos que sólo producen 
daños en los vehículos (en el pasado año, fueron 26.405 
los accidentes que sólo produjeron daños materiales), de 
los cuales muchos no llegan a diligencias judiciales por- 
que se estima que no existió indicio alguno de responsa- 
bilidad. Las cifras judiciales, según vimos anteriormente, 
aumentaron considerablemente (en 8.233 casos), dato que 
no se corresponde con el escaso aumento de accidentes 
registrados por la Jefatura de Tráfico. La explicación qui- 
zá esté en que se ha apurado mucho más la investigación, 
pasando a conocimiento de los Juzgados muchos casos 
dudosos que antes dejaban de ser analizados por la juris- 
dicción penal. En definitiva, entre los 74.283 casos regis- 
trados por las actuaciones judicialels y los 84.581 acci- 
dentes constatados por la Jefatura de Tráfico, 
obtenerse una estimación prudente del problema 

puede 



Es halagüeíío constatar que los resultados en esta ma- 
teria son positivos, lo que lleva a pensar en una mejor 
disciplina en el tráfico de vehículos, aunque la gravedad 
de los accidentes no disminuye, como demuestra el cua- 
dro del número de muertos por accidente de vehículo a 
motor en los Úitimos años: 

Pero también aqui nay que destacar que mientras la 
diferencia, en más, del número de muertos de año a año 
fue de 166 entre 1967 y 1968; de 148 entre 1968 y 1969, y 
de 246 entre 1969 y 1970; sólo ha sido de 50 entre 1970 
y 1971. 

C) Delitos contra las personas. 
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Los datos policiales sobre esta materia son muy apro- 
ximados a los judiciales y reflejan un total de 10.491, 
aunque se incluyen en est los suicidios no com- 
prendidos en la estadística $1 en el capítulo de de- 
litos contra las personas. La clasificación de estos deli- 
tos, da primacía, como es natural, a las lesiones, con 
7.829 casos; y constata 59 delitos de parricidio, 64 de 
asesinato, 121 homicidios simples y 27 infanticidios. Las 
víctimas fueron 7.499 varones y 3.486 mujeres. 

Ya hemos señalado repetidas veces que los clásicos 



delitos de sangre, bárbaros y cruentos, están disminu- 
yendo paulatinamente, lo que no quiere decir que no se 
produzcan a veces brotes esporádicos con manifestacio- 
nes de este tipo. En Memorias anteriores señalamos algún 
ejemplo de crímenes rituales o de casos extraordinarios 
de responsables, al menos, de nueve delitos de 
asesinato, en lugares, ocasiones y por medios distintos. 
Er_ esta ocasión queremos reproducir unas líneas del Fis- 
cal de Valencia, que constatan uno de estos brotes a que 
nos referimos. Dice así: "En el año 1971 se ha notado un 
incremento de los delitos de sangre, como hemos señala- 
do ya en páginas anteriores, algunos de ellos de extraor- 
dinaria brutalidad (sumarios núms.. . de Sagunto, Valen- 
cia y Gandía). El significado de estas manifestaciones 
delictivas de violencia ejecutadas con tanta crueldad, si 
bien pudiera ser esporádico, de otra parte pudiera tam- 
bién ser indicio de una criminalidad evolucionada en este 
sentido." 

Aunque no sean las per- 
sonas, queremos inc s líneas 
sobre el suicidio, por ser esw un Ienomeno que última- 
mente preocupa en cierta medida. En efecto, en las cifras 
estadísticas consignamos el dato de 2.753 suicidios en 
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Hungría . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  33,7 
Suecia ........ .................. 21,6 
Alemania Fede ................. 21,3 
Suiza ......... ................... 17,3 
Francia ...... .................. 15,3 
u. S. ' ....... .,. " 
portuj 
ltalia 
Españ 

lnque t 
de los ( -- ,.,.,. . 

Ai ,amáramos en consideración, para 1971, la 
cifra datos policiales, la proporción para España, 
por 1uu.uuu nabitantes, sería solamente de 6,9, lo que si- 
gue colocáno la cola de los países a s por el 
fenómeno. 

Dentro ya de España, las provincias col1 IILGI~U ? 

(datos de 1970) fueron Vizcaya, con 1,9; Guipúzc 1 

2,l; Madrid, con 2,4; Barcelona, con 3,7. 
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Quiza sea necesario repetir, una vez más, que el pro- 
blema del tráfico y consumo de drogas en España no es 
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necesario detectar la magnitud del problema fuera de 
nuestras fronteras y vigilar su evolución dentro de ellas, 
a fin de adoptar medidas de prevención y de represión 
bien calculadas. 

En los Estados Unidos la proporción de drogadictos 
por habitantes juveniles era de 1/2.700 en 1945, y es de 
11170 en 1971. También la edad media de los drogadictos 
juveniles desciende, ya que mientras era de dieciocho 
años en 1960, ha pasado a ser de dieciséis años en 1971. 
Cerca del 96 por 100 de los delincuentes juveniles del 
país son adictos a las drogas y en algunos lugares de 
cierta concentración racial, los porcentajes de adictos 
suben alarmantemente. 

En un mensaje al Congreso y al país, el Presidente de 
los Estados Unidos decía en junio de 1971 que "la adi- 
ción a la heroina de los ciudadanos americanos es un 
problema internacional de gran preocupación para esta 
nación"; para él, el problema había adquirido ya enton- 
ces "dimensiones de emergencia nacional". Una de sus 
propuestas más interesantes -aparte de la concesión de 
155 millones de dólares para el programa de control de 
drogi rear una oficin tl que cl 
ra lo todos los orga interes 

Más tarde, ya en marzo de este mismo año de 1972, el 
propio Presidente volvió a hacer un nue7 arniento 
público, en el mismo Nueva York, pidier O "perse- 
cución dura e im~lacable" contra la &oua. La gran 
cuestión -a ial de la 
nación." 

En Francia, por otra parte, la adopción reciente de 
medidas drásticas es bien conocida. La campaña del Mi- 
nisterio de Sanidad a finales del pasado año para con- 
trolar la expendición de fármacos por las 16.000 farma- 
cias del país, y las advertencias sobre los peligros del 
consumo de drogas han saltado a los medios normales y 
dizrios de difusión. Las modificaciones legislativas agra 
vando las sanciones, son también conocidas, especial- 
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mente la Ley de 31 de diciembre de 1970. En parte todo 
ello es consecuencia de los escándalos producidos por 
los alijos de heroina que desde Francia pretendían pasar 
a los Estados Unidos. Este es un aspecto concreto que 
también nos interesa a los lo desp 
remos. 

El propio ministro de Asuntos Extenores de P'rancia 
propuso en el otoño de 1971 a los países del Mercado 
Común un plan conjunto de acción contra las drogas y 
sus efectos en materia sanitaria, educativa, represiva y de 
coordinación legislativa. 

La vigesimosexta Asamblea General de las Naciones 
Unidas incluyó también en su agenda el tema de la lucha 
organizada contra el tráfico y el uso de los estupefa- 
ciente 

Al 

S. 

tiempo 
....ri.... r l  

do esto 
.;m+"" 1.- 

se pro 
, m  .-.m-* 

10 faltar 
r l n  n v n r  que acunair UG a l a r r u r n b a o  ran  L a r r l p a i i a n  y UG ~ n a ~ c ~ a u a ~  

las no 3bre el problema, y tampoco faltan intentos 
de int en la mente del público en general, la idea 
de que el uso de las drogas no es tan nocivo, salvo algu- 
nas excepciones, y que llegará un I ue será 
incluso tolerado o autorizado el cc inas de 
ellas. Es indudable el carácter insiulusu v uleval3ado de 
esta campañz 
adecuadamer 

centran 
.r en lo 

1, contrr 
te. 

! hay ta 

ra el pr 
abamos . . 

momeni 
rnsumo 
A*,.-,. -. 
mbién ( ccionar 

Si nos aho oblema en Espana, hemos de 
insisti que ac de decir: nuestro propósito 
al llamar la atención aesae estas páginas -dirigidas por 
imperativo legal al Gobierno de la nación- no es el de 
crear alarmas innecesarias, de promover una ac- 
ción que tienda a evitar, o al II IGILV~ a disminuir, los efec- 
tos futuros que son previsibles en este tema. 

Veamos ahora los datos concretos: El número de de- 
tenidos por tráfico de drogas sigue aumentando, aunque 
no sea todavía alarmante: 



Este ritmo de crecimiento muestra un aumento del 
100 por 100 entre 1969 y 1970, lo que no deja de tener 
importancia. Las cantidades de drogas incautadas fueron 
las siguientes: 

"Cannabis" ..................... 717.48 kilc 
Heroina ........................ 163,70 .. 
L.S.D. ........................... 1.171 tabletas 

Y cantidades mucho menores de opio, morfina, cocai- 
na y fármacos adecuados para producir efectos similares 
a las drogas. 

Los detenidos son en su mayoría españoles (7811, pero 
existen extranjeros en número apreciable: 129 norteame- 
ricanos; 102 marroqiúes; 70 franceses; 41 alemanes; 26 
ingleses; 18 belgas; 15 suizos; 13 argentinos; 12 suecos, 
y otros más hasta sumar un total de 38 nacionalidades 
diferentes. Este mismo dato de que entre los detenidos 
781 sean españoles y 516 sean extranjeros de 38 naciona- 
lidades, da a entender el carácter internacional del pro- 
blema y la peligrosidad de muchos de los traficantes, al- 
gunos de ellos miembros de bandas inte: IY 
bien organizadas y equipadas. 

Por regiones o zonas geográficas, el numero mayor de 
detenciones corres id, seguido de Las Pal- 
mas, Barcelona y iste orden. Aunque las 
estadísticas no reflejari, curl LIIUGL~O, la verdadera entidad 
del problen as a ale ISOS concretos, ~a 
idea aproxi el volur teligrosidad qu 'a 
tomando. 

Partiendo de un servic ubierto en Zaragoza, se 
desarticuló una organizaclon con base en Perú, con me- 
dios suficientes para financiar la elaboración de la co- 
caína. En varjas aprehensiones fueron ocupados cerca de 
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dos kilos de clorhidrato de cocaína y detenidos tres miem- 
bros principales de la banda y otros varios auxiliares 
para el tráfico y la mediación. 

En junio de 1971 se ocuparon en las cercanías de Va- 
lencia 113 kilos de heroina escondidos en un coche con- 
ducido por dos súbditos franceses, embarcados en una 
motonave con destino a Norteamérica, aunque la apre- 
hensión se produjo en tierra. La coordinación de la bri- 
gada española de estupefacientes y la Oficina U.S.A. de 
Narcóticos para Europa culminó este servicio. 

Una serie de vehículos, utilizados para trai r 
heroina desde España o desde algún puerto euluv~u a 
Nort :a, fuer 3scubiei I- 

licía la. En o ?hículos a 
utilizados y volvían emDarcaaos y de vacío para su punto 
de carga. El examen de los dobles fondos y escondites 
preparados permitió detectar, sin lugar a dudas, restos 
de la sustancia transnortada. Una nod-erosa organización 
internacional fue de i algunc S 

componentes, con t iose alg ? 

los vehículos en los que se habían transportado ya más 
de 200 kilos de herc 
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aprehension de varios mlos ae "KlIi', 6'nacnicns" y pasti- 
llas de L.S.D. y Mescalina, descubrió además otras activi- 
dades delictivas del grupo, en prácticas abortivas, pros- 
titución, corrupción de menores, etc. 

Una detención efectuada en La Coruña permitió, en el 
mes de abril, descubrir otra red de traficantes que había 
introducido ya en el pafs alreded~ 3s 200 1 ? 
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y utilizando los puertos de Algeciras y Málaga como pun- 
tos de entrada. 

Incluso una plantación con 200 kilos de "cannabis" 
fue descubierta en septiembre en las cercanías de Ma- 
drid. 

Otros dos importantes focos de tráfico y consumo se 
desarticularon en Madrid en el mes de octubre, y algo 
más tarde se desarticuló una curiosa organización pseudo- 
religiosa, de traficantes y consumidores de drogas, ins- 
talados en la provincia de Guadalajara. 

La desarticulación de grupos similares en Palma de 
Mallorca, Ibiza, Formentera, Las Palmas (con 193 dete- 
nidos), Melilla, Málaga y Barcelona, completa en parte el 
cuadro de grandes servicios que muestra el estado del 
problema, en el aspecto de actividades descubiertas y que 
hace suponer la existencia de otras actividades 3 

han podido ser detectadas con resultado positivc 
La profusión de reuniones de estudio, "simposyurn", 

mesas. redondas, etc., dedicadas al tema, muesti 
traordinaria preocupación que está produciendo. 
bargo, para poder afrontar el problema con efibawa -e 
impone inicj 
ne todas las 
formación disponible. Urganismos muy diversos de la 
Administración del Estado: Dirección General de Sani- 
dad, Aduanas, Tribunales de Contrabando, Dirección Ge- 
neral de Seguridad, etc. De la Administración de Justicia: 
Juzgados y Salas de peligrosidad, Jurisdicción Ordinaria, 
Fiscalía del Tribunal Supremo; de organismos científi- 
cos: ?@os P 3 

Médi nacéuti 3 

de Meaicina, centros ae investigación, etc., estan intere- 
sados en aspectos diferentes del tema. Coordinar todos 
estos esfuerzos, como han hecho ya otros países y poder 
encargar a esta función coordinadora una actividad de 
divulgación, educativa, preventiva, etc., se impone ya. 
Formalmente elevamos esta propuesta con ánimo de con- 
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tribuir con ella a una ordenación adecuada de los medios 
con que se cuenta para combatir el peligro. 

Pero cuando se trata el tema de las drogas suele de- 
jarse de lado otro aspecto concomitante, al que hemos 
aludido de pasada en alguna Memoria anterior, pero que 
es necesario afrontar seriamente: el alcoholismo, califi- 
cado ya como la toxicomanía más extensa de nuestro 
país. 

El porcentaje de i 

se cifra en un 8,5 por 100, aunque otros datos, basandose 
en los ingresos hospitalaric ~n en UI n el nú- 
mero aproximado. Cerca de or 100 E olemias 
elevadas han sido apreciadas en cadáveres ulucedentes 
de accidentes de circulación, y se I 

de mujeres alcohólicas es aproxim I 

del de varones. 
Ante esta situac que el 

problema preocupe a nivel meaico y aeoa tamoien preo- 
cupar al jurista, especialmente desde el punto de vista 
de la prevención y de la rehabilita( :ial de los afec- 
tados. 

Ya los fiscales de las Audiencias comienzan a señalar 
también este problema del alcoholismo. El de Baleares 
se refiere a "un aumento muy ligero desde luego, pero 
suficiente para que nos fijemos en él". El de Albacete lo 
considera ya "problema serio en nuestras tierras en estas 
materias paracriminales" y aduce el testimonio de los 
Servicios Psiquiátricos Provinciales, que han señalado ya 
el elevado número de enfermos causados por el alcohol. 
También el de Castellón señala el peligro y aporta la cifra 
de cuatro muertos por cada 100.000 habitantes - e n  Es- 
paña- por cirrosis hepática producida por el alcohol. 

El tema general de las drogas es tratado por muchos 
hasta el punto de no poder transcribir aquí todas las 
aportaciones realizadas en esta materia en las Memorias. 
Resulta ya fuerte la alarma lanzada por el fiscal de Las 
Palmas; "A partir del año 1970 ha sido tal el aumento, 
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que lo que nunca había ocurrido en esta isla ha sucedido 
ya. No sólo se introducen ilegalmente las drogas en la 
misma, sino que ya se han descubierto focos de elabora- 
ción en ella." El de Huelva señala que desde hace dos o 
tres años existe un sector de juventud dedicado al con- 
sumo de drogas, generalmente a partir de los dieciséis 
años, y señala Ceuta y Sevilla como centros de proceden- 
cia de las sustancias tóxicas detectadas. 

El fiscal de Baleares señala también la escalada en el 
consumo y tráfico, especialmente a partir de 1966, aun- 
que le parece que entre 1970 y 1971 ha existido una ligera 
regresión. Y el de Valladolid, ciudad poco sospechosa en 
esta materia, muestra su desacuerdo con algunos infor- 
mes policiales negativos, y detecta, en cambio el uso de 
la marihuana y del "hanchichs" entre algunos muchachos 
de catorce a veintidós años, que adquieren cigarrillos al 
precio de 50 ó 60 pesetas cada uno. 

e) Delincuencia juvenil. 

También es éste un tema muy necesitado de clarifica- 
ción. En primer lugar, los datos que se manejan -no del 
todo exactos- empiezan por no distinguir entre menores 
y mayores de dieciséis años, la edad penal, con lo que las 
cifras que se comparen pueden estar afectadas de graves 
defectos. Entendemos que por debajo de los dieciséis 
años no existe delincuencia, aunque existan acciones cri- 
minales que, cometidas por mayores de dicha edad cons- 
tituirían delito. La inimputabilidad del menor de dieci- 
séis años juega en nuestras leyes en el sentido de no po- 
der incluir dentro del concepto de delincuencia juvenil 
los actos de quienes no han alcanzado tal edad. 

Sin embargo, el fenómeno, desde el punto de vista 
social, no estrictamente penal, tiene otra significación y 
obliga a considerar también las conductas de los menores 
de edad penal, aunque sea con la necesaria separación en 
la valoracion de los datos, 



Partiendo de esta premisa, podemos ya pasar a con 
signar que el número de mayores de dieciséis años, pero 
menores de veintiuno, detenidos durante el año 1971 por 
razones de infracción penal o por actos o conductas de 
carácter ilegal, fue de 11.697, frente a 10.268 del año pre- 
cedentes. A éstos habría que agregar otros 9.366 menores 
de dieciséis años sujetos a la jurisdicción del Tribunal 
Tutelar de Menores. 

El número de jóvenes condenados por Tribunales Or- 
dinarios, entre los dieciséis y los veintiún años, fue en 
los años precedentes el que sigue: 

Sin embargo, la cifra debiera ser rectificada en orden 
a que, como ya en otros lugares hemos señalado, la apli- 
cación anticipada -sin sentencia y consiguientemente sin 
condena- del Decreto de indulto de 23 ? 

de 1971, dejó fuera del ámbito penal a ur 
sados, cuyo número en este caso no conocemos con exac- 
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te varones, en proporción solamente de un 9,6 por 100 
para las mujeres. El tipo de infracción predominó, con 
mucho el de infracciones contra la propiedad -aproxi- 
madamente dos terceras partes del total-. Algo más de 
2.500 detenidos eran reincidentes. 

Pasando ahora a los menores de dieciséis años, tal 
como hemos hecho también en ocasiones anteriores, a 
fin de dar una visión completa del problema de los me- 
nores, aunque no entendamos que éstos son penalmente 
delincuentes, podemos ya señalar algunas cifras compa- 
rativas. 

El cuadro de los menores sometidos en 1971 a la facul- 
tad reformadora de los Tribunales de Menores señala un 
aumento muy considerable sobre los años anteriores, se- 
giín vamos z --- 

- - - 
Contra ia propiedad ..... . Y.L~O 9.743 10.263 
Contra las personas ............... 2.547 2.678 3.630 

............... Fugas de domicilio 472 466 703 
Otras infracciones ............... 2.428 2.115 3.709 

. 14.61 5.002 18.305 

El 2,3 por 100 de aumento constatado en 1970 se ha 
convertido en un 18 por 100 de aumento, aproximadamen- 
te. También el número de menores de dieciséis años de- 
tenidos durante 1971 fue considerable, puesto que ascen- 
díó a 9.366, cifra en cierto modo próxima a las detencio- 
nes de jóvenes entre dieciséis y veintiún años, que según 
un cálculo lógico debiera ser muy superior a la de me- 
nores de dieciséis años. 

El 111 Curso-Coloquio sobre d !- 

lebrado en el Instituto de Estudios ue roiicia en junio 
de 1971, esti magnitud del problema estableciendo 
en sus conc S una serie de medidas convenientes 
para afrontar la situación que se va produciendo en este 
área. 

También los fiscales de las Audiencias se hacen eco 
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del tema y sin transcribir todo lo que señalan cada uno, 
baste de ejemplo lo que incluye en su Memoria el fiscal 
de Tarragona: 

"La delincuencia juvenil comienza a constituir en 
nuestra Patria un problema realmente serio, que debe 
preocupar a todos los que de alguna forma se relacionan 
con la juventud, para estudiar sus causas y adoptar las 
medidas correctoras procedentes, y realmente no es pre- 
ciso ahondar mucho para comprender los fallos de nues- 
sociedad, que han hecho posible que en los últimos diez 
años se duplicara el número de delincuentes juveniles. La 
pérdida del "concepto envolvente" de Dios, por una par- 
te, que ha traído como consecuencia la crisis de los va- 
lores espirituales y el natural deterioro de los vínculos 
familiares; y por otra, la precocidad sexual de una socie- 
dad de consumo erotizada, han creado un clima de amo- 
ralidad en el que nuestra juventud, por lo menos amplios 
sectores de la misma, crece y se desarrolla, inclinándose 
hacia el materialismo más desenfrenado que se convierte 
en el motor y guía de su vida, derivando fácilmente hacia 
el delito. 

En este aspecto nos permitimos resumir algunos pun- 
tos de la carta pastoral del arzobispo de Barcelona, titu- 
lada "Juventud, pudor y libertad", donde acertadamente 
se pone el dedo en la llaga, señalando la necesidad de 
reaccionar contra la situación actual en nombre de una 
ética moral y serena de defensa de la natu~ 
El señor arzobispo de Barcelona pone de 
primer lugar, que el sentido cristiano de la existencia está 
hoy gravemente amenazado por el desbordamiento de la 
moralidad pública y privada, en una dimensión concreta 
de la persona humana: la del sexo, añadiendo que quizá 
lo más grave es la forma sutil y progresiva en que el mal 
se va apoderando de nosotros, pasando del desorden se- 
xual a otros delitos con los que está unido: las drogas, 
el robo, el aborto e incluso el suicidio, para subrayar 
como manifestación particularmente dafiosa del desen- 
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freno al que alude, el que todo ello obedezca a una táctica 
sagazmente estudiada, que consiste en utilizar el liberti- 
naje sexual ofrecido y estimulado como medio para fo- 
mentar ideologías políticas revolucionarias de clara sig- 
nificación marxista. En círculos y grupos cada vez más 
frecuentes -dice-, todo llega a ponerse en común, amor 
y nersonas, para exigir después la servidumbre ciega a 
una ideología política claramente destructora. Se empieza 
por destruir la moral sexual y se acaba aniquilando la 
moral familiar y cívica, contribuyendo a ello los comer- 
ciantes del sexo, grupos ocultos y organizados que al 
dictado del más repugnante materialismo, planean el 
asalto colectivo, traficando con el instinto, el pudor y la 
desvergüenza. Exposiciones pornográficas, construcción 
de locales de diversión, facilitación de drogas, abortos, 
alcohol, todo cuanto sea preciso en la seguridad de que 
esa juventud, cuyas protestas tantas veces están justifi- 
cadas, apagará su rebeldía ahogándose en el baño narco- 
tizante de la orgía provocada, de la moda excitadora, de 
las concesiones repetidas en nombre de una madurez no 
alcanzada y de una libertad falsa. 

Esta panorámica social que nos presenta en su carta 
pastoral el señor arzobispo de Barcelona, no es desgracia- 
damente exagerada, 5 responde plenr 
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No pretendemos reducir el problema general de la 
moralidad pública a aquellas manifestaciones directa o 
indirectamente relacionadas con el sexo, pero queremos 
traer aquí, como entrada de este a~artado. a l m a s  de- 
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Desde S. S. Pablo VI, que se ha referido al tema en 
varias ocasiones, una de ellas en la alocución dominical 
del 31 de octubre de 1971, hasta las declaraciones colec- 
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tivas de los obispos, el tema se ha convertido en "materia 
candente". DI en la alocución citada: "Nos 
referimos  es^ a crisis del sentido moral que 
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tigada 
crecie 

ira de 1. 
nte y o1 - .  

icencioi 
,ganizac 
.. . 

ias C O S ~  

la; semc - 
iumbres y de 1 
rja olvidar los 

- 
a delinc 
deberes . - mos de la justicia y de la paz para dejar resurgir los peii- 

grosos criterios de los móviles egoístas, y parece prescin- 
dir cada vez más de las exigencias absolutas y objetivas 
de una norma divina 
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ciones cada vez más alarma 1972, la 
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F r f  
es que no faltan iniciativas, tendencias y actividades que 
conducen a aflojar aún más los lazos morales que la socie- 
dad ha tenido por inconmovibles durante mucho tiempo. 
Especialmente se pone de manifiesto esta tendencia en 
un aspecto que nos interesa directamente: la reordena- 
ción de los Códigos penales en materia de delitos sexua- 
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les. Lz isiones inglesas que c la "Se- 
xuals ( i, Acts" de 1956 a 1967; Código 
Penal sueco de 1965; la paralela reforma danesa o la re- 
visión del Código Penal de la República Federal de Ale- 
mania, son ejemplos de lo que queremos decir. Durante 



a1,gunos meses de 1971 continuó en Alemania el estudio 
de algunas leyes penales, que en síntesis mantienen la 
tesis de que la libertad sexual no debe coartarse en abso- 
luto y que, por consiguiente, delitos actuales como el 
adulterio, la prostitución, el homosexualismo, la porno- 
grafía, etc., no deben figurar entre los tipos punibles. 
También en junio de 1971 se produjo en Alemania, con- 
cretamente en Hamburgo, un manifiesto publicado en 
una revista de gran difusión, pidiendo la legalización del 
aborto. Un hecho similar se había producido en Francia 
unos meses antes. El fiscal de Hamburgo ejercitó las 
acciones penales contra la revista, pero se lamentaba 
señalando que se calculaba en un millón el número de 
abortos provocados, mientras que sólo en 276 casos ha- 
bían actuado los Tribunales. El ejemplo, modificando las 
cifras, nos sirve también a nosotros. 

Ya concretándonos a España, el número de personas 
detenidas en 1971 por presuntos delitos de violación, es- 
tupro, corrupción de menores, abusos deshonestos, escán- 
dalo público, favorecimiento de la prostitución, etc., fue 
de 5.104, frente a 4.556 del año precedente. En cuanto a las 
infracciones penales detectadas judicialmente fueron en 
1971, 4.191 para los delitos contra la honestidad. 

Uno de los problemas más delicados en esta materia 
es el del aborto, que está siendo objeto en este tiempo 
nuestro de campañas muy intensas en pro de su legaliza- 
ción c lue desaparezca de los Códigos como 
tipo los señalado el ejemplo de Alemania . 
y Francia. La cuestión en Inglaterra es también grave, 
hasta el punto que en abril de 1972 los médicos españoles 
tuvieron que reaccionar ante una serie de ofertas forma- 
les remitidas desde Inglaterra para el envío de mujeres 
embarazadas que desearan practicarse el aborto. La ofer- 
ta contenía una operación de dicotomía a favor del mé- 
dico español remitente. La reacción fue clara y motivó la 
intervención de las autoridades españolas y las consi- 
guientes reclamaciones por vía diplomática. Incluso en 
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la misma Inglaterra, el Real Colegio de Obstetricia hubo 
de formular una protesta a su propio Gobierno acusando 
a algunas clínicas privadas de atraer clientes extranjeras 
a estos fines. 

En España, como en el resto de los países, estamos 
ante cifras negras muy elevadas en materia de aborto. 
Los casos conocidos y sometidos a la autoridad judicial 
son mínimos, y muchas veces el conocimiento sólo se 
produce cuando por consecuencia de las ~rácticas abor- 
tivas se ha producic lerte de la pac 
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de la pornografía, son reiteradamente írecuentes. msgra- 
ciadamente, no lo son menos las actividades, incluso le- 
gislativas, autorizando la pornografía, como, por ejemplo, 
la Ley danesa de 1967, cuya consecuencia ha sido propor- 
cionar a Dinamarca en 1969 un ingreso en divisas, por 
exportación de pornografía, equivalente a 600 millones 
de pesetas. Otro ejemplo está en 1 
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En España la entrada de publicaciones pornográficas 
mantiene un ritmo moderadamente creciente. Se trata, 
naturalmente, de entrada clandestina, y se refleja en los 
siguientes datos correspondientes al primer trimestre de 
cada uno de los años que se indican: 



1968 ........................ 2.300 ejemplares 
1969 . 2.470 " 

1970 . 2.560 

eto, sin contar 
,,,,,, es lógico el de 1972, el número de ejemplares re- 
cogidc rs fue: 
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El primer sta al analizar 
vidad de los Tribunales, es el constante aumento de los 
procesos penales en sus diversos tipos hoy en vigor. To- 
das las Memorias de los fiscales de las Audiencias seña- 
lan este aumento -mayor o menor, pero constante- en 
sus respectivas demarcaciones. Sin embargo, una vez 
más hemos de llamar la atención sobre la necesidad de 
valorar adec~ 1s datos que ha 
a las diferent judiciales inic 
den penal. El mayor número lo proporcionan, CGSL ..,, 
diferencia, las diligencias previas, cuyo carácter de "pre- 
proceso" hemos señalado en otro lugar. Cierto es que las 
diligencias previas se inician siempre que existe, al me- 
nos, una apariencia delictiva, pero cierto también que en 
gran número se archivan de inmediato al comprobar que 
los hechos a que se refieren no son, ni siquiera inicial- 
mente valorados, constitutivos de delito o falta. Ya he- 
mos dedicado algún espacio, en Memorias anteriores, a 
explicar las diferencias de valoración a que deben ser 
sometidas las cifras estadísticas, según cual sea la fina- 
lidad del análisis a realizar: Si se trata de examinar los 
movir y fluct -como 
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que ser analizadas bajo ese prisma, descartando un buen 
niimero de actuaciones (las previas archivadas inicial- 
mente por no ser los hechos constitutivos de delito, al 
amparo de lo que dispone el artículo 789 en su regla 
primera; las declaradas falta inicialmente, según dispone 
el mismo artículo en su regla segunda; las convertidas 
en preparatorias y las convertidas en sumario, para no 
repetir su consideración). En cambio, cuando se trata de 
analizar cuál fue, cuantitativamente al menos, la activi- 
dad de los órganos jurisdiccionales de lo penal, han de 
considerarse todas las actuaciones iniciadas, lo cual da 
cifras distintas de las anteriores. 

El aumento de la actividad es constante, desde luego, 
pero exige una valoración meticulosa que lo reduzca a 
sus límites justos, aunque éstos sean más dilatados de lo 
que todos deseáramos. Sin embargo, no debe olvidarse 
que al sumar -como suele hacerse en las Memorias de 
los fiscales- las diligencias previas iniciadas, las prepa- 
ratorias y los sumarios ordinarios o de urgencia, se ob- 
tiene siempre un total inexacto, porque establecida ya 
con carácter general la costumbre de iniciar por diligen- 
cias previas casi todas las actuaciones judiciales, si a és- 
tas se suman todas las que después pasan a diligencias 
preparatorias o a sumarios de urgencia u ordinarios, se 
duplica por lo menos la valoración de la actividad, en lo 
que se refiere a las previas transformadas. 

Otro factor a tener en cuenta a la hora de valorar 
adecuadamente el trabajo de la jurisdicción penal, es el 
del no despreciable número de diligencias previas que se 
archivan, desde el primer momento, porque los hechos 
no son constitutivos de delito (art. 789/1.") o porque no 
se conoce el autor o autores de los mismos (art. 78911.") y 
que, por consecuencia, producen un trabajo relativo que 
antes de la reforma procesal de 1967 no se contabilizaba 
en w totalidad, porque no llegaban a tomar verdadero 
cuerpo procesal. Tampoco las que terminan por declara- 
ción de falta (supuesto 2.0 del art. 789) exigen una inves- 
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tigación compleja, y lo mismo sucede con las que se re- 
miten, por inhibición, a la jurisdicción de menores o a 
otra especial (regla 3." del art. 789). 

Si para ilustrar lo que acabamos de decir, aplicamos 
estos criterios al considerable número de diligencias ini- 
ciadas en 1971 - q u e  fueron 295.274-, resulta que se ar- 
chivaron inicialmente 61.299 por no ser los hechos cons- 
titutivos de delito, y otras 120.164 por no ser habidos los 
autores; se inhibieron a favor de la jurisdicción de meno- 
res u otra especial, 10.148, y fueron inicialmente declara- 
das falta 40.852. En t la tramitación 
de las diligencias pr complicación 
alguna, salvo excepciones. yueaan, por consiguiente, 
62.811, pero aún éstas no deben contabilizarse en su tota- 
lidad por que 42.784 se convirtieron en preparatorias y 
15.191 en sumario. Son realmente estas 57.975 diligencias 
previas las que ofrecen cierta complejidad, pero ya se 
contabilizan como procesos penales del tipo que corres- 
ponda y no deben, por ello, considerarse también como 
previas, porque realmente no existe solución de conti- 
nuidad en la tramitación. 

A las 295.274 iniciadas durante el año, habría que 
agregar las que se encontraban en trámite al terminar el 
año anterior, lo que suponen 37.357 más a computar en 
los totales a que nos hemos estado refiriendo. Si como 
dato final se toman en cuenta las 42.193 diligencias pre- 
vias que estaban en tramitación al terminar el afio 1971, 
el balance de este tipo de actuaciones debe cuadrar exac- 
tamente. 

Queremos decir con todo esto que, en efecto, las dili- 
gencias previas exigen una actuación procesal y del Mi- 
nisterio Fiscal, pero que esta actuación, en número muy 
considerable de casos, resulta limitada y poco compleja, 
por lo que tomar en cuenta el número total de actuacio- 
nes iniciadas no da una idea exacta de la actividad proce- 
sal desplegada. Esta surge realmente de considerar el 
número de diligencias preparatorias, sumarios de urgen- 



cia y sumarios ordinarios incoados -cuyo total en el año 
que consideramos fue de 81.611- y si agregamos a este 
número un porcentaje reducido de diligencias previas 
que por su complicación y dilatado trámite pueden com- 
pararse a un verdadero proceso, resulta un número no 
despreciable, pero tampoco exagerado, de actuaciones ju- 
diciales en el orden penal. 
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La compa tjes obtenidos en cada 
uno de los supuestos analizados nos proporciona una 
idea bastante clara de la estabilidad de las cifras de dili- 
gencias previas que terminan en cada uno de los supues- 
tos previstos rtículo 789 de 1; 
to Criminal. :to, de un año L 

diferencias irrruur mtes. v si almra ver, aur re  U auurivri, 

algun rior. Te1 
ta qu lb tenidc 
los que proporcionan cada una de las 50 Fiscalías, puede 
concl ividad jurisdicc 
formt de clara estabil 

El ~nayor. uorüentaie. más de 1st Lerüera  par^, ae iah; 

previ 
por S 

Generalmente corresponden a delitos contra la pro- 
piedad, cuya naturaleza produce esta consecuencia de 
desconocimiento de los autores, al menos en los momen- 
tos in 

La 
-es L I ~ L I L ,  la3 YUG p a n a l  a U ~ L  v~rdaderoa plut~sos pe- 
nales- nen entre un 17,4 por 100 en 1971 y un 18,8 
por 1 969. Mayor estabilidad aún presenta la de- 
claración inicial de falta. 

;ta fjgura procesal de las diligencias previas, intro- 
a con el carácter que hoy presenta, por la reforma 

procesal de ? ^"" '-2 venido a constituir una buena solu- 
ción ituaciones procesales "en el vacío", 
que a ario practicar para ultimar los surna- 
rios incoados, en cualquiera de los supuestos que hoy 
encuentran una más fácil conclusión -aún provisional a 
veces- por los sistemas previstos en el artículo 789 de 
la Lej riminal 

zional SI 

Lidad. 
- Liiiiii 

las qu 
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- 
niendo t 
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.. .- 

rchivan 
hechos. 

b) orias: 
Si acabamos de decir que las diligencias previas que 

se convierten en verdaderos procesos penales -diligen- 



cias preparatorias o sumarios- son aproximadamente 
un 18 por 100, y a esta cifra añadimos los procesos que se 
inician directamente, sin pasar por diligencias previas, 
obtenemos una cifra de 27,6 por 100; es decir, que mien- 
tras las 295.274 previas iniciadas en el año significan 100, 
las 81.611 preparatorias y sumarios, tanto de urgencia 
como ordinarios, significarían solamente el 27,6. 

Dentro de los procesos penales propiamente dichos, las 
diligencias preparatorias significan el 52,8 por 100 del 
total, mientras que los sumarios de urgencia alcanzan 
el 35,4 y los sumarios ordinarios el 11,8 por 100. 

En 1971 se incoaron 45.598 diligencias preparatorias, 
de las que un total de 2.531 se convirtieron en sumario 
de urgencia u ordinario. Quedaron, pues, para el trámite 
y fallo en los Juzgados de Instrucción, 43.067 diligencias 
preparatorias, a las que hay que sumar las que estaban 
tramitándose como pendientes del año anterior. Aplican- 
do sobre estos datos la actividad de los Juzgados, y com- 
parándo otros años, obtenemos el siguiente 
cuadro: 

110s con 

-- -- 
1971 

-- - 

núm. núm núm. de 
diligencias % diligencias % diligencias % 

- - - - 

Pendientes año anterior ...... 9.076 - 10.832 - 11.154 - 
Incoadas en el año ......... 40.089 - 44.9 14 - 45.598 - 

- -. -- - - - -- 
TOTAL ................. 65 100 <: ~n 100 

Sobreseídas por no ser delicti. 
vo el hecho o no probarse 
su realización ............ 3 . 8 1 5  1 1 . 1  ~ . Y J L  l ~ . b  7.737 13,7 

Sobreseídas por no conocerse 
el autor o estar exento dc 
responsabilidad ........... .253 4.887 8,7 

Abierto juicio oral ......... .GV.VOJ 2v ,~ .972 ! 1.042 54,8 
Pasaron a sumario ......... 1.615 3, l  2 2.531 4-5 
En trimite .................. 10.957 20 1 I 0.368 18,3 



No pueden, ciertamente, anotarse diferencias claras. 
Si acaso, podemos observar el lento, pero quizá persis- 
tente aumento de los sobreseimientos por no ser delictivo 
el hecho o no probarse su realización, que ha sido del 
11,7, pasando después al 12 ~ojando Úitimamente 
un 13,7. La verdad es que en ;antes casos o se man- 
tiene la relación porcentual U st: vuelve en cierto modo a 
posiciones intermedias entr atos de 1969 y 
1970, lo que es también indic ? cierta estabili 
Globalmente considerados, sin embargo, los sobresei- 
mientos tanto provisionales como libres, por cualquier 
razón, alcanzaron en 1971 la cota más alta (un 22,4 por 
100, frente al 18,4 por 100 en 1970 y el 20,9 por 100 de 
1969). Las aperturas de juicio oral mantienen una cifra 
aceptable, entre el 54 por 100 de 1969 y el 55,6 por 100 
de 1970, señalando el 54,8 para 1971. 

Mayores variaciones ofrece, en cambio, el cua 
lativo a las sentencias dictadas por los jueces de Instruc- 
ción en el procedimic ra delitos menos grave 
fallo les compete. VÍ as cifras: 

Sentencias dicta 
Totalmente conl 

das ... . 
formes co 
. . . . . . . 

- 

Núm 

rnto pti: 
?amos 1 

- 1969 - 
ero 

2,6 y ar 
los res1 

-- 
,e los di 
:ador dt 

1970 
-- ~ ~- 

nero 

los de 
zación. 

!S, cuyo 

mero 

la tesis f i s d  ... ... ... 10.0 DO,Y 1y.14;) 64,8 
Pa~ciaimente conformes . . . 4.710 18,9 5.076 17;7 5.199 20,3 
Disconfomes ....,....... 3.509 14.2 4.085 14,s 3.801 14,9 

Lo primero que salta a la vista es que, con mayor 
número de preparatorias incoadas y con mayor número 
de aperturas de juicio oral, se han dictado menos sen- 
tencias: 25.550 en total, frente a las 28.506 del año ante- 
rior, lo que supone un 45 por 100, aproximadamente, 
para 1971, en tanto que el porcentaje en 1970 fue de 51,l 
y en el año 1969 fue aun mayor, alcanzando un 52,6. La 
explicacidn puede encontrarse en el Decreto de 23 de 





c) Sumarios de urgencia: 

Dentro del grupo de procesos penales propiamente 
dichos -diligencias preparatorias, sumarios de urgen- 
cia y sumarios ordinarios- ya vimos cómo las primeras 
suponen un 52,8 por 100; los sumarios de urgencia un 
35,4 y los sumarios ordinarios el 11,8 por 100. Al tratar 
ahora de como ha sido, en líneas generales, la tramita- 
ción de los sumarios de urgencia, comenzamos por se- 
ñalar que se incoaron en 1971 un total de 28.898, cifra 
sensiblemente igual a la del año anterior, de la que sólo 
difiere en un aumento de 187 sumarios. 

La comparación con los años anteriores, igual que ve- 
nimos haciendo con los otros tipos de proceso, nos per- 
mite apreciar las diferencias que pueden señalarse en la 
tramitación. Siguiendo el mismo sistema que en anterio- 
res Memorias, el cuadro comparativo arroja las cifras 
siguientes: 

Núm. de Núm. de Núm. de 
sctmarios % sumarios % sumarios %, 

Trámite de Instrucción: 

Pendientes año anterior. 10 - 6.353 - 6.044 - 
Incoados en el año ... 26.-. . - 28.711 - 28.898 - 

Sobreseimiento provisio- 
nal 1." ............... 5.886 16.1 5.311 15,3 6.153 17.6 

Sobreseimiento provisio- 
nal2." ............... 4.554 122 4.681 13,4 3.868 11 

Declaración falta ......... 556 1.6 366 1 353 1 
Inhibidos ............... 575 1 :6 578 1.6 495 1.4 
Elevados a l e  Audienciw ... 18.630 50,9 17.852 50,9 17.921 51,3 
En trámite en Juzgado ... 6.416 17.6 6.274 17.8 6.152 17,6 

Trámite en Audiencia: 

Tramitados en total ... 25.950 100 22.812 100 24.144 100 
Sobreseimiento provisio- 

nal por no  ser delito. 2.106 8 2  2.011 8,7 2.095 897 
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Lo que poden tacar, aún dentro de las escasas 
diferencias apreciadas, es lo siguiente: Aumentaron los 
sobreseimientos por no considerar delictivos los hechos 
y disminuyeron los acordados por no ser habidos los 
au 110 dent . en 
el mnteniér ble- 
mcIilcc A ~ U  L u l a U  en lúnitaa L ~ A U ~  ~ U A L ~ ~ ~ U U .  ~ i l ~ l l ~ l u ~ ~ . r o n  
las aperturas de juicio oral y aumenta Por 
extinción de responsabilidad: quizás e de 
septiembre de 1971 haya influido en ambas CL-,,. 

trámite 
?n la A . . 

de inst 
udienci ..- n:- 

rucción 
a sensl 

,ron las 
1 indult 

cifras 
o de 23 
frac 
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sentenc 
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.- - Por lo que sr 3 a las :ias cabe también 
señalar un ligerí~ scenso I úmero, sobre todo 
si lo comparamos con el de sumarios tramitados, que 
quizás se deba también a la aplicación del Decreto de 
indulto, especialmente en la modalidad anticipada de su 
artículo 3.0 El cuadro comparativo dt icias ez 
siguiente: 

1 
- 

Número % Número % 

Sentencias dictadas ...... 15.832 100 14.854 100 
Totalmente conformes con 

la acusación ............ 8.937 56.4 8.196 55.1 
Parcialmente conformes .... 3.571 22.6 3.506 23,6 
Disconformes (generalmen- 

te absoliitorias) ... ...-... 3.324 21 3.152 21,3 



Suma 

lo el 11: 

.rios orc 

,8 por 1 So 
taron conforme al tipo de p ~ ~ ~ c ~ ~  ordinario de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. Al tratarse de la cIase de 
proceso que corresponde a los delitos más graves, la 
cifra demuestra que la delincuencia, en sus cifras más 
abultadas, se desarrolla dentro del bloque de los "deli- 
tos menores", castigados con penas que no exceden de 
prisión menor. 

También aquí nc resan sobre todo las cifras 
comparativas y por ,,,, ,&amos seguidamente a con- 
signar el cuadro correspondiente, arrastrando lo: 
de la Memoria anterior. 

S datos 

M 
Nún 

-- suma 
- 

narios nos 70 %urnanos - 
Trámite de Tnstrucoión: 

Pendientes año anterior. 2.7 
Incoados en el año .. I i .n 

Declarados falta ......... 
Lnhibidos ............... 
Elevados Audiencia ...... 
Pendientes ............... 

iencia: Trámite en Aiid 

Total tramitados ..... 
Sobreseimiento por nc 

ser delito ............ 
Sobreseimiento por no 

conocerse autor ...... 
Abierto juicio oral ...... 
Ext. responsabilidad . . 
Pendientes ... 

Tampoco en este caso la identidad de las cifras, de 
año en año, permite establecer diferencias apreciables. 
Ni siquiera juega el indulto antes mencionado porque 



al tratarse de delitos más graves no se produce lógica- 
mente la aplicación anticipada. 

Queda, por último, exponer las cifras s a las 
sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales en 
este tipo de proceso, cuyo cuadro resultante es el que 
sigue : 

1970 - 1971 

% Número % Número % 

Sentencias dictadas ... ... 2.65 
Totalmente conformes con 

la acusación ... ... ... ... 1.26 
Parcialmente conformes . . 
Disconformes (generailmen 

te absolutorias) ... ... .. 

Como en naterias puede apreciarse, también 
aquí las cifras de 1971 se sitúan en un ponderado término 
medio entre 1 'O, pero como las dife- 
rencias entre ron muy apreciables, 
todavía se rearirma mas, en el ultimo año, la línea de 
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proceso penal "stricto sensu" la comparación adolece 



siempre de ciertas peculiariaaaes, pero con esta salvedad 
creemos que puede no en las ante- 
riores Memorias. 

seguir 1 haciénd ose con 

Desde que comenzo a apilcarse ia rerorma procesal 
de 1967, los datos son los siguientes: 
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Audiencias y por ello vamos inuar haciendola a los 



solos efectos de que pueda seguir observándose la evo- 
lución que se produce en este orden. 

Audiencias Juzgados 
-- .. 

Número % Número % 
.- - 

Sentencias dictadas ............ 16.640 100 25.550 100 
Totalmente conformes con la 

iicusación .................. 9.102 54,7 16.550 64,s 
Parcialmente conformes ...... 4.266 25,4 5.199 20,3 
Disconformes ............... 3.272 19,9 3.801 14,9 

Sigue siendo más acusada la discrepancia con las 
tesis acusatorias en las Audiencias que en los Juzgados, 
lo mismo que ocurría en años anteriores (véase memo- 
ria 1971, pág. 108). Se observa, sin embargo, que al tiem- 
po que se conserva prácticamente igual el porcentaje de 
sentencias absolutorias en los Juzgados (14,5 en el año 
1970 y 14,9 en el año 1971) ha bajado el de sentencias 
totalmente conformes, del 67,8 al 64,8 y correlativamente 
ha subido el de sentencias condenatorias pero discrepan- 
tes en parte con la tesis acusatoria, pasando del 17,7 
al 20,3 en el Último año. En las Audiencias, por el con- 
trario, el fenómeno ha sido inverso: aumentó la confor- 
midad del 53,3 al 54,7 y bajc ia parcial del 
27,7 al 25,4. Curiosamente, la 3solutorias se 
mantuvieron también en un idéntico nivel: 19 por 100 
y 19,9, respectivamente. 

Por lo que respecta a la comparación entre el núme- 
ro-de asuntos tramitados y el de sentencias dictadas, no 
puede hacerse en esta ocasión (al igual que ocurrirá con 
los datos de 1972) con la certeza que en año anteriores, 
porque la aplicacitjn anticipada del indulto, a tenor de lo 
dispuesto en el artículo 3: del Decreto de 23 de septiem- 
brede 1971, enmascara la cuestión al promover una serie 
de autos de sobreseimiento libre que no 11( )r con- 
siguiente, a sentencia. 

:repanc 
ncias al 



Los datos, con esta salvedad, son los que siguen: 

Aui  Juzgados 
. - 
% Total % 

asuntos . 
sentenci; 

En ambos casos, el número de sentencias -compa- 
rativamente hablando- ha bajado en relación con el 
año anterior, porque entonces, las Audiencias alcanza- 
ron un 52,2 de sentencias dictadas y los Juzgados un 51,1, 
mientras que en 1971, la reducci6n alcanza un 4,4 en las 
Audiencias y un 6,l en los Juzgados. 

El 9 de se1 ; se ha venido consigr 
1950 y t 

." 

iado en 
ambién 

ntencias 
rias, pa las an ; Memo rtiendo desde : 

en esta ocasión poaemos seguir dando las cirras, que 
también en números [tos arrojan una dism 
de cierta entidad: 

; absolu 

Total Audienc ias Juzg 
-- 

9 de Ini 
-- - --- - 

Desde 1969, los Juzgado! jtrucció dictan- 
do, poco más o menos, el niismo número ae sentencias 
que las Audiencias dictaban en 1950 a 1955. Por el con- 

n están 
. .-. -.- 

trario, la cota máxima alcanzada por éstas en 1967 -últi- 
mo año anterior a la reforma procesal- se ha reducido 
a bastante menos de la mitad, como puede apreciarse. 
Las Audiencias han retrocedido, en cantidad de senten- 
cias, al menos, a treinta años atrás. En cifras totales, el 
aumento en el número de sentencias puede cifrarse en 



80 por 100 en veinte años. Su distribución entre Audien- 
cias y Juzgados arroja un 60,5 por 100 para éstos y un 
39,5 para aquéllas, con lo que han disminuido, aunque 
levemente, las diferencias, ya que en el año anterior la 
distribución fue del 62,l y el 37,9 respectivamente. 

Las aperturas de juicio oral tienen también interés 
para aquilatar la labor de los distintos organos juris- 
diccionales. Continuando el cuadro de la Memoria ante- 
rior, las cifras son: 

Audiencias Juzgados Total 

Como en años anteriores, en las Audiencias sigue sien- 
do mayor el númeri ntencias que el de aperturas 
de juicio oral, 10 qut :stra que esta liquidándose el 
retraso nomal de asuntos pendientes, procedentes de 
años anterioi los Juzgados, por el contrario, como 
no podía me suceder, la cifra de juicios orales 
abiertos e x c h ~  5.500 del de sentencias dictadas. 

Po consignar los datos que se refieren 
al m0 ecutorias: 

o, falta 
;o de ej 

le tramita 
ientw ... 

Archivos definitivos acordauus ............ 
Otros acuerdos < ......... 
Ejecutorias pend ........ 

ición .... 
....... 

Audi - 
... 22 

:encias Juzgados - 

Los archivos definitivos aumentaron en 1971, lo que 
da idea de una aceptable marcha de las ejecutorias: En 
e! año anterior habían sido de 21.904 en las Audiencias 



y 13.561 en los Juzgados. Consecuentemente, el número 
de ejecutorias pendientes ha de disminuir, como así su- 
cede, pero el ritmo que se observa es más lento para 
las Audiencias que han pasado de 40.619 a 39.984, que 
en los Juzgados, que disminuyeron de 17.359 a 15.950. 

Un acontecimiento legislativo al que ya hemos hecho 
mención anteriormente, el Decreto de 23 de septiembre 
de 1971, concediendo indulto a la totalidad o de una parte 
de las penas privativas de libertad y de las pecuniarias 
en su totalidad, tuvo honda repercusión en las resolu- 
ciones de la Administración de ju mal, ya 
que la modalidad de indulto antici blecida 
en otro Decreto anterior, el de 1958 y aun con precedentes 
legislativos más remotos -obligó a dictar autos de sobre- 
seimiento libre en algunos asuntos que no llegaron, por 
ello, a sentencia. 

Si bien hemos he1 
comentar las variaciones producidas en el número de 
algunas resoluciones judic iparación con 
años anteriores, conviene nsignemos las 
cifras y datos concretos relasivos a la apiicación del in- 
dulto, es intc : refleja aplicación del 
indulto del D de 23 di e 1971. 

El número de causas en que se aplicó esta modalidad, 
fue: 

nción di 
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,-L?---- 
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? septie 
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Y el número de procesados o encartados en suma- 
rios o en diligencias preparatorias a los que fue aplicado 
el indulto total anticipado, fue de 13.418. 

B. bntarios ~rias: 

El trascurso del tiempo, la publicación de las suce- 
sivas Memorias y el progresivd encaje que el procedi- 



miento para delitos menos graves ha venido experi- 
mentando desde su puesta en vigor en 1968, hace que 
disminuyan sensiblemente los comentarios de los Fis- 
cales sobre esta materia. No obstante, sigue produciéndo- 
se algunos, de entre los que destacamos los de Ponte- 
vedra y Ciudad Real. Pontevedra señala algunos aspec- 
tos negativos de la aplicación del nuevo tipo de proce- 
so. Veamos sus palabras: 

"Como peculiaridades del procesamiento ante los 
Juzgados, hemos de señalar las dos notas negativas que 
ya venimos observando en años anteriores: 

Primero. Cierta proclividad a la declaración de falta 
de los hechos, cuyas cifras absolutas y relativas van en 
aumento, pese a nuestros esfuerzos por cortar esta ten- 
dencia: este año ha habido 839 declaraciones de falta, 
frente a 779 en 1971, con un porcentaje del 19 por 100 
en 1971, frente al 15 por 100 de 1970 y por encima de la 
media nacional de 1970 que fue del 14 por 100. Esta ten- 
dencia es más acusada en los delitos de tráfico, en que 
los Jueces pretenden así conciliar sus propósitos de ali- 
gerar el Juzgado, con las exigencias de justicia, el no 
dejar desamparadas a las víctimas del accidente culposo. 

Segundo. La proliferación de criterios dispares en 
los Juzgados en orden a materias tan capitales como 
la entidad de las penas a imponer, la aplicación o dene- 
gación de la suspensión de la condena; la retención pre- 
ventiva del permiso de conducir o la graduación de las in- 
demnizaciones. El Fiscal pretende, con el mantemimiento 
de ciertos homogéneos en sus calificaciones, promover 
una unificación de los pronunciamientos de las senten- 
cias. Pero la función del Fiscal se limita a postular y sus 
esfuerzos se estrellan frente a la libertad de opinión y el 
sentido -a veces falso sentido- de independencia de 
ciertos juzgadores: 

A su vez el Fiscal de Ciudad Real se refiere a la diver- 
sidad de criterios que se pone de manifiesto en la apli- 



cacián de este tipo de proceso, con las siguientes pala- 
bras: 

"En estos dos últimos años han llegado destinados a 
esta Provincial miembros de la Carrera Judicial o Fiscal 
procedentes de Lérida, Sevilla, Coruña, Almería y algu- 
na otra provincia más, pues bien, cada uno, aplicaba 
la Ley de Enjuiciamiento de distinto modo, en los si- 
guientes puntos concretos: adopción o no de medidas 
aseguratorias antes de pasar a preparatorias; concreción 
por el Fiscal o por el Juez en la calificación o antes de 
un auto, de la persona presunta culpable. No admisión 
de Abogado hasta el momento de la calificación o acep- 
tarlo desde la incoación de previas asignado por cual- 
q~iiera implicado en el hecho. Indicar siempre previas y 
luego convertir, o iniciación directa de preparatorias o 
sumarios de cualquier clase. Supresión por innecesario 
o mantenimiento del período de prueba de tres días; 
diferenciando que haya otras partes personadas. Dejar 
al arbitrio del Fiscal el pedir diligencias o calificar al dar 
traslado. Momento de acordar la rebeldía antes de cali- 
ficar o después. Y alguna que otra más, que ahora 01- 
vido. 

Lo importante en principio es que la aplicación en la 
provincia responda al mismo criterio, pero esto obliga a 
la Fiscalía a constantes llamadas y conversaciones e in- 
cluso recursos, pues a veces los criterios opuestos se de- 
fienden con firmeza y hasta agotar los trámites; es ésta 
una energía inútil que se derrocha en cada cambio de 
titular." 

C. Problemas que surgen en la ejecución de sen- 
tencias. 

Dentro del proceso penal, la ejecución de sentencias 
' presenta aspectos de indudable interés, a los que el Mi- 

nisterio Fiscal presta atención constante y debe seguir 
prestándola todavía en mayor grado, dada la trascenden- 
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cia que una ejecución rápida y meticulosa tiene para la 
buena administración de la justicia. 

El Fiscal de Oviedo, por ejemplo, enjuicia el instituto 
de la redención de penas por el trabajo, señalando algu- 
nos defectos de aplicación que son dignos de ser tenidos 
en cuenta. Veamos sus palabras: 

"Si bien es evidente que este instituto de redención de 
penas por el trabajo desarrolla y consigue algunas de las 
finalidades que pretende como son la esencial y propia 
de reducir las condenas impuestas a los reclusos que se 
encuentran en las condiciones que la Ley exige, la de 
crear en los internados hábitos de trabajo de que muchos 
de ellos carecían y que sin duda arraigará en algunos, 
o también un efecto secundario pero igualmente consi- 
derable cual es el de proporcionar determinados ingresos 
con la venta de las labores realizadas, parece necesario, 
esto, no obstante, insistir una vez más en su ineficacia 
como medio readaptador e inte.zrados de estos individuos 
en la 
cuan S 

establecimientos aprenaen o perreccionan no les capa- 
cita, por su carácter esenc e artesano, para la in- 
corporación a un medio c z más industrializado, 
habida cuenta además, el caracber esencialmente incius- 
trial, 
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labores de cesteria, cortonajes, precintos de botellas, ju- 
guetes, taIIas en madera y trabajos de este tipo, cuya 
sola mención denotan su limitación y falta de proyección 
laboral en rr al obre- 
ro especializ 

Este problema, que si para los recluava ,,, general 
es grave, se agudiza aún más con los jóvenes delincuen- 
tes, particularmente de los habituales contra la propie- 
dad, en los que un período penitenciario suficientemen- 
te largo como para poder redimir penas por el trabajo, 
podría tener notables efectos de reeducación e indirecta- 
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mente preventivos, sirviendo de escuela de vida y de ofi- 
cios y evitando con ello el desempleo y desamparo a la 
salida de la prisión, que en muchos casos les lleva a la 
reincidencia tal vez como el medio más a su alcance de 
subs 
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cifras en relación con años anteriores. di obedece a un 
buen espíritu de vigilancia, constituirá 1 dida óp- 
tima de aplicación certera de tan imp institu- 
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Las provincias donde, proporcionalmc dejaron 
sin efecto mayor número de remisione, cionales 
fueron: Alicante, con 109 de 240 concedidas; Haleares, con 
107 de 206 o S; Madrid, con 330 dej Ir 

de 570 otorg ievilla, con 348 de 544, L- 

te insólitas ~ U C :  LLUS plantean la duda de BL LLU uaula. BIA- 

frido algún error de transcripción, lo m 1, 

donde figuran 105 revocaciones y 115 c I 
Valencia, por último, se dejaron sin efecto 104 concesio- 
nes y se otorgaron 526. En las restantes provincias la 
porporción no demuestra cambio o bien señala una enor- 
me escasez I S, que puede ser, desde luego, 
debida a la ta posterior de los beneficia- 
rios. En todo caso, constatamos que el aumento de revo- 
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Lo que los Fiscales de Málaga y Badajoz dicen sobre 
este instituto, es lo siguiente: Fiscal de Málaga : 

"La institución, debe mantenerse, pero actualizada, 
evitando siempre su aplicación automática y rutinaria y 
procurando por todos los medios, que sea un procedi- 
miento eficaz de individualización en el tratamiento peni- 
tenciario. ¿Formas de conseguirlo? En Memorias ante- 
riores ya hemos apuntado algunas posibles bases de re- 
forma de la citada Ley, que, por lo demás, bien podría 
-con las debidas correcciones- quedar incorporada al 
Código Penal, sustituyendo su nueva redacción a los ar- 
tículos 92 a 97 de dicho Cuerpo punitivo. 

Por otra parte la Ley de Enjuiciamiento Criminal de. 
bería regular ectos procesale 
estableciéndo orrespondiente 
de que ahora mismo carecen. Por vla de ejemplo, naga- 
mos constar que, establecida la competencia de los Juz- 
gados de Instrucción para el conocimiento y fallo de los 
delitos llamados menores, y contra cuyas sentencias sólo 
cabe el recurso de apelación ante las Audiencias, queda 
sin contenido, en gran número de casos, al artículo 95 
del Cc mal. 

Va a los aspectos sustanl 
nos penmcmos reproducir algunos ae las exwemos que, 
a nuestro juicio, podían ser bases de la futura normati- 
va de la remisión condicionr 
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hubiera sido por delito culposo o por hecho delictivo ya 
cancelado (o que lo hubiera podido ser, dado el tiempo 
transcurrido) o a aquellos reos declarados anteriormente 
en rebeldía, que justificasen debidamente 
cias que deterrniaron tal declaración judic 
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3." Cancelación de los beneficios de la condena con- 
dicio ? en caso de nu incuencia, reali- .eva del: 
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sen tales beneficios: trabajc icta, vigilancia , 
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efectiva 
nueva delincuencia, etc. 

Independientemente de las expresadas reformas, po- 
día constituir una nueva institución la remisión parcial 
de determinadas penas (no superiores a tres años, por 
ejemplo) ate rsonales 
del delincue ventaja 
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cosa, que los Tribunales y los Jueces no dejen de enviar 
nota de las remisiones concedidas al Registro Central 
de Penados y que éste al enviar hojas de antecedentes 
penales a cualquier Juez o Tribunal que la reclamen, no 
deje de hacer constar las penas remitidas condicional- 
mente. 

Otro efecto que encontramos en dicha Ley, siquiera 
sea de poca importancia, es el de que el Tribunal senten- 
ciador tiene que remitir testimonio de la parte dispositi- 
va del fallo y del auto en que se acuerda la suspensión 
de la condena al Ministerio de Justicia, con final destino 
al Registro Central de Penados y Rebeldes, se- dispone 
el artículo 11. El defecto está en que es siempre prefe- 
rible lo simple y suficiente a lo que no es simple y sobre- 
pasa la suficiencia, y lo simple, al par que suficiente, sería 
la remisión tan sólo de una nota con los datos de filia- 
ción del reo y de identificación de las causa. 

En la Ley de Condena Condicional encontramos una 
importante contradicción, la que ofrecen los artículos 
14 y 15. 

Es justo, como dice el artículo 14, que si el reo cum- 
ple el plazo de prueba sin haber sido condenado, pero 
después lo es por un hecho punible cometido en dicho 
plazo, quede obligado al cumplimiento de la pena pri- 
mitiva. Pero como el artículo 15 dice que al terminar el 
período de susnensi6n, el Tribunal sentenciador notifi- 
cará E ón de 1 ?na, con lo que indica 
que e to se c en definitiva, aquel 
precepto queda de insegura aplicación, porque puede 
haber una causa pen lr delito come- 
tido en ese período". 

Fl. número de presos y aer;emaos, m t o  preventivos 
como en cumplimiento de condena, sujetos unicamente 
a la jurisdicción ordinaria, es decir, sin computar los 
que corresponden a la jurisdicción militar ni los de ca- 
rácter gubernativo, era en 31 de diciembre de 1971, de 
9.503, cifra inferior a las de &os precedentes, por razbn, 
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seguramente, de la aplicación del indulto. En efecto, la 
aplicación del indulto total afectó a 13.418 personas entre 
procesados y encartados en diligencias preparatorias- 
y aunque no nos es conocido el número de las que se 
encontraban el prisión, habría también que considerar 
en tal cifra a los reclusos en quienes la aplicación del in- 
dulto, aun no siendo total, produjo la extinción de la pena 
privativa de libertad. Un cálculo aproximado coloca la 
cifra en las proximidades de los 2.500 reclusos, que obtu- 
vieron su libertad por consiguiente antes del 31 de di- 
ciembre, fec :ierre de la est: 

Sobre es 2ria de caráck 5- 

cal de Ponteveara incluye unos párra~os sowre ei siswma 
de establecimientos abiertos, en los que dice: 

"Ultimamente ha despertado gran interés el a 
de establecimientos abiertos, que se practica sobre todo 
en los Estados Unidos y el Cornrnenwealt británico. En 
ellos la idea de reeducación del delincuente es capital. 
Pero tal idea sólo puede cumplirse con un personal muy 
especializado, previo un estudio psico-social del reo y 
una organización y estructura adecuada del estableci- 
miento. Como se ve, todo ello implica un mayor costo 
económico del cumplimiento de las penas. Pero el pro- 
greso económico-social no sólo ha de medirse por el 
número de televisores o de otros aparatos de nuestra 
sociedad tecnificada. Y es que además, tras el costo de 
instalación inicial. el de mantenimiento es mucho menor 
que mes, y 1s modernos economis- 
tas ! rs prefe mbiar el utillaje para 
mejorar el índice de costos de producción. Si a eso aña- 
dimos que los resultados son notoriamente mejores, pa- 
rece que debiera estudiarse la posibilidad y convenien- 
cia de readaptar nuestro sistema penitenciario a corrien- 
tes más modernas. Pero si se hace la sustitución, hágase 
en serio. esto es, acogiendo todos los requisitos persona- 
les y estructurales del sistema. Para hacer un simple 
cambio externo y que en el fondo todo siga igual, con la 
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misma inadecuación de medios personales y materiales, 
vale más no hacer na conservándo- 
se así la necesidad del id de hacerlo 
algún día con eficacia. 

El de Córdoba plantea el difícil problem reclu- 
sión de los enajenados, que constituye una p i ~ ~ b ~ $ a c i ó n  
permanente en casi todas las provincia sespañola: Estas 
son sus palab~ 

"NOS remit 
damente hemos acno en lvlemorias anteriores reiacio- 
nado con el Hospital Psiquiátrico de esta ciudad. En los 
problemas, que indudablemente existen, con los interna- 
dos a disposición judicial, bien preventivamente ora defi- 
nitivamente por aplicación de la eximente l.= del artícu- 
lo 8." del Código Penal, la dirección del Hospital se excu- 

rndo que el dicho Centro no es Judicial, sino un 
Psiquiátrico en régimen abierto, que acoge a en- 

lalrIios sometidos a procedimientos Denal, pero aue como 
ial perc 

ruran  J estatuti 
,,.no expresamos el pasado año, todo ello nos parece 

bien. Lo que desde nuestro punto de vista ya no es tan 
correcto, clínica y médicamente hablando, es dictaminar, 
como lo hacen con frecuencia, que un procesado es, por 
e jempl~ ,énico peligros( ende inirnpu- 
table, J ies, poco más c ;, decir que el 
tal enfermo está en condiciones de hacer vida social. 
¿Y qué sucede? Pues que algunos, como recientemente 
ha ocurrido en un sumario de Posadas, nada más salir 
el enfermo del Hospital ha desaparecido y no ha hecho 
presentación alguna en el mismo a la que se comprome- 
tió la familia; otro. apareció muerto; otro. al ~ o c o  de 
salir del Hosp :idio; y 
del régimen al cerdote 
ba recluido temporalmente en aicho Centrc. 

desear sería y conven lo, que el Ministerio 
ticia amprendiera la c :ción de una red na- 

;quizofr 
los mes 

ital con 
3iert0, E 

3 no ju~ 
DS. 

- 
netió ur 
sesinó 

lay que 

1 parric 
a un sa 

-. - 

ientísin 
:onstruc 

1 Y por 
) menos 

.. 
otro, pi 
que se 

? 

or eso 
halla- 



cional de Hospitales Judiciales donde esta clase de des- 
dichados enfermos estuvie ~didos en todos los as- 
pectos, y sometidos a la y obligada vigilancia 
los más peligrosos. y sobre todo, no estar, como ahora 
sucede en el Hospital de Córdoba, de "prestado", sufrien- 
do las eventualidades de un Centro que se dice de "ensa- 
yo". Si se viene afirmando que el desarrollo de los aue- 
blos trae, junto a mejoras materiales, un empec 
to de la vida espiritual de las masas que en much 3 

degeneran en neurosis -y estamos viendo constante- 
mente que ello es así-, deberían arbitrarse en los Planes 
de Desarrollo españoles créditos suficientes para cons- 
truir I nacional de Hospitales Psiquiátricos, Peni- 
tenci Judiciales, o como quiera llamárseles, que 
nosotros, por la terrible experiencia de esta Capital y 
Provincial, consideramos absolutamente indispensables." 

Por último, hemos de constatar con satisfacción, que 
tampoco en 1971, al igual que en años anteriores, se im- 
puso ni se ejecutó ninguna pena capital en el ambito de 
la jurisdicción ordinaria. 
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Por lo que se refiere a la acriviaaa general -numero 
de causas incoadas- y a las sentencias dictadas por el 
Tribunal, los datos que corresponden a 1971 se reflejan 
en el cuadro comparativo con los de años anteriores. en 
la f o ~  ! sigue: 

incoadas 
:ias dictac 

1968 
- 

............... 1.054 
las ............ 218 

La relación entre causas incoadas y sentencias dicta- 
das queda fijada en un 24,3 por 100, superior a la del 
año anterior que fue de un 23,2 por 100. 

Respecto a la conformidad o disconformidad de las 
sentencias con la acusación, los datos son los siguientes: 



Conformes con la acusación .................. 204 -. 
conformes, conden . 
talmente absolutori 

Se interpusieron durante el año, contra las sentencias 
dictadas por el Tribunal, 117 recursos de casación. Com- 
parando estas cifras con las de años anteriores, resulta: 
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........ 
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1968 1969 I I  -- 
Contra la seguridad exterior: 

Que comprometen la paz o in- 
dependencia del Estad 

Contra el derecho de gc 
Ultrajes a la nación ... 
Ultrajes a la bandera .. 

Contra la seguridad interior. 
Injurias al Jefe del Estado ... 75 56 5 
Contra Leyes Fundamentales ... 15 3 
Contra ejercicio de los derechos 

reconocidos ............... - - 44 3 
.a Altos Organismo 3 - 
:sos cland . 19 1 
[estación 112 8 
ión ilegal 29 2~ 

Asociación ilícita ..... 1 1 "  ?nL 

.............. Sedición 
Atentado ............. 
Desacato ..................... 

... Desórdenes públicos 
Propagandas ilegales .. 

Contra libertad y seguridad: 
Amenazas ........... - .  

Contr 
Imprc 
Mani! 
Reuni 

estinos .. 
ilegal ... 
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Puede apreciarse que el número de causas incoadas 
ha sido sensiblemente igual que el año anterior e 
la distribución por razón de la naturaleza de 1 ;- 

ción presenta algunas variaciones: El mayor aumento lo 
registra el delito de asociación ilicita, con 92 sumarios 
más, seguido de las propagandas ilegales, con 39 causas 
de aumento s cifras se compensan con 1 S 

experimenta los desórdenes públicos -5 1- 

rios menos- manifestaciones ilegal= -35 menos 
que 1 - ader 1- 

sible S de del 
Como ya dijimos en el capítulo anterior, los delitos 

contra la seguridad interior y exterior del Estado han su- 
puesto únicamente un 1,6 por 100 del total de infraccio- 
nes !1 
año 8 
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E. La Justicia Municipal en el orden penal. 
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Ya en los dos años anteriores consignamos las cifras 
correspondientes a los juicios de faltas, lo que 
rnite continuar en esta ocasión la comparación d 

í otras etapas 

Juicios de faltas pendientes del año anterior. 28.204 --. .-.. 
Ingresados en el año .................. 254.656 279.184 

Totales ........................... 282.860 3 14.634 
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Se incoaron 3.846 juicios de faltas m le en el 
año anterior, aunque la acumulación de los pendientes 
hace suma de los realmente trami 1 

suba lente sobre la del precedente. 
Se dictaron 183.451 sentencias, cuya comparación con 

los d 5 

sigui1 



1969 1970 
-- - 

1971 
-- .- 

% Número % Número % 

Sentencias dic- 
... 188.794 100 202 ... 100 -8? ... 100 

C .i3s 122.r. ' 65.1 129 63.7 10 58.3 
tadaS ... 
ondenatoi 
.bsolutoria 

1 año anterior señalabamos 1 e su- 
pone que el Fiscal hubiese recurrido en muy contadas 
veces (375 apelación en aquella ocasión), pe tene- 
mos que llamar más enérgicamente la ater e los 
Fiscales de las Audiencias, porque el problema, lejos de 
( )isminuyó el porcentaje de 
S 63,7 al 58,3 y consiguien- 
tGlllTjllliG aUlllGl~tó el db nGLLbGLicias absolutorias, del 36,3 
al 41,7 por 100. Pues bien, el número de apelaciones in- 
terpuestas por el Fiscal aun fue menor que en el pasado 
año, alcanzó solamente la cifra de 353. La observación 
que hicimos en la anterior Memoria queda reiterada en 
ésta con carácter más perentorio. Las partes recurrieron 
1 idicadoi ; con- 
( 

ro hoy 
ición d 

- . !  
iisminu 
;entencj 
.nrn,,..Cn 
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tpelada en 5.295 casos y revocándo- Brmand 
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lo la sen 
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  una les del orden civil. 
. . 

:lasificación, por razón de la naturaleza, de los 
asuntos civiles tramitados en los Juzgados ( lstan- 
cia, en el año 1971 y su comparació ?rece- 
dente, arroja las siguientes cifras: 

le 1." Ir  
31 año 1 ln con t 

el total 

...... Cuestiones de competencia 659 764 0.6 
Mayores cuantía ............... 1.963 2.202 1,7 
Menores cuantía ............... 8.629 9.058 7,9 
Ejecutivos ..................... 47.278 53.448 42,3 



1970 1971 96 del total 

Arrendamientos .................. 2.489 2.483 1 3  
......... Quiebras y suspensiones 516 396 0,2 

Otros contenciosos ............... 19.262 20.5 16 16,2 
............ Jurisdicción voluntaria 34.0AX 37.132 29,3 

Eii CULLIILU a ras Uilraa absolutas, el aurnerlw experi- 
mentado su ~proximadamente, un 9 por 100, que 
salvo en la ras y suspensiones y en materia de 
arrendamientos, se refleja en discretos aumentos pro- 
porcionales de todos los demás tipos de asuntos. 

Porcentualmente, la similitud de un año a otro es 
manifiesta, ya que la oscilación más apreciable n 
los 'ejecutivos, que supusieron un 41,7 por 100 E o 
1970 y pasaron al 42,3 por 100 en 1971. 

La distribución entre jurisdic ~ s a  y vo- 
luntaria mantiene igualmente si omo de- 
muestra el cuadro siguiente: 

ipone, E 

s quieb 

surge e 
!n el añ 
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Jurisdicción contenciosa 
Jurisdicción voluntaria .. 

Los Juzgados ae 1:' mstancia, aurante el ano iwl, 
pusieron 56.462 sentencias y el Ministerio Fiscal inter- 
vino en 38.316 asuntos. 

Por lo que se refiere a las Audiencias Territoriales. las 
cifras que I 1s 
siguientes: 

su acti !ria civi 1 son k 

Este aw lue sigt te con la 
iniciada en el pasado año, rompe la tónica de descenso 
que sefialaron las ( Por razón de s a- 
leza, la mayor pai ltos correspon la 

:ifras dl 
rte de 1 

u natur 
iden a : 



jurisdicción contenciosa -6.683 asuntos- y dentro de 
ella a los pleitos que hacen relación a las cosas -5.980, 
frente a 775 en relación con las personas. En las Audien- 
cias Territoriales se dictaron 4.947 sentencias y el Minis- 
terio Fiscal intervino en 222 asuntos. 

Considerando el número de asuntos despachados por 
los Juzgados de 1." Instancia de cada Territorio, compa- 
rados con los dos añc 3dentes, resulta: 

Juzgados del temtorio de Madrid ... ... 
Juzgados del temtorio de Barcelona ... 
Juzgados del temtono de Valencia .. . . . . 
Juzgados del territorio de Sevilla . . . ... 
Juzgados del territorio de Burgos ... ... 
Juzgados del temtorio de Granada . 
Juzgados del temtorio de Albacete . 
Juzgados del temtono de La CONÚ 
Juzgados del territono de Valladolio ... 
Juzgados del temtorio de Zaragoza . . . . . . 
Juzgados del temtorio de Las Palmas ... 
Juzgados del temtono de Navarra ... ... 
Juzgados del territorio de Baleares ... ... 
Juzgados del temtono de Oviedo ... ... 
Juzgados del temtono de Cáceres ... ... 

- 
Totales ..................... 97 

Con la sola excepción de la Audiencia de Las Palmas, 
que experimentb un descenso de 171 asuntos, todas las 
demás reflejan ascenso en un número totaI de asuntos 
tramitados -Albacete sólo aumenta 5 asuntos- aunque 
por coi 
variaci~ 

nparacj 
ones er 

- -  

ión con 
1 el ord 

las den 
.en: Z ~ I  

- - 

iás, la colocación ha sufrido 
ragoza se coloca delante de 

Las Palmas; Navarra sube dos puestos en la clasificación 
y Oviedo baja dos puestos. 

El número de asuntos tramitados por las Audiencias, 
siguiendo este mismo sistem refleja 
en lzs siguientes cifras: 
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V y Pampiona señalan wia  aja en el número 
de a as que Territo- 
riale cantids B orden, 
sin embargo, sufre  basta^,,^, a L b = L a L ~ ~ ~ ~ ~ ~  ,UIILO puede 
obse n 
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Faiw, por uinmo, consignar los aatos correspondien- 
tes a viles de que conocieron las Audiencias 
Prov :Sra total sigue anclada al mismo nivel 
que en años anteriores como tendremos ocasión de com- 
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1969 1971 

Cuestiones de competencia ............ 54 33 27 
Apelaciones de asuntos procedentes de 

Juzgados de lSa Instancia ............ 1.089 1.179 1.205 
Apelaciones de asuntos procedentes de la 
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a mayo: 

2.054 

r en est :on 955 
iintnc 

1C a 
clsse de as-,,--, seguido muy de lejos por Barcelona 
con 593. Después s610 Sevilla, La Coruña, Valencia y Bil- 
bao, pasan de 200 asuntos; de 100 pasan Alicante, Oviedo, 



Cádiz, Las Palmas, León, Málaga, Murcia, Pontevedra, 
Santander y Zaragoza. No llegaron siquiera a 50 asuntos 
Alava, Albacete, Almería, Avila, Badajoz, Cáceres, Cas- 
tellón, Cuenca, Guadalajara, Huesca, Jaén, Logroño, 
Orense, Palencia, Segovia, Soria, Teme1 y Toledo. 

El Ministerio Fiscal intervino solamente en 184 asun- 
tos civiles ante las Audiencias Provinciales. 

Los Fiscales, en sus Memorias, se hacen eco del aumen- 
to apreciable observado en la tramitación de expedientes 
de adopción, después de la reforma de la Ley de 4 de 
julio de 1970. 

El de Pamplona realiza en su Memoria un estudio 
sobre el beneficio de pobreza para litigar en el orden 
civil y el de Albacete hace también un comentario sobre 
la intervención del Ministerio Fiscal en el orden civil. 
Dice así: 

"Hay algunos momentos en que el Fiscal encuentra 
que sería necesaria la facultad de actuar en el orden civil. 

Me permitiré señalar, casi por vía de ejemplo, dos 
supuestos. 

El uno es el de la existencia de un derecho heredita- 
rio no declarado a favor de un penado; sabemos que a 
través del mismo podría llegarse a una adjudicación al 
penado de bienes sobre los que hacer efectivas las res- 
ponsabilidades pecuniarias declaradas en la causa penal. 
Si el Fiscal pudiese actuar en el orden civil pidiendo la 
declaración de herederos y la formalizaci as ope- 
raciones particionales, el problema se rc a fáciI- 
mente. 

Pero el Fiscal no puede hacer tal cosa, entonces, la 
solución es que se embarga el derecho hereditario y se 
saca a subasta. Pero nadie acude a ella porque la adqui- 
sición de ese derecho abstracto lo único que atribuye al 
adjudicatario es la facultad de accionar promoviendo el 
juicio civil, de incierto resultado, pero que desde el ~ r i n -  
cipio le va a causar cuantiosos gas 

Por ese camino se elude mucha 
tos. 
S veces la efec 



ser, fa11 
lente h 

. 

poner 1 

amente 
m dicti 
acomo 

~cedimi 
:o bien, 
.T-.. ,-- 

ior autc 
[mente I 
l---- - 

de unas obligaciones que habrían podido ser ejecutadas 
si el órgano público tuviese un camino expedito para 
la actuación eficaz. 

Otro supuesto es el de la multiplicidad de embargos 
acorc n distintos prc entos 1: j 

diver traban un úni( genera r 
insufi~ien~e para cubrir toaas ras obligaciones a las que 
debería dar su satisfacciá la actualidad, en este 
supuesto se acude a la cuei competencia o al con- 
flicto de jurisdicción; pero, en realidad, no hay tal cues- 
tión de competencia, porque todas las Autoridades que 
acordaron el embargo son por igual competentes para 
conoc ar y ejecutar el . Lo que 
realn ay es una situ: de cré- 
ditos L u y a  prelación debella c U b a w l t z u z l a r r :  ~ ~ ~ ~ ~ i a n t e  el 
mecanismo procesal de un juicio univers 

Pero este juicio universal ha de ser ra 3 

legítima y el acreedor no se atreve a plantearlo porque 
sabe que le va a costar mi 1 

obtener un resultado quizá 
ficiencia de la masa concur 

E1 Fiscal, al intervenir t estión de com] 1 

emitiendo su informe al T , se da cuenta 
blema, pero no puede hacer naaa por resolverlo porque 
carece de la facultad de instar el juicio universal al que 
se acumulasen las distintas reclamaciones y tiene que 
limitr obre competencia que 
está los Decretos del Go- 
biern, y a L ~ S  sentencias del Tribunal Supremo que han 
resulto antes situaciones pa , Pero q mtrario 
a sus convicciones como k urista." 

El Fiscal de La Coruña planwa en su Memoria el tema 
de la crisis del Derecho Cit ,S términos siguientes: 

"El fenómeno obedece, tro modesto entender, 
a un total desfase del Derecho Civil con respecto a la 
realidad jurídica que pretende regular. Es cierto que el 
Derecho Civil continúa manteniendo aquel carácter que 
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y le señalara Heinecius, de "precepta generalia" o de 
"derecho común", como le llama el artículo 2." de nuestro 
Código de Comercio. Pero cada día más ese "ius comune" 
viene siendo menos común. Las normas del Código Civil, 
encarnadoras de un derecho propio, de una sociedad agra- 
ria y aún semifeudal, van resultando cada vez más ina- 
decuadas para nuestra sociedad actual, bien dispar de la 
del siglo XIX. La parcela de relaciones jurídicas some- 
tidas al puro Derecho Civil es cada vez menor. La espe- 
cialidad se impone por razones técnicas -derecho hipo- 
tecario, de tráfico, mercantil, económico-social, agrario, 
de arrendamientos, laboral-. Pero esa misma especia- 
lización va derivando hacia una "publicación" del de- 
recho privado más en uso, que cada vez recibe más el 
influjo del intervencionismo estatal y hace derivar las 
controversias hacia áreas del derecho administrativo o 
de las nuevas ramas del derecho semi-público (así ocurre 
con el laboral). 

El signo de la so( rl sentido de pi 
cia de los intereses : los particular 
oficialidad (en el sentido de la intervención estatal) pre- 
sidió las más de nuestras relaciones sociales y, por ende, 
de la jurídica. Y así, aquel "ius privatum", que en la 
sociedad burguesa liberal era rey y señor del ámbito ju- 
rídico se bate en retirada y está en crisis, cediendo terre- 
no a esas nuevas formas jurídicas de un Derecho Adrni- 
nistrativo o . 
tra Administ 
resuelven los mas ae los protxemas juriaco-economicos 
de nuestra sociedad industrial. 

Ello afecta no sólo a la jurisdic 
sino a la propia entraña de la Juriburb~ivirai yut;, CLL IUU- 

chos su misi :ional en la es- 
tnicti nporán otras pseudo- 
jurisaicciones, que asumen la funcion "ae juzgar y hacer 
ejecutar lo juzgado", cada día en mayores parcelas del 
quehacer jurídico. Por ello, la unidad jurisdiccional, pro- 
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clamada ya en nuestra Ley Fundamental, debe ser algo 
mas que una mera aspiración formal, sino una aspira- 
ción sustancial que abarque la totalidad de las misiones 
dirimentes de controversias jurídicas, desde las penales 
a las civiles, de las laborales a las mercantiles, de las ad- 
ministrativas a los conflictos sociales. Todos los puntos 
de fricción de la sociedad deben resolverse en el terreno 
jurídico -o renunciar a nuestra condición de estado ci- 
vilizado de Derecho- y deben resolverse ante una única 
exclusiva y excluyente jurisdicción." 

3. El orden conteczoso-mministrativo. 

n en el 
muestrz 
m .  

Conte 
iales y . . *  

La actividad de las Salas de 1( ncioso-adrninis- 
trativo de las Audiencias Territor las de Bilbao y 
Santa Cruz de Tenerife, muestra tamoien un aumento de 
cierta consideració: I volumen de trabajo despa- 
chado, como se del t por el examen las cifras in- 
dicativas que siguei~. 

Caducados' Sentencias Recursos Recursos desistidos, dictadas estimados interpuestos inadmitidos 

Albacete ............ 279 24 140 187 
Oviedo ............... 367 25 330 108 
Baleares ............ 96 9 49 18 
Barcelona ...... 
Burgos ........ 
Cáceres ........ 
La Coruña ......... -tu I JV ==.U 1 IU 

............ Granada 291 80 185 63 
Las Palmas ......... 116 12 106 24 
Madrid ............... 3.692 1.725 557 215 
Navarra ............ 275 18 186 161 
S. C. de Tenerife ...... 76 10 54 25 
Sevilla ............... 323 55 396 161 
Valencia ............ 438 37 311 95 
Valladolid ............ 147 12 136 92 
Bilbao ........ 357 "2 175 84 
Zaragoza ...... 309 3 200 95 - 

Totale! 7.999 9 3.976 1.914 

El número de recursos interpuestos ha aumentado, 
como decimos, en su totalidad, aunque experimentaron 



bajas las Salas de Barcelona, Cáceres, La Coruña, Grana- 
da, Las Palmas, Sevilla y Valladolid. Destaca, en cambio, 
1 considerable subida en el volurnq de asuntos que re- 
flejan las dos Salas de Madrid, que pasaron de 1.686 re- 
cursos en 1970 a los 3.692 reflejados en el cuadro an- 
terior. 

Las cifras totales. comparativas son las que siguen: 

1967 1968 1969 1970 1971 ----- 
Recursos interpuestos ......... 4.439 4.823 4.477 5.972 
Sentencias dictadas ............ 3.706 3.390 3.720 3.795 
Recursos estimados ............ - 1.972 2.020 

El porcentaje de recursos estimados, en relación con 
el número de sentencias dictadas, es en este año ligera- 
mente inferior al de años anteriore~' 

orden laboral. 

También aumenta considerablemente el número 'de 
demandas laborales ante las Magistraturas del Trabajo. 
El cuadro comparativo con años precedentes arroja las 
siguien 'as: 

idas presentadas . - . . 

La distribución por Magistraturas y la rorma de re- 
soherse los as~uitos planteados, puede observarse en el 
siguiente cuadro: 



Demandas 
presentadas 

Total 
Sentencia resueltos 

576 887 
429 66 1 

1.621 3.033 
. 166 3 45 
294 385 
476 1.129 

1.165 2.162 
3.981 12.812 

Alava ............... ' 943 
Albacete ............ 728 
Alicante ............ 3.138 
Almería ............ 352 

............... Avila 437 
Badajoz ............ 1.1 15 
Baleares ...... 2.129 
Barcelona ...... 14.1 11 

......... Btirgos 1.672 
Cáceres ...... 1.034 
Cádiz . . - <  ......... 

......... Jerez 
Castellón ...... 
Ceuta ......... 
Ciudad Real ......... 7 r - 1  

Córdoba ............ 2.049 
La Comña ......... 2.802 
Cuenca ............... 250 
Gerona ........ 6x4 
Granac' 
Guada 
Guipú; 
Huelva I . UUL 

Huesca ......... 293 
Jaén ............ 1.625 
Las Palmas ... 2.440 
León ......... 3.818 
Lérida ............... 664 
Logroño . . . . . . . . . . . . . .  492 100 
Lugo ............... 838 126 
Madrid ................... 27.756 7.886 
Málag; 2.151 455 
~ e l i l i a  . 204 . 
Murcia 2.844 
Navari 3.267. 
Orense ............... 562 

......... Oviedo 3.084 
...... Gijón 3.100 

Mieres ...... 1.700 
Falencia ............ ' 779 . 
Pontevedra ......... 679 

Vigo ... ; ..... ;.. ... ' 2.073 . 
Salamanca ............ 675 
S.C.deTenerife ...... 1.340. 
Santander ...... 1.226 
Segovia ......... 429 
Sana ......... 402 
Sevilla ................ 8.050 
Tarragona ....... 993 
Teme1 ......... 317 . .  
Toledo ......... 1.137.. ... 
Valencia'; .:... . 8.501 . .  



Demandas Concilia- Total 
presentadas ción cia resueltos - 

va~iaaols . ... 2.455 660 44 2.503 
Vizcaya. .. ... 4.586 1.001 1.~80 3.959 
Zamora. . ... 500 156 238 476 
Zaragoza . ... 7.203 2.633 3.212 7.097 ' 

Totales ... ... 1?a 'C' 37.991 58.511 1-47 XAA 

El porcentaje que supone n las conciliaci 
ción con el número de aemandas presentaaas, es ei L I ,J  

por 100 y en relación con las sentencias dictadas asciende 
al 64,9 por 100. 

Por lo que se refiere al Tribunal Central de Trabajo, 
el número de recursos de suplicación intes fue de 
5.199, frente a 5.173 del año anterior. 

Como hemos destacado en años anteriores, el mayor 
número de demandas se producen por reclamación de 
cantidades por salarios y horas extraordinarias, seguido 
de las reclamaciones por despido. Pero uno de los pro- 
blemas más graves que aqueja a este sector de la activi: 
dad jurisdiccional, es el número de accidentes de trabajo 
sufridos. Una tabla compara otros t 

una idea de la magnitud del 
tños no S dará 

rla,u,auic,uscz, ha duplicado la cifra en diez años, 
alcanzado a cerca de tres mil el número de muertos en 
accidentes de trabajo y a muy cerca de ciento veinticinco 
mil millones de pesetas las pérdidas anuales ocasionadas. 

jurisdiccidn de Peligrosidad social. 

Desde el 6 de junio de 1971 comenzó a regir en España 
la nueva legislación de Peligrosidad social, que sustitu- 
ye a los antiguos Juzgados de Vagos y Maleantes. De los 

uzgados que antes dedicaban -total o parcialrnen- 
u actividad a este tipo de jurisdicción de carácter 

preveritivo, se ha pasado al funcionamiento de un Juz 



gado al menos por cada Provincia, además de los de 
Algeciras, Ceuta y Melilla. Aunque nto para poder es pra 

los nu enjuiciar con detalle la labor de evos Juzgados, 
ya que s610 computamos los resultados producidos en 
1971 y por consigui  den a siete meses de iente cc 

puede 5 vigencia de la Ley, s un avance de la acti- 
vidad desplegada. 

Los Juzgados "clásicos" de Va ora de Peligro- 
sidad, existentes antes de la Ley, in 3.772 expedien- 
tes, a los que hay que añadir otros 1.279 incoados por 
los nuevos Juzgados de Capital de Provincia donde antes 
no existía Juzgado de Vagos, mas los de Algeciras (que 
sustituye e incorpora al de San Roque) y los de Ceuta y 
Melilla. 

Fueron, por conslguic;~~¿e 5.051 N> LllGua- 

dos en 1971, frente a los 4.05 de 1970, con un aumento 
de casi mil expedientes - e l  19,5 por 100- en su mayor 
parte imputables a la vigencia de la nueva Ley, en el me- 
dio a de vig 
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La Sala 1 .", con mayor número de Magistrados que las 
restantes, ha llegado ya a ver reducidos los recurios in- 
terpuestos en materia civil, como consecuencia de las 
reformas procesales a las que hemos hecho mención en 
Memorias anteriores, en forma tan considerable que 
aconseja ya una ordenación adecuada de efectivos. 

La Sala 2." no alcanza a ver esta reducción, a pesar 
de la reforma de 1967, que ya ha debido comenzar a pro- 
ducir sus efectos, lo que hace suponer que existiría, de 
no haberse producido, un aumento muy considerable de 
recursos. 

La Sala 6.", aun con ligero aumento de recursos, puede 
aun resolver más de los que ingresan, acortando así el 
tiempo necesario para la resolución. 

Pero donde el problema se pone de manifiesto con 
mayor carácter de urgencia es en las Salas de lo Con- 
tencioso, especialmente la Sala 4.", que ve aumentar 
constantemente el número de recursos pendientes de re- 
solución, circunstancia que también se da en las otras 
dos. Los que se interponen, sin embargo, ante la Sala 3.", 
aumentan paulatinamente de año en año: 1.098 en 1969; 
891 en el año 1970 y 1.116 en 1971. Pero donde el aumento 
es más notable es en la Sala 5.", que de 1.566 asuntos 
en el año 1969, pasó a 2.466 en 1970 y mantiene una cifra 
similar, aunque ligeramente inferior, en 197: 

Los asuntos despachados por el Minii ?iscal 
ante las Salas l.", 2." y 6.8 del Tribunal Supremo se re- 
sume de la siguiente forma: 

Sala 1.' Sala 2: 
. . 

Sala 6: 

Recursos FlrFdrado~ por el 
Fiscal ............................. 1 161 

Intervención en recursos interpuestos por 
las partes ........................... 423 1.335 

Recursos casación favor reo ............ - 6 
Recursos de revisión .................. 27 5 
Otros asuntos ........................... 52 1.s~n 

peciales ........... ..... - - 
S . ,  . .  ., . . . . . . . . . ,  ,,, 503 



La,comparación de estas cifras con las del año ante- 
rior da idea de una estabilidad firme en el número de 
asuntos que corresponde dictaminar o en los que inter- 
viene el Ministerio Fiscal. Fueron 66 asuntos menos en 
materia civil; 194 asuntos más en materia penal y 4 asun- 
tos menos en materia social. 



EL MINISmRIO FISCAL 

La tónica de normalidad que preside cualquier refe- 
rencia que haya de hacerse a la labor desarrollada por el 
Ministerio Fiscal durante el año al que la Memoria se 
contrae, puede, sin embargo, llenarse de datos y detalles 
que contribuvan a formar una idea concreta del funcio- 
namiento dt úblico en España dur 1 

tiempo dado 
ante ui 

Sin perjuicio de los datos que hemos consignaao ya, 
al hablar de la actividad de las distintas Salas del Tri- 
bunal Supremo, relativos a la actuación del Ministerio 
Fiscal en las Salas 2.a y 6.", cabe ahora completarlos 
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con el número de dictámenes en asuntos gubernativos, 
dentro mismo del ámbito del Tribunal Supremo, a que nos 
esta] ictámenes, en lo que se refiere 
a ex Jobierno y Consejo Judicial y 
3?iscai, sumaron aoo en su totalidad. A ellos hay que agre- 
gar, dentro del campo estrictamente penal, diecisiete 
casos en que hubieron de darse instrucciones concretas 
para procedimientos determinados, a los Fiscales de las 
Audiencias y once consultas formales evacuadas a peti- 
ción de los Fiscales Territoriales o Provinciales. Unica- 
mente en un caso hubo de informarse una consulta de 
un Tribunal a los efectos de lo aue dispone el artículo 644 
,de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. La Fiscalía del 
Trib ~premo, por último, celebró 49 Juntas Gene- 
rale! ;odos sus componentes, y 171 1s 

Secciones de lo Civil, Social o Penal. 
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Pero es, naturalmente, en el campo de la actividad de 
las Fiscalías de las Audiencias, donde las cifras alcanzan 
volumen muy considerable. De ello dan idea los datos 
que siguen: 

Los Fisca 1 

total de 908.744 di~kaiiiciic~. U G L W  cu ~ U G  G A ~ U U G ~ L  ULLC- 

rencias muy grande complejidad de los diferentes 
dictámenes que ha1 r formulados y que entre un 
"visto" en unas diligencias previas y un dictámen de ins- 
trucción o de calificación en un sumario de 50.000 folios 
(ambos casos han existido, naturalmente, en 1971), las 
diferencias son muy considerables. Tanto más, si se tiene 
en cuenta q. I. cifra iyen, como es natural, 
los dictámer e ejecu lue no suelen ser, por 
otro lado, los mas sencillos, ya que obligan a un examen 
meticuloso y concienzudo de la sentencia y de los trámi- 
tes seguidos para su cumplimiento: liquidaciones de con- 
dena, variaciones producidas por indultos, redención; 
abonos, etc.; cuestiones relacionadas con la responsabi- 
lidad civil, su abono o la declaración de insolvencia total 
o par -. 

Pt contar ! 
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r r e s ~ ~  102 vistE 

Si 1 
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veces, por falta de personal para cubrir las plazas crea- 
das; otras, por razón de excedencias con reserva de pia- 
za respecto de funcionarios que prestan servicios en Tri- 
bunales extranjeros o desempeñan cargos de nombra- 
miento por Decreto acordado en Consejo de Ministros. 
Otras veces, sin vacante realmente existente, las bajas 
por razón de enfermedad crean vacíos imposibles de cu- 
brir. Así, las Fiscalías de Avila, Segovia, Guadalajara, Te- 
ruel y Huesca, disponen de un solo funcionario de la Ca- 
rrera Fiscal; la de Barcelona, entre vacantes adminis- 
trativas y bajas por razón de enfermedades prolongadas, 
ve reducida su plantilla considerablemente; y en menor 
proporción, el problema afecta a otras plantillas, Bur- 
gos por ejemplo, que a pesar de ser Audiencia Territo- 
rial, con muchas provincias, ha de desarrollar su trabajo 
con solamente el Fiscal y el Teniente. 

La necesidad de dotar con mayor número de funcio- 
narios al Ministerio Fiscal, llevó al Gobierno a ampliar 
por dos veces la plantilla, hasta un total de 18 plazas 
más, como señalamos en otro lugar de esta misma Me- 
moria. Sin embargo, las posibilidades de cubrir efecti- 
vamente todas estas plazas, son muy remotas, ya que 
no existen funcionarios suficientes y no los habrá hasta 
que la próxima promoción - q u e  comienza en estos días 
sus ejercicios de oposición- no salga de la Escuela Ju- 
dicial. Un cálculo no pesimista, da como mínimo un año 
y medio para completar las plantillas. 

La situación, por consiguiente, no es buena en este 
aspecto, aunque se supla con el redoblado esfuerzo de 
los funcionarios en activo servicio, especialmente si se 
tiene en cuenta que la labor del Ministerio Fiscal no se 
agota en el despacho de las causas y los pleitos. Otras 
funciones le obligan muchas veces a una actividad que 
no puede valorarse en cifras. Por ejemplo, las Juntas de 
Protección a la Mujer, las de Beneficencia, las de Orden 
Público y otras, proporcionan no poco trabajo y preocu- 
pación a los Fiscales. No se olvide que el Fiscal es ase- 



sor del Gobierno en materias de Orden Público, Derecho 
Penal, etc., y que elio lleva a tener que mantener unas 
relaciones constantes con la autoridad gubernativa, en 
provincias donde la materia de Orden Público exige una 
dedicación muy intensa. La aplicación de la Ley de Or- 
den Público, según la Última reforma de que hablamos 
en otro lugar, fue motivo de múltiples consultas de los 
Gobernadores Civiles a los Fiscales de sus respectivas 
Audiencias. Esta es, además, una labor delicada y muy 
importante, porque el dictámen del Fiscal, por su ca- 
rácter jurídico objetivo, contribuye, en gran medida, a la 
aplicación práctica de los postulados del Estado de Dere- 
cho y el asesoramiento de la autoridad gubernativa lleva 
a que la aplicación de la Ley se realice dentro del res- 
peto a los derechos individuales. En no pocas provin- 
cias, esta actividad, difícilmente evaluable, ocupa tiem- 
po y plantea cuestiones de solución jurídica no siempre 
fácil. 

En este punto hay que llamar la atención sobre la 
evolución que la realidad va imponiendo y la pervivencia 
del Estado de Derecho reclama como imprescindible. La 
figura del Fiscal adquiere aquí perfiles difíciles de ima- 
ginar en otras épocas, en las que la complejidad legis- 
lativa no era tan acusada, ni la aplicación práctica del 
principio de Estado de Derecho se imponía con tal acu- 
ciente necesidad. Sin perjuicio de las funciones que, res- 
pecto de estos puntos y en relación con el Gobierno, com- 
pete al Fiscal del Tribunal Supremo, ha sido ya nece- 
sario establecer ya relaciones directas del Ministerio 
Fiscal con algunos Departamentos Ministeriales, más 
especialmente afectados por la legislación relacionada 
con el orden público o los derechos individuales y quizás 
en un futuro próximo, estas medidas hayan de ser legal- 
mente institucionalizadas. Ciertos controles o interven- 
ciones directas en relación con la actividad policial, no 
sólo en momentos de excepción -lo que está ya regula- 
do-, sino en circunstancias normales, se imponen tam- 



bién para facilitar que la labor de la Administración de 
Justicia puede rea' dentro de sus estrictos cauces 
legales, sin pérdida eficacia que una investigación 
criminal moderna impone. El desarrollo del concepto 
"satisfacción del interés social" que incumbe al Ministe- 
rio Fiscal según nuestro ordenamiento constitucional, 
llevará, sin duda, a 
de una actividad c o 
público en España. 

Como en años anteriores, también en vo lugar 
la reunión anual de Fiscales de Audiencia ,eriales y 
Provinciales. La medida en que estas reuniones de tra- 
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La Ley de Peligrosidad z el Reglamento dictado 
para su aplicación, plantea 3 es natural, una serie 
cle cuestiones de orden interpretativo, sobre las que es 
obligado dar a los Fiscales una orientación que elimine 
posibles disparidades de criterios. En el capítulo siguiente 
de esta misma Memoria, incluimos el estudio que sirvió 
de bI a la reunión de Bayona. Sin ánimo dogmáti- 
co ni ial alguno, pretende analizar los aspectos más 
importantes de la legislación aplicable: las condiciones 
para la declaración de la legislación: las condiciones para 
la declaración del estado peligroso; el análisis de cada 
una de las categorías de estado aeligroso, las variaciones 
o inr les introducida Ley, los proble- 
mas scita su comp: gunos tipos pe- 
nales, etc.; las medidas de seguridad y su aplicación; el 
procedimiento y el sistema de recursos; y, por último, la 
actuación que el Ministerio Fiscal haya de desarrollar en 
materia de aplicación de esta legislación. 

No se trata ahora de dar cuenta de la L- 

terpretativas que en detalle se suscitaron, sino ae poner 
de manifiesto las principa ones que al Mi- 
nisterio Fiscal suscita este L línea, la insis- 
tencia más acusada se produjo en orden a los medios para 
la a1 n eficaz de la Ley. La realidad demuestra -y 
no f: los ejemplos y las referencias concretas- que 
salvo excepciones, en muchas provincias, los peligrosos 
sociales tan égimen bnción preventi O 
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suficiente con los~reclusos y sin aplicación del sistema de 
ejecución de las medidas que la ley prescribe. Esta situa- 
ción es grave, porqueJlevará consigo la ineficacia y la 
falta de aplicación de la Ley en la medida necesaria. El 
esfuerzo del Gobierno por dotar a la jurisdicción de peli- 



grosidad de los medios adecuados para la ejecución de las 
medidas de seguridad, debe intensificarse para que en el 
menor tiempo posible se realice lo que la misma Ley or- 
dena. Este punto fue considerado en la reunión como cru- 
cial y bbico. 

A ello se unen cuestiones concomitantes de parecida 
importancia. Por ejemplo, la constitución de las Juntas 
de Tratamiento, prescritas en la Ley, con el personal téc- 
nico adecuado; la posibilidad de designar Delegados en- 
tre personas especializadas en esta materia, y, sobre todo, 
la orientación al Juez respecto de entre quienes debe 
hacer dichas designaciones, esto es, si existe o es posible 
que exista, algún cuerpo o clase de personas suficiente- 
mente preparaparadas para desempeñar estas funciones. 

La especialización de los Jueces, prevista y reconocida 
en la propia Ley, ha de ser promovida por otros medios 
que no sean el puro y simple ejercicio de la función: cur- 
sos en la Escuela Judicial; acceso o estudios y análisis 
de documentación y datos adecuados para un conoci- 
miento completo de la materia; asistencia a reuniones 
nacionales e internacionales sobre el tema, etc. 

La legislación de peligrosidad y rehabilitación social 
precisa, según se está demostrando, de órganos adminis- 
trativos que se preocupen de resolver los problemas de 
medios que la jurisdicción tiene. La función judicial en 
esta materia está perfectamente definida, pero requiere 
una instrumentación que ha de ser proporcionada de for- 
ma metódica y organizada administrativamente. Es ésta 
una sugerencia que nos permitimos elevar a la conside- 
ración del Ministro de Justicia, porque sin esta adecuada 
preparación y organización, no será posible conseguir la 
eficacia de la Ley. 

Otro tema de gran interés fue el análisis de los pro- 
blemas que plantea el principio de unidad jurisdiccional, 
en la línea de una posible integración de las jurisdiccio- 
nes especiales en la ordinaria. El estudio realizado tuvo 
dos partes diferentes: la que corresponde a los princi- 



pios generales que se desprenden del mandato de la Ley 
Orgánica del Estado y de la existencia de algunas activi- 
dades jurisdiccionales fuera de ella; y la que se refirió al 
examen, una por una posibles jurisdiccioner 
tegrar. 

P~dciiiva ointetizar ,,¿stiones el contenido 
de los 

a) 
diccional" limitándolo a la función ''i-mgar y hacer 
ejecutar lo ju: 

estudio! 

Necesi 

s realizs 

dad de : 
. . 

tdos. So 

fijar el I 

tn las si 

concept 
. . 

b) Conveniencia de fijar los límites privativos de las 
jurisdicciones especia i en nu 
constitucional. 

Revisic 
inque a 

-7 - . . .. - 

estro di 

C) jn de criterios respecto de algunas materias 
que, ai hora la exigen, quizá no precisen de cara al 
futuro ae una actividad jurisdiccional, sino que pueden y 
deben reducirse al ámbito pi te administrati 

enden c 
uientes : 

omo " j ~  
d) Fijación a la vista de caaa una de las que anora 

se enti1 i". de lo 
tos sig. 

iones es peciales S pun- 

- Jurisdi~ciories que ueuen revisar ei a r i u i ~ u  de su 
competencia 1 Cerirlo t 

- Jurisdic que deb 
la ordinaria. 
- Jurisdicciones que pre 

- -- 

t sus 1í 
en integ 

mites p 
Trarse p 

o activ 

lnes y r 
de sus 

)S. 
nte en 

. una ac 
irisdicd 

:tividad 
ional al 

- 
puramc 
guna. 

?nte adi ministr; 

es pura 

,-+-x*am,. 

le una 
discriminación, a fin ae pasar a ia ~urisdiccion ordinaria 
alguna de sus funcio -educir a lírniti 
administrativos otras actividades. 
- Ambito de ~or,,,,,~~;ia que deben yurjuaL 

cidos a 
ción j~ 

n fun- 

e) Por Último, para la integración en la jurisdicción 
ordinaria de aquellas partes de otras especiales que deban 
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pio de "juez natural" tal como ahora existe en nuestras 
leyes, o debe considerarse la creación de órganos jurisdic- 
cionales ordinarios con ámbitos territoriales distintos. 

El tema de las jurisdicciones especiales es de desarro- 
llo legislativo y no corresponde, por consecuencia, a las 
funciones que al Ministerio Fiscal competen, al menos en 
este momento. Sin embargo, ante las recesivas generali- 
zaciones que el tratamiento del tema presenta, es nece- 
sario fijar criterios que faciliten su elaboración legislati- 
va, y por ello el Ministerio Fical se ha permitido iniciar 
un análisis que debe ser proseguido a niveles más con- 
cretos, con objeto de proporcionar al Gobierno un punto 
de vista que pueda ser tomado, en su momento, en con- 
sideración. 

Aparte del tema referente a los criterios para la pre- 
paración de los recursos de casación por los Fiscales de 
las Audiencias, que por su carácter puramente técnico e 
interno no explayamos en mayor medida aquí, fue tam- 
bién considerado y analizado el problema de la obtención 
de datos para el sistema electrónico de control de causas 
criminales. Por primera vez, no sólo en España, sino en 
cualquier otro país de nuestra área, se pone en marcha 
un sistema de esta naturaleza aplicado a la tramitación 
de los procesos penales. Por ello quizás sea de interés dar 
cuenta de cuáles son los propósitos perseguidos por este 
sitema y lo que con él se pretende conseguir. 

El "M. C. C." -Movimiento de Causas Criminales-- 
pretende, de una parte, obtener un conocimiento de la 
tramitación que siguen los procesos penales iniciados en 
cualquier órgano jurisdiccional español (jurisdicción or- 
dinaria), mediante un proceso de datos a través de un 
ordenador electrónico que funciona en el Ministerio de 
Justicia. El sistema pone de manifiesto: el número de 
procesos iniciados; la clase o tipo de proceso; los puntos 
más importantes de su tramitación y el estado procesal 
en que se encuentran en cada momento de consulta; el 
número de personas procesadas, inculpadas o en su caso 



condenadas; el de sentencias dictadas y su conformidad 
o disconformidad con las acusaciones; la tramitación de 
los recursos pertinentes; la situación de cada ejecutoria, 
referida a cada uno de los condenados. Todo ello, además, 
aparece clasificado por órganos jurisdiccionales, de tal 
forma que, en un momento dado o periódicamente (tri- 
mestralmente, por ahora), se conozca el número de pro- 
cesos que se encuentra en trámite en cada Juzgado o 
cada Audiencia o el de recursos de casación ante la Sala 
Segunda del Tribunal Supremo. También, a efectos de 
análisis estadísticos, el sistema proporciona: número de 
delitos de cada tipo por los que se ha iniciado procedi- 
miento; número de personas acusadas y condenadas por 
cada tipo de delito; número de procesos en relación con 
el número de delitos, iguales o diferentes. 

Se ha encargado al Ministerio Fiscal el sistema por- 
que, después de la reforma procesal de 1967, ante la exis- 
tencia de varios tipos de proceso, unos a fallar por los 
Juzgados y otros por las Audiencias, el único órgano de 
la Administración de Justicia que centraliza todos los 
datos es la Fiscalía de cada Audiencia. Pero, como es 
natural, el hecho de que el Fiscal proporcione los datos 
para el."M. C. C." no quiere decir que los resultados ob- 
tenidos por el sistema no estén siempre a la disposición 
de las autoridades judiciales, a los efectos que estimen 
necesarios; estadísticos, de movimiento de cada Juzgado 
o Audiencia; ,rol de jn; de 
situación de 1: ~torias, 

No es extráiiu que un si~terria ue eaw LrabulaiIeza, sin 
precedente alguno en nuestro país ni en ningún otro 
en esta aplicación, claro está-, cree necesarios proble- 
mas de acoplamiento tanto en la fase de obtención de 
datos como en la de proceso ordenador y suministro de 
situaciones. Sin embargo, puede ya afirmarse que en muy 
pocos meses, el sistema ha logrado una normalidad muy 
aceptable. Para que funcione a pleno rendimiento es ne- 
cesario, sin embargo, que todos los procesos que se tra- 

tiempos 
etc. ---- 2 -  



miten estén ya reflejados en la Memoria del ordenador, 
lo cual, como es lógico, no puede ocurrir hasta que ha- 
yan pasado dos o tres años desde su puesta en marcha. 
Nos atrevemos a aventurar, sin embargo, que los resulta- 
dos esperados se aproximarán, en gran medida, a los que 
se obtengan y que con ello puede prestarse a la Adminis- 
tración de Justicia un servicio de trascendental impor- 
tancia. Las ulteriores aplicaciones del ordenador a los Re- 
gistros Centrales de penados y rebeldes y a los datos de 
los establecimientos penitenciarios, hace prever una ex- 
tensión del sistema a aspectos extraordinariamente inte- 
resantes para conocer el grado de eficacia de institucio- 
nes jurídicas como las penas privativas de libertad, la 
condena condicional, la libertad condicional, la reden- 
ción de penas, etc. 

Pero además de todos los temas que acabamos de 
mencionar, también se trataron en la reunión anual 
otros, surgidos al hilo de las deliberaciones, que tienen in- 
terés patente. Por ejemplo, el de conseguir una mejor or- 
ganización para los Fiscales Municipales y Comarcales, 
cuya intervención, muchas veces necesaria, en el proceso 
penal para delitos menos graves ante los Juzgados de 
cabecera de Partido, obliga a realizar una labor, en re- 
lación con estos funcionarios, muy distinta de la que 
hasta 1968 era necesaria. 

El cuerpo de Fiscales Municipales y Comarcales va 
encontrando, poco a poco, el ámbito de su función a ni- 
vel profesional razonable. No parecerá suficiente que la 
tramitación de los juicios de faltas, con su especial y 
sumario procedimiento, justificara la existencia de estos 
funcionarios, sobre los que la competencia civil no llega 
ni con mucho a justificar una dedicación plena. Esta 
era la c a u s a  aunque difícilmente comprensible- de 
que los Fiscales Municipales y Comarcales fueran fun- 
cionarios sin sede, ni despacho, ni personal auxiliar, ni 
medios materiales de ningún género. Será difícil encon- 
trar en toda la Administración del Estado un caso simi- 



- 117 - 
lar, de funcionarios técnicos que han de realizar su co- 
metido en estas condiciones. Teóricamente al menos, los 
Fiscales, Municipales y Comarcales, han de realizar por 
sí sus escritos, sin disponer de otra cosa que del papel de 
oficio que obtengan en sus respectivos juzgados. 

Hora es ya de acometer este problema y darle una so- 
lución adecuada, puesto que la situación que lo motiva 
-aunque fuera incomprensible- ha variado sustancial- 
mente. Hoy los Fiscales Municipales y Comarcales, al me- 
nos fuera de las capitales de provincia y sólo por excep- 
ción en algunas ae éstas, intervienen en los trámites del 
proceso por delitos menores, que es el más abundante 
tipo de proceso penal en nuestra Patria, por delegación 
del Fiscal de la Audiencia, y aunque conservan una 
dependencia muy estricta a sus instrucciones, por razo- 
nes obvias, lo cierto es que sobre ellos cae el peso de 
estos procesos en los Juzgados de Cabeza de Partido. 
En 1971, por ejemplo, evacuaron en total 26.177 dictá- 
menes en procesos,por delitos menores y asistieron a 
26.177 juicios orales en diligencias preparatorias, por 
delegación de los Fiscales de las respectivas Audiencias. 
Todo ello sin perjuicio de su competencia privativa, que 
conservan, respecto de los juicios de faltas en el ámbito 
de la Justicia Municipal. 

Estos datos muestran hasta qué punto parece nece- 
sario revisar de fondo la situación y los medios de estos 
funcionarios. Algunos caminos fueron examinados en la 
reunión anual, y entre ellos, la posibilidad de suprimir las 
actuales Agrupaciones territoriales y Fiscalías y autorizar 
a los Fiscales de las Audiencias para que dispongan la in- 
tervención de los Fiscales Municipales y Comarcales en 
dada juzgado de acuerdo con las necesidades del servicio 
y la frecuencia de los señalamientos, lo que, por otra 
parte, resolvería el difícil problema de las sustituciones 
de estas funcionarios y de las prórrogas de competencia 
por razón de vacante. El sistema no deja de ser intere- 
sante, aunque plantee no pocos problemas en su reali- 
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La Ley .de Peligrosidad y Rehabilitación Social 
16/1970, de 4 de agosto, que viene a sustituir a la anti- 
gua Ley de Vagos y Maleantes de 4 de agosto de 1933, 
ha entrado en vigor -en virtud de lo dispuesto por el 
Decreto-Ley de 4 de febrero de 1971 ("B. O. E." del 6 de 
febrero de 1971) prorrogó la "vacatio legis"- el 6 de 
junio de 1971. Transcurric , un año desde su pues- 
ta en aplicación, es Ileg: momento de examinar 
los puntos de su articulado que exijan un criterio inter- 
pret ámbito de las funciones que 
al 1 tsignan. Publicado ya el Re- 
glanlGL,,, p a r a  ap~i~ación, aprobado por el Decre- 
to 1.144/19' 3 de mayo y 1; nes con 1- 

tarias de 1 io  y 3 de juni )71, por le 
se determinan los Establecimientos de rehabilitacion y 
los destinados a l  cumplimiento de medidas de seguri- 
dad y se dictan las normas necesarias para el funcio- 
namiento d grosidad y la Sala espe- 
cial de A tmente, ha  venido a 
completarst, al lllvllV3 lora, el ordenamiento 
inicialmente básico para la puesta en práctica de las 
medidas preventivas previstas en la lucha contra los pe- 
ligrosos sociales, con la necesaria autonomía y separación 
de las medidas estrictamente pen opias de la reac- 
ción social frente al delito. 
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Siguiendo el camino iniciado por la Ley de Vagos y 
Maleantes, avanzada legislativa en el tiempo en que fue 
promulgada, aunque su eficacia práctica se mermase 
por falta de los instrumentos necesarios, viene la nueva 
Ley y disposiciones que la desarrollan, a perfeccionar 
el sistema preventivo, a liberarlo de confusiones y mez- 
clas con el sistema penal represivo y a hacer realidad 
el derecho de la sociedad a defenderse de los sujetos que 
muestran una patente temibilidad, sin tener que es- 
perar a que sus actos desemboquen en manifiestas trans- 
gresiones punibles. 

Desde el punto de vista de la función que correspon- 
de al Ministerio Fiscal, no sólo en orden a la estricta 
aplicación de la Ley, sino principalmente en el camino 
de contribuir a su viabilidad y eficacia, se hace preciso 
analizar los distintos aspectos que el ordenamiento le- 
gislativo presenta a fin de proporcionar a quienes han 
de aplicarlo a la realidad, los necesarios criterios con la 
vista puesta en una deseable unidad en la interpreta- 
ción de los preceptos. 

1. Para que esta unidad de interpretación se im- 
ponga, los Fiscales de Peligrosidad y Rehabilitación han 
de comenzar por tener presentes los fines que el propio 
legislador proclama como informadores de la reforma 
efectuada. Estos fines, según la propia exposición de 
motivos de la Ley, tienden a un perfeccionamiento de 
las medidas de prevención, sobre la base de intentar en 
todo caso la rehabilitación y reinserción social del pe- 
ligroso. Así, se establecen como metas perseguidas, la 
de corregir los defectos observados en la práctica como 
existentes en la legislación anterior; la de dar una im- 
portancia decisiva a la personalidad del peligroso, preci- 
samente a efecto de su tratamiento preventivo y de su 



posible reincorporación al seno de la comunidad, por 
lo que se acentúa la necesidad de conocer su persona- 
lidad biopsicológica y sus tendencias; la de modificar 
adecuadamente el catálogo de estados peligrosos de la 
Ley anterior en un triple sentido: eliminar los anacró- 
nico~, modificar la descripción de los imperfectamente 
tratados y establecer las nuevas categorías que vienen 
impuestas por las actuales circunstancias soci, 

Tampoco es ajena a la finalidad de la Ley =- 
tensión de perfeccionar en lo posible las medidas de se- 
guridad aplicables, buscando principalmente un efecto 
rehabilitante y, por ello se reduce la posible aplicación 
del internamiento en establecimiento de custodia -que 
acerca excesivamente la medida de seguridad a la apa- 
riencia de una pena privativa de libertad-, se limita 
su duración en los casos estrictamente necesarios y se 
completa el tratamiento con una ocupación constante 
y positiva del sujeto a la medide 

En el campo procesal y jurisd i- 
ne claramente por una jurisdicci L- 

que esta meta no pueda alcanzarse inicialmente en la 
extensión deseable; y establece un procedimiento rápi- 
do, pero sin merma de las garantías de defensa y pro- 
tección del sujeto presuntament roso, y un sis- 
tema de recursos y remedios que ? la adaptación 
de la Ley a la verdadera situación ae necho del peligroso 
y a sus avances o retrocesos en la rehabilitación. 

El sistema de establecimientos especiales, separados 
y distintos de los establecimientos penitenciarios propios 
del orden penal represivo y dotados de personal técnico 
y también distinto del que presta sus servicios en aque- 
llos, viene a cerrar un amplio horizonte de propósitos 
a los que debe seguir, en la aplicación práctica de la 
Ley, una fidelidad interpretativa que no olvide en nin- 
gún instante cuáles son los fines del ordenamiento: la 
prevención de la sociedad frente a los inadaptados pe- 
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ligrosos y temibles y su necesaria rehabilitación para 
que vuelvan a insertarse en el quehacer comunitario de 
la sociedad a que pertenecen. 

2. La Ley parte, principalmente, del concepto de 
peligrosidad sin delito, muchas veces centrado en la 
"temibilidad" del presunto peligroso, que acentúa la 
probabilidad de que delinca si no se adoptan las nece- 
sarias medidas de seguridad para evitarlo y para pri- 
varle en lo posible de este aspecto reprochable de su 
personalidad. No se olvida por ello la peligrosidad "post 
delictum", pero ésta queda reducida a las figuras de los 
artículos 2.O número 15 (reiterada comisión de faltas pe- 
nales) y artículo 4 . O  (habitualidad criminal) de la Ley. 
Y es una novedad de la Ley, la inclusión, en su artícu- 
lo 3 . O ,  de una categoría de peligrosos (enfermos y defi- 
cientes mentales) de naturaleza bien distinta de los res- 
tantes estados y que, sin entrar ahora en la cuestión 
técnica de si los conceptos de antijuricidad e irnputabi- 
lidad son exigibles en la peligrosidad social, nos presenta 
sin duda alguna una categoría "sui generis", que no 
puede ciertamente encuadrarse en los conocidos tipos de 
peligrosidad predelictual o postdelictual. 

En el ámbito de las distintas formas en que la Ley 
presenta la peligrosidad, lo cierto es que se describen 
tipos de autor que están en función exclusiva de una 
conducta y no de un acto realizado. Esta conducta se 
describe en los distintos supuestos de estado peligroso 
y ha  de ser capaz de producir en el sujeto una especial 
'csituación" o "estado" que lleve a apreciar en elios una 
peligrosidad social. En estos caracteres reside buena 
parte de la diferencia entre "peligrosidad" y delito. Así 
lo ha reconocido la jurisprudencia. La Sentencia del 
Tribunal Supremo de 10 de marzo de 1971 señala que 
son entidades completamente distintas las delictivas y 
aquellas que dimanan de una manera de ser o de una 
conducta antisocial y peligrosa. También ha tenido oca- 



sión de ratificar esta doctrina la Sala de Apelación de 
Peligrosidad y Rehabilitación Social. En efecto, ha re- 
suelto que las conductas continuadas deben ser objeto 
de medidas de seguridad, en tanto que el ámbito de la 
jurisdicción común son actos aislados (Sentencia de 3 de 
julio de 1971), o bien que la reiterada comisión de deli- 
tos supone una condición de temibilidad social evidente 
que determina la actividad de esta jurisdicción, que no 
se fija en actos aislados, como corresponde hacer a los 
Tribunales comunes, sino a la condición del autor en 
su quehacer reiterado (Sentencia de 28 de junio de 1971). 

Se sigue así por la Ley, con fines de garantía, un 
criterio estrictamente jurídico en la integración de la 
peligrosidad, basado en una conducta anterior reveTa- 
dora de la personalidad del agente y que actuará siem- 
pre que se describa en alguna de las categorías legales 
enumeradas en los artículos 2, 3 y 4; el carácter exclu- 
yente y exhaustivo de la norma que recoge los estados 
peligrosos impide toda interpretación extensiva o ana- 
lógica capaz de comprender situaciones no previs- 
tas ex Zege. Por ello, desaparece en el nuevo ordenamien- 
to la referencia a la analogía contenida en el aparta- 
do G del artículo 1 . O  del anterior Reglamento de 3 de 
mayo de 1935. En este sentido, una de las novedades 
más importantes de la Ley es que la sentencia que se 
dicte por el Juez ha  de contener la declaración de estar 
probada la peligrosidad social descubierta en el some- 
tido a expediente, y no sólo la exposición de los hechos 
que puedan acreditarle y de las medidas de seguridad 
aplicables (arts. 2.O, b)  y 21, a) de la Ley y 4-1 del Re- 
glamento). Y precisamente para armonizar las exigen- 
cias de la norma con la realidad, esto es, para que las 
conductas sometidas a examen se valoren atendiendo 
a las características de peligrosidad señaladas en la Ley, 
en la primera fase del procedimiento, además de la 
audiencia de la persona afectada sobre los extremos que 
motivan el expediente, deberá atenderse de modo espe- 



cial a la identificación, conocimiento de la personalidad, 
mundo circundante en que el presunto sujeto peligroso 
desenvuelve sus actividades vitales, repercusión de su 
comportamiento en la comunidad, y también al resul- 
tado de la investigación antropológica, psíquica y pa- 
tológica plasmada en dictámenes periciales médicos 
(arts. 16 de la Ley y 4 - 2 . O  y 83 a 86 del Reglamento 
de 13 de mayo de 1971). 

A diferencia de lo previsto en el Código Penal 
de 1928, la nueva Ley, lo mismo que su antecesora la 
Ley de Vagos, no define la peligrosidad, aunque su con- 
cepto pueda elaborarse partiendo de algunas expresio- 
nes contenidas en la Ley. En efecto, artículo 71 del 
Código Penal de 1928 incluyó un concepto genérico de 
peligrosidad al decir que "el estado especial de predis- 
posición de una persona del cual resulte la posibilidad 
de delinquir co&tituye peligro social criminal". Algún 
Código extranjero, como el italiano, contiene también 
definición o descripción genérica de la peligrosidad, 
cuando dice en su artículo 203 que "a los efectos de la 
Ley penal es socialmente peligrosa la persona, aunque 
resulte inimputable o no punible, que haya cometido 
cualquiera de los hechos indicados en el artículo prece- 
dente cuando es problable que cometa nuevas hechos 
previstos en la Ley penal como delitos. La cualidad de 
la persona socialmente peligrosa se desprende de las 
circunstancias indicadas en el artículo 133", que des- 
cribe para la valoración del delito a efectos de la gradua- 
ción de la pena, la naturaleza, clase, medios, objeto, 
tiempo, lugar o cualquier otra modalidad de la acción; 
la gravedad del daño o del peligro causado al ofendido; 
la intensidad del dolo o de la culpa. 

En nuestra Ley, la peligrosidad, que no se describe, 
queda, sin embargo, dibujada en sus principales rasgos 
cuando se habla, por ejemplo, de "notorio menosprecio 
de las normas de convivencia social y buenas costum- 
bres"; "perjuicio para la comunidad"; "predisposición 
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delictiva"; "inclinación delictiva"; riesgo para la comu- 
nidad" (véanse los apartados 9.O, 10 y 15 del artículo 2.O 
y el artículo 3.O de la Ley). 

La Sala de Apelación de la jurisdicción de peligro- 
sidad y rehabilitación social, a través de una doctrina 
muy reiterada, configura la peligrosidad como la poten- 
cial idoneidad de las pei para cometer acciones 
dañosas, o bien, como la :ta probabilidad de de- 
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te, sino en virtud de un proceso racionalizador apoyado 
en las pruebas científicas predicadas sobre él, el cono- 
cimiento biopsico-patológico y el investigado desarrollo 
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"medidas de seguridad" y penas. Ya la doctrina espe- 
cializada ha insistido repetidamente en #esta distinta 
naturaleza que la nueva Ley respeta e incluso acentúa, 
con la vigencia del principio "non bis in idem", al no 
caber por los mismos hechos, la doble consecuencia de 
la pena y la medida de seguridad. Si ello no obstante 
sucediese, los efectos del delito y de la situación de pe- 
ligrosidad no se acumularán en la ejecución las res- 
pec' ~nsecuencias, y :onfonne al artículo 97 
del lento, en relaci los articulas 26 y 35 de 
la Ley, cuctndo se procrdb a ia eiecución de medidas de 
seguridad supeditadas al cumg 'O preferente de 
una pena a fin de que el juez p :ordar el cese de 
la medida de seguridad impuesta y la sustitución, en 
su caso, por la sucesiva siempre que se considere que ha 
cesado el estado peligroso. 
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La otra consecuencia que viene arrastrada de aquella 
distinta naturaleza es la absoluta separación en la eje- 
cución de penas y medidas de seguridad, que ileva con- 
sigo la determinación de los establecimientos adecua- 
dos, la especialización de la jurisdicción y la del per- 
sonal encargado de la ejecución de las medidas o de su 
vigilancia. 

Es obvio, por tanto, que al Ministerio Fiscal incum- 
be velar por la pureza y fidelidad en el cumplimiento 
de todos estos fines propuestos por la ley, impidiendo 
con su actividad la confusión entre acto delictivo y con- 
ducta peligrosa; pena y medida de seguridad; métodos 
penitenciarios y medidas rehabilitadoras; contribuyen- 
do a que la especialización de los órganos jurisdicciona- 
hs, del personal encargado del cumplimiento y de los 
establecimientos dedicados al fin de la Ley y su régi- 
men interno, sean adecuados y fieles al propósito del 
legislador y dando cuenta a la Fiscalía del Tribunal 
Supremo cada vez que encuentren dificultades para que 
la ley se aplique con estricta sujeción a sus finar 
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clarados"- dice. Ahora bien, de esta diferente termi- 
nología no pueden sacarse consecuencias favorables a 
la Ley de 1933, porque en el sistema actual la declara- 
ción exige, para aroducirse, dos condiciones no exis- 
tentes en la ante] islación la incli el 
sujeto en alguno supuest artículc te 
probada. Y que, ademas, el Juez aprecie en el sujeto 
una peligrosidad r (a en la Memc esta Fis- 
calía correspondiel 368 se preconiz no punto 
a tener en cuenta pul la aosible reforrr~a que "la de- 
claración de peligrosidad be basarse ún te 
te en la inclusión de la c t en alguno de n- 
tos del "catálogo" de estados peligrosos, sino que es 
exigible, además, la prueba del estado de peligrosidad del 
sujeto, ya que no se trata de una ley penal elaborada 
con criterio objetivo en ri imperic :cho, sino 
en razón de cierl subjeti peligro" 
(pág. 117). 

Estos dos requisitos han de c ir, sin i te 
como decirnos el simple "encaje" onductz tl- 
quiera de las categorías enunciadas en el mismo articu- 
lo o en los dos siguientes, en los que la doble exigencia 
es también patente en su enunciado. Hay que llamar la 
atención es~ecialmente sobre el contenido del aparta- 
do B )  del 1 los pro- 
badamente ategorías, 
"una peligrosidad social", esto es, una situación de pe- 
ligro subjetivo que ha de deducirse no sólo de las cir- 
cunstancias objetivas descritas en cada una de las ca- 
tegorías de peligrosos, sino especialmente de la investi- 
gación antropológíca, psíquica y patológica del sujeto 
a expediente, así como de sus factores familiares y so- 
ciales, que el Juez debe realizar por imp mandato 
del artículo 16 de la Ley. Precisarnent~ 110 puede 
el Juez, en su fesolución, estimar que no se dan "las 
condiciones del estado d le- 
ce el artículo 21 de la L 
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A la comprobación de ambos extremos -la inclusión 
en una categoría de peligroso y la existencia en el suje- 
to de una peligrosidad social, esto es, la apreciación de 
su temibilidad- debe dirigirse especialmente la actividad 
del Fiscal cuando promueva o intervenga en los expe- 
dientes, procurando que la investigación biopsicológica 

- 

y de antecedentes resulte completa a fin de "probar en 
su caso la existencia del estado de peligrosidad" en el 
sujeto (artr. 77 del Reglamento) y teniendo en cuenta 
lo que sobre los fines perseguidos con esta ga- 
ción, disponen los arts. 83, 84, 85, 86 y 88 :la- 
mento de 13 de mayo de 1971. 
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LOS estaaos peligrosos están previstos en los articu- 
los 2.O, 3." y 4." de la Ley. En el texto del artículo 2.0, 
correspondiente al mismo precepto de la Ley de 1933, 
han sido suprimidos los estados peligrosos siguientes: 
la posesión no justificada de dinero (número 3."); los 
juegos prohibidos (número 5."); la venta, para su con- 
sumo inmediato, de vino o bebidas espirituosas a meno- 
res (número 7."); la ocultación de nombre o uso de do- 
cumentación falsa de identidad (número 8."); los extran- 
jer ntaren expulsión del te- 
rri (númer ,ación al terroris- 
mo y al atraco (creado por la Ley de 23 de noviembre 
de 1935); sustraer a la lícita circulación divisas, mer- 
caderías u otros artículos intervenidos y facilitar la es- 
peculación de los mismos (creado por la Ley de 4 de 
mayo de 1958). Ti el estado de peligrosidad 
derivado de la co 60 imposible (art. 9." pá- 
rrafo 4."). 

Las causas de estas supresk según la 
exposición de motivos de la ley, el oIrecer audas de su- 
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ficiente peligrosidad o el representar una innecesaria 
superposición al delito, con la consiguiente duplicidad 
de pena y medida de seguridad. 
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Al propio tiempo han sido creadas nuevas figuras de 
peligrosidad con fundamento en las actuales circuns- 
tancias sociales. En este sentido deben citarse la pros- 
titución habitual .o 4) ;  la pornografía (núme- 
ro 5); el tráfico, fc del consumo y la posesión ile- 
gítima cie estupefacientes (número 8): la azruvación en 
bandas y pandilla! =- u 

disposición al delit r- 
mas (número 11); emigra,,,,, ,idndestina (núnLGLv A&); 

contravenciones de las n de circulación (núme- 
ro 13) y menores abando número 14). En el ar- 
tículo 3." se incluyen los enfermos y deficientes mentales. 
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En orden a los estados peligrosos que subsisten de 
la Ley de 1933 y con el fin de conciliar la eficacia de la 
defensa social con el respc .do a la persona huma- 
na, se dieron instruccionf Fiscales en Memorias, 
Circulares y Consultas resualbas por este Centro, quu 
conviene tener en cuenta precisa] la tipo- 
logía de que se trate, porqi ~odificac itroduci- 
das 1- 
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1. Los vagos habituales. 
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La inac continuada, es 
conducta que en nueswo oraenamiento ha merecido 
siempre la atención del legislador para proscribirla. Si 
en la legislación alfonsina se dijo que los vagos "non 



viene ningún pro a la tierra", la Novísima Recopila- 
ción (12, 31, l) ,  recogiendo los principios de la Real Or- 
denanza de Vagos de 7 de mayo de 1775, sometía a san- 
ciones diversas a los "holgazanes y vagamundos que po- 
drían trabajar y vivir de su afán y no lo hacen.. . con lo 
que dan mal ejemplo a otros que los ven hacer aquella 
vida, por lo cual dejan de trabajar y tórnanse a la vida 
de ellos"; la causa de las medidas en contra de los va- 
gos se centraba unas veces (Novísima Recopilación 7, 
39, 18) en que "se pervierten las costumbres y forman 
una especie de manantial perenne de hombres y mu- 
jeres perdidas", o bien porque "se exponen por el ocio 
a cometer delitos" (Novísima Recopilación 7, 39, 24). 

En el Código Penal de 1848 (arts. 258-262), el mero 
hecho de ser vago, unido a ciertos requisitos, fue elevado 
a categoría delictiva, y entre las diversas sanciones pre- 
vistas se hallaba el quedar sometidos a vigilancia de la 
autoridad. PACHECO (Código Penal concordado y co- 
mentado, 1881, pág. 368), aún no conforme con el texto 
legal, llegó a decir que si la vagancia por sí sola no es 
una acción punible, sí es un estado de tentación, de pre- 
disposición, de presunción quizá para temer que se co- 
metan o que se hayan cometido acciones criminales. 

En el Código Penal de 1870 (art. 10, 23.a) la cualidad 
de vago, en cuanto se acomodara a los términos de la 
definición legal, perdió su autonomía como figura de de- 
lito, pero adquirió el carácter de circunstancia de agra- 
vación; en las etapas legislativas posteriores, es de des- 
tacar el Código de 1928 que considera la vagancia y la 
ociosidad, circunstancia agravante por las condiciones 
del infractor (art. 67, 5.a) y al mismo tiempo falta (ar- 
tículo 813); después desaparece del Código Penal hasta 
surgir como estado peligroso en la Ley de 1933 (art, 2.O, 
número 1.O) siempre que fuera habitual. Con esta misma 
formulación ha pasado a la Ley vigente. La conducta de 
referencia no tiene más desarrollo legal que su estricta 
enunciación, por lo que si, gramaticalmente, vago equi- 



vale a persona desocupada o sin oficio, en visión objeti- 
va de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social ha  de 
suponer la carencia absoluta de ocupación no obstante 
no poseer bienes o medios lícitos de subsistencia; y des- 
de un plano subjetivo la circunstancia a ponderar para 
la declaración de peligrosidad, es que ese modo de ser, 
de origen voluntario, constituya una situación de inac- 
tividad habitual o 1 n índice de te- 
rnibilidad. 

Aunque puede concebirse de manera aislada, el es- 
tado peligroso que se examina, normalmente irá unido 
a otras situaciones predelictuales; la continuidad en 
esa forma de vivir s con que 
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En la invesngacion ae la personaiiaaa ae essos su- 
jetos, se exige especial atención en el examen psíquico, 
complementándolo con la aplicación de métodos psico- 
métricos (arts. 83 ! a) del Reglam 

2. Los rufzanes y proxenetas. 
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La Ley d *osidad, como la precedente de 1933, 
considera es ligroso el de los rufianes y proxene- 
t a ~ ;  mas para el nacimiento de la situación de peligro- 
sidad social en un sujeto determinado son irrelevantes 
los actos aislados u ocasionales, que, en su caso, hallarán 
un lugar adecuado en el Código Penal; es precisamente 
el ordenamiento jurídico penal el que, separándose de 
una tipicidad valorativa, describe las variadas conduc- 
tas referentes a rufianes y proxenetas ,en el artícu- 
lo 452 bis. El Código Penal, bajo el genérico título de 
delitos relativos a la ~rostitución, incluye junto a los 
verds :ecirniento o participación en 
la prl is, a) 1 y 3 y 452 bis, b) l), el 
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proxenetismo (art. 452 bis, a) 2 y 452 bis, b) 2, 3 y 4), 
el rufianismo (art. 452 bis, c) y conductas asimiladas 
(art. 452 bis, a). 

Ante el silencio de la Ley de Peligrosidad sobre qué 
deba entenderse por rufianes y proxenetas, habrá que 
partir del concepto estricto extraído de los preceptos 
penales unido o complementado con la realidad de una 
conducta habitual o con el modo de ser de la persona 
(ia sentencia de la Sala de Apelación de Peligrosidad So- 
cial de 5 de julio de 1971 alude muy gráficamente a "la 
profesión de rufián"). Ateniéndose a estas ideas, las fi- 
guras jurídico-penales que contienen efectos sanciona- 
dores para proxenetas y rufianes, estarán completas en 
su estructura, aunque falten los requisitos exigidos para 
integrar los estados peligrosos de esta misma denomina- 
ción; por tanto, si el proxenetismo o el rufianismo, como 
actividades aisladas, se desenvuelven sólo en el área del 
Código Penal, cuando alcancen el valor de conductas 
reiteradas o de hábito, serán, al mismo tiempo, objeto 
de medidas de seguridad siempre que preceda la de- 
claración de peligrosidad por la jurisdicción especial. 

Las facultades de declarar el estado peligroso y de 
imponer las medidas de seguridad son independientes 
de las propiamente penales y corresponden exclusiva- 
mente a los Juzgados y Salas de Apelación de Peligrosi- 
dad (art. 8.O de la Ley de Peligrosidad y 66 de su Regla- 
mento); es lógico, pues, el artículo 13, párrafo 1.O, de la 
Ley, cuando ordena a los Tribunales o Juzgados ordi- 
narios que remitan a los Juzgados de Peligrosidad tes- 
timonio de todas aquellas conductas que puedan cons- 
tituir estados de peligrosidad, a fin de que se tramite 
el expediente con todas sus consecuencias. Sin embargo, 
el artículo 452 bis, c)  del Código Penal puede contribuir 
a enturbiar la claridad de las normas citadas al disponer 
que a los que vivieren en todo o en parte a expensas de 
la persona o personas cuya prostitución o corrupción 
explote, además de las penas señaladas en el articu- 



lo 452 bis b), le serán aplicadas las medidas de seguri- 
dad a que se refiere el artículo 6.O, número 2.O, de la 
Ley de Vagos y Maleantes; el artículo 452 bis c) tiene 
el carácter de norma imperativa, por lo que, según ella, 
en todo caso de condena sería obligado imponer las me- 
didas de seguridad y ello sin que precediera la declara- 
ción del estado de peligrosidad del rufián incurso en 
el precepto penal. 

De esta manera resulta patente la oposición entre la 
legislación de Peligrosidad Social y el Código Penal, an- 
títesis que debe resolverse en el sentido de que el artícu- 
lo 452 bis c), si bien contribuye a la formación del con- 
cepto de rufián, en el extremo que aquí se cuestiona ha 
perdido su eficacia tras la entrada en vigor de la Ley 
de Peligrosidad. La reciente Sentencia del Tribunal Su- 
premo de 20 de enero de 1972 afrontando directamente 
el tema ha resuelto que "el doble criterio establecido en 
el artículo 452 bis c) del Código Penal, de reservar al 
Tribunal de lo penal que conoce de la causa la imposi- 
ción de las medidas de seguridad señaladas para el ru- 
fián y de hacerlo además con carácter imperativo, ha 
de entenderse modificado por la nueva Ley de Peligro- 
sidad Social, la que, ciertamente, con criterio más orto- 
doxo, reserva a la jurisdicción especial la imposición de 
tales medidas una vez declarada previamente en el opor- 
tuno expediente la peligrosidad del sujeto, todo ello a 
virtud de lo dispuesto en el articulo 5.0 del Código Civil 
de aplicación general en el ordenamiento jurídico es- 
pañol". 

La participaciór prostitu- 
ción cualificado por la contmuiaaa aepe tener cabida 
como estado peligroso en el número 2 del artículo 2.O que 
comentamos, produciéndose de esta manera un parale- 
lismo entre los hechos sancionados en el Código Penal 
y las conductas que somete a medidas de seguridad la 
Ley de Peligrosidad; así, la prostitución habitual será 
causa de estado peligroso para quienes la ejerzan perso- 
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nalmente (art. 2.O, núm. 4) o la favorezcan (art. 2.O, nú- 
mero 2), y materia delictiva los actos de cooperación di- 
versos de los que forma la estructura jurídica penal de 
rufianes y proxenetas (art. 452 bis, a) 1 y 452 bis, b) 1). 
La sentencia de la Sala de Apelación de 26 de mayo 
de 1972 se desenvuelve con precisión en torno a estas 
ideas cuando declara refiriéndose al número 2 del artícu- 
lo 2." que en la "denominación de rufián ha de acogerse 
cualquier forma de mediación en el tráfico carnal por 
precio, si se hace medio de ganancia, por móvil de lucro 
o por otro beneficio sensible, con la dedicación de habita- 
ciones por precio para la recepción de mujeres prostitutas 
en forma habitual, al facilitar amoralmente tan peligro- 
so desvío que envilece a las mujeres y más aún si se 
trata de menores de edad, pues, sin duda, al obrar de 
esta manera, se ejercita y desarrolla el tráfico de la 
prostitución". Y después agrega que "en el expedientado 
concurre la condición de rufián por dedicarse con suma 
asiduidad a facilitar habitaciones en su establecimiento 
de discoteca y hostal para que mujeres que concurrían 
a aquel lugar realizar el acto carnal con sus acompañan- 
tes por precio y cobrándoles el expedientado por el alqui- 
ler del alojamiento transitorio cantidades de entidad eco- 
nómica cier no sent te 
junio de 19 

ido la S entenci 

Para la mvesngacion de la personaiidad de los rufia- 
nes, se estudiará su personalidad psicopática y eventual 
degeneración ética debida al alcoholismo, drogas u otras 
causas (artículo 83 v 85 1-b) del Realamentol. 
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En nuestro Derecho histórico, el Fuero Juzgo (3, 9, 5 
y 7), decreta la castración de los culpables. El Fuero 
Real (4, 9, 2) manda "que cualquiera que sean que tal 
pecado fagan -que ome codicie a otro- que luego que 
fuera sabido ambos a dos sean castrados ante todo el 
pueblo o después, a tercer día sean colgados por las 
piernas hasta que mueran". En las Partidas (7, 21, 2), 
el pecado que dicen sanciona con la pena 
de muerte. La Novís ón (12, 31, 1) "porque 
las penas antes de agora estatuidas no son suficientes 
para estirpar y del todo castigar tan abominable deli- 
to, establece que cualquier persona de cualquier estado, 
condición, p ?ncia, o dignic 
metiere delit iefando contra 
mado en llamas de fuego en el lug 

En la legislación codificada se tipificó especialmente 
en el derogado Código de Justicia Militar (art. 298) y 
Código de la Marina de Guerra (art. 254), precedentes 
legislativos del actual artículo 352 del vigente Código 
de Justicia Militar que sanciona al militar "que cometie- 
re actos deshonestos con individuos del mismo sexo". 

El Código ie 1928, entre los delitc :ándalo 
público (art. sancionaba al que ha lente o 
con escándalo cometiere actos contrarios al pudor con 
persona del mismo sexo. 

En el Código Penal vigenre, con preceaences en los 
anteriores, para que los actos de inversiC al sean 
constitutivos de delito han de revestir la idad de 
"abusos deshonestos", de los artículos 4:" ;elación 
con e cualquiera de las for corrupción de 
meno artículo 452 bis b) - ; relativos a la 
prostitucion)-. 

Los actos de homosexualidad se con, penal- 
mente atípicos cuando se realizan en pri secreto 
sin trascendencia alguna, si bien este c o ~ l p ~ ~ ~ d m i e n t o  
implique la carga de procurar que no se llegue a herir 
la pudicia de tercero para no incidir en el supuesto tí- 
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pico del artículo 341, escándalo público, sin perjuicio del 
estado peligroso que denoten; .en este sentido las Sen- 
tencias de 2 y 12 de febrero de 1971 y 26 de marzo de 
1958, entre otras. 

Los homosexuales con los rufianes y proxenetas, in- 
tegraban la categoría de estado peligroso número 2 del 
artículo 2 de la Ley de Vagos y Maleantes de 1933, se- 
gún redacción dada al precepto por la Ley de 15 de 
junio de 1954. Pero la inversión del sentido sexual, Cuan- 
do es innata y congénita -la llamada inversión natu- 
ral- constituye una anomalía que no se extingue sino 
con las últimas manifestaciones del instinto sexual y 
quienes la padecen no pueden ser considerados sin otras 
motivaciones sujetos peligrosos; posiblemente por esto 
la expresión "los homosexuales" del texto de la Ley de 
Vagos y Maleantes ha sido sustituido por el actual de 
la Ley de Peligrosidad Social "los que realicen actos de 
homosexualidad", concepto que comprende la inversión 
natural manifiesta en actos concretos y la inversión- 
perversión o vicio que no es innata sino adquirida. 

La Sala de Apelación interpretando el estado peli- 
groso número 3 del artículo 2.0 de la vigente Ley, en 
Sentencia de 22 de diciembre de 1971 declara: 

"Que lo que caracteriza al homosexual, a los efec- 
tos de aplicar las pertinentes medidas de seguridad, ade- 
más de la realización de un acto determinado e inequí- 
voco de naturaleza homosexual es la circunstancia de 
haber efectuado con anterioridad otro u otros actos 
análogos, es decir, que la vigente Ley ha venido a lle- 
nar una laguna de la anterior, pues, en definitiva, viene 
a exigir la habitualidad, que es lo que durante la vigen- 
cia de la Ley de 4 de agosto de 1933 declaró reiterada- 
mente esta Sala, pues sólo una repetida realización de 
actos merecedores de ser catalogados como de homo- 
sexualidad revela la perversión sexual generadora de una 
antisocial conducta". 

En otra Sentencia de la misma fecha se declara que 



lo que define el tipo peligroso del número 3 del artícu- 
lo 2.0 de la Ley de Peligrosidad Social "es la realización 
de "actos" de homosexualidad, de donde se infiere que 
la realización de un solo hecho de tal naturaleza no de- 
termina por sí solo un estado peligroso". 

La reincidencia en el vicio después de haber cum- 
plido medidas de seguridad como homosexual, no han 
impedido la nueva declaración de este estado, por haber 
incidido con posterioridad de una manera continua en 
el trato personal e íntimo con personas de instintos 
sexuales desviados (Sentencia de 14 de octubre de 1971). 

La dificultad que ofrece la interpretación del precep- 
to respecto a que deba entenderse por "actos de homose- 
xuaiidad", se puede resolver con la Sentencia de 5 de fe- 
brero de 1972 al declarar que "en estos actos de homo- 
sexualidad, se comprenden todos los de ayuntamiento 
carnal perineales activos o pasivos entre personas del 
mismo sexo y los de onanismo bucal "in vase praeposte- 
ro ve1 in buca", así como los de masturbación y toca- 
mientos lascivos de cualquier condición, efectuados por 
homosexuales genuinos o congénitos, o por los ocasio- 
nales, es decir, tanto por aquellos que se deben a facto- 
res filogenéticos, como a circunstancias ontogenéticas, 
"natura" y "nurtura", "lo que somos" o lo "que adqui- 
rimos", respectivamente, pues ambos se acogen en la 
Ley, que atiende a la práctica de los actos y a la peli- 
grosidad del sujeto y no a la causa que los motiva, aun- 
que a efectos de tratamiento de la medida de seguridad, 
individualizándolo, para hacerlo más efectivo . . . se pro- 
cure . . . el conocimiento de su género a efectos de tra- 
tamiento rehabilitador". 

En la investigación de la personalidad de esta clase 
de sujetos se tendrá en cuenta, además de las condi- 
ciones generales las necesarias para distinguir entre las 
homosexualidades causadas por procesos patológicos o 
circunstancias de diversa índole y las motivadas por 
perturbaciones en la biología del sujeto. Se intentará 



comprobar la existencia de anomalías cromosómicas en 
cuanto aparezcan presunciones clínicas (artículo 83 y 
85 c) del Reglamento). 

habitu e ejerza 

Quienes habitualmente ejerzan la prostitución for- 
man parte de una nueva categoría de estado peligroso 
(artículo 2, número 4.0 de la Ley), si bien, en la prácti- 
ca anterior las mujeres que persistieran en el ejercicio 
de la prostitución podían ser declaradas en situación de 
peligrosidad conforme al artículo 1, apartado G) del Re- 
glamento derogado (Circulares de la Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo de 7 de junio de 1956, Memoria 1956, 
página 91 y de 3 de abril de 1963, Memoria 1963, pá- 
gina 108). Las medidas de seguridad ahora aplicables 
son distintas según que las personas incursas en tal es- 
tado sean mujeres (articulo 6, 3." párrafo primero) u 
hombres (artículo 6, 3.0 párrafo segundo de la Ley, y 
artículo 30 y 31 c) del Reglamento), con lo que, expresa- 
mente, la prostitución masculina se configura como 
conducta capaz de provocar una declaración de peligro- 
sidad social. 

A los fines de la Ley de Peligrosidad, por prostitu- 
ción debe entenderse, en la línea de la jurisprudencia 
de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, la entrega o 
tráfico sexual retribuido (Sentencias de 7 de febrero 
de 1969, 15 de abril de 1970, 30 de abril de 1970, 29 
de enero de 1972, etc.). Sin embargo, la prostitución no 
es por sí, o uno actu, infracción punible, pues sólo ad- 
quieren esta naturaleza jurídica la facilitación o el favo- 
recimiento aunque no sean habituales (artículos 452 bis, 
a), 1, 3 y 452 bis b), 1) y la que produzca escándalo pú- 
blico (artículo 431 del Código Penal), pero es estado pe- 
ligroso el simple ejercicio habitual de la prostitución; 
luego el acto aislado de prostituirse sin más implicacio- 
nes subjetivas o técnicas, como conducta ocasional de 
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entrega carnal incluso retribuida, al no formar 
de los delitos definic 21 Códig 
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Otra cuestión que se prc ~ n t e  la escueta redac- 
ción legal, es la de si el estaao que se analiza es persona- 
lisimo, esto es, si existe una ecuación perfecta entre ejer- 
cicio personal habitual de la prostitución y declaración 
de estado peligroso, o si, por el contrario, están tam- 
bién presuntamente sujetos a la declaración de peligro- 
sidad quienes, sin ejercer personalmente la prostitución, 
contribuyen o cooperan a la prostitución de otr 
actos distintos a los que caracterizan el rufianisr 
proxenetismo. Ciertamente. tanto la Lev de P e l i m u ~ i u ~  
(artíci 
ro), c( 
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descubrimiento y persecución de los hechos delictivos o 
de las contravenciones de las normas de policía que se 
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relacionan con la corrupción y tráfico de menores; y 
para los menores de 16 años, atribuye la acción protectora 
a los Tribunales Tutelares de Menores. 

5. Los que promuevani o fomenten el tráfico, comercio 
o exhibición de cualquier material pomográfico o 

m apologia. hagan : 

d I  1.0 

~bscenic 
'a norm 
i ,-.-rtnn 

A, u, literatura inmoral, las estampas, grabados y 
objetos obscenos, han merecido desde los comienzos de 
la etapa codificadora la atención del legislador, hasta 
el punto de que ya en el Código Penal de 1822 - d e  es- 
casa o nula vigencia- la producción, venta y exhibi- 
ción de material pornográfico fue elevada a figura de 
delito. Este Código dedicó dos artículos (532-533) a des- 
cribir las conductas penalmente típicas; el primero de 
ellos, se refería a las ediciones de libros y otros impresos 
que contuvieran ( lades u ofensas a las buenas 
costumbres; la otr a contemplaba los objetos obs- 
cenos no impresos, cAbaidiendo su radio antijurídico a 
la exposición pública, la venta y la distribución o intro- 
ducción en España de pinturas, relieves y estatuas de 
aquél carácter. 

La producción de libros y objetos pornográficos fue 
siempre falta bajo el Código de 1848 (artículo 482), pero 
esa misma actividad pasó al siguiente Código de 1850 
(artículo 364) a la categoría de delito, con fón in 
vigente en lo fundamental recibida a través d ró- 
digos Penales de 1870, 1932 y 1944. ("Los que ae cual- 
quier modo ofendieren el pudor o las buenas costum- 
bres con hechos de grave escándalo"). El Código de 1928, 
aparte la incriminación genérica de los actos ofensivos 
al pudor (artículo 617), dedicó un precepto específico 
(artículo 618) a relacionar las posibles conductas puni- 
b l e ~  a impresos, grabados y demás objetos pornográfi- 
cos, recogiendo así en su integridad el Convenio de Gi- 
nebra suscrito por España el 12 de septiembre de 1923. 

nula ai 
Le los C 



no a se 
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n rnnia 

cación I de este 

B)  El material pornográfico cuyo tráfico, comercio 
o exhibición da lugar a un nuevo estado peligroso (ar- 
tículo 2.O, 5 de la Ley) no está determinado en nuestro 
ordenamiento jurídico; el término material es muy am- 
plio, y bajo su rúbrica se incluirán las publicaciones y 
objetos no impresos, presupuesta su naturaleza obsce- 
na. Qué deba entenderse por objetos o efectos pornográ- 
ficos, responde a una idea que no admite siempre reglas 
generales universalmente válidas; su etimología -de- 
rivada de las palabras griegas postituta, y escribir, lo 
que significaría escrito sobre la prostitución- nos con- 
duce a un concepto de pornografía restringido, inhábil 
para señalar el cami guir en la apli 
estado de la Ley de ;idad. 

Si en la frase d, JJcwb.jrial pornográfi,,, ,,,Lu,L,Lv, 

todos aquellos objetos que representan actos o figuras 
deshonestas y las publicaciones que contengan relatos 
obscenos o inmoralidades de cualquier tipo, dada la va- 
riabilidad su1 histórica y c i ~  ? algu- 
nos de los voc "ludidos, acoge] más ri- 
gor y norma Ju literalidad, implicaría 111ub11aS veces 
desconocer las modificaciones introducidas por la cos- 
tumbre en la realidad social del país. Frente a actos o 
conductas a los que por esencia les cuadra el calificativo 
de pornográfico u obsceno, existen otros cuya nota más 
destacada es la relatividad; un índice a considerar mu- 
chas veces será la clandestinidad o no de la publicación 
o la legalidad de la introducción del material presunta- 
mente pornográfico en España; asimismo deberá aten- 
derse a la finalidad, esto es, si lo que se pretende es 
atentar al pudor público o, por el contrario, las publica- 
ciones y demás objetos suponen simplemente la expre- 
sión de conceptos estéticos o científicos. De ahí que por 

rcunsta: 
rse a el1 

ncial dc 
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el legislador se hayan preferido comunmente conceptos 
flexibles en la descripción de las conductas -escándalo 
público- capaces de englobar la antijuricidad de la 
pronografía; de este modo, en etapas históricas sucesi- 



vas, permaneciendo la misma dicción legal, el núcleo 
delictivo puede disminuir o aumentar según varíe el 
índice proporcionado por el desenvolvimiento de las cos- 
tumbres. 

Esta orientación de arbitrar normas abiertas en la 
caracterización del delito de escándalo público, ha sido 
recogida en todos los ordenamientos penales que han re- 
gido en España; si en nuestro primer cmrpo legal el 
término a interpretar era el de actos "contrarios u ofen- 
sivos para las buenas costumbres", el Código Penal ac- 
tual, siguiendo la trayectoria marcada por los que le pre- 
cedieron, emplea la ya clásica frase de "ofender el pudor 
o las buenas costumbres con hechos de grave escándalo o 
transcendencia" (artículo 431). Y en el libro de las faltas 
se castiga a "los que por medio de la imprenta, litografía 
u otro medio de publicación ofendieren levemente a la 
moral, a las buenas costumbres o a la decencia pública" 
(artículo 566, 5.O), y también a quienes "con la exhibi- 
ción de estampas o grabados o con otra clase de actos 
ofendieren levemente a la moral, a las buenas costum- 
bres o a la decencia pública" (artículo 567, 3.O). 

Tal amplitud ha permitido al Tribunal Supremo tipi- 
ficar en el delito de escándalo público muy variadas con- 
ductas relacionadas con la pornografía: venta de libros 
inmorales en su totalidad o en parte por contener rela- 
tos o descripciones obscenas; impresión de grabados re- 
presentando a hombres y mujeres desnudos en forma 
ofensiva al pudor; la exhibición y venta de fotografías 
facilitando copias mediante precio. En otras ocasiones 
se ha considerado suficiente la simple tenencia del rna- 
terial pornográfico; así, se han incluido bajo el artícu- 
lo 431 del Código Penal. la tenencia de libros y publica- 

cas des 
de feb 

ciones pornográfi tinados qedición y venta 
(Sentencia de 18 trero de , la sentencia de 
26 de octubre de 1964 estimó uelictiva la ten- de 
cincuenta y tres fotografías de mujeres desnudas, de 
dos trozos de películas y de cinco clichés pornográficos 



en un estudio fotográfico, debido a que la "multiplici- 
dad de las personas retratadas y la acción, desborda la 
esfera recoleta de un estudio para convertirla en aten- 
tado contra el pudor de muchos", 
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C) Las amplias referencias ¿ 

fico y a los que realicen o fomenten su trarico en el ar- 
tículo 2.O, 5.O de la Ley de Pelig L, hace posible 
que en principio queden bajo su C ualquier moda- 
lidad de actos de transmisión o LG l r r e i d  exhibición de 
artici pornográficos 
jos, I les, películas 
cos, "cassettes-, etc.), por lo que en un piano objetivo 
vendrán a coincidir las cc s penales -a las que 
se refiere el Tribunal Supi i la interpretación del 
artículo 431 del Código Penal- con las socialmente peli- 
grosas. Para su diferenciación, de nuevo habrá que acu- 
dir a los conceptos de reiteración, continuidad, conduc- 
ta dr 
dicos 

Es de observar uuc L W ~ ~ U  la b c i i c i i u a  ~ I I I I U I ~  de ma- 
terial pornográfico ajusta a los tos que 
constituyen la acci "ada en el arti >, 5 . O  de 
la Ley de Peligrosidad, tal conducta, literalmente, no 
provoca la declaración de peligrosidad. A la inversa, 
esos mismos hechos, como ha resuelto la jurispruden- 
cia del Tribunal Supremo antes citada, pueden integrar- 
se en la figura penal del escándalo público siempre que 
medie un animus de difundir. De todas maneras no es 
posible desconocer que aunque la Ley de Peligrosidad 
Social sólo valore directamente el aspecto dinámico de 
las conductas relacionadas con la pornografía (comer- 
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cio, tráfico, exhibición), una tenencia cualificada por el 
considerable número de ejemplares de material porno- 
gráfico y que sea un simple vehículo o medio nelesario 
para llegar al tráfico, es base de hecho para declarar 
el estado peligroso; a la inversa, la mera y reducida te- 



nencia sin ulteriores finalidades, será conducta normal- 
mente atípica. Ahora bien, dado que esa tenencia espe- 
cial, previa e imprescindible al comercio del material 
pmográfico, se eleve a situacióhl de estado peligro- 
so, surgirá siempre el problema de precisar cuándo nos 
hallamos ante una conducta excedente del acto aislado 
que se tipifica en el artículo 431 del Código Penal; la 
tenencia transitoria, de por sí no es conducta o modo 
de ser porque realmente su estructura se compone de 
un acto, el acto de poseer; luego la tenencia de material 
pornográfico sólo será creadora de hábito cuando de 
todo el contexto de la conducta se deduzca el propósito 
de promover o fomentar lo que, en definitiva, se habrá 
traducido en el tráfico de los efectos pornográficos ob- 
jeto de las tenencias anteriores. 

D) Conducta de naturaleza distinta al tráfico del 
material pornográfico es la apología. La apología de la 
pornografía, a diferencia de la tenencia o comercio de 
artículos pornográficos, no está reconocida expresa- 
mente como constitutiva de delito alguno en el Códi- 
go Penal; esto es así, de una parte, porque el artícu- 
lo 268, que determina el radio objetivo de la apología 
delictiva, no incluye los delitos de escándalo público en 
el cual se inserta la punibilidad de la pornografía; y 
de otra parte, porque la apología de la pornografía a 
efectos penales sólo tiene la consideración de la falta 
que define el artículo 566, 4.", en el que, efectivamente, 
se sanciona la apología de las acciones calificadas por la 
ley de delitos siempre que se realizare por medio de la 
imprenta, litografía u otro medio de publicación. 

Ante la imprecisión del número 5 del artículo 2.O, 
cabe preguntarse cuál es la extensión de la apología, 
esto es, si el estado peligroso está completo con la apo- 
logía de los promotores de ese tráfico o con la apología 
de la pornografía y del material pornográfico. Si el ar-. 
tículo 566, 4.O del Código Penal, contempla una apolo- 
gía objetiva, pues sólo castiga la apología de las accio- 



nes &Zktivas, del concepto más general de apología que 
nos es dado en el articulo 268, debemos llegar a la con- 
clusión de que es estado peligroso cualquier modalidad 
de la apología, ya se trate de la acción o de los culpa- 
bles. Presupuesto que la apología comprenda ambas fa- 
cetas de la pornografía, deben precisarse otras cues- 
tiones. 

Las sentencias del Tribunal Supremo de 15 de di- 
ciembre de 1964, 17 de enero de 1969 y 26 de abril 
de 1969, resaltan en la estructura de la apología punible 
la nota de aprobación, solidaridad y defensa del hecho 
delictivo, y además que sea manifiesta y no inducida 
o supuesta. 

La apología hecha en privado es un acto atípico tan- 
to si se considera desde el Código Penal como si partimos 
de la Ley de Peligrosidad Social, pues no en vano es 
concebida como instigación hecha públicamente ad in- 
certam personam; la apología determinante del estado 
peligroso requiere una forma y una publicidad; basta 
la apología oral pública y la realizada por escrito o a 
través de la imprenta u otro procedimiento de difusión. 

A la apología delictiva es esencial una voluntas post 
delictum, pero con la particularidad de que, en ocasio- 
nes, bastará para la apiicación de la norma contenida en 
el número 5 del artículo 2." con que medie una apolo- 
gía de la pornografía en general, sin que sea exigible 
la defensa de un concreto hecho pornográfico o 
conducta de los promotores de ese tráfico. 

Dada la amplitud con que la Ley se refiere a la apo- 
logía en el artículo 2.O, número 5, conceptos que en es- 
tricto rigor técnico jurídico estarían situados en la pro- 
paganda, acampan también en la esfera de la apología. 

E )  Aparte las relaciones con el delito de escfindalo 
público, es notoria la conexión de la conducta creadora 
del estado de peligrosidad q m  se analiza con la Legisla- 
ción de Prensa (artículo 2.O de la Ley de 18 de marzo 
de 1966) e incluso con la figura de delito definida en el 

de una 



articulo 165 bis b)  del Código Penal, pues en estas nord 
mas se regulan, respectivamente, la responsabilidad ad- 
ministrativa por infracción del derecho a la libertad. de 
expresión nacida de la falta de respeto a la moral, y la 
responsabilidad penal por infracción de las limitaciones' 
legales impuestas a aquel mismo derecho mediante la 
publicación de informaciones peligrosas para la moral 
o las buenas costumbres. 

La simultaneidad de un estado peligroso con infrac- 
ciones administrativas cuya causa sea la violación de 
las limitaciones establecidas en el artículo 2.O de la Ley 
de Prensa, en la práctica es muy difícil que se produz- 
ca, pues si bien son posibles sanciones en vía adrninis- 
trativa de actos contrarios a la moral (arts. 2.O y 67 de 
la Ley de Prensa), éstos serán de entidad tal que no 
alcancen el área delictiva, porque si constituyeren- de- 
lito, la publicación de noticias inmorales o contrarias 
a las buenas costumbres se sancionarán además por los 
Tribunales de Justicia de conformidad con lo estable- 
cido en la legislación penal (arts. 64 y 66 de la Ley de 
Prensa y artículo 165 bis b) del Código Penal). Así, 
los atentados graves a las buenas costumbres que se 
integran en el artículo 2.O de la Ley de Prensa y en el 
artículo 165 bis b)  del Código Penal, pueden, a su vez, 
determinar el estado de peligrosidad, pero no es po- 
sible que las infracciones, aun reiteradas, por ataques 
a la moral enmarcadas simplemente en la responsabili- 
dad administrativa puedan legitimar la iniciación .de 
expediente de peligrosidad. La Sala 3.a del Tribunal Su- 
premo, desenvolviéndoa campo de las infraccio- 
nes administrativas, ha do el carácter relativo y 
variable de los actos atentatorios a la publica morali- 
dad realizados por medio de la prensa, y considera es- 
trictamente inmoral, con proyección en el artículo 67 
de la Ley de Prensa, pero no en el Código Penal, las pu- 
blicaciones de fotografías de mujeres en una Revista, 
atendidos el tamaño de las fotografías, la pmtura, lige- 





de 1966 de 31 de marzo, que la difusión de los impre- 
sos editados en el extranjero cumplan los requisitos pre- 
vios establecidos. Para los supuestos en que sea previsi- 
ble la circulación de material pornográfico a través de 
Correos, conviene recordar las disposiciones de la Or- 
denanza Postal (Decreto de 19 de mayo de 1960) confor- 
me a la cual (art. 12, 1) el uso público del Correo tiene 
limitaciones determinadas por la defensa de la moral, 
por lo que la Administración tiene prerrogativas para in- 
quirir de oficio el contenido de los envíos que se cur- 
sen por el Servicio de Correos cuando existan indicios 
racionales de que se trata de objetos de circulación pro- 
hibida; estos envíos serán considerados como objetos 
abandonados dándoseles el destino que señalan las res- 
pectivas normas reglamentarias (art. 13). 

De igual modo y para evitar la difusión de material 
pornográfico, conviene advertir a las casas dedicadas 
al revelado de fotografías, películas y efectos análogos, 
que vienen obligadas a poner en conocimiento del Juez o 
del Fiscal todos aquellos casos en que los clichés reve- 
lados sean pornográficos, pues de otra forma contribu- 
yen al tráfico de material pornográfico con la consi- 
guiente responsabilidad. 

Igualmente debe recordarse la vigencia para la ju- 
risdicción de Peligrosidad Social de la Real Orden de 
12 de noviembre de 1927, relativa al destino que debe 
darse a las publicaciones pornográficas ocupadas en los 
procedimientos judiciales; así, se declara que siempre 
que se concluya un procedimiento judicial el Juez o 
Tribunal que dicte la resolución final debe comunicar 
el fallo al Fiscal de la Audiencia y al Director General 
de Seguridad, expresando el destino que se haya dado, y 
en o el mc inutilización empleado con los 
eje S o foll bros, estampas, fotografías, et- 
céi--_., -mpadas an-ces o después de la denuncia. A 
tenor de esta disposición, el Fiscal ha  de cuidar con celo 
extremado de cuanto en ella se ordena, y de que se Ueve 
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A )  Nuestro Derecho histórico reguló detalladamen- 
te  la mendicidad desde diversos planos; bajo una pers- 
pectiva penal se sanciona sólo a los que piden limosna 
"estando buenos y sanos, pudien iajar y ocupar- 
se en diferentes ministerios" (No. Recopilación 7, 
39, 15), esto es, a "los mendigos ociun-, v~luntarios y mal 
entretenidos" (Novísima Recopilación 7, 39, 23); a ellos 
se contraponen los mendigos que son pobres verdade- 
ros y se hallen impedidos para trabajar, a quienes se 
otorgaba licencia p rcer la mendicidad. 

Esta misma id1 acogida en el único 1 
(el de 1.850, artículos 263-266) que consideró deiictiva la 
mendicidad, pues las penas correspondientes -arres- 
to mayor y sujeción a la vigilancia de la autoridad por 
tiempo de un año- se imponían a los que sin la debida 
licencia pidieren habitualmente limosna; ajena al Có- 
digo Penal era la conducta del mendigo que no pudiera 
porporcionarse el S jo o fuera me- 
nor de catorce año: 

Derogado el Coaigo ae lersu, la menaiciaaa como 

1 con si 1 traba 



ejercicio individual y propio, no ha vuelto a integrarse 
en figura de delito alguno. Pero si la mendicidad perso- 
nal de mayores de edad no constituye delito, si lo es la 
explotaciói editarlos a la mendici- i de m 
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La Ley de 23 de julio de 1903, sanciona con penas pro- 
pias de las faltas ( " 2.") 1 delitos ') : o de los 

iardado 
- -  

- A los padre :es o gc res cuy ; o  
pupilos menores ae aieciséis años que estén a su cargo 
fuf tenidos 'por h mendigando, no así COI 

.enores a b mas que se ha ompañar de m de 
dieciséis años, sean o no de su familia, con objeto de im- 
plorar la caridad pública (art. Lo). 
- A los padres, tutores o guardadores que manrata- 

sen a sus hijos o pupilos menores de dieciséis años para 
obligarles a mendigar o por no haber obtenido producto 
bastante de la mendicidad, y también a esas mismas Der- 
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guardadores, así como quienes hubieran concertado el 
pacto, sufrirían las penas de arresto mayor o multa 
'--tículo L O' 
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'e vida vagabunda sin ejercer profesión u oficio, ar- 
u10 813- y lleva consigo la medida de seguridad de 
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ernamiento en establecimiento de trabajo (art. 105); 
en los artículos 850 y 851 se recoge el contenido de la 
Ley de 23 de julio de 1903 (arts. 1.O, 2.O y 3.O). 

Según-el Decreto de 24 de enero de 1963 (art. 3.O), 
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los preceptos de la Ley de ~ Y W J  rirtn sido incorporados al 
Código vigente (arts. 584, números 10 y 11); no 
te esa declaración, falta en el Código Penal el ( 

do del artículo 3.O de la Ley de 23 de julio de 15 
-La Ley dc y Maleantes de 1933 consii 

estado peligr los mendigos profesionales y 
vivan de la i~~e~~uiti idad ajena o ex~loten a m e n u ~ ~ ~  ut: 

edad, rmos mentales 

BJ riúmero 6.O del arcicuo L.- ue la Ley 
ligrosidad, ofrece u 3pto más amplio de 1 
dicidad, concebida stado peligroso, que I 

por la Ley anterior. Esta mayor amplitud deriva de las 
consideracioi lientes : - Que 7; 1 pofes 
la Ley derogada, es más restringida que la de mendigo 
habitual, ter sía de la Ley vigente, pues mendigo 
profesional t 1 que no cuenta con otro modo de 
vivir, en tamo que si la habitualidad suDone la reite- 
raciói 
dedic 
- ntre las perso eto de explotación se 

inclu la Ley vigentc icianos, y, además, el 
t+rmiLLu enfermos rnen~,,,  la sido sustituido por 
el de temente, se ex 
las :pi tado peligroso. 

-Ei, ,,,,,,,,, .a D ~ ~ t i t u ~ L v i i  m e w e s  cie edad por 
mem 1 más una simple corrección de es- 
tilo q cación del área del estado peligroso. 
. Aunque urnaos por el elemento común de la men- 

dicidad, en este estado peligroso deben distingui 
'fectpente . diferenciados, . estos grupos: los m 1 

habituales, 1 vivan de la mendicidad ajena y quie- 
nes. exploten lores, enfermo los o ancianos. 
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1." ,1Labituales. L a  lil,,lLuicidad simple, 
conducta no excepcional en nuestra sociedad y sustan- 
cialmente 'tolerada, es lícita cuando su ejercicio es per- 



sonal, y ello tanto si se considera desde la realidad del 
Código Penal (el art. 584, 10, sólo castiga a las personas 
que imploren la caridad pública cuando se hagan acom- 
pañar de menores de dieciséis años), como si se analiza 
desde el texto de la Ley de Peligrosidad, pues sólo entra 
en este círculo si se acredita la habitualidad en una per- 
sona con aptitudes para el trabajo y el sujeto es decla- 
rado socialmente peligroso. 

2 .O Los que zñvieren de la menid2czaaa ajena y los 
que explot m tal fin a menores, e n f e m s ,  lisia- 'aren C( 

znos. El c im  o ancic 1 caso anterior sólo se extiende al ejer- 
cicio personal o individual de la mendicidad; en éstos 
hay que incluir el ejercicio de la mendicidad por otros, 
pero por cuenta o en beneficio del presunto peligroso; 
existe así un estado peligroso originado por un ejer- 
cicio de la mendicidad personal y directo, y otro naci- 
do de una mendicidad no personal o mediata (mendici- 
dad per mandatum); si aquélla, para ,e admita 
como estado peligroso, precisa de la h idad, esta 

, que S 

abituali - - otra tampoco se concreta en actos aisiaaos, pues sólo 
se extiende a "los que vivieren de ella", esto es, a los 
que hicieren de la mendicidad ajena un negocio o me- 
dio de vida. En estos casos la declaración de peiigrosidad 
recaerá normalmente en los "titulares del negocio", aun- 
que es posible esa misma declaración para quienes actúan 
habitualmente por cuenta ajena, si, hallándose en condi- 
cioi decidir libremente, h ie- 
dic: abitual. 

nes de 
sción h 

ian opt ado pa r esa c 

Vivir de la mendicidad ajena es conducta por si sola 
típica para la declaración de peligrosidad; como el pá- 
rrafo que sigue en el número 6 del artículo 2 .O  abarca 
a los que explotan :r- 
sonas, en el que E as 
conductas cifradas en vivir ae la menaiciaaa a que se 
dedican quienes no sean menores, enfermos, lisiadas o 
ancianos; se integra por dos conductas distintas: la 

endicid 
lmos se - .  . . 

etermin 
enderár .. . . . 



actividad de un sujeto caracterizada por un ejercicio 
voluntario y habitual de la :idad y 
ro que haga de la actuació luél su 

mendic 
tn de a( 

la de u: 
modo c 

n terce- 
le vivir. 

Otra modalidad especifica es la de los que explota- 
ren con tal fin -vivir de la mendicidad- a menores, 
enfermos, lisiados o ancianos. Se trata de una explota- 
ción de la mendicidad o mendicii prevalimiento, 
porque se presume que esas pers 3 se hallan en 
condiciones de elegir válidamente e a i u r :  el ejercicio y 
el no ejercicio de la cidad. Es irrelevante tanto la 
edad -exceptuandc cepto genérico de ancianas- 
como el hecho de que las personas explotadas estén o 
no ligadas por vin I 

de esa mendicidad. 
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C) La explotación de menores puede plantear pro- 
blemas de conexión entre el Código Penal y la Ley de 
Peligrosidad; en la legislación penal es sancionada la 
explotación de menores para ejercer la mendicidad si 
no tuvieren dieciséis años, y esto es así porque existe 
la presunción (art. 584, 10 del Código Penal) o la evi- 
denci 584, 11 del Código Penal y art. 3. 
Ley c e julio de 1903) de que se mendiga 
neficio de los ascendientes o guardadores; aparte la ni- 
pótesis de menores de edad mayores de dieciséis años, 
la falta no tendrá implicaciones con la Ley de Peli- 
grosidad cuando la explotación sea un h 
y no un medio de vida. 

La diferencia, para la explotación de menores, entre 
el CÓ la Ley de Peligrosidad, es que en el ámbito 
de éz supuesto al hábito, entran todos los me- 
nores, y, aaemás, que los sujetos activos o beneficiarios 
de la explots no de la mendicidad, no son 
sólo los padi )res, sir pier otra per- 
son& 

El la explotación es Únicamente la mendici- 
dad; deduce de que en la actual Ley se dice 

~ción di 
res o gi 

recta o 
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"explotaren con tal fin a menores", con lo que se mo- 
difica la anterior que declaraba "exploten a menores", 
redacción que fue interpretada en el sentido de que 
cabía en el texto de la Ley cualquier tipo de explota- 
ciói so la ajena a la mendicidad. 
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Estas categorías de estados peligrosos se integraban 
en el número 6 del artículo 2.O de la Ley de 1933, si 
bien se ha modificado su redacción "1 3s y toxi- 
cómanos habituales", por la actual ("et bituales y 
los toxicómanos"), que precisa más técnicamente el con- 
cepto de los mismos. 

Se incluyen, pues, en este los 
ebrios habituales y a los toxicómanos~~, que, en reauaad, 
son dos estados similares en sus efectos para quien pa- 
dece el vicio, e idénticas su trascendencia bio-psicoló- 
gica en el orden familiar y las perturbaciones en el so- 
cial; la consecuencia de este paralelismo es que son so- 
metidos los declarados peligrosos a las mismas medi- 
das de seguridad, siem~ lentes a su curación y 
recuperación social. Tar ?brio como el toxicóma- 
no en sentido estricto UUIL personas de~endientes del 
alc ie las drogas, hasta el bs- 
ten ellas sin que se man ias 
físicos e mcluso psíquicos. 

A) LE aguez ha merecido t 9s- 
lación un Uento preponderanten m- 
siderándos~. IJW afectar a la UnputabiliUau, t i ~ l ~ ~ w ~ i l c i a  
qul luye la responsabilidad criminal; la ex- 
CeI esentada por el legislador de 1928, que 
por una parte atribuía a la embriaguez habitual efectos 
agratratorios y por otra, admitía la posibilidad de que se 
impusiera, además de la pena correspondiente al delito, la 
medida de seguridad de internamiento en asilos o éhta- 
blecimientos especiales o de trabajo (art. 69 y 90-8). En 
las Leyes de 1950 (art. 1.") y 1962 (art. 5.") se tipificaba 
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como delito, la conducción de vehículos de motor bajo 
la influencia de bebidas alcohóli 3gas tó l 

estupefacientes, tipología que subr el vige 
digo Penal (art. 340 bis a) .  ' "' 

El tratan e la e uez, se 
aborda por v de Vagc   le antes 
de 4 de agosto ae lY33; y se estructura nuevamente en 
la actual Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social. 
Pero falta en ésta, lo mismo que en la precedente, un 
concepto valorativa ntenderse por 
"ebrio habitual", a u peligrosidad. 
Por ello, a modo de orientación, parece oportuno exami- 
nar s lente si ación p 

Lc :os de 1870 S( 

presameme la prevén. ae 1850 (art. ~."-b.") excluia 10s 
norrn :nuatorios de Ir aguez, : 
que si hecho en estad ibriagut 
tual y ello se producía "cuando s t  G J G L U Ü ~  trw 
mis, tervalos 
entre otro ac 
nía, con la misma Iinauaaa que el ae losu, que "10s 
Tribu ?solverá lista de las circunstan 
las pc y de 1( os, cuando haya de c 
rarse habitual la embriaguez". 

Al omitirse en el vigente Códig 
ferencia a las circunstancias o elementos de juicio para 
valorar la embriague ;ual, qu del ór- 
gano jurisdiccional ~ondien nación. 

La iuris~rudencia ael lribunal supremo, entre otras, 
en la 2 de m: 1962 establece la doc- 
trina iseña la iencia que la reitera- 
ción de actos de la misma especie engendra el hábito 
en el autor y la tendencia consiguiente a rlos en 
el futuro, por lo que constando que el esti alcoho- 
lismo en que se hallaba el procesado era ~recuente en 
él, debe estiir embria ~itual". 
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de apreciarse siempre que se acredite su conducta rei- 
terada de ingestión inmoderada de bebidas alcohólicas 
con resultado de embriaguez y la continuación en el vi- 
cio, porque ebrio habitual, expresión empleada en el 
precepto, en su acepción gramatical es el que se em- 
briaga por costumbre bebiendo con exceso alcohol. 

En el concepi de esi io peligroso, hay 
que incluir por I iente e olismo, o sea, la 
intoxicación crónica pl~ducida pul exceso en la bebida 
de alcohol, tan degradante para la persona, y con las 
mismas o peores consecuencias en el orden familiar y 
conducta de mal ejemplo e inducción al vicio, que la 
embriaguez. Además de las condiciones generales, se 
prescribe especialmente en la investigación de la per- 
sonalidad de los ebrios, la consideración de la posible 
existencia de un alcoholismo sintomático y el grado de 
deterioro psíquico y somático producido por el alcohol 
(artículo 85 del Reglamento). También resultaría conve- 
niente se especificara en los informes el tipo de alcoholis- 
mo y su grado de dependencia y asociación con otras 
formas de peligrosidad social. 

B )  Toxicómanos. Se mantiene sin vanacion sustan- 
tancial el contenido del estado peligroso que con la mis- 
ma denominación se incluía en el número 6 de la Ley 
de Vagos y Maleantes derogada, porque el adjetivo, ha- 
bitualidad, con c definía, "toxic ; habitua- 
les", era inncesar ue el sustantiv jmano lle- 
va implícita la circunstancia de hábito o tendencia al 
consumo de drogas. 

iómanos 
,o toxicc 

Los efectos del tóxic iemos indicado que son 
semejantes a los de la ingestion inmoderada de bebidas 
alcohólicas, y que por ello su tratamiento de rehabili- 
tación es idéntico. Como conducta de hábito es precisa 
la demostración y certeza del consumo de la ( 

Requiere, según la Sala de Apelación de xi- 
dad Social, "dos elementos: subjetivo el prirne~u, y Cwns- 

droga. 
Peligrc 

-- -- 
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tituido por la situación de la persona que por su pro- 
pensión asidua a la ingestión de sustancias tóxicas de 
mayor o menor-poder incisivo en las facultades psiqui- 
cas o en la intecridad orgánica. puedan producir tras- 
torno se hayr ifestado más que epi- 
sódic sis psicc LS o de condición alu- 
cinatoria placentera que revelen un estado de propen- 
sión, digna de evitar en superiores o más peyorativas 
consecuencias; y ambiental el segundo, constituido, 
porque tal situación personal re~resenta un desvalor 
socia que entraña a moral 
c o m ~  anormales rek .dece de 
manera cierta, aunque sea incipientemente, por la ac- 
tuación estridente del asiduo consumid 
(Sentencia 22 de diciembre de 1971). 

En otra sentencia de la misma fecha se ha declara- 
do que la toxicomanía no puede ser considerada, se- 
gún su concepto médico. de deuendencia imperiosa 
al tóxico, p; ía imposibilitar 
la aplicació dad defensoras 
de la sociedad, al tener que esperar, a que la toxicidad 
con sus incisiones físicas u orgánicas ! icas, al- 
canzara tan alto grado, que serían irrevi y aque- 
llas medidas taxativas ineficaces para recoarar el hom- 
bre c hjando, antes de llega] alto es- 
tado ión, indefensa a la COI l y cam- 
par a sus anchas el abocado por la escalada, o su ruina 
psíquico-somática. 

De igual manera se na declaraao que no es preciso 
que se presenten estigmas físicos o psíquicos profundos 
en el sentido médico de la habitualidad, bastando la 
tendencia a la ingestión del tóxico de manera cierta y 
con demostración de un estado pt 1. 
(Sentencia de 14 de junio de 1971 

El que además de la ingestión frecuente ae sustan- 
cias tóxicas, actúa como intermediario y fomentando 
el consumo de drogas tóxicas y estupefacientes, vendién- 

ello ser 
seguri 

J p s í q ~  
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a para 
?más, e 
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dolas o facilitándolas a diversas personas en actitud bien 
beneficios él o bien de proselitismo y amistad, in- 
curre, adt n el estado peligroso del número ocho 
de la Ley UG cugrosidad Social de 4 de aaosto de 1970. 
(Sentenck de diciembre de 1971. 

En la ;ación de la personalic icó- 
manos se prescrme, de modo especial, que se naga cons- 
tar la dependencia al tóxico y los efectos psíquicos y so- 
mático~ que éste haya producido, así como las causas 
determinantes de la toxicomanía (art. 85 f )  del Regla- 
mento)~. También convendría especificarse el tipo de 
droga, su asociación al alcoholismo, perversiones sexua- 
les, tipo de alteración de conducta del sujeto y su grado 
de determinismo y peligrosidad social, así como la posi- 
bilidad de desintoxicación y sus ~osibilidades de inte- 
P 

8. Los que promuevan o realzcen el zlzczto trafico o fo- 
menten el ccr de drogas tóxicas, estupefacien- 
tes o fármac produzcan análogss efectos; y 
los dueños o ~ I ~ G U I  U ~ O S  de locales o establecimientos 
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A) La ,ación J istancia 
por el grave peligro que representan para la salud , 
seguridad del individuo y para la soc  do 
sometida desde antiguo a medidas de El 
tráfico de sustancias estupefacientes, cuyo ~uusurnu ex- 
tra , al estar cada vez más exter fecta gra- 
ver , la salud pública, en épocas jximas ha 
sido también objeto de un control rig,-, que reeae 
sol: roducción, fabricaciór irogas, ya 
sea !xtraídas de sustancir las obte- 
nidas pur síntesis auímic 

ricación 
tar tcivas a 

:a. 
?glamer 
d o pro 

i y ven 
ts natu 

ha esta 
zación. 
- -. - - - - 

  di do, a 
más prc 
' w n I e n  

t a  de c 
rales o 

itaria o la ven 
ductos químicc 

vo- 
ile- 

US- 

:es 



de producir grandes estragos, es considerada por el Có- 
digo Penal i 

lud pública. 
(artíci delito contra 1 la sa- 

recen por vez primera en la esfera penal por medio del 
Código de 1928, en donde su elaboración y tráfico ilí- 
citos fue acogido como delito contra la salud pública 
cualificado (artículo 558, párrafo segundo), siendo la 
pena aún de mayor entidad si los traficantes de esos pro- 
ductos los ofreciere~ res de 18 años 
(articulo 781 

En los Coaigos renales ae 1344 y 1363 (articulo 344), 
esta conducta asun ~rácter de tipo 
cado cuando el obje 1 delito lo forn 
gas tóxicas O e~t~pe~aciei i i  

Al fin, con la r~ le 1971, 
el tráfico de estuperacientes ha aaqwriao tipicidad sus- 
tanti 11 nuevc 

"1 : ilegíti Y 

 fabrica^^^^^. elaborac~u~~. uaiiapui K, wiielicia. v e i i b a .  UU- 

naciC 1, de drogas tíi 
f acie promuevan, fE - 
ciliten su uso, seran castigados con las penas de pri- 
sión mayor y multa de 5.000 a 251 ?setas. 

El facultativo aue con abuso dt: au ulofesión U ~ ~ ~ . C I I -  

biere 
gado 

LOS ,iriDunaies, atenaiaas las circunstancias ael cui- 
pable y del hecho, podrár ler la pena in I 
superior en un grado, segi eda. 

En los casos de extrema gravedad y cuando los he- 
chos se ejecuten en establecimientos públicos, los Tribu- 
nales, teniendo en cuenta las circunstancias del hecho 
y del culpable, podrán decretar 1 :lausura 
del establecimiento de un mes a 
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, Las condenas de los Tribunales extranjeros por de- 
litos de igual entidad a los previstos en este artículo, 
producirán ante los españoles los mismos efectos que 
las de éstos, en cuanto a lo establecido en el número 15 
del artículo 10 de este Código". 

El punto de vista administrativo en materia de sus- 
tancias tóxicas se recogió ya en las Ordenanzas de Far- 
macia de 18 de abril de 1860, en donde se disciplinan las 
sustancias venenosas (artículos 57, 58 y 59), asignando, 
entre otras muchas, este carácter al opio, la morfina 
y sus sales, el haschich, cornezuelo, coca y codeína. A 
partir de la Real Orden de 27 de febrero de 1918, se dis- 
tingue entre las sustancias tóxicas y rcóticas, re- 
glamentándose la venta de sustancia is, así como 
de las narcóticas y anestesiantes y considera autores de 

las na 
s tóxic: . - 

un delito sanitario a los que favorezcan o fomenten el 
tráfico indebido de las mismas. El Reglamento de 31 de 
julio de 1918 estableció normas para la posesión, intro- 
ducción y comercio de sustancias tóxicas y cuantas con- 
tengan principios de acción narcótica o anestésica. Por 
Real Decreto-Ley de 30 de abril de 1928, vigente hasta 
la entrada en vigor de la Ley de 8 de abril de 1967, se 

I controla la elaboración y tráfico de estupefacientes. 

B) Con estos precedentes de diverso orden, en la 
Ley de Vagos y Maleantes de 1933, es estado peligroso 
el de los consumidores de drogas o toxicómanos (artícu- 
lo 2.O, 6), pero son desconocidos como presuntos peligro- 
sos los traficantes de drogas. No obstante, esta omi- 
sión, ha prevalecido la tesis de que el tráfico ilícito de 
drogas, ya sean tóxicas o estupefacientes, es estado pe- 
ligroso a incluir en el número 10 del artículo 2.O de la 
Ley (inclinación delictiva), a través de una interpreta- 
ción extensiva del articulo 1.O, apartado E) del Regla- 
mento de 1935 (los que trafiquen con objetos o sustan- 
cias de ilícito comercio) en relación con el apartado G )  
del mismo precepto. En este sentido, entre otras, las si- 



guienks Sentencias de la Sala de Apelación: 13 de 
enero de 1971, 29 de marzo de 1971, 17 de abril de 1971, 
27 de mayo de 1971, 13 de noviembre de 1971 y 22 de 
diciembre de 1971. 

La insuficiencia legislat el campo de las dro- 
gas era manifiesta, tanto s isideraba desde la le- 
gislación especial como si se valora a través del ordena- 
miento penal común, pues tanto en un Sistema (artícu- 
lo 344 del Código Penal de 1963), como en otro (artícu- 
lo 1.O E) del Reglamento de 1935), el tráfico de sustan- 
cias estupefacientes, o está tipificado sólo de modo in- 
directo, o es necesario acudir a la analogía, rechazable 
medio interpretativo de disposiciones con rango penal. 
A eliminar la falta de preceptos en que expresamente se 
afronten y resuelvan los problemas nacidos del tráfico 
creciente de drogas, responden el articulo 2.O, número 8 
de la Ley de Peligrosidad y el actual artículo 344 del Có- 
digo Penal; así, con la reciente reforma penal culmina 
una etapa caracterizada pc ;pecial atención pres- 
tada a la lucha contra el CI I indebido y el tráfico 
ilícito de drogas tóxicas y  faciente cien te s. Los medior, 
legales de que actualmente dispone nuestro ordena- 
miento para combatir el problema social de los droga- 
dictos y de los traficantes de drogas, son, como dice el 
preámbulo de la Ley de 15 de noviembre de 1971 de 
"dos órdenes diversos: al Código Penal compete la pre- 
vención y castigo de las conductas de elaboración, te- 
nencia o tráfico de drogas y todo género de favorecimien- 
to o difusión de su uso; a la Ley especial que configura 
los estados de peligrosidad social, corresponde ordenar 
las medidas de seguridad convenientes para procurar la 
curación del drogadicto, sin perjuicio de otros objetivos 
afines". 

Tanto el estado )so formulado e n  el articu- 
lo 2.O, 8.O de la Ley de 1970, como la nueva figura penal del 
artículo 344 son, al menos teóricamente, eficaces me- 
dios para combatir la extensión del tráfico y consumo 



de estupefacientes en el área nacional que contribuirán 
a la defensa de la salud física y moral de la Humanidad; 
tales disposiciones están en armonía con los compromi- 
sos internacionales contraídos por España (Convenio 
Unico de las Naciones Unidas de 1961 sobre tráfico de 
estupefacientes, ratificado por España el 1 de marzo de 
1966 y en vigor desde el 31 de marzo de 1966), norma 
ésta en que se estableció que en los respectivos dere- 
chos internos serán considerados delitos los actos de cul- 
tivo, producción, fabricación, posesión y tráfico en ge- 
neral de estupefacientes (artículo 36). 

C) De esta manera, y al mismo tiempo que aumen- 
ta  el número de toxicómanos de estupefacientes, sus- 
tancias alucinógenas y otros estimulantes (drogadictos) 
y no disminuye el de los toxicómanos alcohólicos (todos 
ellos sujetos al número siete del artículo 2 de la Ley), el 
tráfico de drogas adquiere tonos de mayor intensidad 
que el legislador trata de combatir con las dos únicas 
armas que tiene a su alcance: los artículos 344 del Có- 
digo Penal y 2.O, numero 8 de la Ley de Peligrosidad, 
preceptos paralelos, que aunque encuadrados en diferen- 
tes ordenamientos, reflejan una misma finalidad: la 
represión del uso, tenencia y tráfico de drogas. El acto 
de tráfico aislado o episódico es acción capaz de desen- 
cadenar una responsabilidad criminal, pero no da lugar 
a la constitución de un estado, situación que sólo se 
compadece, presupuesta la declaración de peligrosidad 
social, ccn una conducta continuada, habitual o de trac- 
to sucesivo, que, de producirse, contaría con la doble 
sanción de pena y medida de seguridad. Mas, aún cuan- 
do el Código Penal y la Ley de Peligrosidad delimitan 
sus respectivos confines por la intensidad o reiteración 
de los actos de tráfico de drogas imputados, es lo cierto 
que sus tipicidades no se corresponden íntegramente en 
la descripción de las acciones. 

La sentencia de la Sala de Apelación de 27 de mayo 
de 1972 reconoce que el binarismo o concurrencia de ju- 



risdicciones autónomas en el enjuiciamiento de activida- 
des de una persona con imposición de sanciones diferen- 
tes, aunque acaso técnica y científicamente no sea desea- 
ble cuando se refieran a conductas totalmente idénti- 
cas, es posible en nuestra legislación porque no existen 
normas programáticas generales ni disposiciones espe- 
ciales que lo prohíban; pero es lo cierto que se restrin- 
gen los efectos de la concurrencia de pena y medida por 
la acertada norma del artículo 97 del Reglamento de Pe- 
ligrosidad por cuanto debe cumplirse preferentemente la 
pena asignada al  delito quedando supeditado el cumpli- 
miento de la medida a los negativos efectos de la pena, 
pues si reeducando al sujeto desapareció su peligrosidad 
personal la medida de seguridad no se cumple. Como se 
observa en la sentencia citada, la duplicidad de pena y 
medida de seguridad puede acaecer con la conducta del 
número 8 del artículo 2." de la Ley y la actividad delic- 
tiva del artículo 344 del Código Penal "pero tales normas 
establecen la concurrencia, sobre la basi 
aquella a la general conducta humana cc 

tf erirsf 
entada 

con peligrosidad social, y ésta a sólo actos personales que 
desembocan al delito en penas que miran al pasado, para 
producir un mal o una aflicción, y la conducta peligrosa 

.stinto ( 
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en medidas de seguridad que se proyectan sobre el futuro 
con di :ontenido, si bien el binarism stringe 
enorm por el artículo 97 del Reglan De ahí 
el que convenga poner de relieve ciertas peculiaridades 
que servirán para un mejoi 
penales y del estado peligro 
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2." Que en el artículo 2.0, número 8 de la Ley no 
están incluidos los actos de cultivo, fabricación y elabo- 
ración de drogas tóxicas o estupefacientes, y sí los pre- 
vé el artículo 344 del Código Penal, por lo que una con- 
ducta de aquella naturaieza entraría siempre en el círcu- 
lo de esta última norma independientemente de su in- 
tensidad o persistencia, a no ser que el precepto de la 
Ley de Peligrosidad se interprete en el sentido del artícu- 
lo 1.O del Convenio de 1961, y artículo 15 de la Ley 'de 
8 de abril de 1967, a cuyo tenor por trtifico ilícito 
"se entiende el cultivo o cualquier tráfico de estu- 
pefacientes", con lo que en la frase "ilícito tráfico" del 
artículo 2.O, número 8 se integraría el cultivo, pero tam- 
poco la fabricación o elaboración de sustancias estupe- 
f acientes. 
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3." La frase de "fomentar drogas" que 

emplea la Ley es equivalente iuevan, f avo- 
rezcan o faciliten su uso" del artículo 344 del Código, 
pues coincidiendo en lo fundamental los verbos que des- 
criben la acción, no es admisible jurídicamente un uso 

.1 de las éstas 
sumibli 

4.O "Los que iiegítimamen~e ejecuten amos de ... 
tenencia" es otra modalidad de comisión delictiva en el 
artículo 344, que no coincide literalmente, pero que tiene 
un significado similar al de la Ley de Peligrosidad, que 
considera en estado peligroso a "los que ilegítimamente 
posean las sustancias indicadas". Aún cuando en el sis- 
tema del Derecho Civil hay base, incluso legal, para di- 
ferenciar los conceptos de tenencia y de posesión, pare- 
ce que, con referencia a la legislación penal, no deben 
plantearse cuestiones de diferenciación según el animus 
unido al elemento material, por lo que cualquier tipo de 
contacto físico voluntario con las drogas, unido al cono- 
cimiento de las sustancias poseídas, será suficiente para 
formar la estructura del delito y del estado peligroso, 



siendo elemento accesorio que la posesión se ejercite en 
propio nombre o por cuenta o encargo de otra persona. 
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5.O El penúltimo parra10 del artículo 344 admite que 
los Tribunales "podr 2 de clausura 
del establecimiento d La Ley de Pe- 
ligrosidad Social C ~ ~ S L U G L ~  L i i c u L u a  oGgur-idad la "clau- 
sura d ~lecimie artícu- 
lo 5.O, licable en el 
número a ael artículo 2.- (arziculo b, b.", e). Aun cuando 
en un caso la medida es potestativa (el artículo 344 dice 
que los Tribunales podrán decretarla), y en otro, su 
imposición es obligatoria (artículo 6, 6." e), es lo cierto 
que puede ocurrir el hecho anómalo de la superposición 
de medidas si la conducta perseguida es de tal  entidad 
que constituy y estado peligroso porque la prefe- 
rencia previsl la ejecución en el artículo 97 del 
Reglamento ea uc ia wena sobre la medida, pero no de 
la medida de origen verdadera med 
seguridad; y en el c o aislado, acor 
que por los Tribunales ordinarios se imponga, junto a 
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La medida di xa se condiciona únicamen- 
el Código Pens : "los hechos se ejecuten en 

establecimiento público"; el texto de la Ley de Peligro- 
sidad nos dice que el estado peligroso a a "los 
dueños o encargados de locales o establecir en los 
que, con su conocimiento, se nermita o f a v u ~ e a c a  el trá- 

-0gas" ( 1 2.O, número 8), pero 
ra es p: de la actividad per- 

sonal de "los dueños de los establecimientos" (articulo 
6, 6.", e). El Código no contiene referencia a los hechos 
que conllevan el efecto de la clausura; lógicamente se- 
rán aquellos que pe ficación de actos de 
tráfico en sentido ei jo o consumo, exclu- 
yéndose los de culti;", vLwluporte, fabricación o elabo- 
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ración. La Ley de Peligrosidad, más clara, los concreta 
en actos de tráfico o de consumo. 

Por otra parte el Código, con su que 
surja la cuestión de si el establecimiento se clausurará 
siempre que los graves actos constitutivos de delito se 
desarrollen en él; la solución afirmativa procede, pero 
con el límite de que t ir  tenga conocimiento al 
menos de dicho tráfico umo, aunque no participe 
directamente en él. Están sujetos a estado peligroso tanto 
1c ~ s ,  pero :lau- 
si cón de de- 
ciaraaa ae los auenos ael establecimieni;~. 

ue la Ley de Peligrosided se refiera, sin mayo- 
r~ zificaciones a "los dueños de locales o estable- 
cimien~os" (artículo 2.O, 8), no ofrece dudas de que se 
contemplan los locales o establecimientos mercantiles o 
industriales, de cuya naturaleza de establecimientos pú- 
blicos deriva la clausura (artículo 5.O, 8.a y 6.O 6.a), que 
supone la extinción de la licencia de apertura exigible a 
los establecimiento públicos. El Código Penal, de modo 
explícito, alude a los establecimientos públicos, que, 
como opuestos a domicilios o locales particulares, son 
aquellos abiertos incondicionalmente al público o s610 
a las personas c ocios (clubs, 
casinos, etc.), a esarrolle en 
ellos sea privada. La expresion "auenos ael establecimien- 
to" emp , nú- 
mero 6) os a 
10s t i t u l a ~ c ~  uci urígvuv que uc C A ~ L U W  e11 CL, ya Sean 
a I propie del loa se extiende, 
F dueños al si se ! arrendado. 
En el caso ae que sean personas distintas, el titular del 
dominio y el de la relación de arrer ito, la dedi- 
cación por el arrendatario del local dl io al tráfico 
o al consumo de drogas es causa de resolución del contra- 
to amparada en el articulo 114 número 8 de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos, en relación con el artículo 11-3 
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indico), drogas seciutivas (derivadas del ácido barbitúri- 
co), etc., caracterizadas todas ellas por crear una sen- 
sación de bienestar y placer y por causar una acusada 
dependencia o reacción de adaptación del organismo, 
que, habituado a la droga, la necesita de manera con- 
tinua en forma irresistible para evitar la aparición de 
tensiones físicas y psíquicas de muchas clases ("síndro- 
me de abstinencia"). 

Como antes se anotaba, el Convenio de las Naciones 
Unidas de 1961 sobre estupefacientes, fue incorporado a 
nuestro derecho positivo por la Ley 17, de 8 de abril de 
1967, y precisamente el artículo 2.O, 1, de esta norma 
dispone: que a los efectos de esta Ley se consideran es- 
tupefacientes las sustancias naturales o sintéticas rela- 
cionadas en las listas 1 y 11 de las anexas al Convenio 
de 1961 de las Naciones Unidas y las demás que adquie- 
ran tal consideración en el ámbito internacional con 
arreglo a dicho Convenio, y en el ámbito nacional por 
el procedimiento que reglamentariamente se establezca; 
el párrafo segundo del mismo artículo, añade que ten- 
drán la consideración de géneros prohibidos los estupe- 
facientes incluidos en la IV de las listas anexas; entre 
otras sustancias, tienen la cualidad de estupefacientes 
en las listas referidas, el canmois y sus resinas, extrac- 
tos y tinturas; hojas de coca, cocaína, heroína, morfina, 
opio, codeína, etc. A esta Ley y a las posibles disposicio- 
nesnes complementarias, habrá que acudir para con- 
cretar si una determinada sustancia es estupefaciente, 
lo mismo para delimitar el estado peligroso que para fi- 
jar el contenido objetivo del artículo 344 del Código 
Penal. 

E) Señalado el objeto, drogas tóxicas y estupefacien- 
tes, se puntualizan los aspectos que más destacan en la 
faceta dinámica de las acciones típicas hábiles para cons- 
tituir el estado peligroso. Por lo pror ren- 
ciados estos grupos: 

ito, est: 



1.O Los que promuevan o realicen el ilz'cito tráfico.- 
Promover no es ejercicio personal de los actos legales de 
tráfico, sino impulsar, cooperar al tráfico o procurar que 
se lleve a cabo sin participación directa en él. La promo- 
ción del tráfico se materializará en actos de favoreci- 
miento o de auxilio, necesarios o no. Realizar el tráfico 
es ejecutar por sí o a través de otros actos catalogados 
de tráfico. 

Si queremos deiimitar el contenido del vocablo trá- 
fico, no debe acudirse, como recuerda la Sentencia de la 
Sala de Apelación de 19 de octubre de 1971, al sentido 
mercantil de la expresión, sino al jurídico estricto que no 
requiere el lucro, como es el acto de facilitar la droga a 
otras personas para hacer proselitismo o por amistad. 

Que la noción de tráfico ilícito e bria de drogas 
desborda el concepto técnico ligadc idea dinámi- 
ca, lo demuestra el articulo 15 de de 8 de abril 
de 1967, a cuyo tenor "constituyen tráfico ilícito todas 
las operaciones de cultivo, adquisición, enajenación, im- 
portación, exportación, depósito, almacenamiento, dis- 
tribución y t r  . > Y  , . 

2.O F m e í  a pro- 
pios de consumo habitual de drogas pueden dar lugar a 
un estado peligrwo (núm. 7 del art. 2.O) que no estará 
completo con la simple ingestión aislada de estupefa- 
cienie! ,res de toxicomanía, los actos di- 
rigidos I consumo de la droga por terceras 
 persona^ DCLU  lad lado res de un estado peligroso (nú- 
mero I .t. 2.") esté jc La la frecuen- 
cia o ] idad de odo de tarse estimu- 
lando o tratando de que otros se incunen al consumo, 

actividad desplegada se ha 
,ga, porque la acción de fo- 

l i i c i i u a r  s.uiiouiiia el USO, sino con la tendencia 
que motiva el acto. 
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por otras personas en determinados establecimientos.- 
El círculo de esta variante de estado peligroso se redu- 
ce mucho, pues con relación a las demás contiene una 
doble limitación por razón del lugar en que se conclu- 
yen las conductas -establecimientos públicos- y por 
razón de las personas capaces de incurrir en estado pe- 
ligroso -los titulares o encargados del establecimien- 
to-. La conducta se contrae a los simples actos de 
tolerancia o de amparo para el consumo o el tráfico de 
estupefacientes. 

4.O Los poseedores ilegitimos de estucpefacientes.- 
La posesión ilegítima de drogas tóxicas o estupefacien- 
tes sin más finalidad que su uso por el propio poseedor 
que ya sea drogadicto, no debe incluirse en este estado 
peligroso y sí en el descrito en el número 7.O; pero sí es 
materia del estado peligroso que se analiza, la pose- 
sión no autorizada de drogas por quien no sea toxi- 
cómano, aunque las destine al consumo personal, así 
como la tenenciz uellas t ias que signifique 
un simple medio Esponel as a título onero- 
so o gratuito. Este problema de la posesión de estupefa- 
cientes es analizado con gran precisión en la sentencia de 
la Sala de Apelaciones de 27 de abril de 1972; en ella se 
de cter ge: nú- 
m sulo 2.O rial 
PGL de cualquier persona, ya derive el título de una 
re iedad o :sión si a ella 1 a el 
cc la natu ie las sustancia alta 
de auzorizacion válida. b e  oLro lado, la propia sar~~encia 
h; lbre la interpreta- 
ci drogas según las 
circunstancias concurrentes; en primer lugar, observa 
que no E jtado objeto de estudio la mera 
tenencia a si el poseedor es drogadicto y 
la tiene para su parucular consumo, pues la posesión 
también es dispensable para que se produzca la conduc- 
ta fijada en el número 7.O del articulo 2.O, y no cabe 

ciones i 
.arse a 

?n el es 
iustanci 
- 

neral qi 
de la 1 

ue tiení 
Ley, la 

- .  

de pos€ 
raleza c 
m.  -L--- 

interesa 
la pose 

tntes sc 
sión de 

i cabidr 
tenenci 

ira unid 
t s y l a f  
- ---J.-- 



el binarismo a no ser que se lesione el principio non 
bis in idem; en segundo término, se advierte que la po- 
sesión del número 8 . O  está constituida por el hecho de 
tener tales sustancias como medio de tráfico o dispo- 
sición, ya sea en concepto de venta, donación o con 
finalidad de proselitismo; por último, examina como 
caso límite, la mera tenencia del no toxicómano con pre- 
sunto destino de lo poseído a un uso particular todavía 
no efectuado, o realizado. ver0 sin habitualidad, seña- 
lando que por norm ~ j a  en el nú- 
mero 8." y particula uantía revele 
un indudable peligro, pues ae ser imima la cantidad 
poseída y no a la estimacib eligro- 
sidad social, 1 debe incluirse de los 
presupuestos - u c i r G i i L i a  iriaS peiigrosidad- ~ U G  la Ley 
exige para la aplica( medid; ieguridad. En 
la Sentencia de 19 I bre de le la Sala de 
Apelación, fue un hecno positivo para la aeclaración de 
peligrosidad de un sujeto, el poseer tóxicos en la pro- 
porción de 47 gramos de "haschich" y tres comprimidos 
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Ley de - - -  abril de ero 13 . * al articulo z.- ae la Ley ae 4 ae agosto ae IFSS, estado 
peligroso encaminado a atajar "los nciviles reali- 
zados sin otro fin que el de infligir io y vejación, 
daños y molestias por puro caprichr 5 autores"; se 
siguió así la línea de otros orden: m, pues ante 
conductas semejantes "todos los paises civilizados están 
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tratando de cortarlas el paso". El precepto aludido que- 
dó redactado de la forma siguiente: 

"Quedarán sometidos también a las disposiciones de 
esta ley, sin perjuicio de las sanciones penales corres- 
pondientes: 

a) Los que con notorio menosprecio de las normas 
de convivencia social y buenas costum 
to debido a las personas, ejecuten act 
por su insolencia, brutalidad o cinismo. 

a los anir 
S que c 
nales, f 

on iguales característ 
irboles, plantas o cos 

bres o 
OS cara 

del res] 
cterizac 

pe- 
los 

altrataren 

Mas ya antes de que plasmara en norma específi- 
ca, la continua proliferación de conductas antisociales 
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de esa naturaleza en núcleos urbanos bien determinados, 
ha' Circul a Fiscalía 
del de febi 1957, en 
donae se resoivio que esas personas no aptas para la 
convivencia social, podían ser declaradas peligrosas al 
amparo del número 10 del artículo 2 . O  de la Ley de 1933 
(inclinación delicc:---\ 
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y en centros perrectamente localizaaos, alcanzan una 
superior medida y adquieren tonos de normalidad, he- 
cho que debe conducir a que los Fiscales, por la espe- 
cial misión que les está confiada, extremen su celo a 
fin de que esos comportamientos que vulneran reitera- 
damente los sentimientos comunitarios de convivencia 
y originan malestar y alarma social, queden sujetos a las 
sanciones adecuadas. 

Dada la generalidad y amplitud de los conceptos in- 
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ideas ofensivas materializadas en acciones, hechos o 
actitud 

- Que el comporsamienco, aasico para ia aeciara- 
ción de peligrosidad, c con delitos cuando puede ( 

:os CUE produzca daños físic famente estimables. 
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de los y faltas 50s. Así el artículo 558, nú- 
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El párrafo inicial del número 13 del artículo 2 . O  de 
la Ley de 1933, preveía la concurrencia de delito y es- 
tado peligroso cuando afirmaba: "quedarán sometidos a 
esta ley, sin perjuicio de las sanciones penales correb- 
pondientes", lo que evidenciaba una eventual y conjun- 
ta inserción de los hechos en el Código y en la Ley. Que 
el vigente ordenamiento de peligrosidad haya suprirni- 
do el párrafo transcrito es una simple consecuencia del 
principio m bis in idem, principio que, sin embargo, 
no se vulnera si se discriminan con rigor jurídico las 
respectivas conductas, pues es claro que el artículo 2 . O ,  
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número 9, sólo puede comprender conductas peligrosas 
equiparables a un modo de ser, pero no actos particula- 
res con una finalidad concreta y determinada. 

-El elemento objetivo presenta dos facetas; una es 
el menosprecio de las normas de convivencia social o 
buenas costumbres, y la otra está representada por el 
menosprecio del respeto debido a personas o lugares. 
Dado que todos los datos a ponderar son de una gran 
elasticidad (normas de convivencia, buenas costumbres, 
respeto debido), la concreción de cuándo nos hallamos 
ante conductas peligrosas que signifiquen menosprecio 
de esos valores sociales, sera el resultado de valorar el 
sentimiento general de quienes piensan de forma equi- 
tativa y justa. 

Interpretando el numero 9 del artículo 2 .O de la Ley 
de Peligrosidad, de Ape que 
"para que las cc rs en é !sti- 
marse constitutivas ae estado peligroso precisa la con- 
currencia elementos: Uno subjetivo, determinado 
por la as( . no lógica, debida a perversidad y a la 
rebeldía, quG manifiesta en un comportamiento irno- 
lente (acc atrevii ;ea- 
ro) o bru pe, des ci- 
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objetivo, manifestado, por el notorio menosprecio de las 
normas de convivencia social y buenas costumbres o 
del respeto debido a las personas o lugares, y causante 
de un perjuicio para la comunidad, cierto, mensurable 
y ostensible, o de un daño a los animales, plantas o 
cosas". (Sentencia de 5 de febrero de 1972). Del mismo 
modo ha ?rado ii estado peligroso, 
por estiir :omo cc cínico, insolente 
y de notorio menosprecio ae las normas de conviven- 
cia social, los ataques al "patrimonio espiriti Leo- 
lógico" de la comunidad nacional, mediante na- 
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ción de grupos y asistencia a sus reuniones, en que se 
parodiaban y escarnecían las ceremonias de la 
religión oficial del Estado y, que constitu: de los 
principios en que se basa su organización actual. (Sen- 
tencias abril de 
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Est 3 peligroso aparece p 
primera en ia =y. a s  notorio que en un sentido ampuo 
la participación pluripersonal abarca en el campo penal 
estricto, desde los actos preparatorios hasta los de eje- 
cución, encubrimiento y de aprovechamiento de los 
efectos del d,c ta forma de actuación sin más cir- 
cunstancias, I . ya una mayor peligrosidad que la 
acción aislada o individual, porque el número implica, 
una más meditada deliberación en el plant to, eje- 
cución y aseguramiento del resultado previ! demás, 
facilita la impunidad del hecho ejecutado. La responsa- 
bilidad penal de estos copartícipes ? exigi- 
rá conforme a las disposiciones de Y Por 
la jurisdicción correspondiente. 

Pero con independencia de la nsabiiidad de- 
rivada del delito, las actuaciones comummrias, e inclu- 
so el hecho de la asociación, pueden motivar la inter- 
vención de la jurisdicción de peligrosidad, si la conduc- 
ta de los integrantes del grupo es exponente de un es- 
tado personal de predisposición delictiva. 

Las reuniones de personas concertad 
delictuosos son denominadas en la Ley banaas o pan- 
dillas; la asociación, más o menos permanente, de 
los que constituyen las bandas o pandillas, puede obe- 
decer a múltiples circunstancias de índole familiar, eco- 
nómico, social y hasta político; requieren 
de en el quehacer antisocial. 

a fines 



Las bandas se caracterizan principalmente por el 
hecho de que sus componentes sean casi siempre las 
mismas personas dirigidas por uno de los que la integran, 
mientras que en las pandillas el elemento personal sue- 
le cambiar con frecuencia, carecen de jefe, y si existe 
no tiene un relieve mucho más acusado que los demás. 

El número de personas necesarias para que pueda 
considerarse formada la banda o pandilla, no aparece 
en el precepto. En una acepción gramatical ambos con- 
ceptos suponen pluralidad o grupo de personas para un 
fin determinado; en una visión penal del problema, la 
figura más análoga a las bandas o pandillas es la aso- 
ciación para el delito de robo que el artículo 513 equi- 
para a las asociaciones ilícitas comprendidas en el ar- 
tículo 172, 2.O del Código Penal, al incluir en él la mera 
asociación, aun transitoria, de tres o más personas para 
cometer el delito de robo. El número de más de tres 
personas es el mínimo exigido para formar cuadrilla 
según la circunstancia 13 del artículo 10; la responsa- 
bilidad de los componentes de una cuadrilla se presu- 
me en los delitos de robo (art. 502). 

Estos antecedentes de orden penal permiten que se 
considere la agrupación de tres o más personas como 
número suficiente para constituir legalmente las ban- 
das o pandillas a que se refiere la Ley. En el sentido de 
que la banda o pandilla se integra por tres o más per- 
sonas como mínimo, se ha pronunciado la Sala de Ape- 

. lación en Sentencia de 17 de diciembre de 1971. 
Destacamos ahora los siguientes elementos del es- 

tado peligroso: 

- En primer lugar, un acto de integración, que se 
cumplirá con la simple pertenencia al grupo, pues esta 
relación no precisa de más apoyo que el derivado de una 
voluntad, incluso tácita, ya que no en vano la acción 
de incorporación no requiere resultados materiales per- 
ceptibles; tampoco es necesaria una adscripción formal 



y solemne, sino que bastará el acto Consensual y vo- 
luntario de querer integrarse, o el hecho concluyente de 
formar parte de ellas y participar en sus actividades. 

- En las bandas o pandillas el soporte físico es una 
colectividad de personas; condición que tendrán los gru- 
pos de personas, transitorios o no, con un mínimo de 
organización y unid vínculi o por 
determinadas circunr i partic o ét- 
nicas. La simple coincidencia incidental cualquiera que 
sea el motivo no constituirá la bandr Dr su objeto y 
actividades es capaz de transmitir componentes 
la condición de sujetos peligrosos. 
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- La predisposición delictiva -típico supuesto de 
peligrosidad predelictual- no se construye a través de 
las concretas actividades del sujeto peligroso -materia 
que puede dar lugar a delitos de muy diversas naturale- 
za-, sino que emana principalmente del carácter de 
la banda a que se pertenece. En particular, la finalidad 
y dedicación de la banda es el índice o elemento signi- 
ficativo a tener en cuenta en la declaración de peiigro- 
sidad, aunque también sea reveladora la actitud del su- 
jeto. En ciertos casos, la predisposición delictiva será 
manifiesta y operará automáticamente la declaración de 
peligrosidad; así, cuando la banda tenga por objeto o 
se haya constituido expresamente para cometer deli- 
tos. A esta categoría pertenecen las asociaciones tran- 
sitorias para cometer el delito de robo (art. 513 del CÓ- 
digo Penal) y las asociaciones previstas en el artícu- 
lo 172, 2 .O del mismo ordenamiento. Los componentes 
de las mismas que hayan aceptado por acto voluntario 
su integración y la participación en sus actividades, es 
evidente que manifiestan una clara inclinación delic- 
tiva. En estas hipótesis concurrirá con la declaración 
de peligrosidad la responsabilidad criminal prevista para 
los miembros de asociaciones ilicil las leyes pe- 
nales. 



11. Los que, sin justificación, lleven cansigo armas u 
objetos que, por su naturaleza y caractel-isticas, 
denoten indzuiablemente, su presumible utiliza- 
ción como instrvmento de agresión. 
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mas 
tuvo su fundamento en la necesidad de prevenir posi- 
bles del? tra la seguridad del Estado; más tarde 
la finalic rxtendió y comprendía la prevención de 
infracciories cuntra las Dersonas. Con un fundamento 
U otro, I legisla1 t en 
cuanto a ~justific :fen- 
sivas. En la Novísima Recopliacion (12, 19, 1 a 21) se 
recogen las prohibiciones del porte de armas en gene- 
ral en la Corte, de llevar pistoletes, el uso de arcabu- 
ces cortos y de armas cortas de fuego; al mismo tiempo 
se prohibe, a veces bajo graves sanciones, el uso de pu- 
ñales, navajas de muelle con golpe de virola y cuchi- 
llos con puntas chicas o grandes, etc. Todas estas prohi- 
biciones permanecieron en numerosas disposiciones pos- 
teriores reguladoras del comercio, venta y uso de las 
11 ; armas blancas. 

~dificación penal ofre .des; 
para el Código Penal de 1848, es sirriple laica el necho 
de sacar armas s o de fuego en el curso de ame- 
nazas (art. 470 igual consideración tenía en el 
Código de 1870 (art. 591, 3.O), la tenencia de armas blan- 
cas o de fuego sin autorización; el Código de 1928 (ar- 
tículo 542, párrafo l."), si bien sólo para las armas de 
fuego, elevó a categoría de delito la tenencia no autori- 
zada de armas, tipificando como falta el uso ilícito de 
armas y la tenencia de las que están prohibidas (artícu- 
lo 802) ; con la legislación especial de la República (entre 
otras, Ley de 22 de noviembre de 1934, motivada por la 
revolución de octubre) la tenencia de armas de fuego 
volvió a ser delito, car ue había desa] ) en 
el Código de 1932. 
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El vigente Reglamento de 27 de diciembre de 1944 
sobre armas y explosivos, después de señalar las caracte- 
rísticas de las armas blancas, cuya venta, uso y tenen- 
cia prohíbe (art. 47) dispone en el artículo 102 aue aue- 
da "al prudei itrio de las aut 
tes el aprecia ~ortador de cuc 
utensilios o instrumentos precisos para uso doméstico, 
indust es, oficios o profesiones, y navajas de todas 
clases, i o no la necesidad de llevarlas consigo, 
según ia uca~ '^ -  -omento a circunstancias. debiendo. 
en gei I SU usc 
a tabc S públi 
creo y esparcimiento, asi como a los que hubieren swri- 
do condena o corrección por delito o falta contra las 
personas, la propiedad o por uso indebido de armas". 

Es1 sición tiene como precedentas la Real Orden 
de 9 d mbre de 1907 y el artículo 117 del anterior 
Reglanieri~u de Armas v Emlosivos de 13 de febrero 
de 19: 

En 
hay preceptos relativos al porte, uso o tenencia da 0119'- 

quier tipo de armas. En efecto, es circunstanci~ 
vante cometer el delito con auxilio de gente arma 
tículo '* '".a): la cuadrilla está caracterizada pul ra 
concu :S malh Los (ar- 
tículo llevar i , deter- 
minados delitos, como el de reunión o manifestación no 
pacífica (art. 166, 2.O y 171), el de atentado (artícu- 
lo 232, 1.") y los de robo (arts. 501, párrafo Último, 
y 506, l.a); y es fa1 arar armas de 
de la población o er ,itio público frc 
tículo 568) o sacarla, ,,, ..Aa (art. 582, 2.' 

Muchas de estas normas, resumen de una tradición 
legislativa sobre prohibición del uso y la tenencia de 
armas sin la autorización preceptiva, deben ser valora- 
das, 1 )ecial ir 
tada 1 

e ilícito 
imiento 

) en los 
cos y 1 

i COnCUj 
ugares 
. . 

rrentes 
de re- 

- .  

la1 vige inte, co: los antl 
. - 

eriores, 

.echores 
trmas c 

i armac 
iualifica 
.. . 

fuego 
:cuenta 
'1 . 

tara un 
. de est 

" L,uu 

t agra- 
.da (ar- --- 1- 

dentro 
,do (ar- 

a ajus- 
ado pe- 



ligroso, y, particularmente, para perfilar el destino (la 
agresión, el despojo, etc.) que el sujeto proyecta dar a 
tales instrumentos. 

La existencia de un estado peligroso como el que 
es objeto de examen, que presenta al menos un elemen- 
to material común -la tenencia- con la figura de de- 
lito definida en los artículos 254 y siguientes del Códi- 
go Penal, plantea de nuevo una cuestión de limites y 
ámbitos respectivos, y, en mayor medida, porque el de- 
lito de tenencia de armas no se estructura como una 
acción aislada de resultado concreto, sino como una ac- 
ción continuada o permanente de peligro común o abs- 
tracto. Por coincidir el elemento material y la naturale- 
za jurídica, cabe decir que el fundamento del estado pe- 
ligroso número 11 del artículo 2.O de la Ley es similar 
al del tipo de delito previsto en el artículo 254 del Có- 
digo Penal. Mas si en ambos está latente la idea de ries- 
go, en el estado peligroso existe la presunción de que 
la tenencia tiene como fin ser instrumento de agresión. 
Referida al delito de tenencia de armas el Tribunal Su- 
premo ha  declarado que "la producción concreta del 
peligro no forma parte integrante del tipo, ya que la 
existencia del riesgo inherente a la acción se presume por 
la ley con presunción iuris e t  de iure, de suerte que su pu- 
nibilidad no depende de que en cada caso concreto se 
demuestre la especial situación de peligro, ni aquella 
queda excluida por la prueba de la falta de peligrosidad 
del encausado, doctrina corroborada por el propio Códi- 
go en el artículo 256 (Sentencia de 20 de marzo de 1963). 

La incriminación del delito de tenencia de armas im- 
plica una medida de carácter preventivo que tiende a 
evitar el peligro que supone para la sociedad y para el pú- 
blico el llevar armas de fuego sin el control debido (Sen- 
tencia de 12 de febrero de 1935, 25 de febrero de 1954 
y 28 de diciembre de 1964). 

Si la situación de riesgo e indirectamente de peli- 
gro para la comunidad es consustancial a todo estado 
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peligroso, también se vislumbra para el delito de tenen- 
cia de armas en el artículo 256, pues una peligrosidad 
social normal es elemento imprescindible de su estruc- 
tura. Sin embargo, esto no significa que exista una su- 
perposición entre el delito de tenencia de armas y el 
estado peligroso número 11 del artículo 2.O. 

En éste el peligro nace de la amenaza que represen- 
ta  la tenencia y de la actitud antisocial del sujeto; nos 
hallaríamos ante una peligrosidad efectiva frente a la 
peligrosidad remota o potencial del o 254, pues en 
este precepto se castiga incluso la ia en el domi- 
cilio, lo que supone un riesgo mínimo; en la Ley de Pe- 
ligrosidad, el riesgo o el peligro, aunque sigue siendo 
presunto, estará más próximo porque es indispensable que 
las armas se lleven consigo, antecedente necesario de 
su uso como instrumento de agresión; así, frente a la 
peligrosidad normal del Código, habría que contraponer 
la peligrosidad excepcional o cualificada por la presun- 
ción de que van a ser utilizadas, de la Ley. Pero es que 
además se aprecian las siguientes diferencias entre de- 
lito de tenencia de armas y estado peligrc 

- Que la acción en el artículo 254 es 
por la posesión dentro del propio domicilio (zenencia) 
o por llevar consigo al arr 'a del 1 
lio (porte); en la Ley de 1 idad w 
aspecto estático o de la te~iGllbla domiciliaria y sólo se 
valora el porte no justificado del :"llevan consi- 
go") y ello en forma tal que sea pos uso inmediato. 

- El delito sólo comprende determinadas armas de 
fuego (arts. 254 y 259); la Ley de Peligrosidad, cual- 
quier clase de armas, e incluso "otros objetos" aue no 
siendo legalmente armas, naturaleza y 
teristicas pueden servir para :ir sus mismos 1 
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- La tenencia de armas ae fuego en el domciiio 
o fuera de él, si no se cumplen los requisitos administra: 
tivos es delito independientemente de que vayan a utili- 



zarse o no para fines ilícitos; la tenencia no autorizada de 
armas de fuego fuera del domicilio, es estado peligroso 
sólo cuando sea presumible su utilización como instru- 
mento de agresión, ya que es típico del estado peligroso 
que el llevar consigo armas incontroladas sea una con- 
ducta reveladora de una ulterior utilización. También 
debe observarse que la peligrosidad de la Ley puede ser 
compatible con la tenencia autorizada. 

12. Los que de mcvdo habitual o lucrativo faciliten la 
entrada en el pais o la salida de éL a quienes no 
se hallen autorizaüos para ello. 

En determinadas etapas históricas, considerado el 
hecho de la emigración como grave ofensa a la Patria, 
llegó a sancionarse al emigrante con la pena de con- 
fiscación de bienes (Pragmática de 1623, recogida en 
la Novísima Recopilación 7, 26, 8). En los comienzos de 
la pasada centuria, restablecido el derecho a emigrar 
con ciertas limitaciones, desaparece también la pena de 
confiscación (art. 304 de la Constitución de 1812). Las 
múltiples disposiciones que se han sucedido en la se- 
gunda mitad del siglo XIX fueron dirigidas a regular 
la emigración, a impedir su fomento e incluso a conde- 
nar el reclutamiento ilegítimo " y los propios de 
las emigraciones clandestinas organi: ior agentes 
o empresas que sorprenden la creduliaau y explotan la 
miseria de los que se dejan alucinar por ilusorios ofre- 
cimientos" (Real Orden de 8 de mayo de 1888). 

La Ley de 21 de diciembre de 1907 parte de la liber- 
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L - grantes y la propaganaa encaminada a fomencar la 
emigración (art. 33), prohibiéndose asimismo las agen- 
cias de emigración (art. 34). 

Tanto el Real-Decreto-Ley de 20 de diciembre de 1924 
(arts. 54 y 59) como la Ley de 3 de mayo de 1962 (ar- 
tículos 74 y siguientes), cuyo fin es la protección del 
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emigrante, contienen preceptos penales, figurando en 
primera línea el recli ito clandestino. 

La Ley de 21 de Le 1971, que e: 
el 1.O de octubre sigmense, está inspirada en una accion 
protectora estatal sobre el emigrante (art. l.O), 1 
enumeran prohibiciones (art. Lo), es principio bá 
de que todo español tiene derecho a emigrar (artícu- 
lo 3."). En un orden 
ductas (art. 54) : 

S con- 
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Analizada la emigración desde el ángulo ae ia es- 
tricta peligrosidad social, el Reglamento a la Ley de 1933, 
de 3 de mayo de 1935 (art. l.", F), consideró comprendi- 
dos en el artículo 2.O de la Ley a "los que faciliten ha- 
bitualmente la entrada en el país o la salida de él a 
quienes no se hallen autorizados para ello, protegiendo 
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Que en la presente Ley la habitualidad es sólo 
e las formas de originarse el estado peligroso, que, 

alternativamente -y no con carácter cumula t ivh  91- 

canzan a quienes faciliten la entrada o si 

tro país "de modo habitual o lucrativo". 
tlida de 

- -- 
? nues- 



- Que al suprimirse en el artículo 2.O, nfimero 12 
de la Ley el último inciso de la norma derogada, "pro- 
tegiendo la emigración clandestina", se amplía el ám- 
bito de la situación de peligrosidad, que no sólo alcan- 
zará a la emigración no autorizada, sino también a las 
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entradas o salidas de esa misma naturaleza, aunque sean 
transitorias y ajenas al propio fenómeno migratorio, por 
lo que también ha estado relacionado este estado peli- 
groso con la Ley de 22 de diciembre de 1949, derogada 
por la Ley de 15 de noviembre de 1971, que sancionaba 
con prisión menor al que "entrare clandestinamente en 
territorio español". En la Ley de Peligrosidad, tanto el 
sujeto activo como la conducta se separan de estos 
mismos presupuestos al modo como eran previstos en 
la Ley de 1949; esto es así, de una parte, porque el pre- 
sunto peligroso no es el que clandestinamente, 
sino quien facilite la entrada ros y además de 
modo habitual y lucrativo; y ae otra, porque la Ley 
de 1949, se refería sólo a la entrada, y la Ley de Peligro- 
sidad a la entrada o a la salida. Situados en la fase 
común a ambas leves -la entrada- y teniendo en 
ti ue pen e no siempre la ent. an- 
de ra delic ino únicamente cuan ~ e r -  
siguieran con ella aeterminados fines (Cfr. uonsulta 
de 21 de marzo de 1967, en Memoria de 1968, pág. 355), 
cabe preguntarse si el estado peligroso sería perfecto ex- 
clusivamr t facilitación habitua :ra- 
tiva de 1; llida estuviera detern Por 
ulteriores finalid,,,, , si subsistía sin estas motivacio- 
nc Lar, la interpretación ar- 
tíc Ry de 22 de diciembi im- 
puso a la iiteralidad del precepto siendo su vemculo el 
Pr o de la Ley, por lo que la entrada clandestina 
er derada punible si se perseguían fines encami- 
n a ~ ~  o, werturbar la  naz social o la comisión de deli- 
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12 de mayo de 19&, 24 de junio de 1968, etc.); pero con 
la derogación de la Ley de 1949 la declaración de estado 
peligroso sólo puede afectar a quien facilite la entrada, 
independientemente de las motivaciones 4elictivas o 
no- que animen a 1 ite pe- 
netren en nuestro te 

irialmer .as pers 
rritorio 

onas ql le mate 

En otro aspecto, si la entrada o salida del te1 
nacional obliga simplemente a llevar un pasap 
autorización gubernativa expedido conforme al ucbLc- 

to de 4 de ocl y poste rciones 
de los Decretc nio de iiciem- 
bre de 1971, quien aesee emigrar -aerecno reconocido 
por nuestro sistema- tendrá que observar, además, las 
normas dictadas sobre reclutamiento, selección y con- 
tratación del emigrante, como exige la Ley de 21 de 
julio de 1971 y disposiciones complementarias, que regu- 
lan la totalidad del proceso emigratorio (preparación, 
estancia en el extranjero, retorno), con la aspiración de 
la protección del Estado (en los órdenes familiar, pro- 
fesional. educativo v de la seguridad social) llegue 
siempr te las i iminis- 
trative ~ción c consti- 
tutiva de delito (art. ,,,. El concurso de leyes entre 
esta ni 
artícul 
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- Aún no ponderando más que la salida clandestí- 
na, es de señalar que la figura penal surge con un acto 
aislado, en tanto que el estado peligroso necesita de la 



repetición de actos (habitualidad) o de actos individua- 
les realizados con fin de lucro. 

- En el artículo 54 lo delictivo es la emigración 
' clandestina, pero no la abstrs L autoriza- 
ción, que penetra en el campo # eligrosidad 
si es habitual o lucrativa, con lo que se uueut! dar lugar 
al delito de emigración lida for ori- 
zada. 

con sa 

Lida sir 
?y de P 
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- En la Ley de Peligrosidad, el único verbo que 
enmarca la acción para la emigración no autorizada es 
facilitar; en la Ley de 21 de julio de 1971, es delictivo 
el hecho de facilitar la emigración (art. 54, núm. 3.O), 
por lo que en estas hipótesis elementos diferenciadores 
serán la habitualidad o el lucro. De otro modo. las con- 
di ey de E una 
m 4, núm son 
el favorecimiento o la promoción de la emlgraclon por 
cualquier 
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-_ -- .ado peligroso aqui rec ab- 
soluta novedad, :luso en el Proyec- 
to de Ley de Pe las Cortes, siendo 
introducido tras las discusiones habidas en el seno de la 
Cc . Sin embargo, y porque res a las exi- 
@ de una nueva realidad soci conducción 
neligrosa como específica tipologia de uellrro había sido 

:ogida 1 stra legislación penal 
En la 9 de mayo de 1950, c lodo 

.aligroso para el público" (art. 2.O) es un delito de pe- 
ligro abstracto o común. Se pr como delito de pe- 
ligro en sentido estricto en la e 24 de diciembre 
de 1962, cuyo artículo 2.O sanciona al que condujere 
un vehículo de motor con temeridad manifiesta y pu- 
siere en concreto e inminente peligro la seguridad de 
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la circulación v la vida de las personas, su seguridad o 
sus bic ículo 340 bis a), 2.O del Código Pe- 
nal se no modalidad de delito de peligro 
real la conduccion de un vehículo de motor con t ' 

dad manifiesta que ponga en concreto peligro 1: 
de las personas, su integridad o sus bienes. 

La conducción peligrosa concebida como estado pe- 
ligroso, tan sólo conlleva la medida de privación del 
permiso de conducir, o la prohibición para obtenerlo, por 
tiempc erior a un mes ni superior a dos años (ar- 
tículos a y 6 . O ,  9.=), privación que en el Código 
Penal ,-_ .. - .) tiene naturaleza de pena común (grave 
o leve no a tres meses, art. 28); 
pero li irculación capaces de cons- 
tituir objetivaLLLLLu, estado peligroso son, por otra par- 
te, compatibles con sanciones administrativas (artícu- 
lo 289, IV del Código de la Circulación, según modifi- 
cación de 14 de mayo de 1971) a las que corresponde 
la SUS] del pe 5e conc 
superic 2s mese 

Así, la tipicidad de la conducción peligrosa no es 
Única, sino que ofrece variados matices dentro del cam- 
po jurídico; las condiciones necesarias para ser encua- 
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En primer lugar, para que las comravenciones 
de circulación incida 3, estructura del estac 
ligroso han de ser int les. Ahora bien, inexc 
~ u e d e  hacerse coinciul~ L U ~  infracciones del m- llL- 

dgno d con contravenciones repro- 
s o n o d  excusable es lo que no arras- 

tra culpabilidaa alguna, contravención inexcusable será 
siempre lo re ,le, pero no el grado superior de 
culpabilidad i inducta merecedora de un mayor 
reproche. Otro límite, es que no toda infracción de nor- 
mas de tráfico adquirirá la cualidad de inexcusable a 
los fines concretos del estado de peligrosidad, aunque 
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la contravención sea reprochable; dentro de la repro- 
chabilidad general sólo son adecuadas para el estado 
peligroso ciertas infracciones de normas de la circula- 
ción esenciales para la seguridad del tráfico, y en 
forma t a  stente imentan el peligro nor- 
mal que I de todz :ción. En definitiva, con- 
ducta inexcusable no se equipara a temeridad mani- 
fiesta, sino que ésta, productora de un peligro concre- 
to, hace delictivo el acto (art. 340 bis a), 2." del Código 
Penal). La tesis de que la conducción peligrosa que ori- 
gina el delito del artículo 340 bis a), es diferente de 
aquella que da lugar al estado peligroso, viene confir- 
mada por el Código de Circulación; de una parte, por- 
que el artículo 276 (en su modificación de 26 de diciem- 
bre de 1968) dispone que si la infracción de tráfico, por 
su entidad, es constitutiva de delito no puede ser sancio- 
nada gubernativamente y se remitirán las actuaciones 
a la autoridad judicial; y de otra, porque si a tenor del 
artículo 289, IV del Código de la Circulación, redactado 
por Decreto de 4 de mayo de 1971, la autoridad guber- 
nativa puede imponer las sanciones previstas en el Có- 
digo y remitir testimonio al Juzgado correspondiente si 
denotan un posible estado de peligrosidad, es porque 
tales infracciones no son competencia de la jurisdicción 
penal ordinaria. Además, el artículo 340 bis a) sanciona 
un hecho concreto, en tanto que el estado peligroso re- 
coge una conducta constituida por una serie de actos, 
como se deduce de la literalidad ("inexcusables contra- 
venciones") de la norma. 

articulo 289, 1 del Código de la Circulación, 
se texto del Decreto de 26 de diciembre de 1968, 
r e ~ ~ g e   tit terminadas contravenciones de la circulación 
cuya omisión es presupuesto objetivo del estado peligro- 
so; se trata de las previstas en los artículos 18, párra- 
fo 3 . O ;  25, apartaüos a), d) y e); 30; 40; 45 aparta- 
do a); 48, apartados 111, c) y V; 49, apartado 1 a); 149, 
apartado 11 y 151 (la referencia debe ser a estos dos 



artículos y no a los 147 b) y 149 u), según se desprende 
del Decreto de 13 de agosto de 1971); y 174 aparta- 
dos b), números 2 y 3 y c).  
- Que las citadas son infracciones eventualmente 

generadoras de estado peligroso nos lo muestra el apar- 
tado IV del artículo 289 del Código de la Circulación, 
agregado por Decreto de 14 de mayo de 1971 en cum- 
plimiento de la disposición final 2." de la Ley de Peli- 
grosidad. Mas esto no significa que a la contravención 
por conducción peligrosa de cualquiera otra norma no 
citada en el articulo 289, 1, no pueda seguir la decla- 
ración de estado peligroso; hay otras contravenciones 
que originan el estado peligroso con independencia de 
que se hallen o no incluidas en el artículo 289, 1, pues, 
aparte de que su contenido no es exhaustivo, de otra 
manera se dejaría siempre a la iniciativa de los funcio- 
narios de Tráfico la posibilidad de la declaración de 
estado peligroso, supuesto, sin duda, no querido por la 
norma. En consecuencia, otras infracciones de circula- 
ción ajenas al artículo 289, 1, son también hábiles para 
formar la peligrosidad, sin olvidar las infracciones pe- 
nales constitutivas de delito o falta. 
- La conducción peligrosa delictiva (artículo 340 

bis a)) del Código Penal no es de iguales caracterís- 
ticas que la conducción peligrosa que se adentra en la 
Ley de Peligrosidad, porque si en ésta se utiliza la ex- 
presión técnica de contravención, resulta que de modo 
principal contempla las infracciones de circulación san- 
cionadas en vía administrativa no constitutivas por sí 
solas de delito; pero su simple y continuada violación es 
bastante para el estado peligroso si a ello se une la pe- 
ligrosidad del agente. La infracción de normas de la 
circulación con temeridad manifiesta y con peligro con- 
creto, da lugar al delito que define el artículo 340 bis a), 
que es más grave que las determinantes de la aplica- 
ción de la Ley de Peligrosidad, porque la Única medi- 
da para el estado peligroso es la privación del carnet de 



conducir He un mes a dos años, y en el artículo 340 bis a), 
de tres meses y un día a cinco años. 
- En el artículo 289, IV del Código de ula- 

ción hay un elemento subjetivo-valorativo yuc 'C:lL in- 
terpretación literal parece atribuir a órganos adminis- 
trativos de Tráfico la decisión de que se inicien actua- 
ciones ante el Juzgado de Peligrosidad por inexcusables 
contravenciones de circulación. Dispone, en efecto, la 
norma de referencia que "cuando las infracciones a los 
preceptos citados en el apartado 1 denoten un posible 
estado de peligrosidad del infractor, sin perjuicio de 
imponer las sanciones administrativas que puedan co- 
rresponder, remitirá testimonio de particulares y ante- 
cedentes del infractor al Juzgado competente conforme 

conoct 
ipuesto 
- m  

a lo dispuesto en la Ley 16 de 4 de agosto de 1970, por si 
fuera de aplicación alguna de las met : seguridad 
previstas en la misma". Sin embargo, .equisito de 
procedibilidad de los ,expedientes funaaaos en el nú- 
mero 13 del artículo 2.O que la denuncia se fc pre- 
cisamente por personas dependientes de la J L de 
Tráfico al observar peligrosidad en el  infracto^, aiuv que, 
como miembros de la Policía judicia rán obliga- 
ción de pasar siempre el tanto de cui s la inicia- 
ción de los expedientes, que pueden iniciarse asimismo 
por cualquiera de los modos previstos en el artículo 12 
de la Ley. No hay, pues, condición de procedibilidad, 
sino obligación estricta, por parte de la Policía de Trá- 
fico, de pasar la noticia de que conoce a la autoridad 
competente, y si no se envía testimonio alguno, por quien 
la ? y omite la rernisiór ?ber 
in a la Policía judicial. 

igual manera que en el arcicuio ZIU ael C& 
di la Circi hay una supeditación clara de 
la dad a& %tiva a la judicial cuando inci- 
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simple consecuencia de las relaciones entre autoridad 
de Tráfico y jurisdicción de peligrosidad, que resalta la 
necesidad de que se remitan a la autoridad judicial para 
que ésta decida si procede la declaración de peligrosi- 
dad e 
fórmu 

Como los traslaaos ae aenuncias por pane ae los 
correspondientes funcionarios de Tráfico 
ción de peligrosidad es hasta ahora mínin 
bién son mínimos los supuestos de tores ~ ~ J L U I U W  

en presunción de peligrosidad soci tíinisterio Fis- 
cal debe vigilar que los organismo de 'r'ráfico cumplan 
los de artículc Y 289, 
Códigc rigiénd~ a ello c 
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berá l: FiscalSi 
Supre 
- La cuinciuencia ue sanclorles de tráfico aaministra- 

tivas y penal das de ~nducta 
sible teórican se hall; el artíci 
del Código de la Circulación, texto derivado del Decre- 
to de 26 de diciembre de 1968, que recoge la v 
incondicionada del principio non bis in idem. 
- La concurren sanciones administrativas y 

medidas de segurid: bién es imaginable dada la 
compatibilidad de co~i LL avenciones administraivas y es- 
tado peligroso previr :1 artículo 289, N; en la es- 
fera administrativa 1 cción, junto a la multa, llega 
hasta suspender el permiso de conducir por tiempo no 
superior a tres meses (art. 289, 1), y aunque se diga 
suspensión realmente se trata de la privación del per- 
miso (art. 289, 11). En cuanto la sanción administrativa 

rre legalmente con la declarr e peligrosidad, 
edidas de privación del perr conducir na- 
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cidas del artículo 289, 1 del Código de la Circulación y 
de los artículos 5.O, 7." y B.O, 9.= de la Ley de Peligrosi- 
dad, deberán cumplirse ambas, dada su compatibilidad. 

- La conducción peligrosa a que la Ley de Peligro- ' 

sidad se refiere no tiene su origen en la conducción de 
cualquier tipo de vehículos; aunque algunas de las nor- 
mas citadas en el artículo 289, 1 (arts. 18, párrafo 1."; 
19; 21, párrafo 3."; 25; 30, etc.), aluden a vehículos en 
general ("aparato capaz de circular por las vías públi- 
blicas" segun el artículo 4.O, a) del Código de la Circula- 
ción), la conducción peligrosa del número 13 del ar- 
tículo 2.O de la Ley de Peligrosidad debe restringirse a 
la conducción di? vehículos de motor para cuya ccmduc- 
ción se precisa del oportuno permiso (los relacionados 
en el artículo 262 del Código de la Circulación) y a la 
conducción de aquellos otros vehículos con motor que 
sólo precisa, como requisito habilitante, la licencia (de- 
finidos en el artículo 4.O, apartado p) del Código de la 
Circulación). 

- ¿Son inseparables de la conducción peligrosa los 
actos específicos de conducción del vehículo de motor, 
o es compatible la declaración de peligrosidad por con- 
ducción peligrosa con los actos aienos a la materialidad 

:onducción que Lesplaza hículo 
ugar a otro ut -respon( meca- 

nismos? La conducción peligrosa no nace siempre de la 
conducción en sentid ,o, sino que hay conductas 
que no consisten en tividad de conducción y se 
integran en la condul;l;iv~r veligrosa del artículo 289, 1, 
del Código de 1, cond lue se 
nutre el estad lad por ?ligro- 
sa. Entre otras, las siguientes conductas no son ae con- 
ducciór dera, pero si r 
ligrosa tido legal: 
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- Artículo 48, 111, e): el estacionamiento en luga- 
res en que se obstaculice la circulación o exista visibi- 
lidad reducida. 
- Artículo 48, V: no retirar de la vía pública los 

calzos que hubieran utilizado durante la para 
vehículo. 
- Articulo 15: no tener encendido el alumbrado or- 

dinario los vehículos detenidos o estacionados de noche 
en calzada o arcén de vía insuficientemente iluminada. 
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La familia, estrui ásica de la comunidad nacio- 
nal y núcleo social primordial en donde se forma la con- 
ciencia del individuo, es reconocida y amparada por el 
Estado en cuanto institución natural con derechos y 
deberes anteriores a toda ley positiva (art. 22 del Fuero 
de los Españoles). Como los factores educativo y religio- 
so-moral tienen suma importancia para la familia, el 
Estado, especialmente en estas esferas, protege la fun- 
ción que la familia tiene a su cargo e interviene en ella 
a fin de fortalecer y disciplinar los vínculos del orga- 
nismo familiar y sus principios de autoridad, respeto y 
convivencia. De ahí el que en nuestro sistema jurídico 
se observe una protección penal de la cohesión del gru- 
po familiar, manifestada en la sanción del incumpli- 
miento de ciertos deberes legales (art. 487 del Código 
Penal), en el castigo de las conductas contrarias a la 
armonía familiar (art. 583, 2, 3 y 4 del Código Penal) 
para que imperen en su seno la moralidad y las buenas 
costumbres, sobre todo en la formación de los menores 
(art. 584 del Código Penal), y, en fin, la condena de las 
faltas al respeto y la sumisión debida a b s  padres (ar- 
ticulo 583, 5 . O  del Código Penal). Se acude igualmente 
en apoyo del ejerciente de la patria potestad cuando 
los hijos, familiarmente amparados, viven en constante 



oposición a la autoridad familiar o de cualquier modo 
se hacen ingobernables. 

Este estado peligroso es un eslabón más en la ten- 
dencia a la reeducación y reintegro a la vida social de 
los jóvenes familiarmente abandonados o rebeldes a la 
disciplina y autoridad de sus padres, pero en ningún 
modo se pretende desvirtuar ni invadir la vida familiar 
ni la autoridad paterna, sino simplemente remediar su 
dejaci6n o la utilización inadecuada de los medios que 
la ley natural y la civil conceden a los padres. Por otra 
parte, el fin que persiguen las medidas aplicables al es- 
tado peligroso (art. 6.", viene a suponer una exten- 
sión o complemento de las previstas en otro ordenamien- 
to (art. 57, 2, del Reglamento a la Ley de Tribunales Tu- 
telares de Menores de 19 de julio de 1948) para los que 
no hayan alcanzado los dieciséis años, pues éstos, si 
llevan una vida licenciosa, podrán ser corregidos por los 
Tribunales correspondientes cuando los padres o tutores 
no pusieran remedio a la corrupción moral del menor. 
También se aproximan al tratamiento de que son obje- 
to las mujeres menores de edad moralmente pervertidas 
sometid xtronato de Protección de la Mujer, y que 
consiste ejercicio de funciones tutelares de vigi- 
lancia, e internamiento (art. 3 . O  de la Ley de 
20 de diciembre de 1952). 

El estado peligroso incluy dif e- 
renciadas: la de los abandonaaos por ia Iamllia y la de 
los rebeldes a ella; ni aún a ambos supuestos es 
que se trate de pert nenores de veintiún años 
que se hallarei Lmente pervertidas. 

A) Abandr por la familia.-Abanc iplica 
el incurnplimie~~bu uel deber de asistencia PUL y ~ ~ i e n e ~  
ejercen la patria potestad; el contenido de estos debe- 
res hay que buscarle en el artículo 155, número 1.O del 
Código Civil, de donde se desprende que, en sentido ju- 
rídico, no sólo están abandonados quienes son víctimas 
del incumplimiento de la básica obligación de convi- 
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vencia, sino también los que conviviendo con la familia 
carecen de una efectiva autoridad i; se trata del 
abandono moral, compatible con la encia y carac- 
terizado por la omisión de deberes IIU rriaterialm, fun- 
ción que incumbe a los titulares de la patria potestad y 
cuya inobservancia es sancionada (artículo 452 bis e) y 
487 del Código Penal) y es causa de privación de la pa- 
tria potestad (artículo 171 del Código Civi 

La palabra familia ha de ser entendi 
amplio para comprender no sólo el abaiiuuriu que ui- 
mane de quienes ej a patria potestad (artículos 
154 y 176), sino tan s abandonados que estén so- 
(metidos a cualquier tipo de instituciones supletorias 
reguladas en nuestro ordenamiento. Ahora bien, los 
abandonados que carezcan de familia natural o civil 
sujetc stitucioi 
en es1 o peligi 

B) !des a la jumz~zu.-bs~a suwrigura ue escauo 
peligr dono por la familia, si 
parte niliar y del cumplirnic 
los demás deberes legales, con lo que los menores están 
f amili ,rados en todos los órdenes; pero pre- 
cisam brldía y oposición a la autoridad fa- 
miliar, o aaanaorian el hogar paterno o desatienden ad- 
verter ien ejerce la patria pc 
Si la muestra impotente f 
la continuada rebeldía del hijo, transformándose este en 
sujeto peligroso por causa de su perversión moral, la Ley 
interviene para tratar de conseguir con otros medios la 
reeducación. 
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recogido ya en nuestro antiguo Derecho (Partidas, 4, 19, 
proemio, los hijos han de "amar e temer a sus padres e 
de fazerles honra e servicio e ayuda") y aceptado en el 
Código Civil, en donde alcanza a los hijos no emancipa- 
dos (legítimos, adoptivos o naturales: artículo 154, pá- 
rrafo 2.O), mientras permanezcan en potestad (artículo 
154, párrafo 1."). Ahora bien, la obediencia tiene su 1í- 
mite en la licitud del contenido de las órdenes o conse- 
jos impuestos por los padres, por lo que ese deber no 
llega hasta las extralimitaciones de las facultades pa- 
ternas (el dar órdenes o ejemplos corruptores es causa 
de privación de la patria potestad, a tenor del artícu- 
lo 171 del Código Civil). La desobediencia a las órdenes 
lícitas y el incumplimiento del deber de respeto tiene 
consecuencias civiles (artículos 152 y 853 del Código 
Civil) y penales (artículo 583, 5.O del Código Penal), y, 
de otra parte, legitima a los padres para el ejercicio de 
las facultades comprendidas en los artículos 155, 2 .O  y 
156 del Código Civil; estas facultades excepcionales de 
corrección y castigo derivan de la autoridad educadora 
y van encaminadas a lograr la efectividad de la edu- 
( ijos. Ante el hijo contrario a ridad 
1 propia rebeldía familiar, el F iede : 

le los h 
por su 
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... 

- Hacer que se reintegre al hogar familiar, porque 
el deber de tener los hijos en su compañía es también 
un derecho. 
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- Pedir la corrección por el Estado en el caso de que 
no lo consiga por sus propios medios, pues el artículo 156 
del Código Civil atribuye estas dos facultades: la de im- 
petrar el auxilio de la autoridad gubernativa en apoyo 
de su autoridad, ya sea en el interior del hogar o para 



la detención e incluso su retención en establecimientos 
de instrucción o en institutos lega ,cidos; 
la otra facultad es la de reclamar in del 

tablecir niento I 

reconc 
zvencii 

Juez Municipal para imponer a sus mjos hasta un mes 
de detención I !sfina- 
do al efecto. 

correcci 

Con estos precedentes de orden civil estricto, se plan- 
tea la cuestión de si las medidas del Código Civil, e in- 
cluso la conducta que preve el artículo 583, 5.O del Có- 
digo Penal (en él se castiga como falta el comporta- 
miento de los hijos de familia que consiste en faltar al 
respeto y sumisión debida a los padres), han de prece- 
der a la rebeldía familiar que integra el estado peligroso, 
o si, por el contrario, a éste puede llegarse sin qur los 
padres hayan agotado todos los medios que el ordena- 
namiento jurídico concede para la regeneración de los 
hijos. Que el estado peligroso no depende de que se haya 
acudido meviamente a otras previsiones legales. es so- 
lución 
- 1 
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una situación de rebeldía y perversión moral cons 
vas de una conducta socialmente peligrosa 
no requerido en el artículo 156 del Código 
- Poraue el procedimiento Dara la decrar~lori ut: 
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ciación rige la regla general de la promoción a i. 
cias del Ministerio Fiscal, por ciencia propia o p 
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C) Menores de 21 años.-La situación jurídica de 
la mayor dad es I estado pe- 
ligroso sc tuya dt pediente se 
ha iniciaao antes de que el sujeto peligroso haya cum- 
plido los 21 años, las medidas reeducativas pueden pro- 
longarse incluso durante la mayoría de edad, porque el 
c iento di xtinciór me- 
d puestas 

hay restricciones por razón del sexo, no todos 
los menores de 21 años son suj i ado peligro- 
so; en particular, los emancip esión o por 
matrimonio están excluidos. porque es esttricial a este 
estado u ~ción dc idencia y sometimiento a 
la patria ad, y 1: cipación, por producir in- 
dependencia en las esferas personal y familiar es causa 
extintiva de la patria potestad (artículo 167, 2 . O  del Có- 
digo Civil). Los conceptos de abandono y de rebeldía fa- 
miliar desde el punto de vista de la Ley requieren siem- 
pre un t le la PE o la tul rque 
el aband :supone ento de )eres 
emanados ae esas instituciones protectoras, y la rebeldía 
familiar ! de- 
pende. 

D) Moralmente pervertidos.-Fsta expresión que es 
esencial a la declaración del estado peligroso, porque no 
bastan ni el simple abandono ni la rebeldía familiar in- 
tensa, pi imprecisa y abstracta su calificación se 
hace dif : circunstancias de hecho que permitan 
calificar a un individuo de moralmente pervertido son 
muy diversas, porque si la perversión puede tener mu- 
chas causas, en ocasiones supondrá un riesgo pronun- 
ciarse sobre la moralidad o inmoralidad de los menores 
si su cor ades 
con perf ioral 
y sexual para los hombres, paralela a la prostitución 
de la mujer; prostitución y corrupción aunque se desen- 
vuelven en un distinto plano de lo inmoral, cumplen el 
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requisito de la perversión moral (en el artículo 446 del 
Código Penal hallamos empleadas las frases de "corrup- 
ción deshonesta" y "liviandad o perversión de costum- 
bres"), pero hay muchos actos manifiestamente inmo- 
rales indicativos de perversión que nada tienen que ver 
con la prostitución o la corrupción deshonesta, como son 
la inclinación al delito, la embriaguez, las toxicomanías 
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En el estado peligroso a que ahora nos referimuU cn- 

tán diferenciados con precisión dos supuestos de procli- 
vidad al delito. En un caso, la peligrosidad es predeli- 
ctual y tiene su caus; trato personal y asiduo con 
delincuentes o malea en la asistencia a las reu- 
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estas exteriorizaciones de la abstracta peligrosidad po- 
drán servir de fundamento a la declaración de estado 
peligro 
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asistencia a sus reuniones.-De igual mahera que la inte- 
gración en bandas o pandillas constituidas para cometer 
delitos, representa una evidente predisposición delictiva, 
y por elio, tiene el rango de estado peligroso (artículo 2 . O ,  
número lo), el trato frecuente y la asistencia a las reu- 
niones que celebren personas delincuentes, es también 
circunstancia reveladora de inclinación y capaz de ori- 
ginar un estado peligroso autónomo (artículo 2 . O  núme- 
ro 15). Estos estados peligrosos se diferencian en que la 
predisposición delictiva de los miembros de las bandas 
o pandiiias, surge del acuerdo o concierto entre ellos, 
sean o no delincuentes, traducido en determinada acti- 
vidad, o del objeto específico para el que se constituye- 
ron, mientras que la inclinación al delito del número 15 
del articulo 2.O, está apoyada en la presunción de que la 
asiduidad de las ines cor , SU 

vez delincuentes. 
Así como el pasajero o circunstancial trato con los 

delincuentes no puede dar lugar al estado peligroso, por- 
que el precepto requiere la asiduidad o frecuencia, de 
igual modo la simnle asistencia a alguna reunión no es 
conducta ~eli- 
grosidad. 

Asiduidad en el trato y asistencia S si 
son creadoras de una conducta, impoi de 
la Ley de Peligrosidad. Trato asiduo con delincuentes 
re linación va y de in- 
m ;o, es el oluntar ien- 
to ae la personalidad de 10s sujetos y ae que realmente 
son delin leantes; si el 1 siduo viene 
justificad de parentesco, encia fami- 
liar o laboral, es un  obstáculo a la formación de la es- 
tr 1 del estado pe De la ma- 
ni de la asistenci reunioi des- 
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B) La reiterada comisión de faltas penales.-Ante 
el texto de la Ley anterior, se discutía si la frase "contra- 
venciones penales" era expresión exclusivamentr com- 
prensiva de las faltas tipificadas en el Libro 111 del Có- 
digo Penal, o si también se nutría de aquellas de natu- 
raleza penal que, existentes en normas administrativas, 
constituían el denominado Derecho penal administrati- 
vo. En la actualidad aparte de las faltas previstas en el 
Código Penal, también hay faltas penales en distintos 
ordenamientos no penales por naturaleza; si conti 
ción penal es de mayor amplitud que falta penal 
que se atribuye un significado jurídico estricto, k 
titución operada en 1 reduce el marco de estado 
peligroso. 

Las palabras "reiteraaa comisión" no es posible se- 
pararlas de su significado gramatical hasta ha 
coincidir con la reiteración en sentido técnico, al 
como se define en el Código Penal (artículo 10, ciivuia- 
tancia 14") ; deben equipararr :omisión frecuente o 
continuada de faltas, pero e pto no se construye 
tan sólo con el número de faltas consumadas, sino que 
contribuirá a su formación de modo esencial la entidad 
o importancia de las mismas; se trata, en suma, de una 
disposición flexible, que, al valorarse por e 
su arbitrio, se desvincula tanto del automai 
mero como de la efectividad de las condenas previ 

El último párrafo del número 15 del articul 
guarda algunas semejanzas con el estado de peli 
dad postdelictivo previsto en el artículo 4.O de la --,, 
pero aparte de que no es nor ius cogens o impera- 
tiva ("también podrán ser sc s a los preceptos de 
esta Ley", es la oración con qui: ~nicia el artículo 4.9, 
y admitida la desigualdad cualitativ, o, de- 
litos en otro), se diferencian en que d cri- 
minal necesita para su apreciación conaena o condenas 
por tres o más delitos sin especificarse de que naturaleza 
o importancia, mientras que en el número 15, presu- 
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puestas las condenas, hay que acudir todavía a la en- 
tidad de las faltas cometidas y a su  número para decidir 
si revelan inclinación delictiva. 

La Sala Especial de Apelaciones ha  declarado (Sen- 
tencia de 17 de febrero de 1972), que para apreciar la 
conducta a que este número se refiere es indispensable 
la concurrencia de los tres siguientes presupuestos: a) un 
sujeto que asiduamente, trata, o convive más o menos 
intensamente con delincuentes o maleantes, o que asis- 
te a las reuniones que éstos celebran o que sea reiterante 
en la comisión de faltas penales numéricamente impor- 
tantes y de entidad valorativa; conductas éstas, que por 
resultar exhaustivas, no pueden ser ampliadas ni aun 
analógicamente a otras diferentes no precisadas en tal 
norma, y, por tanto, excIuidas. b) Que tal persona, pre- 
cisamente por tal conducta, represente un riesgo para 
la comunidad, en su organización, paz, convivencia o se- 
guridad. c) Que precisamente tal quehacer, y tal peli- 
grosidad cierta, permitan efectuar un "pronóstico de 
posibilidad" de inclinación al delito, en el que racional- 
mente pueda pensarse, indudablemente desembocarán, 
excluyéndose claro es el hecho material de la comisión 
de la infracción criminal, porque si se trata de un solo 
acto, y no de una conducta, que produzca la violación 
penal, la jurisdicción competente para juzgarlo es la 
ordinaria, ya que ante el delito cometido, la jurisdicción 
de peligrosidad sólo puede obrar en el supuesto del ar- 
ticulo 4 . O  de aquella Ley, que exige, al me chos 
delictivos ya condenados firmemente. 
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El preámbulo de la Ley de Peligrosidad justifica la 
inclusión de los enfermos mentales en el ámbito de la 
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Ley, del siguiente modo: Asimismo parece oportuno in- 
cluir en la relación de peligrosidad social a quienes, como 
los enfermos mentales cuando estuvieren abandonados 
y sin adecuado tratamiento, constituyen por desgracia y 
sin ninguna voluntariedad F )arte, un riesgo efec- 
tivo para la comunidad, por tanto en interés so- 
cial como en su propio bien, deben ser objeto de un ré- 
gimen preventivo que permita lograr su curación y po- 
ner remedio a su potencial peligrosidad". 

El sometimiento de los deficientes mentales a me- 
didas de seguridad, con la consiguiente entrada en la 
órbita legal de la peligrosidad, a pesar de ser un hecho 
absolu ? nuevo en nuestro ordenamiento y de que 
no f i g ~  i el Proyecto, es silenciado en la exposición 
de motivos, que, como la del Proyecto de Ley remitido a 
las Cortes, ún e a las razones que funda- 
mentan la de eligrosidad de los enfermos 
mental-- 

Cor nfermos y defic 
en el 1 3 una categoría cnpcbirrba U, 

groso (articulo 2.O, número l ) ,  y no aparecen en la re- 
lación del articulo 2.O de la Ley, que se inicia con la frase 
de "son supuestos del estado peligroso los siguientes", 
puede pensars Imente ~ n t e  un típico 
estado peligro surja I: cho de la en- 
fermedad mental capaz de ~ L ~ U U L L L  .,dsgo; lo cierto 
es que ifermedad mental es i able del esta- 
do pel; representa sólo uno ( presupuestos; 
además como el elemento de la peligrosiaad social se re- 
coge er culo 2.@ do B), y el artículo 3." de la 
Ley co o de su aplicación el riesgo 
para la comunidad, es cuestionable si peligrosidad y ries- 
go con ,ente forman 1 no de este peculiar 
estado so; un mero rit jetivo, natural a mu- 
chos enrermos mentales, no explica que se origine el es- 
tado peligroso, sino que es preciso, además, la declaración 
de peligrosidad social. Pero la peligrosidad es necesaria 
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también para cualquier internamiento psiquiátrico ajeno 
al internamiento en establecimiento de preservación; en 
efecto, todo enfermo mental no incapacitado cuya con- 
ducta represente un riesgo, puede ser recluido en esta- 
blecimiento adecuado; incluso los enfermos mentales 
considerados peligrosos están sujetos al régimen común 
del Decreto de 3 de julio de 1931 modificado por Decreto 
de 27 de mayo de 1932, y aclarado por Orden de 30 de 
diciembre de 1932, pues el internamiento forzado de un 
enfermo psíquico puede hacerse por causas como "la pe- 
ligrosidad de origen psíquico o la incompatibilidad con 
la vida social" (artículo 10); y en el artículo 17 está pre- 
visto un internamiento con un mínimo de formalidades, 
cuando el enfermo se halle en estado de peligrosidad 
para sí o para los demás, o cuando a consecuencia de la 
enfermedad psíquica haya peligro inminente para la 
tranquilidad y seguridad, e incluso la del mismo enfer- 
mo. Cuando se aplicará el Decreto de 1931 o la Ley de 
Peligrosidad ante la presencia de un enfermo mental 
peligroso, es cuestión que debe resolverse atendiendo a 
si están o no abandona ' 

El abanáo>u, y la ( aüe- 
cuaüo.-El riesgo para la comunidad y la peligrosidad 
social no son una consecuencia directa de la enfermedad, 
sino del total abandono o de la falta del adecuado trata- 
miento. De la misma manera que sucede en el artículo 
segundo, número 14, aquí el concepto central es el aban- 
dono, absoluto o relativo, del enfermo; si se trata de en- 
fermos o deficientes mentales que no hayan llegado a la 
mayoría de edad, el abandono procede de los ejercientes 
de la patria potestad o de los titulares de la tutela de los 
menores; si los enfermos mentales son mayores de edad 
y están incapac el abar roviene ienes 
integran el org tutelar ialquier 'a es 
accesoria la conducta del abandonante para la Ley de 
Peligrosidad, en tanto que en el Código Penal sólo res- 
ponden de una falta (artículo 580, Lo), los encargados 
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de la guarda o custodia de un enajenado que le de- 
jaren vagar por las ( sitios r sin la debida 
vigilancia. El acto di ie bajo 
las siguientes forma!, . 
- Abandono material del enfermo o deficiente men- 

tal en el sentido de que ni siquiera medie la convivencia 
que-la Ley exige. - Abandono con 
tratamiento; es com 
e implica el incumplimiento del deber de asistencia por 
parte de los padres y de los tutores, pues todos están obli- 
gados a procurar por cuantos medios proporcione la for- 
tuna del loco o demente que estos adquieran o recobren 
su capacidad (artículo 264, 2.O del Código Civil), incluso 
mediante su reclusión en un establecimiento de salud 
(artíci 3 . O  del Código Civil). 

ono que se origina poi 
miento adecuado al defecto psíquico que se padezca; un 
tratamiento inidóneo se aproxima en realidad a la ca- 
rencia de tratamiento y es concurrente con la unidad 
de domicilio. 

Cu 
sibles 
coexistir con la declaracion Judlclal de incapacidad, pero 
será aún más manifiesto el abandono cuando se trate de 
enfermos mentales mayores de edad e incapaces de gober- 
narse (artículo 199 del Código Civil) para 
los qu e haya organizado tutela, como, sin 
embargo, requiere el artículo 200, 2.O del Código Civil; 
para evitar en lo posible estas situaciones debe recordar- 
se la obligación que incumbe al Ministerio Fiscal según 
el artículo 293 del Código Civil de pedir la constitución 
del Consejo de Familia para las pe 
nan en el artículo 200, así como e: 
el artículo 215, 1.O del Código Civil. 

E n f m s  y deficientes rnmtales.-Enfermos y defi- 
cientes mentales son los presuntos peligrosos, y aunque 
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jurídica y psiquiátricamente su condición sea diversa, 
están sujetos a 1 dad. En ge- 
neral, la expres !S mentales 
debe hacerse coincidir, respectivamente, con los sujetos 
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disminuida del Derecho Penal 
de resp idad di, smi- 

Los enfermos y deficientes menimes nan mereciao de 
antiguo la atención del legislador desde los diferentes 
campos del Derecho. La ausencia de razón motivaba no 
sólo la irresponsabilidad (Digesto, 9, 1, 42: Furioso sen- 
tentia a iudice vel arbitrio dici non potest), sino que la 
cura furiosi comprendía el cuidado del cuerpo y de la 
salud del furiosus y los demás deficientes mentales (in- 
sani, mente capti). Del mismo modo en las Partidas (7, 
1, 3) el "loco o desmemoriado non cae por ende en pena 
alguna, porque no sabe .ce9', 
y se somete a curatela 1s o 
desmemoriados (6, 16, l,, . 
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En Derecho privado actual, los efectos ae la enfer- 
medad y de la deficiencia mental son distintos, pues 
mientras que el incapacitado uor enfermedad mental es 
in le obrar, el i n ~  2do por debilidad mental 
es Ele obrar con cic nitaciones; la incapacidad 
extensa da lugar a lo que suele llamarse interdicción y 
se aplica a los defectos intelectuales graves; la incapaci- 
dad restringida se denomina inhabilitación y su órbita 
se ebilidad ntendin circuz: 

cos o d 
iscribe 
ementei 

uento. 
?r el pl 

:ulos 20 
dicialm 

! los df 
L el Cóc 

:io (art. 
681, 5.O 
- - - - - -. 

101 :terizad no tenc 
ejercicio de su razón (art. 83, 2.O del Código Civil), 
hr ?n su cabal juic 663, 2.O del Código Ci 
o 3 mo juicio (art. del Código Civil), que1 
sujetos a tutela con la cunslguiente incapacitación , 
tic 10, 2.O y 213 del Código Civil), star 

tales, n 
;ido cor 

pero aú 
idos los 

in sin e! 
actos, 

Los 
.en0 
nn 

ju ente incapacitados son invál Pa- 
trimoniales o no, que hayan podido realizar. La t u t ~ l -  
de ?ficientes menl )resame 
en ligo Civíl, ha z a jurisr 

.sta ex1 
a por 1: 

[vil) 
dan 
(ar- 



es men 
las enft . ... . 
que un 
is de u] 
- . . - - - - - 

 dad, ta 
cadena. 

n lo r 

s super 
'idiocia, 

tales. 
?rmedac - - 
a labor 
nas y c . -~ 

,mpoco 
r una 

que ti1 
)tras, e: 

-7. n . 7  

síquica 
mera q 

.. 
cualqui 
declara 

hábil 1 
ue no -- --.-.1:4 

ier defic 
ción dc 

la incz 
.es y ret 

dencia del Tribunal Supremo (Sentencias de 5 de marzo 
de 1947 y 6 de febrero de 1968), que al amparo c 
tículo 32 del Código Civil (en donde figuran com 
tricciones de la personalidad jurídica la demencia U 1111- 

becilidad) admite la graduación de tpacidad, con 
efectos civiles propios, de los imbécil ,rasados men- 
tales, sancionando la posibilidad de que la limitación 
de su capacidad pueda afectar sólo a ciertos actos. 

En nuestros ordenamientos penales el enfermo men- 
tal es sujeto siempre irresponsable, pero 
gía legal no es coincidente. En el Código de 
lo 26) no se considera culpable al que comete la accion 
en estado de demencia o deiirio o privado del uso de 
razón. El Código de 1848 (art. 8, 1.") exime de responsa- 
bilidad al "loco y al demente", expresión sustituida en el 
Código de 1870 por la de "el imbécil y el loco". Subsiste 
en el Código vigente la fórmula que introdujo el Códi- 
go de 1932, "el enajenado", que es palabra sinónima de 
enfermedad mental en la que se comprende al que en 
todo tiempo tiene perturbadas de modo absoluto sus fa- 
cultad 

Si 
responsatxuaaa y las simples aericiencias ia umitan, es 
claro enda a 
rística s esenci 
mas como en la Ley ae religrosidaa es sujezo peligroso 
tanto el enfermo como el deficiente mental, lo único que 
importa es señalar la extensión y límites de la anormali- 
dad o defick estado, 
porque de ig ión de 
las facultadea U ~ I , C ~ C ~ I , ~ V W  v v u l i e i v a a  L C ~ C L G U ~ ~ C  en la 
penalj ~iencia mental puede 
d.esen ? peligrosidad sociaL 
Junto a dnfermedad mental (locos, enajenados) los 
grado -lores del inmenso campo de las oligofre- 
nias ( imbecilidad y debilidad mental en ciertos 
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supuestos) quedarán bajo el área del articulo 3 . O  de la 
Ley de Peligrosidad. 

La Sala de Apelación de la jurisdicción de peligrosi- 
dad social ha tenido ya ocasión de afrontar este pro- 
blema que se halla en relación directa con los artícu- 
los 8.", l." y 9.O, 1." del Código Penal. En dos Sentencias 
de la misma fecha (22 de diciembre de 1971), se con- 
tienen estas declaraciones : 
- Que quien padece oligofrenia y epilepsia lamada 

con estados crepusculares y fugaces debe ser declarado 
peligroso al amparo del número 3 . O  de la Ley, pues ade- 
más poseía antecedentes gubernativos y por delitos. 
- El mero hecho de que el sujeto sea un psicópata 

inestable no permite incluirle en el artículo 3." de la 
Ley, pues no es un enfermo o deficiente mental, sino que 
padece una distorsión caractereológica que le hace reac- 
cionar desproporcionadamente ante estímulos normales. 

Declarada en estado peligroso por el Juzgado de ins- 
tancia una psicópata con hábito cleptómano, la Sala de 
Apelación en Sentencia de 19 de febrero de 1972 acerta- 
damente lo rechaza, y después de resaltar las dificul- 
tades que existen para precir a de una en- 
fermedad o deficiencia ment plitud, decla- 
ra que "el término enfermedad mental se refiere a las 
enfermedades orgánicas con síntomas psíquicos y a las 
neurosis o enfermedades anímicas, que destruyen la per- 
sonalidad hurr gan al sujeto que las sufra 
inirnputable pc al de las facultades intelec- 
tivas y volitiv-, y ,  a nu VGL, ha  de entenderse que la 
aefickmia mental ha de referirse exclusiv; a las 
oligofrenias, que suponen una debilidad m mata, 
en sus grados más profundos de idiotez o imaecilidad 
graves, sin acoger en ese concepto la mera deficiencia 
mental". Después afirma que deben excluirse del con- 
tenido de la enfermedad y deficiencia mentales "las 
simples psicopatías cualquiera que sea su entidad y con- 
dición, dada la gran amplitud de esta desviación repre- 
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sentada por una desproporcionada respuesta a los estí- 
mulos externos, debida a la alteración del carácter 
padecida por el sujeto, siendo de advertir que en esta 
materia delimitadora de conceptos abstractos, ha de 
procederse con absoluta ponderación, sin odiosas am- 
pliaciones y restringiendo sus contenidos de acuerdo con 
la razón de ser del estado de peligrosidad social v de la 
legislación que excepcionalmente lo regul entido 
preventivo, para estimar solamente, en v jn ca- 
suística y relativa siempre, sobre las bases expuestas, 

u 

a en s 
aloracic 

incluidos en tales conceptos aquellos casos verdadera- 
mente necesitados del amparo social y de la rehabilita- 
ción personal". 

La finalidad del internm miento ...-- " . 
de enfermos 3 

dmtes mentales.-Los e n f b ~ l l l ~ ~  mentales declia~auua 
exentos de responsabilidad, a partir del Código Penal 
de 1848 quedaban sometidos a ciertas medidas de am- 
paro; este Código, lo mismo que el de 1870 (art. 8.O, l."), 
había dispuesto que cuando el imbécil o el loco realiza- 
ren un .hecho que la ley calificase de delito grave, el 
Tribunal decretará su reclusión en uno de los hospita- 
les destinados a los enfermos de aquella clase, del cual 
no podrá salir sin previa autorización del mismo Tribu- 
nal. Si el delito cometido fuere menos grave, podía op- 
tarse entre el internamiento o la entrega del enfermo 
a su familia si ésta diere suficiente fianza de custodia. 
A partir del Código de 1932, la ún 
internamiento, y procede siempre 
delito por el enajenado. 
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Los deficientes mentales con responsabilidad atenua- 
da por el juego de los artículos 9.O, l.= y 66 del Código 
Penal, no están sometidos a tratamiento aleuno. Así. las 
medida Código wde se 
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En la Ley de 4 de agosto de 1970 la peligrosidad 

predelictual se extiende a los enfermos y deficientes men- 



tales. La medida de seguridad 3.a del artículo 5.O, que 
consiste en el "internamiento en un establecimiento de 
preservación hasta su curación o hasta que, en su de- 
fecto, cese el estado de peligrosidad social", sólo resulta 
aplicable a los enfermos y deficientes mentales por el 
tiempo "que sea necesario" (art. 6.", 12.a, a). Su du- 
ración es, pues, indeterminada; ahora bien, es discutible 
si la causa de la indeterminación es la desaparición del 
estado peligroso o la curación del sujeto a ella. Del preám- 
bulo de la Ley parece desprenderse que el internamiento 
persigue de modo principal la curación, cuando observa 
que los enfermos mentales "deben ser objeto de un régi- 
men preventivo que permita lograr su curación y poner 
remedio a su potencial peligrosidad"; esta misma idea de 
dar preferencia a la curación está latente en el artícu- 
lo 5.O,  3." ("hasta su curación o hasta que en su defecto 
cese el estado de peligrosidad"), pues sólo cuando ella sea 
imposible el dies ad quem coincidirá con el cese de la 
peligrosidad; la frase "hasta que sea necesario" del ar- 
tículo 6.O, 12.", por su abstracción, permite que la medi- 
da finalice con la terminación de la situación de peli- 
grosidad, solución que debe acogerse si se tiene en cuen- 
ta que no es la existencia de la enfermedad el fundamen- 
to de la declaración del estado peligroso, sino el peligro 
que significa para la comunidad el enfermo o deficien- 
te mental abandonado. 

Admitida la declaración de peligrosidad para los de- 
ficentes mentales, es de observar que el peligro prede- 
lictual lleva aparejadas más graves consecuencias que el 
peligro postdelictual; aunque quizá sea debido. tanto a 
que han variado las previsiones del Código Penal como al 
desarrollo de 1as.enfer.medades mentales que comportan 
un riesgo, no parece razonable que los deficientes menta- 
les sólo por la probabilidad de que se conviertan en auto- 
res de actos delictivos sean declarados peligrosos y re- 
cluidos por tiempo indeterminado, cuando a los deficien- 
tes mentales que han delinquido, a la par que obtienen 
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Códigc lidas de seguridad; u 
basan una conducta que, en 
to del--.-. -, na reDasaao el peligro. Se desenvuelven, 
pues, en campos no comunes; en un caso es el de la 
peligrosidad predeclictual; el otro, el del Código Penal, 
que comprende la peligrosidad postdelictual no nacida 
necesariamente de un acto de abandono en sentido legal 
o de la falta de tratamiento; esta medida que no valora 
la peligrosidad, pues se aplica automáticamente por razón 
del hecho delictivo consumado, alcanzará tanto al de- 
lincuente realmente peligroso como al que no lo es, pero 
en aquel casc ue medie decl 
dad; de ahí i único objetivo 
curación del enfermo mental delincuente: si ha remiti- 
do la sa la rr ependencia de 
que si estado 'stión que por 
consiguiente no tiene por que investigar la jurisdiccián 
ordinaria. Er eligrosidad, desaparec 
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El anteceaente ae esta figura ae estaao peligroso se 
halla en el artículo 3.O de la Ley de 1933; el primer pá- 
rrafo disponía que estaban sujetos a sus preceptos "los 
reincidentes y reiterantes de toda clase de delitos en los 
que sea presumible la habitualidad criminal". La modi- 



ficación tiene por causa -según se reconoce en el preám- 
bulo de la nueva ley- evitar las dudas interpretativas 
que pudiera suscitar la ambigüedad de los conceptos de 
reiteración y de reincidencia. Por otra parte, si la apre- 
ciación de la peligrosidad postdelictual en la Ley dero- 
gada se atribuía al Tribunal sentenciador que conocía 
del delito, ahora se encomienda la declaración de pre- 
sunción de la habitualidad criminal a la jurisdicción de 
peligrosidad y rehabilitación social. Este cambio de com- 
petencia obliga a que, en los procesos penales seguidos 
contra personas en quienes concurra el número de con- 
denas que exige la Ley, una vez pronunciada la senten- 
cia, se someta la coducta del reo a examen por parte 
de la jurisdicción especial, a cuyo efecto deberá pedirse 
siempre la deducción de los correspondientes testimo- 
nios de particulares. 

Las características que destacan en este estado pe- 
ligroso, son, entre otras, las siguientes: 
- Que la norma ordenadora atribuye una mera fa- 

cultad a apreciar libremente, como se infiere de la pa- 
labra "podrán". Ello supone que entre los delincuentes 
habituales los hay peligrosos y no peligrosos, conclusión 
lógica dado que las medidas rehabilitantes no se impo- 
nen en razón del hecho, sino de la personalidad del de- 
lincuente para garantizar, frente a su actitud de peligro, 
la seguridad en el seno de la comunidad. 

-ue es elemento central y objetivo del aue no 
P rescindirse, la condena anterior por más 
d Con relación a este punto, destacan 
- Que al no distinguir la Ley entre delitos dolosos 

y culposos, puesto que habla, sin más, de delitos, cual- 
quiera que sea la naturaleza de la figura punible, es 
a a para integrar la estructura del estado peligro- 
s de apoyo a esta tesis el hecho de que el Proyec- 
to uc rttiería a "delitos dolosos", suprimiéndose la pala- 
bra "dolosos" en el texto definitivo. 
- Dado que basta la condena, son irrelevantes los 
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grados de perfección y la intensidad de las formas de 
participación delictiva. 
- Que la condición esen la conc s tres 

o más delitos, se cumple tari~o si las conuenas rueron 
producto de varias sentencia on en 
una misma resolución judicj 
- Que se trata de una peligrosidad postdelictual, 

ya que necesariamen J más 
condenas por delitos. 
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A)  Si la pena e, a la culpabilii 
ante conductas peligr niento jurídica 
ciona con medidas exentas de toda idea de retribución, 
es lo cierto que en nuestros Códigos Penales, aunqi 
sados esencialmente en la relación infracción-cu 
lidad-p---- - ha aceptado un criterio dualista eom- 
pletanc nedidae 
delictu compll 
tarias de la pena. En efecto, la idea que preside las me- 
didas de seguridad figura ya en el Código de 1850, en 
cuyos artículos 24 y 79, si bien referidos a las escalas 
de pen incluida como pena ional "la su- 
jeción gilancia de la autori~ 3r tiempo de 
siete i r i ~ ~ ~  a tres años (art. 26); ela rGxla accesoria de 
alguno 50 y siguientes) y F 
junta f e vagancia y mendicit 
y siguientes). sus erectos consistían en la oaligacion por 
parte del penado de fijar un domicilio y dar cuenta de 
él a la autoridad inmediatamente encargada de su vi- 
gilancia, no pudiendo cambiarlo sin su conocimiento 
(artículo 42). 
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medidas de seguridad que como consecuencia de los de- 
litos o faltas, o como complemento de pena, podrán acor- 
darse", y, entre otras, se mencionan el internamiento 
en manicomio judicial; la expulsión de extranjeros; la 
privación o incapacitación para el ejercicio de algunos 
derechos civiles; la retención en establecimiento especial 
de los delincuentes habituales o incorregibles; interna- 
miento en asilos o establecimientos especiales o de tra- 
bajo de los alcohólicos, toxicómanos y vagos, simultá- 
neamente con la pena o después de cumplirla; la diso- 
lución, supresión o suspensión de entidades o personas 
jurídicas, sociedades, corporaciones o empresas; cierre 
temporal o definitivo de los establecimientos que sirven 
de medio para la ejecución de los delitos; la prohibición 
de que el reo, al extinguir la condena, vuelva a residir 
en el lugar en que cometió el delito, o en el que residía 
la víctima o su familia; el sometimiento del delincuente 
a viligancia de la autoridad. A los efectos y extensión de 
las medi edicaba 126 
a 136. 

El Código Penal vigente establece, para determina- 
das conductas, medidas que deben calificarse de segu- 
ridad, porque ni están incluidas en la escala general de 
P 21 artículo 27, ni  api entre las medidas 
c ?S del articulo 26. Un !S la finalidad que 
persiguen es curativa (art. 8 . párrafo segundo); 
en otras ocasior lden a la educación y corrección 
del inimputable .O, 3.3 o del reo mayor de dieci- 
séis años y menor ae dieciocho (art. 65). Carácter mar- 
c y de defensa de la sociedad ofre- 
c pecial para los culpables de abor- 
~ C I ,  uc JJCUJC~I U JIU oosesión de título facultativo (ar- 
t : ?1 de 
P TUP- 
cion ae menores (art. 446); la privación de la patria po- 
testad, tutela, autoridad marital y del derecho de per- 
tenecer al Consejo de familia, para los ascendientes, tu- 
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tores, maestros o cualquier persona que con abuso de 
autoridad o encargo perpetraren alguno de los delitos 
comprendidos en el Título IX del Libro 11 del Código 
Penal (art. 452 bis g ) ;  las medidas protectoras para me- 
nores de edad en estado de prostitución o corrupción 
previstas en los artículos 446, párrafo segundo, y 447; 
la inhabilitación especial para el ejercicio de la indus- 
tria y el comercio en los delitos de tenencia o depósito 
de armas de fuego o de terrorismo (art. 266), y de su pro- 
fesión o industria a los receptadores (art. 546 bis, d) ;  el 
comiso de la imprenta en los delitos a que se refiere el 
artículo 213 y el destierro que puede imponerse como 
medida preventiva según el artículo 67. Naturaleza afín 
a las medidas de seguridad presentan el preceptivo cie- 
rre, temporal o definitivo, del local en que se explote 
la prostitución ajena (art. 452 bk, d),  la medida de clau- 
sura del establecimiento donde se ejecuten actos de trá- 
fico de drogas tóxicas o estupefacientes (art. 344) y el cie- 
rre del establecimiento a ?S en casos de 
suma gravedad (art. 546 bi 

B )  Pero las medidas de seguridad propias liberadas 
de los conceptos de retribución y de culpabilidad y fun- 
dadas en la potencial capacidad o probabilidad de delin- 
quir, esto es, las que basándose en la existencia de una 
peligrosidad predelictual persiguen fines de defensa y 
protección social y recuperación del sujeto peligroso, se 
establecieron en nuestro ordenamiento con la Ley de 
Vagos y Maleantes de 1933. 

En el artículo 5.O de la vigent ie Peligrosidad 
y Rehabilitación Social se integran, con las naturales 
modificaciones, todas las medidas de seguridad que figu- 
raban en el artículo 4.O de la Ley anterior, así como 
otras nuevas creadas ante la aparición de estados peli- 
grosos que no contempló el legislador de 1933. 

Las modificaciones que más destacad son las U L ~ U C L L -  

tes: las med mprend meros 1 y 2 de 
la Ley anter nan ah 1." del articu- 
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lo 5.O, internamiento en establecimientos de custodia y 
en establecimientos de trabajo; se suprime el interna- 
miento en Colonia agrícola; queda reducido a tres años 
el límite máximo de cinco años del internamiento en 
establecimento de custodia; la expulsión de extranjeros 
del territorio nacional, medida de seguridad antes ili- 
mitada, figura ahora con una duración de cinco años; 
en la medida de sumisión a vigilancia de la autoridad 
no existe la prohibición de ser fiadores para los ascen- 
dientes, descendientes y el cónyuge del sometido a la 
medida; la cuantía de la multa se eleva hasta 50.000 pe- 
setas. 

Son medidas de nueva creación, los internamientos 
en establecimientos de reeducación (2.") y de preserva- 
ción (3.a); el arresto fin de samana (4."); sumisión obli- 
gatoria a tratamiento ambulatorio en centro médico 
adecuado (6.a); la privación del permiso de conducción 
de vehículos de motor o del derecho a obtenerlo (7.9; 
clausura del establecimiento (8.a); prohibición de visitar 
establecimientos de bebidas alcohólicas y los lugares en 
donde se hayan desarrollado las actividades peligrosas 
(ll."), y la reprensión judicial (13,"). 

En conclusión, debemos admitir q s de 
seguridad no son privativas de los cbvauus pallgrosos, 
sino también propias y adecuadas p nplementar 
la pena. Pero el principio absoluto, e io, es el de 
que, frente a los estados peligrosos solo puede reaccio- 
narse con medidas de seguridad de carácter preventivo 
y rehabilitador que no tienen el carácter ni la natura- 
le )enas. 

'ara los 1 en 
lús a~clcdos 2.O, 3.- y 4.- se esmalecen meaiaas ae segu- 
ridad en el artículo 5.O agrupadas en 16 apartados que, 
atendiendo a su naturaleza jurídica, pueden clasificarse 
de la forma siguiente: 
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- Internamiento en establecimiento de custodia y 
trabajo. 
- Internamiento en establecimiento de reeducación. 
- Internamiento en establecimiento de preservación. 
- Aislamiento curativo en casas de templanza. 
- Sumisión obligatoria a tratamiento ambulatorio 

isión ji 
rEas de 

le1 dine: 

en Centros médicos. 
b) Medidas que tienden a La r 

te La vigilancia y la limitación de d 
- Obligación de residk n lugar determinado. 
- Prohibición d 1 territorio que 

se designe. 
- Obligación de declarar el domicilio. 
- Prohibición de visitar establecimientos de bebidas 

alcohólicas o los lugares donde se hayan desarrollado las 
actividades peligrosas. 
- Sumisión a la vigila1 
- Clausura de estable~imientc~. 
- Privación del permiso de conducción de vehículos 

de motor o el derecho a obtenerlo. 
- Arresto de fines de semana. 
C) Mediaas que tienden a infk 

la conüucta. 
- Reprei idicial. 
d) a los extran- 

jeros. 
- Expulsión del territc cional. 
e) Meciidas ecanómica 
- Multa. 
- Incautación c 

la autc ." ddad. 

!e sobre 

ro, efectos e instrumentos. 

2. Aplicación de las mediüas de seguridd. 
Las medidas de seguridad aplicables a los estados 

peligrosos y la fonna de su cumplimiento está determi- 
nada en los artículos 6.O y 7." de la Ley. 

A) Las medidas previstas para los e 
sos números 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 12 del artíc 

peligro- 
Y Para 



los enfermos y deficientes mentales (art. 3.O), ofrecen 
la particularidad de que el Juez queda vinculado a su 
aplicación de modo absoluto, pues debe imponer todas 
para que se cumplan sucesivamente. Así se dispone en 
el artículo 6 . O ,  números 1, 2, 3, 4, 8 y 12. 

Algunas de las medidas correspondientes a los trafi- 
cantes de drogas (art. 6 . O ,  6.", a),  b),  c )  se imponen si- 
multáneamente, en tanto que otras (art. 6.O, 6.", (E) son 
de aplicación sucesiva. 

Las medidas que se recogen en los números 7 y 10 
del artículo 6 . O  son de cumplimiento simultáneo o suce- 
sivo, y en cuanto al número pueden aplicarse toáas o al- 
gunas, que de modo discreccional puede imponer el Juez. 

Y, en fin, las relacionadas en los números 5, 11 y 13, 
han de cumplirse simultánea o sucesivamente alguna 
o algunas de ellas. Dada la redacción de estos preceptos, 
es cuestionable la posibilidad de que se imponga sólo 
una de las medidas previstas. Por una parte, la expre- 
sión de "alguna o algunas" parece indicar que es correc- 
t a  jurídicamente la sentencia que imponga una medida 
de entre las varias posibles; pero, por otro lado, nos ha- 
llamos con que el cumplimiento es simultáneo o suce- 
sivo, y ambos conceptos son indicativos de pluralidad, 
porque si de determinadas medidas se dice que han de 
cumplirse en cualquiera de esas formas es porque habrá 
de imponerse más de una, pues si se impone sólo alguna 
no hay posibil m cumplimiento simultáneo ni su- 
cesivo; ello un argumento gramatical de que los 
verbos se hallan en plural ("se les aplicarán", "se les 
impondrán") y al lógico, pues de otro modo sería su- 
ficente la medida de privación del carnet, por ejemplo, 
para los toxicómanos, conduce a concluir que deber& 

)re más de una medida da seguridad. 
de clausura del establecimiento (artfcu- 

lo D.", o.-) es aplicable en  el caso de proxenetismo cuan- 
do se hubieren realizado en él sus actividades (articu- 
lo 6.O, 2.', párrafo último) y a los dueños de locales que 
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permitan en eiios el tráfico o consumo de drogas (artícu- 
lo 6 . O ,  e); esta últimi un marcado parale- 
lismo cualitativo y cuantit, ln la comprendida en 
el artículo 344 del Código renal, pues sus diferencias 
seríar % medida de seguridad de clausura nacida 
del er zligroso es revisable (art. 30 de la Ley), en 
tanto que la impuesta en el Código Penal ha de cumplir- 
se íntegramente, y la derivada de su distinta naturaleza, 
pues, según antes vimos, una es complementaria de la 
pena de cará ?ventivc 

LE las apli i quienc 

terna stintas según el sexo de los que se 
dedici I de vivir; a las prostitutas les co- 
rresponae internamiento en establecimiento de reedu- 
cación (arts. 6.O, 3.a, párrafo prime le la Ley, y ar- 
tículo 33 del Reglamento) mientra 1s varones han 
de ser internados en un e s t a b l e c i ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ,  de trabajo (ar- 
tículo 
del Ri 

La sumision a vigilancia ae la auzoriaaa, meaiaa que 
se ejerce por delegados especiales (art. 5.O, 4.9, se ex- 
tiende a la casi totalidad de los estados peligrosos (repre- 
senta la excepción del número 13 del articulo 2.O), si 
bien unas veces es medida autónoma de cumplimiento 
sucesivo (art. 6.", números 4 y 12) o simultáneo o suce- 
sivo (art. 6.O, númei lo),  y en otrz ones es 
accesoria o a impor forma conjunt las me- 
didas que consisten la obligación de b c ~ l a ~ a i  el do- 

o o de residir en un lugar tinado (artícu- 
, números 1 y 5), con la pro i de residir en 

el lugar o territorio que se designe (art. 6.O, números 2, 
3, 6, 1 13) o c irohibición de estable- 
cimie: ! bebid: hólicas y los donde 
-- Ln.ll ucUarrollado aetividades geiikrv~cw (artícu- 

, númei 
1 El al a Ley 1 

ro, a) d 
s que 1( 
mia-t,. , 

detern: 
hibiciór , . .  

ite ejer- 
r nl iri- 

1s ocasi 
(a con 
.3....7~...-.. 

visitar 
lugares 
-"..*".-.m 

? la apl 



de las medidas de seguridad a los extranjeros y atribuye 
al Juez una facultad alternativa: o imponer las medidas 
previstas para los españoles según el estado peligroso que 
corresponda o la expulsión del territorio nacional, sin 
perjuicio de aplicar en este caso las que sean compatibles 
con la expulsión. 

La Sentencia de la Sala de Apelación de 22 de marzo 
de 1971, analizando el artículo 4.O de la Ley de 1933, que 
no preveía la alternativa de la Ley de Peligrosidad, 
apartándose de una interpretación literal, declara que 
"cuando se trate de extranjeros que no pudieran resi- 
dir por razones políticas o de otro tipo en su nación 
de origen, o que fueran apátridas y estuvieren radicados 
en España con permanencia y dedicación a empresas, 
comercio o actividades intelectuales, en tan sigulares su- 
puestos su condición si bien no es nacional stricto-sensu, 
tampoco son extranjeros de modo absoluto, y las normas 
de derecho natural y hasta de moral cristiana, indican 
deben ser objeto de una consideración uti singularis, 
dejándoles de aplicar la medida de expulsión, tan gravosa 
como injusta, si optaran por someterse a las medidas 
impuestas para los españoles; solución que tiene en su 
apoyo lo determinado en el artículo 7.O de la nueva Ley 
de Peligrosidad de 4 de agosto de 1970, en relación con 
el articulo 5.O, número 12, toda vez que aceptando esta 
posición doctrinal y dándole carácter legislativo per- 
mite al Juez establecer una elección de medidas de se- 
guridad para el extranjero peligroso entre la referida 
expulsión o las establecidas en los artículos anteriores 
propias de los peligrosos nacionales". En el mismo sen- 
tido la Sentencia de 28 de junio de 1971. 

3. Ejecucion & las medidas de seguridad. 

A )  El principio de legalidad que inspiró siempre 
nuestra legislación de peligrosidad social y el criterio 
judicialista que ha presidido la declaración del estado 
peligroso, se amplfan y extienden en la nueva legisla- 



ción para que el Juez pueda, además de declarar la peii- 
grosidad social del sujeto sometido a expediente, deter- 
minar las medidas aplicables al mismo, dirigir las for- 
mas de su ejecución y acordar el cese o revisión, sin per- 
juicio de las facultades atribuidas a las autoridades ad- 
ministrativas. Así, según la exposición de motivos de 
la Ley tanto la función de senalar tratamiento como 
la de realizarlo se reúnen en el orden judicial, y de las 
normas concretas se deriva que la ejecución de las me- 
didas de seguridad corresponde al Juez encargado de 
la aplicación de la Ley, quien, cuando no sean impug- 
nable~ la sentencia y el auto de revisión, cuidará del 
cumplimiento de las medidas de seguridad impuestas y 
del tratamiento eficaz del peligroso a fin de que se ob- 
serve cuanto la Ley y el Reglamento preceptúan sobre 
el particular (arts. 24 y 25 de la Ley). 

Firme la sentencia que atribuye un particular esta- 
do peligroso y las medidas de seguridad que ha  de cum- 
plir el sujeto a expediente, se abre una fase decisiva del 
procedimiento en la que es básico considerar la perso- 
nalidad del peligroso, quien es sometido a una observa- 
ción especializada cuyo presupest mportante para 
el tratamiento dehido es la ex bncreción de la 
peligrosidad. Con el tratamiento aaecuado se tiende a 
conseguir la reinserción social del declarado peligroso. 

En esta fase tienen suma importancia los factores 
objetivo y subjetivo que el preámbulo del Reglamento 
llama "piezas claves de la ejecución de las medidas que 
requieren su auxilio". El objetivo se refiere a los esta- 
blecimientos en donde han de cumplirse ciertas medi- 
das, y en las que no requieren internamiento el "aspec- 
to reeducador o preventivo queda embebido en la me- 
dida misma". El factor subjetivo se concreta en el per- 
sonal encargado de hacerlas cumplir, que es distiito se- 
giin que la medida sea o no de internamiento. Con in- 
dependencia de la intervención inmediata y directa del 
Juez controlando las actividades del personal encarga- 



do de la ejecución y aplicación de las medidas de segu- 
ridad (arts. 25 y 26 de la Ley, 7.", 9. 2, 29, núme- 
ro 1; 44, número 1; 51, 52 y 62 del Rc ito), no cabe 
duda de que tiene transcendencia p o ~  G A G C U ~ ~  de fc--:- 
nes puramente materiales, la propuesta de 
legados en las medidas (art. 26 de la Ley), sc 
namiento (arts. 7.O y 49 del Reglamento) o no (artícu- 
los 51, 3.O y 55, 1 . O  y 2 . O  del Reglamento), así como las 
disposiciones de los equipos de tratamiento (art. 44, 1 . O  

del Reglamente u Junt 'rata- 
miento (arts. 2 32, 2." ); 43, 
47 y 48 del Reglamento). 'I'ampoco debe olviaarse la in- 
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a) Delegados encargaüos cie la ejecución de medidas 
de intmnamiento en centros privedos a en estabie- 
cimientos públicos no clqmuiientes ü0l Patronato 
de Protección a la Mujer ni de la D i r e c ~  Genera2 
de Instituciones Penii 

Intervienen en las meaiaas ae internamiento en es- 
tablecimientos de preserva )licables únicamente a 
los enfermos y deficientes les (art. 6.O, de la 
Ley), en las de aislamiento L U L ~ U L ~ ' O  en casas de templan- 
za, de aplicación a los ebi :ómanos 
(art. 6.", 5.a de la Ley), y ( ligatoria 
a tratamiento ambulatorio, meaiaa que alcanza también 
a los jmanos ) de la e 
tratE egados limienti S 

mediua~ ~ u ~ ~ w ~ u ~ r d i e n t e s  a I U 3  GUUCLUW peligro~u~ ~ ~ 1 1 -  

nido númer y en e L- 

lo 3. Ley, ci , de rec n 
preferencia, en el uirector ael esta~lecimiento o en el 
facultativo encargado del tratamiento (art. 7.O ?1 
Reglamento), pero no está excluida la design; e 
cualquier otra persona, porque el artículo 49 del Regla- 
mento prevé la existencia de un delegado judicial que 
debe recabar informes de los facultativos que interven- 
gan directamente f ttamiento del enfermo. Tienen 
las mismas funcio e las Juntas de Tratamiento 
(arts. 47 v 49 del hcr~aiilznto). actúan bajo la dirección 
del . ;e 
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números 7, 10 y 11) que comprenae cinco estaaos peli- 
grosos (art. 2 . O ,  números 9, 10, 11, 14 y 15), ha de cum- 
plirse en la localidad en que resida el peligroso (articu- 
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lo 9.O, 1.O del Reglamento) y como su efectividad no 
requiere especiales conocimientos, puede ser delegado 
cualquier persona adecuada (art. 9.O, 5." del Reglamento) 
o funcionarios de la Policía judicial que no pertenezcan 
a la Guardia Civil ni a la Policia Armada (art. 9.O, 6.O del 
Reglamento). Bajo la directa y personal dirección del 
Juez (art. 9.O, 5.O del Reglamento) los delegados adopta- 
rán, con el auxilio de la Policía judicial, las medidas de 
ejecución y comprobación necesarias (art. 9.O, 2.O del 
Reglamento). 

c) Delegados para el íxmplimiento de Eas medidas de 
seguridad previstas en los números 9, 10 y 11 del 
artículo 5.O ok la Ley. 

No es preceptiva la existencia de estos delegados en 
el lugar de cumplimiento de las medidas (art. 12, 3.O del 
Reglamento), en cuyo caso será la autoridad judicial 
que se designe la encargada de la ejecución de la me- 
dida. Si existen, los delegados necesariamente han de 
pertenecer a la Policía judicial (art. 12, 2.O)  y vigilarán 
directamente el cumplimiento de las medidas con el 
auxilio de las autoridades judiciales y gubernativas (ar- 
tículo 12, 1.O). 

Nos 
cuya n 

-" 

nos oc 
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fe su- d) Delegados para la ejecución de la m 
misión a vigilancia de la autoridad. 

I hemos referido antes a los delegados judiciales 
lisión consiste en vigilar el cumplimiento de cier- 

W ~ U  ~uddidas (arts. 7.O, 9.O y 12 del Reglamento); ahora 
upamos de los delegados especiales que llevan a 
1 ejecución de la medida de sumisión a la vigilan- 

cia ae la autoridad (art. 5.O, 14.a de la Ley). Todos ellos 
son delegados del Juez para la ejecución, pero la natu- 
raleza y funciones de unos y otros son diversas. Unos 
vigilan la conducta del peligroso para la efectividad de 
las medidas impuestas, mientras que para otros la vigi- 
lancia tiene carácter tutelar y de protección al peligro- 
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so. En un caso la medida misma es la sumisión a la vi- 
gilancia, con lo que la figura del delegado forn e 
de la estructura de la medida que, por ello, es a 
autónoma; en otro, la medida no es la sumisión a la vi- 
gilancia y la misión del delegado, externa a la 1, 
es procurar el cumplimiento exacto de la impuc 

El artículo 6 . O  de la Ley no siempre que menciona ..la 
sumisión a la vigilancia de los delegados1' se está refi- 
riendo a la medida tutelar de sumisión a la vigilancia 
de la autoridad, sino que unas veces se alude a esta y 
otras a la vigilancia de los dele n 
de otras medidas. 

La sumisión a la vigilancia tiene el ( e de me- 
dida tutelar en los números 4, 7, 10 y 12 dculo 6 . O  
de la Ley; para los demás casos en que t . ~ a  r~evista, el 
delegado interviene !mente en el cumplimiento de 
otras medidas. Y a rl supuesto de medida tutelar 
de sumisión autónoma, nay dos casos, si el cumplimien- 
to es Anea (núms. 7 y 10 del art. S 

 dele^ on función tutelar concurre ,- 
gado~  pala la eiecución; en las hipótesiU ur; IvU iiuliiz- 
ros 4 12 de no hay concui ,- 
gados porqu ?rito de la med n 
a la vigilancia es siempre sucesiva, bien al inzernamen- 
to en establecimientos de trabajo (para cuya ejecución 
no hay delegados sino Junta de Tratamiento) o al intrr- 
namiento en establecimientos de preservación ( a 
ejecución sólo habrá delegados sustitutivos de 1 a 
de Tratamiento si el establecimiento es privada 

La naturaleza tutelar o protectora de la función en- 
comendada a estos delegados aparece claramente dibu- 
jada en los artículos del Reglamento dedicados a eiios, 
pues si unas veces se dice que el Juez "apoyará la acción 
tutelar del delegado" (art. 51, l . . O ) ,  otras se señalan como 
obligaciones del delegado, vigilar "el comportamiento 
social" del peligroso (art. 50) y estudiar el carácter, cos- 
tumbres y tendencias del vigilado para estimular sus 
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inclinaciones favorables y aconsejarle su inserción so- 
cial (artículo 54 

Los delegadc %os a nucleos urbanos en donde 
el número de somenaos a la medida pueda ser conside- 
rable, habrán de pertenecer a alguno de los cuerpos de- 
pendientes del Ministerio de Justicia, incluso con rele- 
vación de funciones, siendo preferidos quienes además 
sean asistentes soci-es (art. 56, 1.O). En las demás loca- 
lidades, la delegación se podrá conferir a un funciona- 
rio adsci Juzgado, a un miemb' a ju- 
dicial o tsistente social, que z mal- 
mente ~ L C Y L ~  d ic i tud  (art. 56, 2."). 

Los delegad( i facultados en general para soli- 
citar el auxilio autoridades judiciales, gubernati- 

rito al , 
a u n  r 

..m.?," ",- 

ro de 15 
tctuará 

1 Policí; 
vocacic 

3s estár 
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vas y de los funcionanos públicos (art. 53, 2.") y para la 
inserción laboral del sujeto podrán recabar la colabora- 
ción incluso en el ámbito privado (art. 54); los delega- 
dos pueden contar con auxiliares voluntarios encarga- 
dos de funciones complementarias no sustitutivas 
(artículo 57, 1."). Tanto los delegados judiciales, cuales- 
quiera sea su procedencia, como sus auxiliares cuando 
se hallen en el ejercicio de sus funciones, tienen la con* 
sideración de agentes de la autoridad (arts. 53, 1." y 57, 
2.O), y para la : 
zaciones se equ 

percepc 
iparan ." ,-.fin"< 

ión de 
al persc 

>*Y," m.. 

algunos gastos e indemni- 
mal del Juzgado (art. 58). 

Como el Jut* V a  <JU propia autoridad respecto 
a la acción a seguir con el peligroso (art. 51, núm. 1, 2 
y 3 y art. 52), y es además quien designa (art. 50) y re- 
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mueve al delegado "cuando resulte conveniente" (ar- 
tículo 5 lalla en relación de plena 
depende lutoridad judicial, pues el 
delegad6 nvLu , I l a ~ ~ u ~ ~ L ~ c  adtonomia en la promoción 
del juicio de revisión (art. 51, 3 . O )  y su informe es pre- 
ceptivo para acordar el cese de las medidas según vaya 
cumpliéndose el mínimo y en las que no lo tengan, cuan- 
do tranr tl mena 1s la ter su durr 

La 'Ley). 



- 227 - 

C) Los equipos y Juntas de Tratamiento 
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peiigroso las aisposiciones generales y parcicuiares que 
acuerde el Jui repute I 

nientes; de i g  especi: 
portancia a la fase inicial de observación que se man- 
tendrá durante el cumplimiento de la medida, y de su 
resultado, así como de la evolución del tratamiento se 

uenta periódicr 44 del Reglam 
:quipo de trats brmado por el I 

rector del Centro y por el personal especializado que se 
designe. La in tn del equipo de tratamiento es se- 
mejante, incli ru composición, a la de los equipos 
de observaciór~ UG NU Centros de internamiento preven- 

utilizar Juez pa lvestiga itropo- 
psíquic .tológici ita en t u10 16 

de la Ley (art. 22, num. 5.O del ~eglamento 
Así !1 fin qi :rsigue con los 

efectividad de un tratamiento dfrigido a obtener los 
objetivos fijac .a Ley, las Juntas, sin perjui 
intervenir mu tamente en el tratamiento, n 
nen además una continuada cooperación con el JUC~ en 
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?nto de 
ztamier 
r por i r  
ese o si 

limita a investigar su personalidad, así como las vicisi- 
tudes de su peligrosidad social y a individualizar el tra- 
tamiento aplicable (art. 47, núms. 1 y 2 del Reglamento). 
En cambio, sus propuestas e informes son indispensa- 
bles a muy diversas determinaciones y resoluciones del 
Juez en orden al cumplimiento de la medida impuesta. 
Aparte de realizar cualquier cometida que el Juez las 
encomiende (art. 47, 9." del Reglamento), s iones 
específicas de las Juntas de Tratamiento: 
- Proponer al Juez la adopción de las resoluciones 

oportunas en aquello que repercuta en la ejecución y 
eficacia de la medicia (art. 47, 3 . O ) .  

- Emitir los informes que el Juez solicite en rela- 
ción con la evolución del tratamiento (art. 47, 6.O). En 
este sentido, el artículo 32, 2.O dispone que el Juez previa 
consulta con la Junta o a propuesta de ella, decidirá el 
destino o desafección del sujeto a medida de interna- 
miento en establecimiento de trabajo de régimen abier- 
to. De otro lado, conforme al artículo 42, 2.O, la Junta 
de Tratamiento informará al Juez o Tribunal sobre la 
evolución del tratamiento hasta la total curación o des- 
aparición del estado de peligrosidad de los internados en 
establecimientos de preservación y templanza. Y, en fin, 
el artículo 95, 3.O dice que antes de acordar el cambio 
de establecimit iirá a 
la Junta de Tr: 

nforma iiciativa propia U a solicitud judi- 
r e  el cc ustitución de la medida impuesta 

de conformidad con el artículo 26 de la Ley; a estos efec- 
tos comunicarán inmediatamente al Juez los casos en 
que el tratamiento deje de ser necesario por curación o 
desaparición del estado de peligrosidad (art. 47, 4.O del 
Reglamento). Particularmente el artículo 29, 2.O, orde- 
na que el Juez oirá a la Junta de Tratamiento para sus- 
tituir la medida de internamiento en establecimiento de 
custodia por la de internamiento en establecimiento de 
trabajo. 

cualqu 
:$o. 

.ier intt Juez a 



- Proponer al Juez la apertura del juicio de revisión 
cuando resulte procedente, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 30 de la Ley (art. 47, 5.O del Reglamento). 
- Ser oída, cuando el Juez así lo acuerde, en el re- 

curso de abuso, que se tramite a instancia de cualquier 
interno, de conformidad con el artículo 33 de la Ley (ar- 
tículo 47, 8." del Reglamento). 

Junta, 
r a tres 

cuyo nl 
, igual 

ímero c 
que el 

zbros n 
de trat 

nunca 
o está inferioi equipo 

presidida por el subdirector del centro y eventualmente 
(cuando asista a ella) por el director (art. 45, 1 . O  del Re- 
glamento); serán vocales los especialistas que interven- 
gan en 
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planza; psicólogos, en los de custodia, trabajo y reedu- 
cación; pedagogos, en los de reeducación y psiquiatras 
en los de preservación y templanza (art. 45, 2.O del RP- 
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Al socializador psicológico, sociológico 
e incluso psiqu1ar;rico que se persigue con las medidas 
de intt mnto, es tl  la creación de centi 
peciale rcución ~bjetiva imprescindiblf 
la rehabilitación del r ~ ~ L ~ l u s o .  Respondiendo a ~ i t , , ,~~-  
nes distintas pena y medida de seguridac 
cimientos de rehabilitación se organizan 
también con absoluta separación de los demas pemcen- 
ciarios, estando dotados de personal técnico especiali- 
zado (art. 23 del Reglamento). Sólo con carácter excep- 
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cional. esto es, cuando el tratamiento v r é~ i~ne i i  ut: ius 

ir !mej ant lirniento de 
P S de se[ Centro, exi- 
giéndose, por otra parte, que se guarde la debida sepa- 
ración entre los que cumplen medidas y los que extin- 
guen penas, y que la habilitación sea aprobada por 
C [inisterial (art. 24 del Reglamento) : 
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iidas dc idad que impli iter- 
namienzo se ejecutarán en los establecimien~os especia- 
1t tl efecto el Ministerio de Justicia a través 
d General de Instituciones Penitenciarias. 
Los establecimientos de rehabilitación social, por razón 
d 
ti 

1 tratan 
~sifican 

lien- 
así : 

a') Establecimientos de custodia de régimen equiva- 
lente al cerrado, que persiguen "la rehabilitación social 
del sujeto mediante un sistema basado en la obligatorie- 

ad del trabajo, en el desarrollo de las aptitudes perso- 
lales y en la formación profesional" (art. 28 del Regla- 
nento). Realmente de esta medida de seguridad ~ o d í a  
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tos de trabajo, su aplicación es excepcional. Por lo 
o no figura nunca como med zplicación obligato- 
ia ya que en los únicos caso2 : menciona (artícu- 
o 6, números 2, 11 y 13 de la Ley), es medida alternativa 

iternamiento en establecimiento de trabajo. 
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5 que SE 
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Establecimientos de trabajo, cuyo fin es la re- 

iabilitación social de los acogidos mediante una 
rdenada y laboriosa (art. 30 del Reglamento). 

c') Establecimientos de reeducaci&z, que tienden a 
a rehabilitación social promoviendo las incli ?S fa- 
rorables del sujeto con medidas pedagógica! nati- 
ras íart. 33 del Reglarr --'-' 
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objeto de declaración de peligrosidad (art. 35, 1.O), ca- 
racterizados por la misión asistencil tturaleza emi- 
nentemente t l  erapéut 

v . .  

ica (art 

e') Estab~eczmzentos cx templanza, en los que tie- 
nen cabida lo 
glamento). 

S ebrios s (art. : Le1 Re- 
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b) Excepcionalmente está admitido lgunas 
medidas de seguridad puedan cumplirse el os pri- 
vados o en establecimientos públicos no dependientes de 
la Dir, General de Institucio iitenciarias. ección 1 

Las n 

nes Per 

que aft a') nedidas de seguridad xten a muje- 
res menores de 25 años ~ o d r á n  lleva~st: a efecto con el 
concurso del personal stablecirnientos dependientes 
del Patronato de Prc de la Mujer (art. 6, 2." del 
Reglamento). 

by) En la 
establecirnient~s ua uiasar v , a~oiarriieriw c ura~ivu 
en casas de t misión obligatoria a 
miento ambu' $1 Juez acordar que sc 
plan en establecimientos privados o dependientes de or- 
ganismos diferentes a los que dependan de la Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias (art. 6, 3 . O  del 
Realamento). La Lev de 17 de abril de 1967 (art. 25). 
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adecuado disponible o cuando lo aconsejen las circuns- 
tancias personales del peligroso, podrá el Juez autori- 
zar su cumplimiento en dependencia de edificio público 
o privado hstbilitado para ello (art. 9, 2.O del Reglamento). 



E)  Medidas de seguriciad que no exigen internamiento 

A las formas de ejecución de las medidas de seguri- 
dad que no suponen internamiento, dedica el Reglamen- 
to detallados preceptos cuya pretación suscita 
pocas dificultades. La enumera esta: 

delito I 

ente pe 

m impus 
*anta a: 

mporal: 
mncia de 

.. . 

? la prc 
lede in 

le  cond 
!rmiso, 

ucción 
del del: 

- . . .  

L 

sin ha1 
ito de c 
. .. . 

rer obte 
quebrar 
- .  

o la m 
1 condu 

mente t 

1 Tribw 

.edida ( 
cir veh 

el queh 
irticulo 
..--a-.. 

n de ci 
tambié 

rantam 
340 bit 

ir. aiin 

a) Privación del permiso de conducir.-(Artículo 10 
del Reglamento). Si la medida se quebrantare, sin per- 
juicio del juicio de revisión procedente, se deducirán los 
testimonios necesarios para proceder en vía penal (ar- 
tículo 10, 3."). Este párrafo plantea dos cuestiones. Una 
es la realidad o no de su relación con el artículo 334, 
párrafo 2.O del Código Penal, y dado que esta norma sólo 
sanciona a quienes "quebrantaren la condena de priva- 
ción del permiso de conducción", hay que admitir que la 
referencia a "proceder penalmente" del artículo 10, 3.O 
en los casos de quebrantamiento de la medida de priva- 
ción del permiso de conducir no se hace el artículo 334, 
párrafo 2.O, sino al artículo 340 bis c) del propio Código 
Penal o, más ajustadamente, al artículo 237; la juris- 
prudencia del Tribunal Su~remo diferencia con claridad 
el nido el )on- 
di itamien :on- 
dena, en el que la titularidad del permiso subsiste, si 
bien el agente está privado del ejercicio del derecho. Con 
arreglo a este criterio, si el declarado peligroso a quien 
se ie privación d iet la que- 
br ículos de motc ~uede incu- 
rrir nunca en el delito del artículo 334, párrafo 2." (que 
contempla sólo 1 e condena), ni en 
el que prevé el r irque es titular de 
un permiso de conatic--, ue se le haya limitado 
te :1 ejercicio del derechc 3ólo la sen- 
te la1 Supremo de 21 de bre de 1970 
implícitamente viene a sostener que el quebrantamiento 
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estar estar habilitado para ello; en este caso se vislum- 
braría un concurso de leyes a resolver por el artículo 68 
del Código Penal, mas como ese concurso no puede darse 
porque el quebrantamiento de las medidas de seguridad 
es un hecho 1 pico, sólo quedaría subsis- 
tente el artíci: Dado que esta interpreta- 
ción es forzada, ia somcion más segura consiste en que 
para proceder contra el pelie ie quebranta la me- 
dida deberán aplicarse las nc ue regulan el delito 
de desobediencia (art. 237), pLqu, el artículo 10, 2.O, 
inciso I del Reglamento, establece qu upár- 
sele el 1 de conducción al declarado 3 será 
personalmenw requerido para que se abstenga ae ron- 
ducir vehículos de motor bajo apercibimiento de se 
seguido por desobediencia. 

El otro punto no claro se refiere al juicio de revisión 
por causa del quebrantamiento de las medidas a que el 
peligroso hubiere sido sometido (art. 30, 2." de la Ley); 
la medi ~rivación del carnet de conducir con 
con otr plicación simultánea (art. 6, núms. E 
de la Lev I v bucesivas (art. 6. núms. 7 ~ á r r a f o  ÚIL~II~U.  
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dida, esta se tiene por cumplida (art. 11, 4 . O  del Re- 
glamento). 

c) Obligación de declarar r en 
un lugar determinado, prohibición de residir en el lugar 
o territorio que se designe y visitar establecimientos de 
bebidas alcohólicas o lugayes determinados (art. 12). 
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h) Surnisih a v i g z m a  ae ms delegados y su sus- 
titmion por caución de conducta (art. 15) .  Interesa des- 
tacar si la llamada cautio bene vivenidi es una medida 
sustitutiva de la sumisión a vigilancia de la autoridad a 
la que siempre ha de seguir, por la vía del juicio de re- 
visión o del artículo 26 de la Ley o si la cauci6n de con- 
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plimiento de la medida de sumisión a vigilancia de la 
autoridad, cuando no exista delegado parece que podrá 
reemplazarse sin necesidad de los trámites del artícu- 
lo 26 ni del juicio de revisión (porque no ha habido co- 

ento) por la caución. 
~ndo haya delegado, e 

caucion no es una medida alternativa, sino simpiemen- 
te sustitutiva de la sumisión a vigilancia; así el artícu- 
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sejable restat t medida original"; e: mo ca- 
rácter se apr el articulo 62, 3 . O  df  mento 
cuando expone que tras la sustitución de la sumisión 
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ciendc vigilancia sobr iducta del in- 
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juicio de revisión, exponentf no del principio de la 
indeterminación temporal d iedidas de seguridad, 
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la peligrosidad declarada inicialmente puede transfor- 
marse, modificarse o extinguirse como consecuencia de 
las variaciones, favorables o desfavorables, operadas en 
las conducta del peligroso con el tratamiento a que fue 
sometido. Por ello, la revisión de las medidas aplicadas 
en la sentencia, por una parte se nos presentan como 
un elemento natural del proceso preventivo de peligro- 
sidad al no exceder de sus límites y previsiones, y por 
otra, no es posible atribuir al juicio de revisión la na- 
turaleza de medio de impugnación, ordinario o extra- 
ordinario, de la sentencia que aplicó las medidas de 
seguridad. Esta doble faceta de la revisión está delinea- 
da en nuestro ordenamiento, pues mediante ese juicio 
se pueden cancelar, confirmar, sustituir, reducir o pro- 
longar las medidas de seguridad acordadas (art. 27 de 
la Ley), y la competencia para la revisión se atribuye 
al Juez que hubiere conocido del expediente en que se 
impusieron las medidas, incluso cuando la resolución se 
hubiere dictado por la Sala de Apelación y no fuere to- 
talmente confirmatoria, pues en este caso el Juzgado 
elevará propuesta de revisión para su aprobación (artícu- 
lo 28 de la Ley). La medida de seguridad que reemplace 
a la sustituida ha de estar prevista necesariamente en la 
Ley para el estado de peligrosidad declarado. La reduc- 
ción y prolongación de las medidas tienen como límites 
mínimo y máximo el tiempo previsto para ellas en la 
norma. 

B )  Las únicas causas que legitiman el juicio de re- 
visión son las comprendidas en el artículo 30 de la Ley: 
- Terminación del estado peligroso. 
- Modificación del grado de peligrosidad social. 
- Por haber quebrantado el peligroso cualesquiera 

de las medidas a que hubiere sido sometido. Junto a esta 
declaración general, en las normas relativas a la ejecu- 
ción de algunas medidas de seguridad hallamos supues- 
tos específicos de quebrantamiento de medidas que pue- 



den originar la revisión; así los artículo 9, 7.O 10, 3.0; 
13, 3.O y 16, 2." del Reglamento. El quebrantamiento de 
las medidas de seguridad no tiene más consecuencias 
que la iniciación del juicio de revisión (arts. 30, 2." de 
la Ley y 9.O, 7."; 13, 3.0; 16, 2.O del Reglamento), y sólo 
en el caso referido en el artículo 10, 3 del Reglamento 
está previsto, además, la deducción de los testimonios 
necesarios para proceder penalmente. En la legislación 
anterior, además de la revisión (art. 97 del Reglamento), 
el quebrantamiento de determinadas medidas (arts. 8 de 
la Ley y 65 y 96 del Reglamento: obligación de declarar 
el domicilio, de residir en un lugar determinado, prohibi- 
ción de vivir en un sitio o territorio, y sumisión a la vigi- 
lancia de la autoridad) daba lugar a un especifico tipo 
penal sancionado con la pena de arresto mayor. A pesar 
del silencio del ordenamiento de peligrosidad el quebran- 
tamiento de esas medidas (arts. 9.7, 12, 13.3 del Regla- 
mento) será posible integrarlo en ocasiones en la estruc- 
tura del delito de desobediencia. 
- Cuando el peligroso, por su conducta posterior a 

la sentencia o al auto de revisión, y anterior a la extin- 
ción de todas las medidas impuestas, incurriere nueva- 
mente en cualesquiera de los estados peligrosos de los 
artículos 2.*, 3.O y 4." de la Ley. 

C )  El artículo 29 de la Ley señala quienes están 
legitimados para promover el juicio de revisión: 

a) El declarado peligroso puede hacerlo sólo en los 
casos de modificación del grado de peligrosidad y de ter- 
minación de este estado. Cuando la iniciación de la re- 
visión se funde en la modificación del grado de peligro- 
sidad, está sometida a limitaciones temporales, varia- 
bles según el carácter de la medida (art. 30, 1.O, párrafo 
segundo de la Ley) : 

a') En las medidas que tengan señalado un mínimo, 
el dies a quo será el que siga al mínimo fijado en la Ley, 
en la sentencia o en el auto de revisión. 



b') En las que no tengan mínimo, el día inicial 
hábil para la revisión sólo habrá llegado cuando trans- 
curra la tercera parte de su duración a partir de la ini- 
ciación de su cumplimiento. A estos efectos conviene 
recordar el articulo 94, 1.O del Regls ~tivo 
de que el tiempo del internamiento p abo- 
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artículo 29 de la Ley no son citadas las J u n t a  de Trata- 
miento, el artículo 47, 5." del Reglamento enumera entre 
sus atribuciones el proponer al Juez la apertura del juicio 
de revisión cuando resulte procedente; los delegados, en 
los establecimiento que refiere el artículo 6, 3." del Re- 
glamento, por tener iguales funciones que las Juntas de 
Tratamiento (art. 49 del Reglamento), pueden Droponer 
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plimiento preferente de una pena si los informes solici- 
tados por el Juez llevan a la conclusión de que el cum- 
plimiento de la  pena ha incidido sobre la peligrosidad de- 
clarada. No hay, pues, referencia alguna ni situación simi- 
lar a la del artículo 30, números 2.O y 3.O de la Ley, sino 
que, por el contrario, lo que está latente en aquel articu- 
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c)  El Ministerio Fiscal está facultado para instar el 
juicio de revisión en todos los casos que se enumeran en 
el artículo 30 de la Ley; su actuación en la promoción 
de la revisión o en su reproducción por modificación so- 
brevenida de la peligrosidad no está sometida por la Ley 
a límites de tiempo, y ello tanto si la modificación con- 
siste en un plus como si se materializa en una disminu- 
ción de la peligrosidad, porque si ésta se ha reducido la 
prolongación de la medida no está justificada, y si ha 
aumentado, la prolongación o el cambio de medidas 
son necesarias sin esperar a que transcurran determina- 
dos plazos. 

Entre las funciones de la Junta de Tratamiento fi- 
gura proponer al Juez la apertura del juico de revisión 
cuando resulte procedente, mas como &te no puede 
acordar de oficio el juicio de revisión por modificación 
del grado de peligrosidad, sino en el caso verdaderamente 
singular del artículo 97 del Reglamento, la propuesta de 
la Junta de Tratamiento debe ser siempre objeto de un 
atento estudio por parte del Ministerio Fiscal para pro- 
ceder en consecuencia. 
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Medidas cuyos limites minimo y máximo están 
t nudos legalmenite. 
- ,nternamiento en establecimientos de custodia 

(art. 5.O, 1.") y de reeducación (art. 5.", 2.") por tiempo no 
inferior a cuatro meses ni superior a tres años. 
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lo 5.O, 4.a). 
- Privación del permiso de coi - 

tor o prohibición de obtenerlo (art. s.-, 'l.") por tiempo 
no inferior a un mes ni superior a dos años. 
- Clausura del establecimiento (art. 5.O,  ue un 

mes a un a?- 
- 1 

Por S 
sustituiaa por la caucion ae conaucta (art. bu ael m- 
glamento), como el delegado judicial deberá seguir ejer- 
ciendo con la cooperación del fiador una discreta vigi- 
lancia sobre la conducta del peligroso (art. 62, 3.O del 
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jeros declarados peligrosos (art. 5.O, 12.') tiene un lími- 
te fijo de cinco años. 

d) Medidas de duración indeterminada al tiempo 
de dictarse sentencia, pero determinables con el trans- 
curso del tiempo. 

En ellas el dies ad quem vendrá dete- un 
evento futuro e incierto que puede ser: 
- El cese del estado de peligrosidad o la cwwión, 

en la medida de internamiento en un establecimiento 
de preservación (art. 5.O, 3. '). 
- La curación, en las medias de aislamiento cura- 

tivo en casas de templanza (art. 5.O, 5.") y di iión 
obligatoria a tratamiento ambulatorio en cen édi- 
cos adecuados (art. 5.O, 6.a). 

Las restantes medidas de s ~d (reprensión ju- 
dical, incautación del dinero, erectos e instrumentos y 
multa) por su naturaleza de ón inst 3 o 
de tracto único, carecen de Iím iporales ;en- 
tido dado a las demás. 
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B )  El cese definitivo de las medidas impuestas al 
peligroso, v el cese seguido de la sustitución por la su- 
cesiva, se sometido a las siguientes reglas: 

a)  EL p , ~ ~ a f o  primero inciso primero del artícu- 
lo 26 de la Ley concede al Juez la facultad de decidir el 
cese o terminación de la medida que se esté cumpliendo 
y sutituirla, si es procedente, por otra; que se trata de 
una res merae facultatis resulta del propio tenor del 
texto referido en cuanto afirma que el Juez "podrá acor- 
dar". Produce efectos extintivos del estado de peligro- 
sidad cuando la medida que se da por terminada es la 
última de las que debían cumplirse sucesivamente o la 
de mayor duración d: las que se cumplan en forma si- 
multánea; el cumplimiento será parcial cuando al cese 
de la medida siga la sustitución por otra. Mas esta fa- 
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4 . O  del Reglamento) o del delegado que tenga a su cargo 
la vigilancia del peligroso social (art. 26 de la Ley y 29 
del Reglamento). Agotando todas las posibilidades, la Ley 
se refiere también, en defecto de informes de la Junta de 
Tratamiento y de los delegados, al informe "de quien 
proceda recabarlo". Como en la ejecución de las medi- 
das intervienen aparte de la Junta de Tratamiento y de 
los delegados, los equi~os de tratamiento, si son reque- 
ridos para ello deber m el informe, hí mpren- 
dido en el artículo 44 Reglamento. E inciso 
del artículo 49 tambien aeberá tenerse en cuenta, en 
cuanto es obligado para el delegado en los casos del ar- 
tículo 6.", 3." del Reglamento, la remisión al Juez de 
informes escritos de los facultativos que intervengan en 
el tratamient ujeto. E ipuesto de que no es- 
tuvieren con8 S las Ji ii los equipos de tra- 
tamiento y de que no existan aeiegados, el informe podr5 
recabarse de persona especializada 
la medida, cuyo cese se pretenda. 
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Se suscita la cuestión de cuanao comemara el cum- 
plimiento del plazo en la prohibición de obtener carnet 
de conducir en los casos de que el peligroso sea menor 



de dieciocho años, porque el verdadero permiso de con- 
ducción sólo puede obtenerse a partir de los dieciocho 
años (art. 264, a) del Código de la Circulación) y la de- 
claración de peligrosidad es posible desde el cumplimien- 
to de los dieciséis; parece que el plazo deberá computar- 
se a partir del día en que para el peligroso haya nacido 
el derecho a obtener el carnet de conducir y no desde 
la firmeza de la sentencia o del auto de revisión. 

- En las medidas que no tengan un mínimo -que 
por exclusión serán las que únicamente cuentan con un 
máximo determinado- es indispensable que al menos 
se haya cumplido la tercera parte de su duración -la 
fijada en la sentencia-. Queda aparte el supuesto es- 
pecial del artículo 97 del Reglamento, ya que puede apli- 
carse el artículo 26 de la Ley y acordar el cese de la me- 
dida sin necesidad de que se hayan cumplido los plazos 
legales, siempre que tras los pertinentes informes, el Juez 
estime que el cumplimiento previo de una pena haya in- 
cidido notablemente sobre la peligrosidad declarada. 

b) El párafo primero, inciso segundo, del artícu- 
culo 26 de la Ley no se contrae ya a atribuir una mera 
facultad, sino que impone la obligación al Juez de acor- 
dar el cese de la medida y la eventual sutitución por 
otra. Aquí la norma utiliza un término rigurosamente 
imperativo: el Juez "acordará siempre" el cese. El Juez 
no tiene, pues, más opción que declarar extinguida la 
medida si se dan estas circunstancias: 

- Cumplimiento del máximo de duración de la me- 
dida de seguridad, ya se trate de las que tengan señala- 
do un mínimo y un máximo o de aquellas que única- 
mente tengan determinado el máximo. Este máximo será 
el de la sentencia o auto de revisión. 

- En las medidas de internamiento por tiempo inde- 
terminado, cuando se alcance la condición fijada para 
ello en la Ley, en la sentencia o en el auto de revisión. 



- Cualquiera que sea la duración de las medidas y 
el tiempo de cumplimiento transcurrido, en cuanto se 
considere que ha  cesado el estado peligroso. De ahí que 
la Junta de Tratamiento (art. 47, 4.O, párrafo segundo 
del Reglamento) y, en su caso, el delegado (art. 49 en 
relación con el 47 antes citado) a efectos del cese de la 
medida, deban comunicar inmediatamente al Juez los 
casos en que el tratamiento deje de ser necesario por 
curación o desaparición del estado de peligrosidad. 

c )  El párrafo segundo del artículo 26 de la Ley 
es también imperativo y ordena al Juez la cancelación 
del expediente con carácter definitivo en dos casos: por 
cumplimiento de la medida impuesta si fuere única y 
por extinción de la última en el orden del cumplimiento 
de las impuestas sucesivamente. 

C) En estricto rigor jurídico la prescripción no pa- 
rece conciliable con la naturaleza y el fin de las medidas 
de seguridad, porque de igual modo que si durante el 
cumplimiento de la medida cesara el estado peligroso, 
ésta, por innecesaria, se extingue, si el sujeto continúa 
siendo peligroso la medida impuesta debería ser apli- 
cada con independencia del tiempo que haya transcurri- 
do desde la constatación del estado de peligrosidad. Sin 
embargo, la Ley de 1970 lo mismo que la de 1933 (ar- 
tículo 19), considera que el transcurso del tiempo sin 
más, es causa que extingue las medidas de seguridad irn- 
puestas. El artículo 100 del Reglamento vigente acepta 
la imprescriptibilidad de las conductas que pueden con- 
ducir a un estado peligroso, cuando dispone que la prrs- 
cripción no será obstáculo a la incoación de un nuevo 
expediente de peligrosidad social si fuese procedente con- 
forme a lo establecido en la Ley; en efecto, no puede 
haber prescripción mientras subsistan los hechos capaces 
de integrar una categoría de estado peligroso, aparte 
razones de fondo, precisamente porque los estados se 
integran no por un acto o una serie de actos, sino por 



una conducta, modo de ser o estado continuado, el mo- 
mento de cuya iniciación no es tan esecial como el de 
su efectiva permanencia. 

En el artículo 35 de la Ley la prescripción de las me- 
didas de seguridad impuestas está sometida al régimen 
que exponemos. 

a) Plazos de la prescripción.-Según la clase de las 
medias impuestas existen estos tres tipos de prescripción: 

- Prescripción de diez años, para las medidas de 
internam n establecimientos de custodi tra- 
bajo. 

iento ei 

- Prescripción de cinco años, si se trata de interna- 
miento en asilos curativos de templanza o en estableci- 
mientos de preservación y reeducación o de la medida de 
sumisión a la vigilancia de los delegadas. 

- Prescripción de tres años, en los demás casos. 
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c) Interrupción de la prescrim.-Todos los pla- 
zos de prescripción quedan interrumpidos si el peligroso 
fuere condenado por razón de delito. Mas si la condena 
es la causa de la interrupción, es claro que las medidas 
de seguridad impuestas a los enfermos mentales decla- 
rados peligrosos, no serían susceptibles de interrupción, 
en interpretación literal, porque la enajenación o enfer- 
medad mental es circunstancia impeditiva de la con- 
dena; sin embargo, entendemos que la aplicación de la 
medida de seeuridad aplicada en la sentencia penal abso- 
lutori la prescripción 

d) , ..o ae La prescripción.-ES ia extinción de la 
medida de seguridad. Los efectos se prod 
esto es, sin necesidad de que sea alegada 
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A )  Las medidas de seguridad aplicables a las per- 
sonas socialmente peligrosas derivan de una declaración 
jurisdiccional, que emana, necesariamente, de los Juz- 
gados de Peligrosidad desde que la Ley vigente suprimió 
la facultad de los Tribunales de lo Criminal de declarar 
el estado peligroso, situación admitida en el articulo 9 . O  

de la Ley de 1933, y que daba lugar a la concentración en 
un mismo órgano de funciones realmente diversas, como 
son las de penar e imponer medidas de seguridad. En la 
actual legislación se establece, como cometido Único o 
simultáneo con la instrucción penal, que la facultad de 
declarar el estado peligroso e imponer las respectivas 
medidas de seguridad, corresponde exclusivamente a la 
jurisdicción ordinaria a través de los Jueces de Instruc- 



ción que desempeñan los Juzgados de Peligrosidad y 
Rehabilitación Social, y de las correspondientes Salas de 
Apelación (art. 8.O de la Ley 66 del Reglamento). 

El nombramiento de los Jueces con dedicación exclu- 
siva a la jurisdicción de peligrosidad, está presidido por 
el criterio de la especialidad, pues es "título preferente 
para su designación la especialización" (art. ¿?.O, párrafo 
Úitimo de la Ley) en la forma determinada en el articu- 
lo 69, 2.O del Reglamento; y si .es cierto que ahora son 
muy liniita?os los Juzgados de cometido único (art. 68, 
1." del Reglamento), está previsto que cuando el núme- 
ro de expedientes que cualquier Juzgado tramite lo jus- 
tifique, el :rio de Justicia podrá ;ea Ministe 
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llevar a cabo, por delegación o en funciones de preven- 
ción, las actuaciones precisas para impedir la desapari- 
ción de los medios de comprobación y del presunto peli- 
groso, remitiendo las diligencias y los efectos ocupados 
al Juzgado de Peligrosidad que corresponda, sin perjucio 
de que al iniciar las diligencias comunicarán su incort- 
ción al Juzgado competente (art. 8.O, párrafo 2.O, de la 
Ley y 79 del Reglamenix 
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tículo 9.O, párrafo 2.O de la Ley) como múltiple (art. 72, 
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B )  La competencia rerricorial ue los .~mgauos ae 
Peligrosidad, de los cuales deberán existir al menos uno 
en cada provincia (arts. 8 . O ,  1.O de la Ley y 67 del Regla- 
mento) "se determinará por el lugar en que de modo 
princi tnif esta resunta peligrosidad" 
(art. E de la L Ley derogada distin- 
guía (arr. 11) segun que la aenuncia emanara de auto- 
ridades o par 1 prime 
lugar de pres denuni 
Juez del lugar en donde se suponga que el denunciado 
ejerce sus actividades reputadas peligrosa 

El elemento de concreción de la Ley, al cava1 lu~rnado 
por d: leterminados, c iirá a q nuchas 
ocasio potencial pelig pueda trse en 
más de un espacio geográfico; en efecto, tanto la expre- 
sión "de modo principal", que es cuantitativa, como la 
frase referida al lugar en que "se haya manifestado la 
presunta ~eligrosidad", no aerrniten Dor sí solas adscri- 
bir rr estados peligri 
un lu :llo porque del 
que es una conducta y no un acto, es ciiíicu decir cuan- 
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Ley d ciamiento Criminal, unas veces será el do- 
micilio aei peligroso presunto (aunque no en todos los 
estados podrá individualizarse) y otras el lugar del des- 
cubrimiento de las pruebas o el de la aprehensión. 
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La tesis que aquí se mantiene inspira también las 
resoluciones de la Sala de Apelación. La Sentencia de 
18 de marzo de 1972 centrada sobre el estado de peligro- 
sidad número 4 del artículo 2 . O ,  declaró que por ser esta 
jurisdicción sancionadora de conductas y no de hechos, 
hay que atender para decidir la competencia, al  centro 
de las actividades relativas al ejercicio de la prostitución, 
aunque el acto que motivó la iniciación del expediente 
tuviera lugar en otra localidad. La resolución de 14 de 
febrero de 1972 referida al número 1 . O  del artículo 2 . O  

de la Ley, admitió que tratándose de un individuo que 
no tiene en sus últimos tiempos domicilio fijo y realiza 
una vida ambulante, es competente para iniciar el ex- 
pediente, el Juzgado del lugar en que se descubre, al 
ser detenido, su estado de peligrosidad presunto. 

Las competencias que se susciten entre los Juzgados 
de Peligrosidad deberán tramitarse según las normas de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal (arts. 782 y 19 y 
siguientes) por aplicación del artículo 34 de la Ley de 
Peligrosidad. Esos mismos preceptos serán tenidos en 
cuenta para decidirlas, por la Sala de Apelación, órgano 
superior de los Juzgados dentro del ámbito territorial de 
su competencia (art. 9 . O ,  3 . O  de la Ley), y que mientras 
no se creen otras, será siempre la establecida en la 
Audiencia Territorial de Madrid (art. 71, 1 . O  del Regla- 
mento). 

concur 
resadas 

La relación jurídico-procesal nacida de la peligro- 
sidad es eminentemente pública y se desarrolla entre el 
Juez. el Ministerio Fiscal y el sujeto presunto peligroso; 
el )tras partes, ya sean perjudicadas o in- 
te :jercicio de la acción, no está admitido. 

En la regulación de esta relación jurídica, la separa- 
ción efitre el proceso penal y el proceso de peligrosidad 
no es absoluta, pues si bien la Ley de Peligrosidad y su 



Reglamento contienen normas relativas al procedimien- 
to para la declaración del estado peligroso y ejecución de 
las medidas de seguridad, no son completas, como se re- 
conoce expresamente en el artículo 34 de la Ley al de- 
clarar supletoria la de Enjuiciamiento Criminal con ex- 
cepción de las cuestiones referentes a tipos de recursos 
admisibles, que, por ello, será la única materia que se 
nos presenta con total autonomía 

En un plano procesal, el proce Ley de 
Peligrosidad no se estructura sobre los principios de un 
sistema determinado, sino que en ella "se arbitra un 
procedimiento ajustado a un criterio de simplicidad y 
urgencia", en el que ya el modo de iniciarse es peculiar, 
y aparecen los principios de inmediación (art. 16), lo 
que permitirá un mayor acierto en la valoración de la 
peligrosidad, escritura, doble instancia, contradic 
relación con la práctica de la prueba (art. 20, 
segundo), y libre valoración de la prueba (art. LA,. 

Del examen de las disposiciones reguladoras del pro- 
cedimiento, aparte su iniciación, encontramos diferen- 
ciadas las fases de averiguación. instrucción. alegacio- 
nes y decisor 
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es incompleto y a él habrá que agregar el supuesto que 
prevé el artículo 13, párrafo primero, pues tiene el ca- 
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cio comparado con el de la Ley de Enjuiciamiento Cr: 
mina1 (art. 303), ya que el artículo 12, párrafo 1 . O  t 

aquélla comprende en la promoción de oficio tanto 
incoación del expediente por ciencia propia de la auto- 
ridad judicial (oficialidad pura) como la nacida de de- 
nuncia formulada por medio de la Policía judicial o 
por particulares (oficialidad impropia). Si se da esta 
extensión a la iniciación ex officw, tanto la denuncia 
de la Policía judicial como la de los particulares, no 
es una forma directa de iniciación de los expedientt 
con lo que aparte de separarse de la Ley de Enjuici 
miento Criminal (arts. 259 y siguientes y art. 297: 1 
atestados y las manifestaciones que en ellos se hicieren 
se consideran a efectos legales denuncias), no debe vincu- 
lar al Juez el deber del artículo 269 de "nrm~der inme- 
diatamente a la comprobación del hec unciado", 
sino que, recibida una denuncia, ésta 1 no origi- 
nar un expediente según lo estime ei ~ U C Ú  con libre 
facultad decisoria; si la resuelve en sentido positivo, le- 
galmente la iniciación es de oficio; si se abstiene de 
iniciar el procedimiento, ello no traerá consecuencia al- 
guna, porque en realidad no hay desestimación de una 
verdadera denuncia, al ser la formulada mero antece- 
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estado peligroso. De aquí el que, en sentido propio, el 
procedimiento de peligrosidad sólo se inicia por el Mi- 
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Esta interpresacion conduce tamnien a otros resui- 
tados, el más importante de los cuales es que, en la 
esfera de la Ley de Peligrosidad, ni existirá obligación 
de los particulares de denunciar porque el catálogo de 
estados peligrosos no está constituido por hechos penal- 
mente ilicitos, sino, generalmente por conductas pre- 
delict Precisamente porque la llan 
de lo, :ulares no se proyecta sobre L 
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justificación, media 11e pelig l 
social. Si para integrar el Objeto de la denuncia regu- 
lada en la Ley de Enjuiciamiento Criminal son sufi- 
&entes simples hechos en apariencia constitutivos y 
apreciados como delitos. en el marco de la Lev de Peli- 
grosidad ni  ) 
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que tenga conocimiento de conductas que con claridad 
presenten la estructura de un estado peligroso determi- 
nado, o condicionando la denuncia a la práctica previa 
de diligencias; este caso es el que contempla el artícu- 
lo 14 de la Ley, según el cual "los Fiscales promoverán, 
y la Policía judicial practicará, las diligencias de inves- 
tigación de conductas que puedan determinar la incoa- 
ción de expedientes de peligrosidad social". Del resul- 
tado de las diligencias de investigación de conductas 
dependerá si éstas pueden encajar en cualquiera de los 
artículos 2.O, 3.O o 4." de la Ley, y si se inicia el proce- 
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dimiento o al menos la denuncia formal cuyo fin es la 
iniciación. 

Si es el Ministerio Fiscal quien formula la denuncia, 
el Juez tiene sus facultades limitad% por el artículo 269 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con la consecuen- 
cia de que si no se da lugar a la iniciación del expediente 
de peligrosidad y se archivan las actuaciones cabe con- 
tra tal resolución el recurso de apelación (art. 789, 1.O 
y párrafo último de Ia Ley de Enjuiciamiento Criminal). 
En esta fase, por su carácter preprocesal o anterior a la 
incoación del procedimiento, no debe regir el límite del 
artículo 34 de la Ley de Peligrosidad sobre los recursos, 
por lo que la Ley de Enjuiciamiento Criminal :ho 
supletorio en la totalidad de las materias. 

La promoción de las diligencias de investigación de 
conductas se lleva a cabo necesariamente en una fase 
previa a la iniciación y sólo por el Ministerio Fiscal 
(art. 14). Sin embargo, a tenor del artículo 64, 1." del 
Regalmento, este tipo de diligencias pueden promoverse 
también "por orden judicial", con lo que revestirán el 
carácter de diligencias previas autorizadas a practicar 
tras la denuncia o el conocimiento propio de conductas 
que convenga esclarecer antes de iniciarse el procedi- 
mi 
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prende la investigación de conductas de una persona, 
ello no es obstáculo para qu se reflejen las diver- 
sas conductas de esa perso puedan originar di- 
versos estados peligrosos, pb, ., =Je si se han iniciado 
distintos expedientes a una misma persona por un mis- 
mo estado o por estados diversos, no hay inconveniente 
en su acumulación. El expediente es individual para el 
peligroso, pero no pr s condi 
da ofrecer el peligro 

[e en él 
,na que 
nr lri ni 
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so. 

variada ie pue- 

habersi 
ento de 

d)  do el expedie 
pondr lente y del Fi 
la Sala de Apelación que corresponda (art. 76, 1 . O  del 
Regla ; por aplicaciá 34 de 
de Pe ad, los Jueces 1 , a los 1 
de las respectivas Audiencias el parle ae incoación en la 
forma reviene 3 de la Eniui- 
ciarni -imnal. 
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,B) Fase eriguaci0n.-L iaciones en el 
expediente iniciaao comienzan con una fase secreta 
dirigi lación ( inducta a inter- 
viene Fiscal (a ~árraf o 0 Y 1'71, 
pero r ~ i a ~ u i i c d  peligr,~~, ~ i i ~ i y ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ i t e  será 
oído i a extremos que moti. ?xpediente (ar- 
ticulc ' de la Ley). En esta ocesal se prac- 
tican diligencias de averiguación e investigación (artícu- 
lo 16), clasificadas 
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nera de vivi iteriores, infor- 
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bará el conLurau ur; la r u u b i a  (art. 82, 1.O del 
Reglamento) o de la Jefatura de 7 en su caso (ar- 
tículo 86, 2.O del Reglamento). 
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- Investigación antropológica, psíquica y patológi- 
ca mediante dictamen pericia1 médico (art. 83, 1.O del 
Reglamento), pudiendo ser utilizados a estos fines los 
equipos de observación que funcionan en los Centros 
preventivos (art. 22, 5.O del Reglamento) o encomen- 
darse a funcionarios y organismos, públicos o priva- 
dos (art. 89 del Reglamento). 

- Diligencias tendentes a averiguar la peligrosidad 
y personalidad de los presuntos peligrosos, esenciales al 
expediente (art. 77 del Reglamento), pues si la inclusión 
de una conducta en alguno de los estados peligrosos sera 
apreciada en función de las pruebas practicadas, la exis- 
tencia del estado de peligrosidad social se apreciará to- 
mando en consideración la repercusión que el compor- 
tamiento del sujeto pueda producir en la comunidad, 
su personalidad y los elementos ambientales y familia- 
res (art. 4.O, 2.O del Reglamento); se llevarán a cabo 
por el Juez directamente (art. 16, 1 . O  de la Ley y 82, 
2." del Reglamento) a través de informes de profesio- 
nales (art. 16, 2." de la Ley, y 83, 1.O; 83, 2."; 83, 4.0, y 
86, 1.0 del Reglamento). Además de las condiciones ge- 
nerales señaladas en la investigación de la personalidad 
se tienen en cuenta las particularidades referidas en el 
articulo 85 del Reglamento. 

- Informaciones sobre los factor& ~ ~ ~ ~ l l l i a r e s  y so- 
ciales del interesado a través de técnicos o instituciones 
idóneas (ark. 16, 2.O de la Ley, y 84 del Reglamento), 
que recogerán los antecedentes de ese orden que con- 
tribuyan a la mejor comprensión del comportamiento 
del sujetc . previsión de su rehabilitació 

- L k  LGUbantes diligencias de comprobación que se 
ez .ias para la concreta 
P1 ;. 88 del Reglamento). 

Todas las diligencias rehcionadas deberán pri 
carse en el plazo impro e de qu as (artb 
17, 1 . O  de la Ley). 
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El Fiscal interviene activamente en la promoción de 
las diligencias a practicar en este período procesal. He 
aquí los preceptos que justifican esa intervención: 
- A tenor del artículo 14 de la Ley y 64 del Regla- 

mento, los Fiscales promoverán las diligencias que pue- 
dan constituir elementos de juicio que deban ser teni- 
dos en cuenta en los expedientes. 
- El artículo 15, 2.O determi 

nes comenzarán con una fase de avr;lr~ua~ivii ur; 

intervendrá el Ministerio F 
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- Conforme al artículo 
del pase preceptivo al Fiscal pala ~ L C I I L V U  U c u ~ i ~ ~ i u a -  
ción del expediente, han de realizarse tod rompro- 
baciones que el Juez haya acordado a cia del 
Fiscal. 

as las c 
instani 

dispone 
..mnC:nn 

- Y, en fin, el artículc 1 Reglamento 
que durante la tramitación uel ~xpediente se 7 ) ~ a ~ i i ~ ~ a -  

rán las diligencias que se acuerden a ins del Mi- 
nisterio Fiscal. 

Cuando los sujetos afectados por la apertura del ex- 
pediente sean menores de edad o enfermos mentales, el 
Fiscal deberá solicitar que sean oídos los padres o las 
personas encargadas de su tutela o guarda, a fin de 
indagar como cumplen con sus obligaciones asistencia- 
les respecto de los mismos para adoptar, si fuere nece- 
sario, las prevenciones oportunas. 

! todo 1( 
Ley). 

?ste pe- . . C) Fase de instrucción o intt 
riodo el posible peligroso tiene ya, como parte, una activa 
intervención en el expediente, si la alternativa, que pre- 
vé el artículo 17, no se ha concentrado ,en el archivo. 
Efectivamente, si, tras oír al Fiscal. el Juez no acuerda 
el archivo, se dará vista de 
peligroso (art. 17, 1 . O  de la 1 

3 actua 

a) El archivo es causa impeditiva de la continua- 
ción del procedimiento y del traslado del expediente al 



sujeto afectado por él. Procesalmente, el archivo plantea 
diversas cuestiones : 

- Si el Juez y el Fiscal coinciden en que la resolu- 
ción adecuada es el archivo, ello ión 
del procedimiento iniciado. 

- Si el Fiscal informa en el sentido de que es pro- 
cedente dar vista de las actuaciones a quien se presenta 
como peligroso y el Juez acuerda el archivo, la Ley auto- 
riza contra este auto el recurso de apelación a interponer 
por el Fiscal (art. 18). Esto implica que no es vinculante 
para el Juez la petición del Ministerio Fiscal. 

- Si el Fiscal solicita el archivo y el Juez resuelve 
por auto que debe darse vista al peligroso no es proce- 
dente recurso alguno, porque no estando reconocido en 
la Ley, el artículo 34 de la misma impide utilizar medios 
de impugnación que no estén expresamente previstos. 
Si practicadas las pruebas que pueda proponer el peli- 
groso no han cambiado las circunstancias, y resulta 
claramente su no peligrosidad o la falta de prueba de 
la conducta, llegada la fase de alegaciones el Fiscal las 
formulará en el sentido de que no es procedente adoptar 
medida alguna de seguridad. 

Aceptando que el archivo sea trámit ;al equiva- 
lente al sobreseimiento de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal (incluso el art. 789, 1." dice que procede el archivo 
cuando el hecho no sea constitutivo de infracción penal), 
no parece que el Juez de Peligrosidad mediando peti- 
ción de archivo, para cc r el pr~ ento deba 
hacer uso de una faculk lela a 1; -tículo 644 
de la Ley de Enjuiciamiaiibu dmina l .  En definitiva, la 
solicitud de arch artículc la 
Ley de Peligrosid; tnte p a  ~ez. 
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a') Examen del expediente e intervención en él del 
peligrc 

6') 
curador que le represente y Letrado que le defienda, 
los que, en otro caso, se le nombrarán en la forma pre- 
venida en los artículos 788 y 384, párrafo 4.O de la Ley 
de En riminal 
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e) e propo I de cinco días 
los medios Ue prueba admisibles en derecho que a su 
descargo convengan (art. 17, 2." de la Ley). 

El plazo de cinco días concedido para la proposicion 
de pruebas, entendemos que es improrrogable en virtud 
de lo que disr articulo 202, 1 . O  de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, aplicable al amparo del artículo 34 
de la Ley de Peligrosidad. 

Los medios de prueba que pu 
todos los admisibles en Derecho, y su emension es mae- 
termir Ley comprende todas 
descar " que estén relacion 
practiLau- a, a ~ ~ ~ ~ i i r o  del artículo 16 de la Ley. En 
pura al descargo debe preceder un cargo, mas 
como nada dice sobre este extremo, el cargo esta- 
rá impiicico en el conjunto o resultado de las diligen- 
cias practica( la fase de averiguación; si el Fiscal 
ha informadc dé vista al denunciado será porque 
le considera ya peligroso en potencia, pero la Ley no 
dice que el informe del Fiscal adopte una forma deter- 
minada ni que lo fundamente, aún provisionalmente, 
por lc tsado p ~terpret nanera 
divers as prac Y no F r prue- 
bas de uoabarau, U rli) propoi ,~~ L a a  adecuacaa ~ 1 1  21 corto 
plazo que la Ley le concede; de ahí que 
señalar, al mismo tiempo que se le da v 
ligencias, unos puntos de hecho de entre el rnaJenal 
probatorio reunido, a modo de cari fin de 
que puedan servir a la defensa de obre la 
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proposición de la prueba de descargo de la peligrosidad 
presunta. 

Otra cuestión que suscitamos es si en la audiencia 
que se concede al Ministerio Fiscal en el artículo 17 
sobre archivo o continuación, puede solicitar, antes de 
aquellos pronunciamientos, diligencias de prueba diri- 
gidas a eliminar las posibles dudas que puedan existir 
entre solicitar el archivo o la continuación. Debe acep- 
tarse la tesis permisiva. 

En la fase de averiguación está suficientemente re- 
gulada la intervención del Fiscal en la prueba, mas en 
ésta la Ley no es explícita. La Ley de Vagos y Maleantes 
(art. 13, 3.O), admitía que el Ministerio Fiscal pudiera 
proponer las pruebas complementarias determinadas 
por las excusatorias del imputado. La intervención del 
Ministerio Fiscal en materia probatoria para este mo- 
mento, tiene en su apoyo normas de la Ley y del Regla- 
mento que no distinguen la fase en que el Fiscal puede 
proponer pruebas. En este sentido el artículo 14 de la 
Ley, lo mismo que el 64, 1.O del Reglamento, viene a dis- 
tinguir entre promoción de diligencias anteriores a la 
incoación del expediente y las que puedan constituir 
elementos de juicio que deban ser tenidos en cuenta en 
el expediente. Por otro lado, el articulo 65 del Regla- 
mento señala que la Policía judicial llevará a cabo las 
diligencias complementarias durante la tramitación del 
expediente acordadas a instancia del Fiscal. 

El Juez resolverá sobre la admisión de las pruebas 
con arreglo a derecho (art. 20, 1.O) en forma de auto 
no recurrible. 

Las pruebas admitic practicarán cc :to- 
riamente en el plazo de aoce aías si han de tener lugar 
en la sedc inte, si 'ac- 
ticarse fu 20, 2.O) 
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a') La aaopción de medidas cautelares. Desde que 
el Juez decida adoptar alguna medida cautelar, el pre- 



acordai 
 te para 

n, que S 
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sunto peligroso será instruido de sus derechos y podrá 
intervenir en el expediente (art. 17). Dada la redacción 
de la Ley es posible imaginar algunas medidas caute- 
lares (art. 19, 1.O y 3.O), en la fase de averiguación, pre- 
vias, por tanto, al auto dando vista del expediente al 
peligroso y no efecto de él; pero la totalidad de las me- 
didas sólo es posible 'las en intermedia. 

Es Juez competer . adopta las cautelares, 
no sólo el que instruye el expediente de peligrosidad, 
sino también los Jueces y Tribun, lo Penal (ar- 
tículo 79, l." del Reglamento), pei ,ados a la de- 
tención o internamiento preventivo. v respetando en 
todo caso el plazo señalado en el a 497 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. 

Son medidas cautelares que puedan adoptarse, las 
siguientes : 

a") La detenció ;e acordará si el presunto pe- 
ligroso no pudiera ser citado o careciere de domicilio 
conocido (art. 19, 1.O de la Ley). Cuando se acuerde la 
detención, ésta no podrá exceder del plazo de setenta 
y dos horas; antes de transcurrir dicho plazo, se de- 
cretará el internamiento preventivo, si fuese proceden- 
te, o se acordará la libertad. Esta podrá condicionarse 
a la prestación de una fianza que garantice la presen- 
tación del sujeto cuando fuere llamado, si el grado y 
naturaleza de la peligrosidad por la que se siga el ex- 
pediente lo aconsejara, observándose al efecto las dis- 
posiciones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en 
cuanto a la clase y forma de la prestación de estas fian- 
zas (art. 80, 2." del Reglamento). 

Si la Policía judicial procediere 
presunto ~eligroso por concurrir er l  el ciLcurlUva1il;ras 

que P i determinar que el Juez adoptará alguna 
medid .lar privativa de libertad, lo pondrá a dis- 
posición de dicha autoridad dentro del plazo legal (ar- 
ticulo 64, 3 . O  del Reglamento). 

Si no existen centros especiales, la medida caubelar 

La fase : 
Ir medic 



cio de 1 
de las 

peligros 
,rtículo 

! los de ter- 
de detención podrá llevarse a efecto en establecimientos 
ordinarios con absoluta separación de 
nos (art. 20 del Reglamento). 

b") El internamiento preventivo, en caso de estado 
de evidente indicio de peligrosidad y si las circunstancias 
lo hicieran necesario (art. 19, 3.O de la Ley). Está, pues, 
subordinado conjuntamente a dos hechos de libre apre- 
ciación judicial: el evidente indicio indicativo de una 
situación de peligrosidad del sujeto, lo que no equivale 
a un simple indi resunta peligrosidad, oce- 
sidad, derivada circunstancias que cc 'ren 
en cada caso. 

La duración de esta medida cautelar estará siempre 
en función del estado peligroso objeto de investigación, 
y a ser posible se realizará en los establecimientos que 
correspondan al supuesto de idad (art. 19, 3.O, 
párrafo primero de la Ley y a 21, 2.O del Regla- 
mento), debiendo cuidar los Jueces de Peligrosidad de 
que el internamiento en los Centros preventivos no se 
prolongue más allá de lo imprescindible en orden a la 
práctica de las diligencias de comprobación previstas 
en el artículo 16 de la Ley (art. 21, 1 .O del Reglamento). 
En todo caso, la duración del internamiento preventivo 
estará limitada por las medidas a imponer eventual- 
mente y también por el presunto cumplimiento del ar- 
tículo 97 del Reglamento, que no sería aolicable si la 
medida concurrente con una pena se con 
el abono del internamiento preventivo. 

En los Centros preventivos solamalAuG restringirá 
la libertad de los internos en los límites indispensa- - 
para asegurar su persona, evitar cualquier alteraciór 
el normal funcionamiento del establecimiento e imnp- 
dir todo contagio moral y físico de los recluidos (artic 
22, 1.O del Reglamento), cuidándose de prestarles, df 
los primeros momentos, el tratamiento asistencia1 que 
su estado requiera (art. 22, 2.O del Reglamento), a cuyo 
fin los equipos de observación (art. 22, 5.O del Regla- 

nguido 



rosidad 
uados a 

?1 inter 
mento) llevarán a cabo su labor con el respeto debido 
a la dignidad personal dt nado (2 1 
Reglamento). 

Donde no existan Centros preventivos especiales ae 
pelig social, o establecimientos de cumplimiento 
adeci d sujeto, el internamiento preventivo podrá 
llevarse a efecto en los establecimientos ordinarios dis- 
ponibles, bajo el régimen de absoluta separación de los 
demás internos y solamente por el tiempo mínimo indis- 
pensable Dara proveer el traslado del sujeto al estable- 

:nto m: 
?lar poi 
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cimic is adecuado a la sustitución de la medida 
cautt ' otra no privativa de libertad (art. 20 del 
Reglamento). 

El auto de internamiento no ni á ser r2 1 

y contra él procederá el recurso de rerorrna (art. IY, S:, 

párrafo último de la Ley). 
c") La declaración de 2 se aaoptará si el pre- 

sunto peligroso dejare de comparecer sin justa causa al 
llamamiento judicial acori su internamiento pre- 
ventivo (art. 19, 2." de la LI 

La adopción de esta medida sólo es posible en la fase 
intermedia, porque lente después del auto dando únican: 

está 1( 
- . ~ -  ~. - 

rebeldi; 
- -. ~ 

dando ; 

EY). 

vista al interesado suficientemente definida la 
peligrosidad como para aeclarar la rebeldía. La Ley no 
dice cuáles serán las consecuencias de la declaración de 
rebeldía; de entre los diferentes efectos que la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal asigna a la rebeldía, estima- 
mos que en esta materia el más adecuado será la sus- 
pensión del curso del proceso, por aplicación como fuente 
subsidiaria (art. 34 de la Ley de Peligrosidad) de las dis- 
posiciones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal conte- 
nidas en el Título 111, Libro IV, ya que la continuación 
del juicio en ausencia del imputado es excepcional (ar- 
tículo 791, 8." de la Ley de Enjuiciamiento Criminal); 
a esta misma conclusión conduce también la interpre- 
tación del E 5, 2.O del Reglamento, en donde se lrtículo 

se ano dispone que tarán en el Registro correspondiente 
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del Ministerio de Justicia, las declaraciones de rebeldía 
realizadas confonne al artículo 19 de la Ley. Si hay ano- 
taciones de rebeldía es porque el proceso se ha suspen- 
dido sin desembocar en Sentencia. 

d") Las demás medidas cautelares que puedan 
adoptarse, se regirán por las normas de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal, y en especial, las referentes a la 
ocupación provisional del dinero, efectos e instrumen- 
tos, y del permiso para conducir vehículos de motor (ar- 
tículo 81 del Reglamento y arts. 334 y siguientes, 785, 
octava, c) y 786, 2." a) de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal. 

D) Fase de a1egacimes.-Tras la práctica contra- 
dictoria de las pruebas, el Juez oirá al Fiscal y al Abo- 
gado del presunto peligroso en un plazo sucesivo de 
cinco días, durante el cual producirá] ?scrito las 
alegaciones procedentes, que se unir !xpediente 
(art. 21, 1P de la Ley). 

En orden a la forma alegaciones rige el siste- 
ma de escritura, y el pla ucrsivo, frente al princi- 
pio de la simultaneidad recogido en la legislación me- 
cedente (art. 14, 1." de la Ley de 1933, que con 
días comunes al Fiscal y al presunto peligroso) 

El contenido o estructura del escrito de alegaciones 
debe ser similar al de un escrito de calificación, al modo 
prevenido en el artículo 650 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. Por consiguiente, el Fiscal deberá especific 
los hechos que considere probados reveladores de la cc 
ducta peligrosa eniuiciada, su inclusión en el siipuei 
de peligrosidad d~ tículos iedidas de 
seguridad aplical: ,ensión s y costas 
producidas. 

¿Puede prescii s alegac El 
articulo 21, 2.O de si la pa %re 
de utilizar este ,, ., .c,luAa .or decaAuu su 
derecho, y el expediente seguirá el curso debid ul- 
ta  así que para el peligroso no es trámite ese] or- 

le form 
dispon 
nn 1.7. 4-1 

2.", 3." 
de las 

.ular la 
e que " 
...a"& n 

~~~ - - .  

1 por E 

án al E 

A 

cedía d iez 

riones? 
rte dej: 
:ar. e." 

.o". Res 
ncial, p 

:ar 
m- 
sto 



que suc 
rts. 12, 
-,.4.:-.:.4- 

n caso 
re el M! 

t por el 
o la fa -..- -, 

la Ley 
J Últimm 
-.L-....,. 

)so se d 
los car; 
----A:, 

eriva la 
tcteres 
.-4.- .... 

r, sin n 
ice que 
. . 

~tencia, 
ediente 
- .  

que su inactividad sólo produce el efecto de que se "le 
tendrá por decaído en su derecho". Si en esta Ley no 
existe trámit informidad, la inacción de la parte 
en esta fase sc mcl~~zja  a una conformidad implícita que 
produce el normal efecto de dicta] lás, sen 
porque a pesar de que el precepto d el "expi 
seguirá su curso", el trámite que subsigue, en cualquier 
caso, es la sentencia. El Ministerio Fiscal ha de utilizar 
necesariamente el trámite de alegaciones, al contrario 
de lo edía en de 1933, que I 

tos (a párrafc O, y 14, 2.O), e 
SU inacbiviudd; el pii~~iciu de ellos decla~aua yuc CLL 

ningú se paralizará el procc que no 
actua misterio Público, y el 'si am- 
bas partes o cualquiera de ellas dejare de utilizar este 
trámite se le tendrá por decaído 
expediente seguirá el curso debido 
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tes pa uez, qu: rá apre ;ado peligroso, 
de igi lo que declara  do un estado 
distinto al calificado por el Ministerio Fiscal. 

Si se apreciare en el sujeto conducta reveladora de 
una peligrosidad comprendida en más de un estado pe- 
ligroso, debe solicitarse en el escrito de alegaciones la 
aplicación de las medidas correspondientes a dichos es- 
tados (Sentencias de la Sala de Apelación de 15 de enero 
de 1971, 11 de noviembre de 1971 y 22 de diciembre 
de 1971). 



E) Fase decisoria. 

a) Transcurrido el plazo para formular las alega- 
ciones concedido al Fiscal y al presunto peligroso, haya 
sido o no utilizado por éste, "el Juez, dentro de los tres 
dias siguientes, dictará resolución en forma de senten- 
cia, que habrá de contener uno de los dos pronuncia- 
mientos siguientes : 

a') Declarar probada la peligrosidad social del su- 
jeto a expediente y su inclusión en alguno de los su- 
puestos de los artículos segundo, tercero y cuarto, con- 
signando los hechos que lo acrediten y señalando las 
medidas de seguridad aplicables. 

b') Declarar que no h a  lugar a la adopción de me- 
didas de seguridad por no darse las condiciones del esta- 
do de peligrosidad o por ser infundada la denuncia 
(articulo 21 de la Ley). 

La forma externa de la sentencia se ajustará, en la 
medida que lo permitan la distinta naturaleza del de- 
lito y el estado peligroso, al artículo 142 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. En la apreciación de las prue- 
bas la legislación de peligrosidad no sigue expresamente 
el sistema valorativo de la libre convicción psicológica, 
acogido en el articulo 741 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal para las pruebas practicadas en el juicio oral, 
con la frase de "según su conciencia"; más bien parece 
desprenderse la vigencia del principio del sometimiento 
a las reglas de la sana crítica, porque el artículo cuatro, 
2 .O del Reglamento dice ahora que "la inclusión en al- 
guno de los supuestos de aplicación de la Ley será apre- 
ciada en función de las pruebas practicadas en el expe- 
diente", en tanto que el texto del Proyecto de Reglamen- 
to contenía en ese artículo la expresión de "según su 
conciencia". Esta tesis está en armonía con la amplitud 
de las pruebas pericia1 y documental a tener en cuenta 
para la elaboración de la Sentencia (arts. 16 de la Ley, 



y 82-86 del Reglamento). De todas maneras, y en la 
duda, parece mejor que el Juez se someta a la valoración 
crítica de la prueba en vez de valorarlas en conciencia, 
pues así, al tiempo que se constriñe el arbitrio del Juez, 
se protegen más los derechos del peligroso. La no esen- 
cialidad del problema deriva de la posibilidad de revisar 
las medidas impuestas. 

La sentencia se notificará al Fiscal y al sujeto a ex- 
pediente en el siguente día (art. 21, párrafo penúltimo). 
Cuando la sentencia que declare no haber lugar a la 
adopción de medidas sea firme, se pondrá en conoci- 
miento del Centro directivo del que dependan los fun- 
cionarios de Policía judicial que hayan promovido la 
iniciación de aquél (art. 91 del Reglamento). 

b) El artículo 93, 1." del Reglamento, amplía el con- 
tenido de los pronunciamientos que el artículo 21 de la 
Ley asigna a las sentencias, con las costas; luego su ré- 
gimen no será el previsto como supletorio en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal (arts. 239 y siguientes), aun- 
que el concepto permanezca invariable (art. 241 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal). La sentencia que de- 
clare la peligrosidad social del encartado le impondrá las 
costas del procedimiento a no ser que su insolvencia 
esté plenamente acreditada (art. 93, 1.O del Reglamento). 

c) El párrafo final del artículo 21 de la Ley dispone 
que "cuando se rechace la denuncia por infundada podrá 
el denunciado, previa autorización del Juez, ejercitar las 
acciones penales que procedan contra el denunciante". 

La sentencia absolutoria no tiene causa única, pues 
a tenor del artículo 21, b), procederá por no darse las 
condiciones del estado de peligrosidad o por ser infun- 
dada la denuncia. La situación de peligrosidad, que no 
caracteriza a un acto determinado, sino al sujeto, no 
concurre cuando estando los hechos probadamente in- 
cluidos en algunos de los artículos 2, 3 y 4, no se aprecie 
la peligrosidad social, y también habrá lugar a senten- 
cia absolutoria cuando mediando una conducta peligro- 



sa no pueda incluirse en ninguna de las categorías le- 
gales. Denuncia infundada es la que carece de todo fun- 
damento fáctico, no aquella en la que falta la peligrosi- 
dad. Mas si está ausente el presupuesto objetivo o los 
dos conjuntamente en el supuesto objeto de denuncia, 
no debe esperarse a que el expediente termine por sen- 
tencia, sino que a1 Juez se le conceden estas posibili- 
dades : 
- No iniciar siquiera el expediente ante el carácter 

y contenido que ab initw presente la denuncia. 
- Hacer uso de la facultad comprendida en el ar- 

ticulo 64, 1.O del Reglamento, de ordenar que se practi- 
quen diligencias previas a la incoación y después optar 
por la apertura o por el archivo de la denuncia. 
- Iniciar el expediente de plano, y tras las pruebas 

practicadas que autoriza el artículo 16 de la Ley, ar- 
chivarle. 

Es claro que en estas tres hipótesis, la denuncia no 
es fundada, pero no puede haber presunta responsabili- 
dad penal para el denunciante, porque en la Ley el acto 
procesal de rechazar la denuncia para que produzca con- 
secuencias eventuales para el denunciante ha  de tener 
lugar en la sentencia. Sin embargo, la decisión de re- 
chazar la denuncia por absolutamente infundada acor- 
dada en la sentencia debe ser excepcional, ya que el 
hecho de llegar el expediente a la fase decisoria signi- 
fica que por el Fiscal y el Juez, conjuntamente, o al 
menos por éste, hasta entonces se ha considerado fun- 
dada, pues de otro modo, el expediente no se habría ini- 
ciado o iniciado terminaría en archivo. Por esta misma 
razón, las autorizaciones para proceder, serán también 
excepcionales. 

Pero es que, además, quien da noticia de la conduc- 
t a  al Juez no interviene en el expediente de peligrosidad, 
y sólo es denunciante en un sentido formal, porque si la 
causa remota de la iniciación del expediente es la denun- 



cia, aquél sólo se inicia de oficio cuando el Juez la ha  
hecho suya valorando objetivamente su contei 
hecho. 

3. Procedimiento para la r M n  de 2( 

seguridad. 

Estudiados en otro lugar la competencia (art. 28 de la 
Ley), modos de iniciarse (art. 29), y finalidad (art. 27) 
del juicio de revisión, así como las causas que le origi- 
nan (art. 30), ahora se analiza el procedimiento a seguir 
en la revisión de las medidas de seguridad (art. 31). 

A) Aparte la legitimación del declarado peligroso 
para promoverle por modificación o cese de su estado, 
la iniciación del juicio para revisar las medidas de se- 
guridad se produce de la misma forma que el expedien- 
te para declaración y aplicación de las medidas de se- 
guridad: por el Ministerio Fiscal, o de oficio cuando el 
Juez tuviere noticia, por ciencia propia, por denuncia 
de la Policía o de particulares (art. 29). En paralelismo 
entre los artículos 12, l.", y 29, inciso segundo, de la 
Ley, es manifiesto. Un límite a la iniciación, es que es- 
tando pendiente juicio de revisión no podrá iniciarse 
otro referente a la misma persona (art. 98, 1.O del Re- 
glamento); otro obstáculo es el del artículo 98, 2.O del 
Reglamento: que resuelto el juicio de revisión iniciado 
por el declarado peligroso por modificación del grado de 
peligrosidad, éste no podrá reproducir su pretensión 
hasta que transcurran los plazos señalados en el artícu- 
lo 30, 1.O, de la Ley. Interpretando restrictivamente la 
norma, entendemos que el Ministerio Fiscal no resultará 
afectado por ella, y que la reproducción de la revisión 
sólo es procedente cuando se haya denegado la anterior 
revisión solicitada. 

B) En la tramitación del juicio de revisión también 
existen normas comunes a la sustanciación del expe- 
diente de peligrosidad. Un estudio comparativo entre los 
artículos 16 y 31 de la Ley, nos muestra que en el juicio 



de revisión, en realidad, pueden practicarse muchas de 
las diligencias de las fases de averiguación e intermedia 
del expediente. En efecto, no sólo se debe oír al declara- 
do peligroso social sobre el hecho que motive la revisión, 
su ocupación o manera de vivir si hubiera permanecido 
en libertad, sino que el artículo 31 ordena que se prac- 
ticarán a instancia del Juez, del Fiscal o del peligroso, 
"las investigaciones, informaciones y comprobaciones ne- 
cesarias o útiles de las previstas en el artículo 16". 

Las diligencias complementarias acordadas durante 
la tramitación del juicio de revisión, se llevan a cabo por 
la Policía judicial (art. 65 del Reglamento). 

Asimismo pueden adoptarse las medidas cautelares del 
artículo 19 de la Ley. 

El peligroso estará asistido durante el juicio de revi- 
sión por el Abogado y Procurador que hubieran asumido 
su defensa y representación en el expediente o por los 
que designe o previamente se le nombren. 

En materia de prueba las diferencias con el expe- 
diente peligrosidad se reducen a que para la práctica 
de las acordadas en el juicio de revisión, de oficio, a ins- 
tancia del Ministerio Fiscal o del peligroso, se concede 
un plazo simultáneo de doce días (art. 31, 1.O de la Ley). 
Practicadas las pruebas propuestas, se dará vista de lo 
actuado al Fiscal y al declarado peligroso por plazo su- 
cesivo de tres días, para que, por escrito, el primero in- 
forme, y el segundo haga las alegaciones de descargo que 
le convinieren (art. 31, ~ ~ ~ a f ~ 3  segundo). 

Así como en el artículo 21, 2.O de la Ley el trámite de 
alegaciones puede no utilizarse por el peligroso, el ar- 
tículo, el artículo 31, último párrafo, con la frase de 
"evacuados tales trámites" (refiriéndose al de ale~acio- 
nez entendf es- 
cin e él. 

El juicio de revision termina por auto aictaao dentro 
del tercer día, en el que se acordará la revisión o decla- 
rará no haber lugar a ella (art. 31, 3 . O ) .  El auto debe 
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contener declaración sobre costas (art. 93, 2.O del Regla- 
mento), y la decisión está en función de las prueba 
ticadas en el juicio (art. 4.O,  2." del Reglamento). 

4. Sistema de recursos en La Ley de PeLi! 

stema . . 
/ros@ 

de los : A) Recursos admisibles.-El si medios 
de impugnación en la Ley de Pehgrosiaaa es cerrado, 
pues limitándose a regular algunos de los recursos po- 
sibles en nuestro ordenamiento procesal, declara "que 
no se admitirán otros que los expresamente estableci- 
dos en la presente Ley" (art. 34). Por tanto, las fuentes 
legales directas relativas a los recursos en el proceso de 
peligrosidad serán los artículos 18 (que construye el re- 
curso de apelación contra el auto acordando el archivo), 
19, párrafo último (en el que se admite el recurso de 
reforma contra el auto de internamiento), 22-23 (que 
ordenan el recurso de apelación contra las sentencias 
pronunciadas por el Juez en el expediente de peligrosi- 
dad), 32 (des al recurso de apelación que puede 
interponerse el auto de revisión) y 33 (dedicado 
a los Dresumwt,~~ v trámites del llamado recurso de 
abuso 

Ab 
menciona el recurso de queja, es cuestionable su admi- 
sibilidad; el recurso de queja en nuestro sistema pro- 
cesal penal se presenta como un medio de impugnar las 
resoluciones judiciales, que tiene finalidad a,  pero 
está desprovisto de sustantividad, ya que re apa- 
rece ligado a otros, bien como complementario de recur- 
sos devolutivos en el caso de que el Tribunal a quo no 
los hubiere admitido, o como sustitutivo de las resolu- 
ciones no recurribles en apelación. Estas dos modalida- 
des del recurso están expuestas en el artículo 218 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, a cuyo tenor el 
recurso de queja podrá interponerse contra todos los 
autos no apelables del Juez, y contra las resoluciones en 
que se denegare la admisión de un recurso de apelación. 
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Si el recurso de queja está vinculado eventualmente 
a todas las apelaciones hasta mrvirlas de complemento 
cuando haya recaído resolución denegatoria de-la adrni- 
sión, es indudable que cumple una función garantiza- 
dora de la efectividad de la apelación y por eiio no se 
prescinde nunca de él en el proceso penal represivo. 
Cuando el recurso de queja se presenta como supletorio 
en las resoluciones no apelables, tiene también una fi- 
nalidad esencialmente fiscalizadora por el Tribunal ad 
quem del posible error padecido por el inferior. 

Regulando la Ley de Peligrosidad los recursos a los 
que inexorablemente acompaña el de queja (reforma 
y apelación) no obstante los términos literales del ar- 
tículo 34 deberá tramitarse el recurso de queja siempre 
que se interpusiere. Este mismo criterio es el mantenido 
por la Sala de Apelación; sirva de ejemplo el supuesto 
de hecho resuelto en el auto de 9 de marzo de 1972; in- 
terpuesto recurso de queja contra providencia del Juez 
que denegó la admisión de una apelación contra auto 
de revisión de medidas de seguridad, fue admitido, y sus- 
tanciado por los trámites previstos en la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, se dio lugar al mismo, resolviéndo- 
se, en definitiva, la procedencia del recurso de apelación 
no admitido. 

Para la tramitación de los recursos son normas su- 
pletorias las referidas en el artículo 34, mas como este 
precepto distingue, a su vez, entre las disposiciones com- 
prendidas en el Tít. 111 del libro IV (arts. 779-803) y los 
demás preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
y asigna a aquéllos el carácter de derecho supletorio pre- 
ferente, es claro que tendrán también esta categoría los 
artículos dedicados a regular los recursos; y así como 
en orden al recurso de reforma la ordenación procesal 
del título 111 del libro IV es mínima, pues se limita a 
decir que "podrá ejercitarse el de reforma" (art. 787, l.O), 
con lo que el único derecho supletorio será el de bs ar- 
tículos 211,217, 219, 220 y 221 de la Ley de Enjuiciamien- 



to Criminal, los de queja y apelación cuentan con pro- 
pias normas (arts. 787, párrafos 2, 3, 4 y 5 y art. 792); 
de ahí que estos dos Últimos recursos sólo permitirán la 
aplicación de la normativa general de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal (arts. 212, 213, 218, 219, 220, 221, 
222 y 235) en aquello no previsto en el titulo 111 del li- 
bro IV. Así resulta que la prelación de normas regulado- 
ras de la interposición del recurso de reforma sería: 
Ley de Peligrosidad y Ley de Enjuiciamiento Criminal; 
el orden de fuentes legales para el de apelaci6n, este 
otro: Ley de Peligrosidad, título 111 del libro IV y dis- 
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brá de acudirse al derecho supletorio general de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y de él se infiere que la 
ordenación del recurso de reforma será la siguiente: 
- Por aplicación del artículo 215 de la Ley de En- 

juiciamiento Criminal ha de interponerse en el térmi- 
no de tres días siguientes a aquel en que se h ~ h i ~ r e  
practicado la Última notifica 
en el expediente. 
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- Tanto el Ministerio F'iscal como el presunto pe- 
ligroso, podrán interponerle ante el Juez que hubiere 
dictado el auto recurrido, que no será siempre el de Pe- 
ligrosidad, porque el artículo 79, 1 . O  del Reglamento, 
permite que los Jueces de Instrucción no competentes 
para la tramitación de las denuncias de peligrosidad 
social, puedan adoptar la medida cautelar de interna- 
miento. Este hecho 1 la cuestión siguiente : es cier- 
to que a partir del i ? en que el Juez decida adop- 
tar alguna medida cauteiar podrá intervenir el intere- 
sado en el expediente designando Procurador que le re- 
presente y Abogado que le defienda (art. 17 de la Ley); 
pero aquí la Ley contempla el internamiento acordado 
por el Juez competente, mas no al decidido por el Juez 
que actúa en diligencias de prevención "conducentes a 
impedir la desaparición de los medios de comprobación" 
del artículo 79, 1.O del Reglament o el re- 
curso de reforma sólo es posible si ito pro- 
cesal 
derec 

- uei3e interponerse por meaio ae escnto autori- 
zado na de L (art. 221 de la Ley de Enjui- 
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ciami iminal) 

- KI JUeZ resolvera el recurso al segundo dia de en- 
tregadas las copias, hubiere o no presentado 
la parte a quien se dio traslado del recurso (a 
párrafo 3.". de la Lev de Eniuiciamiento Crimim 
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a') Contra el auto que acuerde el archivo de las 
actuaciones.-El artículo 18 de la Ley dice que "contra 
el auto que acuerde el archivo de las actuaciones podrá 
recurrir en apelación el Fiscal, siendo observable, en la 
interposición y sustanciación del recurso, en cuanto sean 
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aplicables, las disposiciones de los artículos 22 y 23 de 
la Ley". 

El Único legitimado para la interposición del recur- 
so es el Fiscal cuando hubiera informado en el sentido 
de que era procedente dar vista al peligroso; ello es así 
porque aparte de que el Ministerio Fiscal es el Único 
mencionado en la norma, cuando se acuerda el archivo 
por el into peligroso parte ni, por 
tanto, el expediente, a no ser que previa- 
mente ai arcnivo se hubiere acordado contra él alguna 
medida cautelar. 

Si puede acudirsc al artículo 2: 
de la Ley, "en cuanto sean aplicables", ideaera ser em- 
plazado el peligroso presunto para que comparezca ante 
el órgano superior en los recursos interpuestos por el 
Fiscal contra los autos de archivo? Si era parte en el 
expediente, sin duda alguna, pero no en el caso contra- 
rio, porque tanto el emplazamiento como la personación 
son actos procesales de parte. La solución del auto de 
la Sala de Apelación de 10 de abril de 1972 es distinta, 
quizá condicionada Dor el emplazamiento realizado. Oe 
los an observa que el Fiscal había solici- 
tado e que se diera vista al presunto peli- 
groso, contra quien no se había acordado medida caute- 
lar alguna; el Juez decidió el archivo del expe 
Interpuesto recurso por el Ministerio Fiscal, autc 
por el artículo 18 de la Ley, se admite la apelacicili CL 

Juez a nformidad con el artículo 22, empla- 
zar al cal y a la parte para que comparez- 
can ante la sala de Apelación, en la que tuvo lugar el 
acto de la vista con intervención del Ministerio Fiscal y 
del presunto peligroso. Como puede verse por la síntesis 
de hechos, el Juez de Peligrosidad hizo uso incondicio- 
nadamente del artículo 22 de la Ley (cuyo presupuesto 
es distinto porque el peligroso en el trámite de apelación 
de la sentencia es siempre parte), en tanto que el artícu- 
lo 18 viene a decir que se observarán los trámites allí 

diente. 
)rizado :.. -* -1 



previstos "en cuanto sean aplicables", luego la misma 
Ley reconoce que es un hecho cond 
cualidad de parte o a otras situac 
lares. 
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b') Contra las sentencias dictadas por el Juez de 
Peligrosidad.-La Ley dedica dos artículós a este recur- 
so (22-23). El primero de ellos trata de la interposición' 
y admisión; el 23 está dedicado a la sustanciación del 
recurso ante el Tribunal ad quem. En lo no previsto 
regirá supletoriamente la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal (art. 34 de la Ley de Peligrosidad) según el orden 
que antes expusimos. 

a") Interposición y admisión del recurso. 
- La legitimación para interponer el recurs 

el Juez de Peligrosidad, concurre sólo en el Ministerio 
Fiscal y en el interesado. 
- El plazo para la intc ?S alas 

a contar desde la notilicacion ue la senbericia iart. 22). 
1 de trc 
--:- S - .  

- Requisito fori externo de la osición 
es que se haga siemr escrito autorizi i firma 
de Letrado (art. 221 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 

nal y 
ire por 

interp 
ado con 

nal) y con intervención de Procurador. El contenido del 
escrito expresará sucintamente los fundamentos dr la 
impugnación (art. 792, l.a, ~á r r a fo  secundo). 
- El recurso se admitii fectos ( 

lo 792, 2.a, párrafo segundo ln juicia 
Criminal), y seguidamente se emplazara al Fiscal y a 

" 
mbos e 
ey de E 
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la parte pzra que comparezcan ante la Sala Especial que 
corresponda dentro del décimo día (art. 22 de la Ley de 
Peligrosidad). 

b") Susti m . R e  
ligrosidad a la Sala de Apelación, ante ésta han de se- 
guirse los siguientes trámit 
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En el escrito de personación, tanto el Fiscal como 
?to a expediente, propondrán las pruebas de que 
dan valerse en la apelación (art. 23, párrafo se- 

gundo de la Ley). Si al presunto peligroso le han sido 
designados por la Sala Abogado y Procurador de. oficio, 
se les pondrá de manifiesto el expediente a fin de que 
puedan proponer las pruebas que la Ley permite. Ahora 
bien, la Ley no es explícita sobre si las pruebas a propo- 
ner pueden constituir hechos nuevos o han de ser sólo 
una n en ins 
Este 1 ~orma c 
pues el articulo 23, parralo %.O, dice que el Ministerio 
Fiscal ligroso podrán proponer que se reitere ante 
la Sal; men de los testigos y que se amplien las di- 
ligenciaa ~iaeticadas Dor el Juez. De igual modo pueden 
reproc tas ante el Juzgado 
sobre ya fuera para admi- 
tirlas o para denegarlas, las inaeaidamente denegadas y 
las que, admitidas, no se llevaron a cabo por causas no 
imputables a las partes. En la proposiciírn, estas pruebas 
no sor 3 porque fueron ya propuestas, pero si llegan 
a prac sí tienen tal carácter. La cualidad de prur- 
bas indebidamente denegadas en primera instancia que 
legitima su reproducción, concurrirá en aquéllas sobre 
cuya admisión el Juez no hubiera resuelto con arreglo a 
derecho íart. 20. ~á r r a fo  1.O. de la Lev). 

La 
ProPo 
te el interrogatorio de éste; de todas maneras es medio 
de prueba q uere utilizado, la Sala, como ante 
cualquier otr ~ a ,  podrá acordar o no su práctica 
según lo estime pel tinente. 

Aparte las pruebas prop 
al Tribunal acordar de oficio las c 
oportunas y nueva audiencia del interesaao (art. 23, pa- 
rrafo 3." de 1 . . .  - En +~guiiua iiisbaiicio rige ualiiuic~~ CL p~Tncipio 
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de la contradicción, ya que las 'diligencias de prueba 
acordadas se practicarán con intervención del Ministe- 
rio Fiscal y de la parte (art. 23, 4 . O ) ,  rectificándose de 
esta manera el criterio de la Ley 3 (art. 16, 3 . O )  

en la que el peligroso apelante poi excluido de la 
práctica de las pruebas. Las prueba* uc oracticarán en 
el plazo de doce días (art. 23, 5.") 
- Así como en la Ley de En] 

(art. 792, 3.a) la instrucción sigue a la personacion y 
precede a la proposición y práctica de las prue 
el artículo 23, 5.O de la Ley de Peligrosidad, la ! 

ción, es posterior a la práctica de las pruebas, v a  uut: 

una vez cumplido este tr5 e dará traslad 
sivo del expediente por tre! . cada parte p: 
trucción. La instrucción procede siempre que se hayan 
practicado pruebas, ya fueren propuestas por las partes 
o de oficio; pero como la instrucción es una consecuen- 

la prá ~ebas,  s no se p 
s perfei nciable .aslado. 
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ello; por otra parte, como la Ley de Peligrosidad nada 
dice sobre si la vista oral será pública o a puerta cerra- 
da, regirá el 
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to Criminal. 

- Concluiaa la vista, la sentencia se dictará aentro 
ercer día y contra ella no procederá recurso al- 

guno salvo el juicio de revisión para la cancelación, con- 
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firmación, sustitución, reducción o prolongación de todas 
o algunas de las medidas de seguridad (art. 23, 6.O). 

En su forma, la sentencia deberá ajustarse a las 
prescripciones del artículo 142 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, imponiéndose las costas del procedi- 
miento cuando se confirmen o agraven las medidas im- 
puestas en primera instancia, y en los demás casos se 
declararán de oficio (art. 93, 2P y 3.O del Reglamento). 
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el juicio de revisión el régimen de recurso5 
imodarse al sistema común, ya que no est: 

prendido en las limitaciones del artículo 34 de la Ley 
de Peligrosidad. En efecto, la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal es derecho supletorio para el plrocedimiento y 
ejecución de medidas de seguridad (arts. 12-26). salvo 
para 11 lue, por tanto, 
bles ú nados en esos 
las materias distintas a las reguladas en los articu- 
los 12 a 26, esto es, para el procedimiento del juicio de 
revisión (arts. 27-32) la Ley de Enjuiciamiento Criminal 

nte supletoria. La Ley de 
samente estos dos recursos: 

,, ,,,,,.so de reforma.-Iniciado el juicio ae revi- 
sión por cualquiera de las causas del artículo 30 de la 
Ley, si el declarado peligroso social se hallare en liber- 
tad, el Juez podrá adoptar, si procediere, alguna de las 
medidas caut 3el artículo 19 (art. 31). Si el Juez 
acuerda el inl Lento preventivo, es claro que contra 
ese auto puede interponerse el recurso de reforma, cuya 
sustanciación se ajustará a las reglas generales ya co- 
nocidas. 

El auto de internamiento en el juicio de revisión 
lo dicta siempre el Juez que hubiere conocido del expe- 
diente y no la Sala de Apelación, porque el artículo 28 



dispone que cuando la resolución revisable no fuera to- 
talmente coi oria de :ia, el ; I 

-una vez t lo el ji , propu ! 

revisión a aqueiia para su aproaacion. 
b) Recurso de apelación cmtra el az ado por 

el Juez en juicio de revisión.-Dictado auto acordando 
la revisión o declarando no haber lugar a ella, se noti- 
ficará al Fiscal y a la parte (art. 31, párrafo último), 
quienes podrán interponer contra él recurso de amla- 
ción (art. 32, inciso primero). 

El plazo para la interposición 1 
como para el peligroso, es de tres dias (art. 32, parra- 
fo l."), a contar desde la notific~ 31 auto impug- 
nado (art. 22); seguidamente el Ji rdará emplazar 
a1 Fiscal v a la warte Dara aue coni~ole~c;an ante la Sala 
de A. 
timo: 

La legitimación del Ministerio Fiscal para recurrir 
no tiene límites cualesquiera sea la causa de revisión 
alegada o la naturaleza del auto de revisión, pues el 
artículo 32, l.", di( "podrá recurr alquiera 
que sea el auto dici 51 declarado pe se halla 
en esa misma ~ i t ~ ~ 1 ~ ~ ~ ~ ~  dando  el juici~ uc Lc&ión lo 
hubiera pro] trizado por el r 30, nú- 
mero l.". Pe revisión se hu1 nparado 
en el artículo SU, L.', y no fuera instada por el peligroso 
o cuando se fundare en los n b e i  1 3.O del artícu- 
lo 30, la admisión de la apelaciói ndiciona a que 
en el auto concurra alguna de esbaU Lllbunstancias (ar- 
ticult 
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La apelación se sustanciará en la forma prevenida 
en el artículo 23, anteriormente examinado (art. 32, pá- 
rrafo último] 
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a) 'SO de LIV-V. 

a') ra2eza.- ez vigi' :tamente o a 
través 'sonas i os la e; 1 de las medi- 
das de seguridad; así el artículo 25 de la Ley le impone 
el deber de cuidar de su cumplimiento y del tratamiento 
eficaz del peligroso. En otros preceptos reglamentarios 
(arts. 7.O, 1.O; 9.O, 5.0; 44, 1.0, etc.) se insiste en que las 
medidas se ejecutarán bajo la dirección del Juez. Si la 
inmediación y el control fueran verdaderos o más inten- 
sos, n ssentarían motivos de exceso o abuso, pero 
las de les son posibles porque en la realidad prác- 
tica los encargados de cumplimentar las medidas son 
personas subordinadas o dependientes del Juez y no siem- 
pre técnicos, que actúan a distancia del Juez. Precisa- 
mente el llamado recurso de abuso viene a garantizar la 
exacta ejecución de 1 imientos aplicables a los dis- 
tintos peligrosos soc orque su finalidad es poner 
en conocimiento del Juez "todo exceso o abuso que pu- 
diera haberse cometido en la ejecución nedida 
acordada". 

al menos dudoso que al hecl oner en cono- 
ito del Juez una inexacta ej de las medi- 

das de seguridad le cuadre la naturaleza de verdadero 
recurso, tanto porque su objeto no es impugnar reso- 
lución judicial alguna, como porque su fin es simple- 
mente correnir irreqularidades en la ejecución de una 
senter ida e inimpug nte su 
verdac a jurídico pro :ima a 
la de un incidente de ejecuoiAn 
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de las medidas de seguridad impuestas. Para precisar 
el significado de las expresiones "exceso o abuso" habrá 
que ponerlas en relación con el tratamiento dispuesto 
para el peligroso de que se trate. Por lo demás, la ins- 
titución en estudio se originará más excepcionalmente 
en la ejecución de las medidas de seguridad, que son 
de ejecución instantánea (art. 5.O, números 7, 8, 12, 15 
y 16), o en las que ejecuta directa y personalmente el 
Juez (art. 5.O, núm. 13). Por el contrario, cabe sostener 
que el abuso o exceso se desenvolverá por noma  en el 
cumplimiento de las medidas duraderas, impliquen o no 
internamiento. Esta es la idea deducida del artículo 99, 
2P y 3 . O  del Reglamento, en donde se prevén como efec- 
tos del recurso "medidas que afecten al régimen general 
del establecimiento" e incluso "el cambio de estableci- 
miento". 

c') Legitimación.-El recurso, atendido el artícu- 
lo 33, 1.O de la Ley, sólo puede promoverlo el sujeto a 
medidas de seguridad. No se menciona al Ministerio 
Fiscal, pero si está autorizado para vigilar la ejecución 
de las medidas (art. 55, 3.O del Reglamento), y para in- 
tervenir en la inspección sobre funcionarios, delegados, 
establecimientos y demás servicios (art. 111 del Regla- 
mento), si llegare a su conocimiento que e licación 
de las medidas se ha incurrido en excesl 1~0,  po- 
drá recurrir ante el Juez denunciando r- LLCC~OS.  El 
Fiscal está omitido porque, lo mismo que el Juez, por 
su intervención directa en la ejecución de las medidas, 
puede instar la rectificación del exceso o abuso directa- 
mente o de plano, esidad de acudir al i 

procesal de los recu: ?dida a utilizar para 11 ; 

en que advertido el p l ~ u n a l  del establecimientv, LULL- 

tinúe la irregularidad en el miento de las medidas. 
d') Competencia y pro mto.-El sujeto a me- 

didas de seguridad podrá presentar su recurso ante el 
Juez de Instrucción de su residencia o ante el encargado 
de la aplicación de esta Ley en su territorio (art. 33, 1.'); 
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si la reclamación se hubiese hecho ante el Juzgado de 
Instrucción, éste remitirá los antecedentes al compe- 
tente para la aplicación de esta Ley (art. 33, 2."). 

Los términos resiciencia y territorio aplicados al pe- 
ligroso social, hay que referirlos al lugar de ejecución 
de las medidas, coincidan o no con su domicilio. Por lo 
demás, la Ley menciona los Juzgados que pueden reci- 
bir la reclamación instada por quien cumple medidas de 
seguridad, pero no dice quién es Juez competente para 
tramitar y resolver el recurso. Lo será, sin duda, el Juez 
que cuida y dirige la ejecución, el mismo que instruyó 
el expediente y que, resolviéndole, impuso las medidas 

Juez cc 
las disp 
. .  - 

de cuyo anormal cumplimiento se recurre 
Recibida la reclamación por el Juez com , prac- 

ticará "las diligencias que estime convenientes7' (artícu- 
lo 33, 2.O), sin que admita la Ley que el Fiscal o el de- 
clarado peligroso puedan proponer pruebas, pues sim- 
plemente serán oídos. 

Cumplidos estos trámite! ~nsidera acre- 
ditado el abuso o exceso, acc losiciones per- 
tinentes para corregirlos, sin perjuicio de lo demás que 
proceda (art. 33, 2."). El artículo 99 del Reglamento, 
desenvolviendo el contenido de la resolución y para que 
pueda adquirir efectividad, establece: 
- Que el Juez ordenará lo procedente ia que 

deben adoptarse disposiciones que r e p e r c u i ~ ~ ~  el tra- 
tamiento del peligroso. 
- Si se cree necesario, en relación d 

anterior, adoptar alguna medida que afecte al regi- 
men general del establecimiento, se dirigirá a la Direc- 
ción General de Instituciones Penitenciarias u organis- 
mo de quien dependa el establecimiento con una razo- 
nada exposición. El centro directivo afectado informará 
sin demora al Juez de las medidas que adopte. 
- De igual manera actuará el Juez cuando se trate 

de establecimientos públicos o privados utilizados al am- 
paro del artículo 6.O, número 3 del Reglamento; pero 

irecta c 
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i en orc ien a 12 

si las medidas adoptadas no fuesen satisfactorias en 
orden al adecuado régimen del internamiento o al tra- 
tamiento del sujeto, el Juez podrá acordar el cambio de 
establecimiento. 
- Se tomarán 1 idas op 1 

responsabilidad perla1 U uisciplin: 
De la resolución, que deberá adoptar la forma de 

auto, se dará cuenta a la Sala de Apelación correspon- 
diente, y se notificará al interesado, quien podrá recu- 
rrir contra la misma ante dicha Sala, asistido de Abogado 
y Procurador (art. 33, párrafo 3 . " ) .  Como la palabra in- 
teresado en otras ocasiones es empleada por la Ley para 
referirse solamente al peligroso, pero no al Fiscal (así 
el artículo 22 dice que "el Fiscal y el interesado podrán 
interponer recurso de apelación", y el 23, 3 . O ,  que el Tri- 
bunal podrá acordar de oficio nueva audiencia del in- 
t e r e s d o ) ,  resulta del artículo 33, 3 . O ,  que el Ministerio 
Fiscal no podrá recurrir contra la resolución que ponga 
término al  recurso de abuso y ni siquiera se le notifi- 
cará el acuerdo del Juez, conclusión ilógica si se acep- 
ta que el Fiscal pul i 
puede recurrir cont 3 

que lo resuelva. 
El giro contenido en el artículo 33, 3 . O  " ... quien 

podrá recurrir contra la misma ante dicha Sala", hace 
cuestionable cuál es el tipo de recurso que se admite 
contra la resolución del Juez de Peligrosidad. La inde- 
terminación legal de la clase de recurso y la determina- 
ción del órgano ante quien se interpone, hacen que de- 
ba excluirse de entre los posibles recursos el de apela- 
ción, porque éste sólo puede interponerse en los casos 
determinados en la Ley (arts. 217 y 787, 1 . O  de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal), y además ante el propio 
Juez que dictó la resolución impugnada (arts. 220 y 787, 
4 . O  de la Ley de Enjuiciamiento Criminal). Por el con- 
trario, debe aceptarse que el medio de impugnación que 
el articulo 33, 3 . O  de la Ley admite, pero no individuai 
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liza, es un recurso de queja, en su modalidad de queja 
supletoria, que procede contra los autos de 10s Jueces 
que no sean apelables, y que se interpone por medio de 
escrito autorizado con firma de Letrado (art. 221 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal) ante el Tribunal su- 
perior competente (arts. 219 y 787, 2." de Za Ley de 
Enjuiciamiento Criminal), quien también es el en 
do de resolver 
Criminal). 

(art. 2 
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Au 
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ción del Ministerio Fiscal, indicando cuál habrá de ser, 
en cada caso, el criterio a seguir, conviene ahora tratar 
de manera específica la posición del Ministerio Fiscal, 
tal como se desprende del contenido de la Ley y su Re- 
glamento, sin olvidar el artículo 781, párrafo 1." de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. su~letoriamente aali- 
cable, 
ciones 

A este m, parece necesario aistlnguir tres rases di- 
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procedimiento para la declaración del estado de peli- 
ión de 
petició: . . .. 

las me( 
n del 1 
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grosidad y aplicac lidas de seguridad, po- 
drá promoverse a dinisterio Fiscal". Esta 
facultad, que como tal tiene carácter potestativo y que 
se expresa con la frase "podrá promoverse", hace refe- 
rencia, a las distintas posibilidades de iniciación: activi- 
dad del Ministerio Fiscal, de oficio o por denuncia (aun- 

deja la 
. Juez, E . . 

que la Ley . iniciación en caso de denuncia a la 
decisión del ?nglobándola ,en la forma "de oficio"), 
pero ha de interpretarse por el Ministerio Fiscal, en lo 
que respecta al cumplimiento de su función, de forma 
imperativa. Conocida por el Fiscal la circunstancia que 
pueda dar lugar a la iniciación de un expediente de pe- 
ligrosidad, debe en todo caso promoverlo. Es más, tiene 
que realizar su función en forma activa, tomando la 
iniciativa para investigar posible! 
precisadas, como después veremc 
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penal, en el que surja el conocimiento de con- 
pueden estar incursas en alguno de los es- 

tados ae peligrosidad descritos en la Ley, que deduzca 
testimonio para cumplimiento de lo que dispone el ar- 
tículo 13 de la Ley de Peligrosidad. 

2." Instar del Juzgado de Peligrosidad la iniciación 
de expedientes cuando llegue a su conocimiento la exis- 
tencia de una conducta peligrosa, por cualquiera de los 
medios de información de que dispone: Policía judicial; 
prensa u otros medios informativos; conductas noto- 
rias o conocidas en la provincia de su jurisdicción: co- 

o oficia municación alquier lad, or 
o social; de: de parí S, etc. 

3." Pero la función del Ministerio Fiscal en la sa:- 

de cu 
nuncia 

vaguarda del orden jurídico y la satisfacción del interés 
social, le obliga a tomar la iniciativa también en la ave- 
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riguación de posibles conductas, cuya concreción no ha 
llegado todavía a su conocimiento. En efecto, en deter- 
minadas zonas de la geografía española, es patente la 
existencia de núcleos o actividades sobre las que exis- 
ten fuertes E is de conductas peligrosas, posible- 
mente incurs dguno de los estados descritos en la 
Ley. Es necesario que en estos casos no se espere a que 
los datos sobre conductas individualizadas lleguen a 
conocimiento del Fiscal, sino que éste, en cumplimien- 
to de ción, ordene la que lle 
certez ie tales conduc roduciei 
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ciales de las distintas zonas de su Provincia y la posi- 
ble existencia, en ella, de grupos de personas, ambien- 
tes, actividades o formas de proceder que atentan contra 
la no! pacífica convivencia de las gentes. En unos 
casos. habitadas por "quinquis", cuya inclinación 
delict,,, GD ~nuchas veces patente; que suelen usar nom- 
bres diversos y distintos documentos de identidad; que 
no tienen forma conocida y honrada de vivir y que son, 
en definitiva, nido de posibles maquinaciones para la 
comisión de actos ilícitos o lugar adecuado para la ocul- 
tación de los delincuentes. En otros supuestos, zonas 
de manifiesta concentración de personas en ambientes 
propicios al consumo de drogas, al alcoholismo; grupos 
"hippies", en cuyo seno desaparece la seguridad jurídica 
y física, se propaga el consumo de estupefacientes, circu- 
lan profusamente publicaciones pornográficas, etc. En 
determinadas ocasiones, el homosexualismo tiene tam- 
bién espacios geográficos bien determinados, donde es 
fácil y frecuente su práctica y la contratación consiguien- 
te. La existencia de bandas o pandillas de jóvenes incli- 
nados a la delincuencia; los barrios donde se ejerce la 
prostitución o se practica la violencia y los actos contra 
la prooiedad. etc.. e+- 
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artículo 14 de la Ley y su complementario, e1 64 del Re- 
glamento. La función del Ministerio Fiscal en tales casos 
adquiere toda la importancia y trascendencia de que 
está revestida y le convierte en instrumento primordial 
para el mantenimiento de la paz ciudadana y de la m e  
ralidad de las costumbres y prácticas de la vida sociaI. 

En efecto, el artículo 14 contempla la posibilidad de 
investigar todas estas que pudiéramos llamar "conduc- 
tas cokctivas" con objeto de conocer la existencia de las 
formas individuales de proceder y actuar que puedan re- 
sultar incursas en la Ley de Peligrosidad. Es importante 
observar que, en este artículo, la locución empleada por 
la Ley es imperativa: "Los Fiscales promoverán", dice, 
señalando con exactitud la posición en que el Ministe- 
rio Fiscal se encuentra y que ya hemos apuntado ante- 
riormente. El Fiscal promueve la investigación, utilizan- 
do para practicarla, a la Policía judicial, a quien debe 
impartir instrucciones precisas y señalar los objetivos 
concretos. Para ello, no sólo el artículo 14 de la Ley, sino 
también el 64 del Reglamento, establece el "modus ope- 
randi". De aquí se desprende también la conveniencia 
de que el Fiscal solicite frecuente información policial 
sobre la evolución de los grupos y actitudes a que antes 
nos referiamos y siga de cerca la aparición, desarrollo y 
actividad de aquéllos, vigilando a través de la Policía 
sus manifestaciones y ordenando las actuaciones nece 
sarias para evitar su desarrollo y proliferación. De esta 
actitud preventiva y vigilante depende en gran parte que 
la actuación posterior pueda ser eficaz. 

Toda insistencia en este matiz de la actuación del 
Ministerio Fiscal, iiecogido por la Ley, será poca si ver- 
daderamente hemos de lograr una eficacia adecuada 
de los instrumentos legales que comentamos. La espera, 
para promover cada expediente, a tener conocimiento 
oficial o documental de la conducta peligrosa sólo con- 
duce a un cumplimiento parcial y, desde luego, insufi- 
ciente de las obligaciones que la Ley nos impone. 



2, La intervencid del Fiscal en el expediente de peli- 
grosidad y en el sistema üe recursos estab2endos por 
la Ley. 
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Esta es la fase central de las tres en que dividíamos 
la actuación del Ministerio Fiscal en materia de peli- 
grosidad. Por razón de la e ra dad; a Cir- 
cular y para facilitar en ma idida sc o ,  he- 
mos preferido dejar constancia de estas intervenciones 
del Fis las dudas que a Ley sugiere, 
en la . orrespondiente lento para la 
declaracion ael estado de peligrosiaaa y aplicación de 
las medidas de seguridad". No hay por qi oducir 
aquí aquellas instrucciones y criterios. Sin ite, se 
trata de dejar constancia de las tres fases apuntadas: 
previa, centra tendent 
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Posiblemer ésta la fase más importante de la 
aplicación de la Ley, dado que con ella se pretende con- 
seguir la rehabilitación y recuperación social del peli- 
groso. Por ello es también en esta fase donde la posible 
intervención del Fiscal ha de ser anaiizada con dete- 
nimiento, a fin de que contribuya activamente a la efi- 
caz proyección práctica de la legislación de peligrosidad. 
Otra circunstancia se une a esta necesidad de análisis 
concreto de la intervención del Fiscal en esta fase: la 
falta de normas legales y reglamentarias que la concre- 
ten y especifiquen adecuadamente, lo que obliga tam- 
bién a que estas instrucciones se hagan más detenidas 
en est* materia. 

En ella no sa  estui facultades generaies 
del Fiscal en . de eje( ie  las medidas de se- 

diar las 
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guridad y también, más especificameiite, sus funciones 
en ciertas materias de indudable interés, como son las 
que se refieren a los establecimientos de cumplimiento; 
a las Juntas de Tratamiento y a los equipos especiali- 
zados de tratamiento del peligroso. 

A)  Facultades generales del Fiscal. 
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inteiveiitiiu~i del Fiatial e11 deterniiiiauu trámite es prt- 
cept -o no incluye ningún precepto general sobre 
las i les y obligaciones del Fisccl en materia de 
ejecucion de las medidas de seguridad, por lo que es ne- 
cesario acudir a las normas que regulan la misión y 
atribuciones del Ministerio Fiscal, desde "promover la 
acción de la justicia en defensa de los in públicos 
tutelados por la Ley y procurar, ante cgados y 
Tribunales, el mantenimiento del orden publico y la 
satisfacción del interés social", que consigna el artícu- 
lo 35 de la Ley Orgánica del Estado con rango de Ley 
Fundamental, hasta los preceptos generales de la Lev 
de Enjuiciamiento Criminal, que el articulo 34 de la Le 
de Peligrosidad declara "supletoriamente aplicab!es 
(véase también la disposición final l." del Reglamento 
Pasa ir el párrafo 1." del artículo 2 del Estatut 
de 2 inio de 1926, que encarga al Fiscal "vigila 
por el cumplimiento de las Leves, Reglamentos. Ordc 
nan: isposicic !r obligatorio q 
fiers Admini jticia y reclam: 
servancia". Es claro, por tanto, que el cumplimiento d 
los preceptos de la Ley y del Reglamento de Peligrosida 
y disposiciones complementarim, en cuanto se refiere 
la ejecución de las medidas de seguridad y al propósit 
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Fiscal habrá de cuidar el cumplimiento de los artícu- 
los 24 a 26 de la Ley y muy especia de lo que hace 
referencia al juicio de revisión, UI uyas causas es 
precisamente la modificación del r lauv  de peligrosidad 
o de terminación, e2 n del p 1 

(artículo 30). Los a1 amento 
a fijar el alcance de caaa una ae las medidas de segu- 
ridad en orden a su ejecución, pero espc nsidera- 
ción merecen los artículos 36 y siguienl itro del 
Capítulo V del Reglamento, referido p r e c i s a ~ ~ ~ ~ ~ ~ t , z  al tra- 
tamiento de los sometidos a medidas de seguridad. Es 
misión esencial del Fiscal vigilar que estos preceptos 
se observen con la mayor fidelidad, sin perder de vista 
los fines propuestos por la Ley 1 rando siempre 
que se cumpla el espíritu que la in Por otra parte, 
y a tenor del artículo 111 del Reglamento, al Fiscal se 
le asignan amplísimas facultades en materia de ejecu- 
ción de medidas de seguridad, ya que debe intervenir, 
siempre que sea necesario, en la inspección sobre f u n c i ~  
narios, delegados, establecimientos y demás servicios. 

Pero estas normas generales alcanzan a veces con- 
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Uno de los puntos fund les para la efic 
la Ley, son los establecimk lecuados para 
plimiento de las medidas dc: u ~ ~ ~ ~ i d a d .  En la exposición 
de motivos de la Ley, se dice que estos establecimientos 
han de ser "especializados" y "dotados del personal idó- 
neo necesario" para cumplir su finalidad de que "garan- 
tizarán la reforma y rehabilitación social del peligroso, 
con medios de la más de~urada técnica". A este fin. la 
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litará los establecimientos adecuados, a los que dotará 
del personal idóneo para la aplicación de las medidas de 
seguridad y rehabilitación". A ello atendió, inicialmen- 
te, la Orden de 1 de junio de 1971, por la que se deter- 
minan los establecimientos de rehabilitación y se habi- 
litan los destinados al cumplimiento de medidas de segu- 
ridad. 

A su vez, el Reglamento reafirma en su preámbulo 
la especialidad del tratamiento de las medidas de segu- 
ridad y la "conveniencia de separar a los sujetos a ellas 
del sistema penitenciario general", afirmando que "es 
preocupación constante del Reglamento de mantener 
siempre una estricta separación entre los establecimien- 
tos de cumplimiento de las medidas y los centros peni- 
tenciarios" y también "entre los sometidos a medidas y 
penas". A todos estos fines, los artículos 23 y 24 del Re- 
glamento, mencionan los establecimientos de rehabili- 
tación "especialmente dedicados al cumplimiento de las 
medidas de seguridad", que deben organizarse y mante- 
nerse "con absoluta separación de los demás penitencia- 
rios" y establece también la necesidad de "mantener la 
debida separación entre los sujetos a medidas de segu- 
ridad y los demás internos", a la vez que se dice que el 
personal de estos establecimientos "habrá de especiali- 
zarse para el mejor desarrollo de su cometido". Precisa- 
mente porque este modo de cumplir las medidas de se- 
guridad resulta incompatible con el anterior régimen, 
la disposición final 4." del Reglamento deroga los ar- 
tículos 17, 18 y 19 del Reglamento de los Servicios de Pri- 
siones de 2 de febrero de 1956 que trataban del ingreso. 
destino y tratamiento de los sometidos a medidas de 
seguridad. 

Es de esperar que la actividad de la Administración 
en la línea que inicia la citada Orden de 1 de junio de 
1971, prosiga en el cumplimiento del fin propuesto de 
dotar a la jurisdicción de peligrosidad, de los estableci- 
mientos suficientes y adecuados para el cumplimiento 
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de las medidas y ésta ha de ser también una constante 
preocupación del Ministerio Fiscal, que ha de ocuparse 
de conocer de manera directa los establecimientos habi- 
litados o que en lo sucesivo se habiliten dentro del te- 
rritorio de su jurisdicción, a fin de comprobar si se cum- 
plen en ellos las condiciones arriba mencionadas, que 
vienen establecidas por la Ley y su Reglamento. Tres 
son los principios que resumen las características de los 
establecimientos de prevención y cumplimiento, que el 
Ministerio Fiscal tiene que vigilar, conociendo mediante 
visitas periódicas si se dan en ellos las siguientes condi- 
ciones : 

a) Sepa entre los esta 
bilitación y ablecimientos - 
nos, consiguiendo que los locales destinados al cumpli- 
miento de medidas de seguridad tengan suficiente 
separación y autonomía respecto del resto del estable- 
cimit nitenciario cus 
bello iartes suficient ? 

un C C I ~ I I ~ I C ~ U  penitenciario culliuii. 

b S 

a me 1 

cumplienao una pena. 

c) Especialización del la1 que la a los 
establecimientos de rehabil~~aciori, particiirarrrierite el de 
carácter técnico (médicos, psicólogos, antropólogos, edu- 
cadores, etc.), y procurando que también el personal de 
vigilancia sea distinto que el que realiza los mismos ser- 
vicios en el establecimiento penitenciario. 

Es lógico esperar que las dificultades materiales con 
que tropieza la Administración para poner a punto los 
establecimientos adecuados, vayan superándose paula- 
tinamente y por elio la actividad del Ministerio Fiscal ha 
de tender a conseguir progresivamente los fines hasta 
aquí enunciados, informando a esta Fiscalía de las di- 
ficultades y defectos que encuentren y elevando suge- 
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rencias de carácter práctico para la rápida consecución 
de los fines propuestos por la Ley. 

En todo caso habrá de tenerse muy en cuenta io que 
disponen los artículos 19 a 22 del Reglamento en cuanto 
a los centros preventivos y en los artículos 23 a 35 del 
mismo Reglamento, en lo que se refiere a los estableci- 
mientos de cumplimiento. 

C) Facultades en lo que aIecxa a la Iuncion ae los 
Delegados. 
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el párrafo tres del artículo 55, que establece la obliga 
ción de que el Delegado mantenga informado al Fisca 
sobrc iel som 
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designados, requiriéndoles para que proporcionen la in- 
formación ,establecida por el Reglamento, de manera pe 
riódica y en sucintas notas que permitan disponer, entrc 
los antecedentes que el Fiscal conserve de cada caso, 



de los elementos de juicio necesarios para conocer la evo- 
lución en la situación del peligroso y su ] rehabi- 
litación. 

c) Calificar las actuaciones de los Delegados, llevan- 
do nota suficiente de estas calificaciones, a fin de que 
conozca la Fiscalía el grado de eficacia de la labor de 
cada uno de elios, para oponerse a su designación en 
otros casos, cuando procediera, o sugerirla, si lo consi- 
dera conveniente, en razón de la eficacia demostrada en 
casos anterio 
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Fiscal y las Juntas de Tratamiento. 

El artícul" la Ley habla de la Junta de Tra- 
tamiento, con ocasión de establecer el informe precep- 
tivo de ésta para el cese de la medida impuesta y la 
sustitución, en su caso, por la sucesiva. Pero no vuelve 
a mencionarlas y dice, en cambio, que su comp 
y funciones se fijarán reglamentariamente. 

El Reglamento menciona en varias ocasiones a la 
Junta de Tratamiento: en algunas para establecer que 
debe ser oída o consultada o que puede proponer alguna 
modificación en el tratamiento (art. 29, 2; art. 32, 2; 
artículo 42, 2). Y en otras, para establecer su camposi- 
ción y funciones (arts. 45. 46, 47 y 48). 

De ,escripcj rl Regl; prende 
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ha de designarse para cada uno de los peligrosos some- 
tidos a determinadas medidas de seguridad- la Junta 
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guen a la intervención de las Juntas de Tratamiento, se 
constituyan éstas en la f o ~  zblecida ,- 
los 45, 46 y 48 del Reglam sto ha I Q 

los establecimientos de custodia (art. 29); en los asta- 
blecimientos de trabajo (art. 32); en los establecimientos 
de preservación y templanza (art. 42); y en los estable- 
cimientos de reeducación (art. 45). 

De la composición de cada una de ntas, de 
acuerdo con lo establecido en los articula rrr. -O y 48 del 
Regl 1, llevará el Fiscal de Peligro! ota sufi- 
cieni omo de la calificación que le a el f un- 
cionamento de cada una de ellas. Cuanao entienda que 
el cumplimiento de las funciones establecidas por el ar- 
tículo 47 no se ajusta a lo previsto o no responde sufi- 
cientemente a los fines pretendidos. deberá dar cuenta 
a la Fiscalía del Tribunal Supre por ésta 
se promuevan las medidas que ] :ir a las 
necesarias rectificaciones. También debera el Rscal di- 
rigirse al Juez de Peligrosidad en cuyo territorio juris- 
diccional funcionen los establecimientos afectados, y al 
Dire 1 establecimiento, cua juicio c 1, 
la J ? Tratamiento no aju actuaci )S 

fines prevenidos por la legislación de peligrosidad social. 
Ha de tenerse en cuenta que, aparte del cometido 

funcionamiento de las Juntas de Tratamiento, el Regk 
mento, en el párrpfn 1 de su articulo 44 establece 1- 
existencia necesari, da uno de los establec E 

de equipos especia para la aplicación d t- 
miento adecuado y &os equipos deben adbPbal lcls 
disposiciones generales y particulares que acuerde el 
Juez. El Fiscal, por consiguiente, puede instar del Juez 
que establezca las instrucciones generales o especiales a 
que deben ajustarse los equipos especializados y puede 
también hacer saber al Director del Centro cuáles son 
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CUESTIONES DE INTERES DOCTRINAL 
O LEGISLATIV 

amparo de la autorización que el articulo 47 del 
Estatuto del Ministerio Fiscal concede, venimos hacien- 
do figurar en las Memorias, cuestiones de interés doc- 
trinal o legislativo, que pueden proporcionar datos de 
interés sobre las opiniones sustentadas por algunos Fis- 
cales en materias determinadas. Normalmente, se trata 
de cuestiones de orden práctico, nacidas al hilo de la 
aplicac las leyes, y movidas por el propósito de 
facilite iterpretación o el de completar sus pre- 
ceptos senalando las posibles lagunas existentes. 

Parece lógico dar cabida en estas líneas a estas opi- 
niones puestas de manifiesto por algunos Fiscales, y 
aunque no pueden serlo todas, por su extensión, siem- 
pre procuramos incluir alguna de ellas, aunque hayamos 
de hacerlo con la advertencia de que reflejan solamente 
la opinión de sus autores y no la de la Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo. Y no porque no nos parezcan adecuadas 
o bien orientadas, sino porque no se trata ahora de dar 
el parecer de un organismo que ha de pesar ir mu- 
cho sus opiniones y limitarlas, más bien, a de in- 
terpretación para la unificación de criteri- U C L A ~ ~ O  del 
ámbito del Ministerio Fiscal, como lo hace a través de 
las Circulares y Concultas, también incluidas en estas , 
Memorias. 

Con esta lógica sa reproducimos, en est 
sión, dos pareceres de los r.iscales ae Valencia y El--..,. 
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El primero, analiza ciertos problemas que surgen en la 
práctica por razón de la regulación de que en nuestro 
Código son objeto las penas de inhabilitación y suspen- 
sión. El segundo, afronta un tema muy de actualidad, 
el de la delincuencia fiscal y tributaria y su posible re- 
gulación legal. 

Aparte de ello, y como es ya tradicional en estas Me- 
morias, se incluyen también en este Capítulo las princi- 
pales reformas legislativas propuestas por los Fiscales 
de las Audiencias en sus Memorias. Decimos para ellas 
lo mismo que para los análisis de cuestiones que acaba- 
mos de mencionar. 

ONSIDER N EN EL 
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-8tunamos que en nuestro código vigente se hallan 
reguladas deficient que se 
ofrecen múltiples di i puntos 
del texto lee-'. 

de pron 
. . 

emente 
udas y I 

las cit 
oscurid: 

enas y 
.o pocos 

a/ ito, se nota la 
tivas a la ejecución de las mismas y ello justifica ya 

falta d 

de por sí el que, por parte del Ministerio Públ 
mero 12 del artículo 2.O de su Estatuto), se dedic t 

oreferente atención a este tema, tanto para el mejor 
~limiento de la Iey, ca la Sentencia, y su eje- 

ico (nú' 
que unr 
7 ...- $-.  

)n cuanto para la mf 'antía de los derechos 
de los ciudadanos. Pero .es que a la falta de normas de 
ejecución se une en el presente caso la vaguedad, cuan- 
do no imprecisión en la determinación legal de la natu- 
leza sustantiva de las penas que vamos a considerar. 

En la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la ejecución 
de la Sentencia se halla regulada en el Libro VII, ar- 
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tículo 983 a 998, es decir, en un total de dieciséis no de- 
masiados extensos artículos, en los cuales ni se abarca ni 
se pretende abarcar la completa materia de la ejecución 
de la pena. 

El artículo 990 del irrafo 
primero señala que "las penas se ejecutarán en la forma 
y tiempo prescritos en el Código Penal y los Reglamen- 
tos". Esta remisión normativa tiene una importancia 
muy diferente según la clase de pena de que se trate. 
En efecto, respecto a las penas privatívas de libertad, 
el Código Penal es suficientemente explícito, y además la 
ejecución de tales penas ha  sido objeto de un muy im- 
portante desarrollo reglamer Totalmente distinto 
es el cariz que presenta la c en las penas de in- 
habilitación y suspensión, donue si el Código Penal se 
abstiene prácticamen ecoger disposii relati- 
vas a la ejecución, lz las reglaments ) son, 
por el contrario, más explícitas, antes iben brillan, de 
modo absoluto, por su ausencia. 

Existe, pues, una falta de normas de ejecución. Ello 
dio lugar a que ya en el año 1899, por la Fiscalía de la 
Audiencia de Vitoria, se elevara consulta al Excelen- 
tísimo Señor Fiscal del Tribunal Supremo en el sen- 
tido de 3erán ejecutar penas 
de inhe especial y la di nsión, 
ya que ni el Código Penal, ni la Ley de En~uiciamiento 
Criminal contienen disposición alguna acerca de esta 
materia?". Esta consulta, la número 19 de dicho año, 
fue resuelta en el sentido de aue la privación de los ho- 

2mpleos os públ e tuviere el penado, 
lo el dc a elegir elegido, debía cum- 

plirse remitiendo testimonio de la sentencia al jefe de 
la dependencia a cuyas inmediatas órdenes hubiere ser- 
vido el condenado y al Ministro, a cuyo Departamento 
corresponderá el cargo para su anotación expe- 
diente personal del penado, así como a Lde y 
Juez Municipal del lugar donde tenga reconocido el dere- 
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cho de sufragio. Por lo que toca a la inhabilitación o 
suspensión de profesión y oficio, deberá ponerse en cono- 
cimiento de la autorización administrativa del pueblo 
donde el penado tenga su domicilio, para que recoja y 
disponga que no se le dé patente para ejercer dicha p r e  
fesión u oficio durante el tiempo de condena (Memoria 
F. T. S. 1899, pág. 118). 

b)  Existen problemas de determinación en algunos 
tipos legales respecto de las penas citadas. La regla 
general es que se establezca la pena de inhabilitación 
o suspensión, sin determinar si se refiere a la de cargo 
público, o a la de derecho de sufragio, o a la de pro- 
fesión u oficio o a las tres. En el Libro 11 del Código 
Penal, normalmente no se determinan en cada tipo, los 
efectos que produce la inhabilitación o suspensión im- 
puesta y ha de ser el caso concreto, con todos los incon- 
venientes que ello comporta el que decida acerca de los 
efectos de la inhabilitación o suspensión. 

Frente a esta regla general existen casos en que la 
Ley especifica no sólo la clase de inhabilitación, sino 
incluso el cargo o profesión concreto sobre el que recae: 
son los contemplados en los artículos 251, último pá- 
rrafo (inhabilitación especial para el ejercicio de fun- 
dones docentes), articulo 267 (inhabilitación especial 
que comprende, "aparte de los efectos propios de ella, 
el de prestar cualquier género de servicios en clínicas, 
establecimientos sanitarios o consultorios ginecológicos, 
públicos o privados". 

Indudablemente, en algunos casos será fácil deter- 
minar la clase de inhabilitación, e incluso, el cargo O 

profesión concreto sobre el que recaiga: delitos de los 
funcionarios públicos cometidos en el ejercicio de sus 
cargos, articulo 445, relativo a maestros o encargados 
en cualquier manera de la educación de la juventud, 
etc. En otros, dicha determinación se ha efectuado por 
la Jurisprudencia. Es de destacar, en tal sentido, la Sen- 
tencia de 3 de enero de 1962, que dice que "al no cons- 
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tar que el procesado, que trabajaba en una empresa de 
bicicletas, desempeñara cargo público determinado, la 
pena de inhabilitación especial, impuesta por el deiito 
de escándalo público.. . debe referirse al desempeño de 
cargos que le confieran autoridad sobre menores de edad, 
o impongan a éstos subordinación al procesado". 

Ello, no obstante, sería de desear una contemplación 
legal más precisa de la materia, coa io así las dis- 
posiciones del Libro 1, con su aplica pecífica a los 
supuestos del Libro 11. 

La complejidad de nuestra civili lucido 
la división del trabajo a un tal extremo, que privar a un 
individuo del ejercicio de la profesión que normalmente 
desempeña es tanto como privarle de la posibilidad de 
trabajar. Por elio, fuera de aquellos casos en que el abuso 
específico de la profesión que se ejerce haya jugado un 
papel relevante en la comisión del delito, la privación 
de profesión u oficio parece inconciliable con la esencia 
retributiva de la pena. 

Por ello la doctrina ha sido muy dura sin calificar 
esta pena. Así dice Groizard, que "niega al hombre lo 
que la Ley ni :ne derecho a I erior a 
todo derecho de utilizar s u  3 y sus 

zación 
. - - . - - - . 

negarle, 
; conoci 
!. ,. -- , 

el antc 
mientoz .~- .~  L - ~ ~  fuerzas para ganarse su subsistencia. Y wuincano, que 

"imponer la inactividad profesional no es, ni puede ser, 
un objetivo penal". "Castigar con no trabajar -continúa 
diciendo- es ciertamente una donosa manera de pen- 
sar, que para sí quisieron muchos holgazanes". Pero es 
más, pues así como la libertad es un derecho, y nada 
más que un derecho, el trabajo es un derecho, y a la vez 
&e modo primordial un deber (art. 24 del Fuero de los 
Españoles; declaración primera número tres del Fuero 
del Trabajo y número cinco del mismo). 

Debiera, pues, especificarse en los distintos tipos de- 
lictivos el alcance de la inhabilitación especial, que no 
afectaría a la profesión, cargo u oficio si éstos no ju- 
garon papel relevante en la comisión del delito. . 



c) Otro extremo a considerar sobre las penas en 
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digo Penal) pueae conducir a resumaaos ansuraos. riel- 
sese en una persona que ejerciera actividades docentes 
con respecto a menores, de orden particular. Si come- 
tiere delito de escándalo público del artículo 431 del 
Código Penal, se le condenaría a 1, inhabil 
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condenado, se observará respecto a ellas las reglas si- 
guientes". Pues bien; en las siguientes reglas no se hace 
referencia alguna a las penas de inhabilitación o sus- 
pensión. Y es más la relación de penas, por orden de 
gravedad a efectos n~limiento suc 
comprenden. 

no las de cun 

, sino t 
itación 

determi 
1 se dic 

. . 

ambién 
de dich 

e) Existe tambien rana de nomas sobre si estas 
penas se hallan sujetas a la limitación en el cumplimien- 
to establecida en la regla segunda del artículo 70 res- 
pecto nación del triplo de la pena más 
grave. :e de una manera expresa, la limi- 
tación en el cumpimiento establecida en la regla se- 
gunda del articulo 70, habrá que entender que afecta no 
sólo a las penas relacionadas en la regla primera, entre 
las que no se hallan las inhabilitaciones ni las sumen- 
siones 
la lim 
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f)  ién deb 
mome que em 
habilitacion y suspension. r;l articulo 32 ael codigo re- 
nal, claramente especifica el momento en que empiezan 
a cumplirse las penas privativas de libertad y las de 
extraf da dice 
respec irs. Es 
evidense, que cuanao se impongan como accesorias, al 
tener la misma duración q tles, según es- 
tablece el artículo 31, e m ~  lplirse cuando 
comience la principal, pero UL at. I L I ~ U U I ~ ~ ~  como ~ r i n -  
cipales, el Código no da nc 3. La p 
viene entendiendo, lo que Penal. d 
establecía en iculo 115, al decir quí :ará su 
cumplirnientc que sea firme la sete indena- 
toria. EntenclcIL1- que un precepto de idéntica redac- 
ción al del Código de 1928, regularía legalmente lo que 
ahora no lo está. 
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g )  Otra cuestión, quizá de interés no menor que las 
anteriores, por sus efectos, es que, al ser necesaria la 
rehabilitación, en numerosos supuestos para volver a 
gozar de los derechos que estas penas privan, se pro- 
longan sus repercusiones haciendo que, en realidad, los 
efectos de la condena, vayan más allá en el tiempo del 
período impuesto en la sentencia, ya que la rehabiIita- 
ción de estas penas, según el artículo 118, número 3 del 
Código Penal (reformado por la Ley de 15 de noviembre 
de 1971) exige el transcurso de os desd m- 
plimiento de la condena. Tiene pecial i n-  
cia en lo referente a los funcioiia~iua ~Úblicob  do 
se 10, 
así en 
virtud de una pena ae innabiutacion o suspension, ya 
que le el articulo 3 05 de 1: 3bre Fun- 
cioi 2iviles del Est; 15 de de 1964, 
para UCL admitido o bien vaLa reingresar CLL un cargo 
pú1: dge tar partadc se 
inh o para funcio OS 

Reglamentos de caaa organismo oficial exigen aaemas, 
para el ingreso o reingreso, en n ,es, la ca- 
rencia de antecedentes penales, que con- 
templa supone la rehabilitació~~ y ,  cu GULLZ 1% 

como hemos dicho, el plazo efectivo de estas es 
el impuesto en la sentencia más dos años. 
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1. El fraude tributario y su represión pend. 

Con mucho fundamento, se presta hoy c ~n 
atención, porque hechos concretos de extraordinaria gra- 
vedad así lo demandan, a ,la delincuencia económica y 
a la llamada delincuencia social, a la que quizá con. 
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más propiedad convienera, por ser más precisa y dife- 
renciadora, la calificación de laboral; por N de no 
menos peso, comienza a preocupar entre r . la ex- 
tensión que está tomando, sobre todo en .,, ,,,,eracio; 
nes jóvenes, el consumo de drogas. Pero; sin pretender 
disminuir en u n  ápice la importancia de tales manifes- 
taciones delictivas, ni dejar de encomiar, en lo mucho 
que lo merecen, las medidas legislativas adoptadas para 
reprimirlas, es lo cierto que la preocupación que h% orir 
ginado ha venido a difuminar, relegándolas a un segun- 
do plano, una serie de actividades altamente nocivas al 
cuerpo social, que gozan de profundo arraigo en todo 
el ámbito del país. Nos referimos a las transgresiones 
tributarias, al fraude fiscal, a todo un catálogo de con- 
ductas que ponen en tela de juicio el grado de nuestra 
conciencia cívica. 

Es comprensible ~ U C  CL iúblico 
sibilizado por aquellas clase., ,, ..ansgresiones que por 
las de índole fiscal, porque en los delitos laboraIes y en 
los económicos, así como en los relativos al tráfico de 
drogas, el sujeto pasivo del delito son personas o grupos 
de pe determinados, es alg~ salta, a 
con e$ o, a las páginas de isa dial 
cambio, en las infracciones de las leyes tributarias, en 
el fraude fiscal, el sujeto pasivo está precisado, técnica- 
mente, de un modo perfecto, es la comunidad; pero para 
la ger d de las persoi senta u itornos 
borroe sce de espectac ~d y de s. Para 
algunu~, Lvll la defraudacióLl lllateria ~ L L L ~ U D L U L V ~  "no 
se perjudica a nadie"; para otros sigue vigente el viejo 
proverbio castellano "el que roba al común no roba 9. 
nengún". Sin embargo, a nadie que piense con sensatez 
se le escapa que no es así y que va llegan 
desterrar un mal profundamente enraizz 
tro modo de ser, estableciendo a tal fin unos tipos delic- 
tivos para reprimirlo. Claro es que no se nos ocultan las 
resistencias que se oponen, pero al menos hay que in- 
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tentarlo si queremos de veras situarnos al nivel de los 
países más avanzados. El delito tributario tiene, como 
luego estudiaremos, un matiz eminentemente social, 
porque si de una parte un desarrollo armónico en el 
orden económicu y social no podría lograrse porque la 
defraudación en los impuestos no hace sino acentuar 
los desequilibrios, de otra imperativos de equidad y de 
justicia, que no cabe ignorar, exigen su introducción en 
nuestras leyes. 

Pero si el delito tributario es una forma de luchar 
contra el fraude mediante sanciones penales, antes de 
seguir adelante e n  este trabajo es preciso hagamos algu- 
nas consideraciones acerca del fraude tributario en 
España. Que el fraude ha existido siempre es algo que 
no admite duda -buscar la forma de eludir el impues- 
to fue la primera reacción que ante éste adoptó el con- 
tribuyente-, como tampoco es menos cierto que se da, 
en mayor o menor. escala, en todos los países. Empero, 
tal España el país en que su extensión -de de- 
~ o r l  mal lo ha llegado a calificar un t r a t ad i s t a ,  
revi~ba iiiaior gravedad. Hay que partir, pues, de lo poco 
grato que en este orden se nos aparece el panorama tri- 
butario español. Se dijo a este respecto en las sesiones 
de la Asociación para el Progreso "que calculando como 
100 la presión trik teórica de un país, en España, 
el fraude se sitúa :1 60 y el 70 por 100". Cuando 
el porcentaje asciende en Estados Unidos y en Escandi- 
navia a una media del 10 al 20 por 100 y en la Europa 
de los Seis viene a ser del 30 al 40, creemos huelgan 
comentarios sobre la conciencia fiscal del con n- 
te español. - 

- ¿Cuáles-son las causas de tan bajo nivel? Sería mliv 
complejo señalarlas, precisaríamos para ello hacer 1 

estudio-de la psicología del español frente al impuest 
analizar cuidadosamente llas relaciones ciudadano-Fisc". 
Pero, siquiera-sea muy por encima, ni, podemos sustraer- 
nos a merrcíonar:algunas. Así, el examen comparativo 
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-valga la expresión-, a aue cada uno se somete, que 
lleva al agricultor a consic el más ido por 
la Hacienda; al industrizl templar ecelo a 
la agricultura y a los servicios como sectores que cree 
trata( lesconfianza a 
los dc al Fisco. Otra 
COSa cu ia ur;ciiua, iiiuy Ewiclaiuaua ~ d n  razón O sin 
ella, de que el Estado establece ui ,ados ti 
positivos porque da por supuesto de, Y e 
el contribuyente se cree con derecno a defrauaar con 
más ahínco y se llega a formar un "círculo vicioso". 

El Estado aumenta la presión fiscal teórica para 
comp ?1 fraude; el contribi 
siado !1 pagar integramentc 
vos incrementados artificialmente en función del grado 
de defraudación que aquél estima Aumenta, por 
tanto, el fraude fiscal y en su vis stado va incre- 
mentando más v más los t i~os .  lo que a su vez lleva al 
contribuyent ~ctividai 
tas.. . Es algc soluciór I 

"natural e insalvable", lo cierto es que el Fisco y el 
contr ,e sostienen una guerra sin fin, est 
mane ite con las espadas en alto, porque s 
deran -as1 se ven uno al otro- como enemiec 

T; desdeñar algo que hf 
chos *te no les falte la razói ! 

informacion, en su más amplio sentido, sobre el gasto 
público. 

Mas, si hemos nablaao, muy someramente, ae causas 
generales, hay otras, muy concretas, que ?remen- 
tado, y así se ha reconocido por los técn fraude 
'tributario, creando verniciosos hábitos. ci&culas 
de 19 alguno 
dar c con y c 1 
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y Contribución sobre la Renta- entrañaban la total, 
o casi total, absorción de la base; la falta de corrección 
de ésta al irse depreciando la moneda y la práctica de 
la retroacción en la exigencia del tributo, fueron causas 
determinantes de que "los Inspectores de Hacienda adop- 
taran s o n  palabras del tratadista que acabamos de 
citar-, una actitud humanitaria, con todo su cortejo 
de benevolencias, transacciones, etc. Y tales prácticas 
de gestión e inspección fueron extendidas a la mayoría 
de los restantes impuestos. D eest modo, viciadas las 
relaciones entre particulares y funcionarios, propendie- 
ron los primeros al fraude y los segundos a la solución 
transacciones de la llamada "acta de invitación". Tam- 
poco cabe despreciar, como factor que ha incidido, la 
actitud del mismo Estado que, si no al fraude, sí invita a 
la ocultación de las bases efectivas con las "evaluacio- 
nes globales" y los "convenios" tan en uso en los Im- 
puestos de Tráfico de Empresas, Industrial y de Ren- 
dimientos de Trabajo, Personal de profesiones libres. 
Cómodo sistema, si, por el que un grupo de contribu- 
yentes se distribuyen una cantidad alzada a ingresar en 
Hacienda, pero que es fuente de asombro cuando, con 
más o menos exactitud nos enteramos de lo que tribu- 
tan un abogado o un médico, pongamos por caso, de 
los de primera fil l a  gran capital. Claro que tal 
sistema tuvo sus s para el Fisco, la de que los 
contribuyentes lucharan entre sí y de tal guisa aflora- 
ran a la superficie fuentes tributarias hasta entonces 
en la penumbra, fue una hábil y disimulada lucha contra 
el fraude. 

Hemos ae  aam es, que el fraude existe en ele- 
vada cuantía y que ia posición de nuestros conciudada- 
nos ?jemplax. El estudio que realizó hace 
pocl listerio de Hacienda con el título "La 
evasión fiscal en España: un estudio piloto para el aná- 
lisis psicológico" dio unas conclusiones desoladoras. Así, 
que el 93 por 100 de los indagados creen que son bas- 
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tantes los españoles que defraudan; que, de cada tres, 
dos consideran a Hacienda incapaz de luchar contra el 
fraude; que el 47 por 100 no tendría nada en contra de 
quien fuese condenado penalmente por haber defrauda- 
do y un 35 por 100 no opondría ningún reparo en invi- 
tarle a su casa. .. Pocos, muy pocas, se consideran en 
la obligación moral de pagar los impuestos. ¿Quién de- 
frauda, pues? La contestación es bien sencilla: todo el 
que puede, y de intento hemos subrayado la frase porque - - 
en este punto no rige el "principio de igualdad de opor- 
tunidades". Es profundamente alecionador, a este res- 
pecto, leer el "Epílogo para españoles", que hace pocos 
años e: 
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Pero si no pocos de los factores que pone de relieve 
en su estudio han estado a la vista de todos, queremos 
señalar, de manera expresa, uno: La especulación de 
terrenos en zonas turísticas. El que fincas agrícolas cuya 
productividad -y, por tanto, su valor en v e n t a ,  era 
escasa o nula, el que otras que no tenían apreciación 
alguna porque su suelo era de roca y a lo sumo crecían 
en él matorrales, tomaran, por la sola circunstancia de 
su cercanía al mar, precios exorbitantes, es algo que 
es del conocimiento de todos. Todos, repito, conocemos 
casos de fincas que en la década de los años 40 valían 
20.000 ó 100.000 pesetas y que ... no muchos después, 
se han vendido en cinco, en siete o en más millones, fi- 
gurando, naturalmente, en las escrituras y liquidándo- 
se por Hacienda por un precio irrisorio, el que derivaba 
de su Contribución Rústica. Otro tanto podríamos decir, 
siquiera en menor escala, de la especulación de terrenos 
en las capitales. El que la comunidad, a través de Ha- 
cienda y por medio del Impuesto, no haya detraido su 
parte de esos miles y miles de fabulosos negocios que 
han contribuido a la creacián artificial y nociva de 
grandes fortunas, ha sido una omisión que ya no puede 
salvarse. 

Contra el fraude tributario es evidente que el Estado 
tiene que luchar, en primer término, por el Ministerio 
de Hacienda mediante la perfección impositiva y el ejer- 
cicio de una eficaz acción inspectora. Pero ello no es 
bastante, debe irse a más, a la tipificación como delito 
del fraude tributario, el Estado debe reaccionar con me- 
didas más enérgicas, encuadrando dentro de lo ilícito 
penal hechos defraudatorios acreedores de una sanción 
repr es que en algunos países -los antes 
aluc una elevada conciencia fiscal, que los 
contri~uyer---- -a mayoría, naturalmente- pagan sus 
impuestos. Pero, ¿nos hemos detenido a meditar sobre 
si esa conciencia fiscal no será consecuencia, no deberá 
su formación, a que hay un sistema de sanciones pe- 
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nales? ¿No será también que algunos, carente de.esa 
conciencia, satisfacen sus impuestos, no defraudan al 
Fisco, por la fuerza intimidativa que sobre ellos ejerce 
la pena? Lo cierto es que los fraudes tributarios son 
conductas gravemente antisociales merecedoras no sólo 
de la repulsa moral, sino de un  reproche penal, que 
existen ciertas infracciones en materia de impuestos que 
van más allá, mucho más, de merecer una sanción ad- 
ministrativa: deben ser tipificadas como delito. Así se 
lograría una ejemplarldad de la que ahora se carece,, 
sobre todo si además de las penas pecuniarias se esta- 
blecieran otras de privación de libertad para aquellas 
infracciones que representaran una violación grave de la 
Ley o en las que el culpable se hubiera aprovechado de 
una situación de privilegio. 

Si sentimos el deseo de aproximarnosta otros países, 
si experimentamos un afán de imitación a lo extran- 
jero -a veces en determinados aspectos poco lauda- 
bles-, bueno seria que semejante afán lo extendiéra- 
mos a otros que pueden contribuir a elevar nuestra con- 
ciencia social, una de cuyas manifestaciones es la tribu- 
taria. Una ojeada a los países más progresivos nos per- 
mite comprobar la existencia de un eficaz, y a veces du- 
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- Alemania: Las transgresiones de las leyes fisca- 
les constituyen delitos o contravenciones. Estas últimas 
están castigadas con multas de 1D.000 a 100.000 marcos 
y los delitos con multa de hasta cinco millones de mar- 
cos y con prisión, o con una sola de egtas penas. En de- 
terminados casos, la sanción como delito puede ir .acom- 
pañad er cargos públicos o 
del de' I plazo de cinco años. 

- Bélgica: La falta fraudulenta de declaración o 
los datos falsos en la presentada ilevan consigo la san- 
ción de 1.000 a 100.000 francos y prisión de ocho días 
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a tres años, y 
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jen o redacten 

no menos graves son las penas estable- 
expertos o asesores fiscales que aconse- 
declaraciones para escapar del impuesto. 
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dólares o prisión hasta un año, o con ambas penas. Y 
en los casos graves (Felony) la multa se eleva hasta 
10.000 dólar€ ~risión a cinco años. 

le fisca - Franc delito de frauc 
do con multa de 5.000 a 300.000 francos y prisión de 
uno a cinco años, penas 
se agravan notablemente. 
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Al Estado le corresponde la facultad de reaccionar 
las conductas especialmente reprobables de los cuida- 
danos, atribuyéndoles a éstas el carácter de delito, y 
al decir especialmente reprobables queremos señalar el 
matiz diferencial que se establece. Es evidente que toda 
conducta tipificada como delito es injusta, mas el tér- 
mino injusto es más amplio que el de injusto penal; 
como se ha dicho siempre, éste se encuentra dentro del 
círculo de aquél, pero con un radio más corto. Pone de 
relieve Reinhold Maurach ("Tratado de Derecho Penal", 
1, pág. 35) que el Derecho Penal "no pretende abarcar 
todo lo injusto, sino solamente un especial sector del 
mismo, a saber, las formas más graves, intolerables, de 
comportamiento jurídico, necesitadas materialmente de 
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gencia: ades de la colectivida 
determ una ampliación, o u 
ducción del Derecho penal, pues ellas califican cuáles son 
los comportamientos más insoportables para la vida co- 
munitaria, que menoscaban más gravemente el orden 
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fraude tributario es uno de esos comportamientos que, 
por lo intolerable para la vida comunitaria, se hacen 
merecedores a la repulsa social y si esta repulsa explica 
su sanción como delito, o si, por el contrario, este delito, 
el tributario, tiene un sustrato puramente privatístico, 
el de castigar al que elude la obligación fiscal, siendo un 
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nale finanziario", pág. 67), consideran qr !lito fis- 
cal "es, en cierto modo -exceptuados ca 'ticular- 
mente graves por la entidad del tributo evadido o por 
lo sistemático de la evasión-, un delito de creación 
política, que no contraviene las exigencias morales", 
es decir. un acto "mala quia prohibita", pero no "mala 
per si 'rofesor lniversidad de Messina 
que " financi comporta una particu- 
lar capacidad de delinquir o una peligrosidad social que 
sea necesario eliminar o reducir, y con mucha frecuen- 
cia el autor del delito es persona dotada de las normales 
cualidades sociales y morales". 

Puede sostenerse este criterio c 1 

tributario es una creación legal que nos lleve a eszimar 
que quien defrauda los impuestos un acto prohi- 
bido, pero no malo por su propis aleza? Razones 
poderosas nos permiten contestar negativamente, porque 

:al es uno de los comportar más in- 
para la vida comunitaria. "1 ~l nueva 

..>e hanarove en su interesante trabajo --has infrac- 
ciones tributarias a Ierecho Penal f ' (Anua- 
rio Derecho Penal, bril 1971)-, f i   duro de 
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le había ocurrido a alguien pensar en la moral en el 
tráfico vial? Pues bien, ha sido necesario que éste se 
intensificara para que los comportamientos en la ca- 
rretera sean le la ética. ¿Se había 
planteado el lad de la evasión tri- 
butaria? Rar, .,,,,, ,u,u suando el Estado ha amplia- 
do de manera extra ia sus funciones, precisando 
para ello recursos e cos mucho más elevados, se 
ha considerado la base moral de la obligación de pagar 
los tributos. El fraude ha dejado ia con- 
sideración de una legítima defen ~uyente 
frente al Estado y, por consecuencia de lo que decimos 
es, Pa  OS, m1 
ciones a índol 

Evidentemente, la organización tributaria pretende 
proveer al Estado de medios de carácter económico ne- 
cesarios para Ia vida y el progreso cívico de la colec- 
tividai 10s se realiza por me- 
dio dt en particular de los 
impuestos y .,,,,. Naturalmente, el instrumento más 
adecu & fiscal 
una d a una i 
justicia y lleve, valga ia repencion, a aistribuir mejor 
la riqueza, promoviendo la elevación cultural, social y 
económica de los más necesitados. ¿.Puede decirse que 
quien defraudando en materia i m ~  , no aporta la 
parte que le corresponde, no realiz: importamiento 
gravemente intolerable, acreedor a un ra~roche penal? 
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tributarias- sea también un instrumento para el pro- 
greso. 

La función del moderno Derecho penal no se limita 
a la prevención y represión de los delitos, a la garantía 
de las condiciones mínimas de la convivencia social, 
sino que tiende al desarrollo y mejoramiento de la so- 
ciedad; el Derecho penal tiene un indiscutible conte- 
nido ético-social. El incumplimiento por el individuo de 
sus deberes fiscales implica un atentado a la ética y a 
la conciencia social. Como dice Landrove (artículo cita- 
do, pág. 83), "dentro de los supremos intereses de un 
moderno Estado de Derecho está el que su economía se 
desarrolle plenamente ... Más aún, en la materia exa- 
minada creemos que la función evolutiva de signo emi- 
nentemente activo, que hoy cabe atribuir al Derecho 
penal, se siente con especial intensidad, en cuanto ins- 
trumento idóneo para la formación y orientación de la 
"conciencia fiscal" de los cuidada] pena.. . es uno 
de los medios más eficaces con lo: 1 Estado puede 
orientar y promover el desarrollo del pueblo". La infrac- 
ción tributaria pugi erativos de justicia so. 
cial, es un grave ii 3ra lograr una comu. 
nidad que esté organizaaa con un criterio de justicia, 
porque el fraude impide la 5bución de la 

Se ha dicho por algunos delito fiscal, en ) 

sanciona o tiende a evitar la evasión en los impuestos, 
revisi ustrato privati lllo pue- 
de te ? verdad si se , infrac- 
ción aesae el punto aei astado Fisco, pero necesario er 
tener mediante la sanción penal del delitc 
tribu S protegen los ingresos del Estado 
sino algo más: la potestad de imposición fiscal que ema- 
na del Estado-Poder, y así las cosas, no cabe negar el 
carácter publicístico de la función que protege. 

Si el delito tributario es una manifestación del delito 
en general, preciso es señalar que es difícil, casi imposi- 
ble, que adopte una configuración culposa. Sólo en con- 
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tadas legislaciones existe el delito tributario consistente 
en omitir por negligencia datos e 
ración de ingresos. 

Sobre la naturaleza comisiva u ami,,,, ,,l delito 
tributario han aflorado las más varias y contradictorias 
opiniones. Sostienen algunos que, en cuanto tiende a 
eludir el pago de los impuestos -obligación fiscal po- 
sitiva-, es un delito de omisión. Evident 
to, pero sólo en parte, porque si bien en 
taria hay obligaciones de declarar, de pagar, cuya 
infracción es un acto omisivo, también existen otras 
de no hacer -v. gr. una actividad prohibida-, cuya 
infracción supone una actividad comisiva. Diversos son, 
pues, los supuestos que se pueden contemplar, y es ne- 
cesario, a este respecto, distinguir los diversos aspectos 
del delito tributario: 

a) Actos de incumplimiento de  una i 
se trata de un incumplimiento, ya se concrete este en 
la falta de presentación de declaración tribut t 

en el impago del impuesto, resulta evidente la 1 
gativa del delito, el carácter de delito de omisión, yviyue 
está constituido por un comportamiento pasivo con el 
cual el sujeto trata de sustraerse a una prestación espe- 
cíficamente estatuil ' 

También en lo q 2 

hay que reconocer t - 
to, si bien en este Laau 11o falta uiia ~ ~ n d u c t a  positiva 
constituida por la declaración, presentada en la oficina 
de impuestos correspondiente, debe tenerse en cuenta 
que semejante comportamiento comisivo no influye, ya 
que en tales situaciones el delito está determinado no 
por las partidas que se han incluido en la declaración, 
sino por las que sf cta omj !1 
incumplimiento no conduct L- 

festada, sino en la no manirestaaa. En erecto, si el delito 
a que nos referimos tuviese naturaleza comisiva con la 
presentación de la declaración, se habría consumado lo 
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ilícito, y, sin embargo. el delito sólo se ~erfecciona en el 
nto en 
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Consecuencia de ello es que, en tanto que el plazo no 
haya finalizado, el contribi formuk 
declaración integrativa o c L de la 
dente, y entonces el delito LLU ac u c l ~ ~ ~ c i o n a ,  ~ U L ~ U C ,  

dentro del té la completado 
la declaració~ ndo con la se- 
gunda o ulterior ueciaracion la omision punible no actúa, 
en ningún momento, contra el Derecho y no puc 
blarse de delito, ni siquiera en grado de tentativa 

Actos laración r1enta.-Muy distinta 
situació 1s casos laración fraudulenta, 

ae aquélla en uue. si bien IIU ~ t :  omiten los elementos 
originadores 
"quantum" d 
inexistente u otros hechos (v. gr., pago Ue intereses ae 
una deuda no real, o supuestas enfermedades determi- 
nantes de gastos), para así reducir la base de los im- 
puestos. En tales su~uestos. la conducta integrante del 
delito 
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miento comisive,  un elemento inexistente o raLso en la 
declaración, y, por tanto, el solo hecho de la presentación 
de la declaración, aunque no haya finalizado el plazo 
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t ab le~  de un catálogo de d ributarios, ,re- 
sulta o. referirnos a la posi ie en orden a 
esta clase ae delitos adopta el Código penal patrio. 
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- Artículos 200 y 201, que tratan del establecimien- 
to ilegal de irr " 

?f erente - Artícul 
de impuestos. 

1 ilegal 

que sar 
impuesl 

'raudu- Artícul 
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lo 319, 
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- A ~ ~ ~ C U I O  402, que castiga la exaccion ilegal de 
derechos o tasas. 

Pero de ellos sólo uno, el 319, se refiere a la aeun- 
ia tribi icha, pi demás cuenc 

si se 1 
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lente d: 
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,,,,o en ~ U G  ,,,n emplazados, veremos tienen una 
finalidad bie nta. En rtículos 200 a 
204 están del la Secc Litos cometidos 
por los funcionarios públicos conxra el ejercicio de los 
derecl ryes" y 
tiendc . la del 
Fisco, contra las posibles infracciones de la legalidad 
que en materia de impuest las Leyes Fun- 
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damentales. Lo mismo pode margen de las 
imperfecciones técnicas de que auoiece el articulo 402, 
sito e tulo "D elitos de los fu  rios pú- le los di 

de sus 
incionai 
nos, puf 

. . 
blicos !jercicio cargos". Dejen 3, estos 
últimos preceptos, para dedicar nuestra atención al pri- 
meramente citado. 

Efectivamente, el articulo 319 es el unico, ewa en so- 
litaric Código dativos 
a la 1 de imy Se dis- 

o en el 
evasión -- -1 

Penal, 
mestos 
s..- ,.A,", 

que sa 
por el 
.nr:rl- r 
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\n- -1 r . 1  
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ciona ttivo, o en todo o p 
sus t :io o la ;ria que ejercit L 

trio adi 
tenes, ( 

,. .' . el proposao ae eludir el pago ae los impuestos que por 
áquél ta debiere satisfacer, incurrirá en uiia multa 
del tr quíntuplo del importe de dichos impuestos 
sin que, ningún caso, pueda bajar de 5.000 pesetas". 
Aunque como único en el Capítulo VI se encuentra en el 
Título 111 del Libro 11 del Código, dedicado a las fal- 
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sedades. No podemos decir que su situación sea acertada, 
todo lo contrario, es criticable, porque el mero hecho de 
ocultar el todo o parte de los bienes, o el oficio o indus- 
tria, no puede ser considerado en modo alguno un 
atentado a la fe pública, sino más bien a la lía 
nacional o al Fisco. aor cuanto prevé v sanciona ra con- 
duc io- 
nes 

NO Iama aigun cramaisra como Icoariguez uevesa 
("Derecho penal español", p. especial, pág. 843) que no 
encuentra tan desacertada la sistemática, pues, a su jui- 
cio, no puede olvidarse que los actos que contempla el 
articulo 319 tienen siempre un reflejo documental en la 
actuación administrativa, en las actas levantadas por el 
funcionario requirente y, por tanto, no cree se ie- 
fectuosa su inclusión en el Título 111. Pero es ce 
es rebatido Dor la generalidad de la doctrina -11 es- 
Pec >S- 
tier OS 

casos 'es cierto el renejo documental de que se acaba 
de es razón bastante 1 fender el 
acti ento del artículo 31s ie en los 
supuescoa eri uue la ocultación se refleie eri  Mid faLsedad 
de c n- 
cur, 19 
por el otro de falsedad en documento, por apiicación del 
con e leyes previsto por el artículo 68 del Código. 

nulluue se hava considerado que el artículo 319 tiene 
una !e- 
duc to 
de ... -, "al naturaleza queda muy disminuií,, ,er 

1 previo requerimiento, que ha  de ser un acto 
y determinado y no de carácter genérico. De 

ahí que Quintano Ripolles ("Tratado p. especial", pág. 84 
y siguientes) pueda decir que el supuesto delito tribu- 
tario de este artículo es más bien una desobediencia tipi- 
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ficada, pues no estamos sino ante una rebeldía al reque- 
rimiento del funcionario competen 

Pero aunque le diéramos el ca 
naturaleza penal tributaria, seria v a r i a  L L W I U I ~  UULLCL UIL 

mínimo de fe, de confianza, en la eficacia 
lo 319 ha tenido en la represión del fraud 
que, con la misma redacción que en la actuaiiaaa, este 
delito fue introducido en el 331 del Código Penal de 1870, 
muy raras veces ha tenido aplicación. Muy pocas habrán 
sido en los Tribunales de instancia, pero si podemos 
decir que en sólo dos ocasiones se ha pronunciado el 
Tribunal Supremo. Han sido las ya lejanas Sentencias 
de 5 ( :ro 1898 

¿c ;ignifics 
el articulo que comentamos, su escaslsuna aplicacion por 
los Tribunales de Justicia, que las conduct istentes 
en infracciones de las Leyes Tributarias, I llegado 
a tomar estado judicial? Con toda certezst uuc 110 cono- 
cemos casos -no pocos-, en que los Tril 
pronunciado sobre el quebrantamiento i 

tributarios por los contribuyentes, pero no a traves ael 
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falsedad de documentos, delito que ha absorbido la con- 
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ductz ta por aquél. Si a ello añadimos que el re- 
queri previo exigido linita, en gran parte, las 
posibilidades de su aplicación, fácil es concluir que el 
artíci 1 
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Sentada la necesidad de reforzar las sanciones contra 
los contribuyentes que aluden el cumplimiento de los 
deberes fiscales y la de establecer figuras dlictivas, vamos 
a examinar las condiciones bajo las cuales podrían im- 



plantarse éstas, porque si reconocemos la necesidad de 
las sanciones contra los posibles defraudadores, también 
es cierto que la relación contribuyente-Fisco debe estar 
regida por determinados principios que justifiquen la le- 
gitimidad -que no es lo mismo que la legalidad-, del 
delito fiscal. 

La introducción del delito tributario o fiscal debe te- 
ner como base unas condiciones, unas exigencias míni- 
mas, que no cabe desconocer, que hagan moralmente 
inexcusables para el ciudadano el pago de los impuestos 

tivo y ' 

la recs 
la aplic 

veraz d 

y la admisión de las sanciones caso de fraude. En los co- 
loquios que sobre el tema "Las exigencias previas del 
Estado de Derecho para la admisión en España del de- 
lito fiscal", celebrado en mayo de 1971 en el Circulo de 
Estudios Jurídicos, se pusieron de relieve las siguientes: 
- Las normas tributarias deben ser claras y justas. 
- La tajante y rígida aplicación del principio "solve 

et repete" paraliza el ejercicio del derecho de defensa 
del contribuyente. 
- Es necesario un control rr el 

gasto público. 
- La introducción del delito tributario no sería justa 

en tanto la Administración no pudiera garantizar que 
su aplicación se extenderá a todos, porque la justicia 
aplicada, no a todos, sino a unos pocos, es una nueva 
injusticia que se añade a la previamente existente. 
- Las sanciones de índole penal tributaria no pue- 

den concerbirse como un instrumento recaudatorio, sino 
como un instrumento de justicia. Pretender que la fina- 
lidad del delito tributario sea facilitar iudación, 
aumentando los ingresos, es desvirtuar :ación de 
la pena y su finalidad propia. 

A tales exigencias, añadiríamos otra por nuestra 
cuenta, una que tiene importancia capital, porque su 
importancia no es válida para que un Estado sea cali- 
ficado de Estado de Derecho. A saber, que las reclama- 
ciones, sea en la vía administrativa, sea en la jurisdic- 
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ción contencioso-administrativa, que formulen los con- 
tribuyentes en defensa de sus legítimos derechos, no 
puedan motivar, directa o indirectamente, represalias 
contra los reclamantes, represalias que si bien pueden 
ser dejadas sin efecto - como lo ha hecho en algunos 
casos en notabilísimas Sentencias el Tribunal Supre- 
mo-, por "abuso o desviación de poder", constituyen un 
grave obstáculo para que el contribuyente lesionado ejer- 
cite sus derechos, y, se sienta, por contrapartida, propicio 
a cumplir con sus obligaciones. La supremacía de la Ad- 
ministración debería desaparecer. 

Y supuesto se hubiera llegado a ia erectiviaaa de los 
principios y condiciones expuestos, podrían establecerse 
unas normas penales que sancionarán las infracciones 
tributarias más graves, con arreglo a las siguientes 
base! 

1. 1 

omisión dolosa tendente a violar la relación jurídico- 
tributaria. 

2. Toda acción - 
butaria se reputará dolosa. En las omisiones los Tribri- 
nales apreciarán, según la 1 
carácter de la infracción. 

3 das  con más severidad las vio- 
lacio tarias en los casos en que los 
infractores gocen ae situaciones de privilegio para co- 
meterlas o si dichas violaciones resulta] z 
gravedad, sea por los medios utilizados, !- 

percusiones en la economía nacio--l 
4 lamentalmente, deberí :tituir delito : 
- ,, ,Ata de declaración de las personas obligadas 

a presentarla o la omisión en la que pre: e 
de los ingresos del declarante, realizadas I o 
de sustraerse al oago de los im~uestos. 
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lizada con el propósito de disminuir la cuantía de la base 
irnponible. 
- La aportación de documentos falsos o la negativa 

a exhibir la contabilidad o cualquier otro acto de o p e  
sición a la acción gestora o inspectora de los funciona- 
rios de Hacienda. 
- La conducta de los asesores fiscales que aconsejen 

o redacten declaraciones para eludir los tributos. 
5. Las penas con que sancionar los delitos tributa- 

rios podrían ser: 
- Presidio menor en toda su extensión, que debería 

ser impuesto en su grado máximo en infracciones de ex- 
trema gravedad. 
- Multa del tanto al décuplo de lo defraud 
- Recargo en los impuestos directos. 
- Comiso de los géneros o efectos del delito. 
- Separación o suspensión del servicio o cargo. 
- Arresto sustitutorio de la multa, en caso de insol- 

vencia. 
Pero volviendo a nuestro Derecho penal positivo, es 

de todo punto evidente que la punición de las transgre- 
siones en materia de impuestos no puede ser más pobre 
y desafortunada. Ello resulta más desmoralizador cuan- 
do vemos que lo confuso de las Leyes tributarias facilita 
la evasión; que aún están en vigor criterios objetivos 
para fijar las bases impositivas; que la función inspecto- 
ra  n davía 11 )rosa y a 
comc detecta 'ficie b: e 
p e r n ~ a i i ~ ~ ~ l i  total U paiuaiiliciiwz ULUII,~S; que r u i ~ i ~ e s  
apoyan la actual organización político-económica rehu- 
yen cuanto signifique colaboración en el orden fiscal; 
que quienes con su conducta más daño pueden causar al 
Fisco, disponen de más oportunidades y facilidades para 
el fraude; que, vistas las cosas no desde un punto de 
vista ético sino utilitario, resulta más rentable burlar 
los impuestos que pagarlos honradamente, porque para 
el caso de descubrirse el fraude las posibles multas 
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siempre serán inferiores al "quantum" efectivamente de- 
fraudado.. . 

Lo que decimos, que no es sino la triste realiuau que 
ofrece el panorama tributario español, ¿puede conti- 
nuar?, ¿es posible que así se pueda lograr un Estado 
Social de Derecho? Con toda seguridad podemos contes- 
tar que no. Deben simplificarse las Leyes tributarias y 
mejorarse la técnica fiscal; es indispensable la creación 
de sistemas de orientación y consulta del contribuyente 
que hagan factible un diálogo leal entre éste y el Fisco, 
como premisa necesaria para perseguir la mala fe; hay 
que vigorizar la acción inspectora de los tributos. Pero 
también, llegado el caso, hay que reaccionar con ener- 
gía desde otro puto de vista, introduciendo un sistema 
de sanciones penales para los casos de defraudación al 
Fisco y así acabar, al menos en su mayor parte, con el 
panorama que hemos descrito. Desterrar el fraude es 
vana utopía, pero sí se puede aminorar en su número y 
cuantía, hay que tender, en palabras del Ministro 
francés Valery Giscard d'Estaing, "a que quede redu- 
cido a un fenómeno aislad1 ~rimido y repro- 
bado por la opinión". 

Sin duda, lo que mayor fuerza intimidativa tiene es 
que el fraude tributario sea considerado como una in- 
fracción de carácter criminal. "Cuando el contribuyente 
americano paga sus impuestos -dice Antonio Garrigues 
Walker- no lo hace sólo p vica, sino, sobre 
todo, porque sabe que un to por su parte 
lleva consigo, indefectiblemente, un riesgo grave en lo 
económico 5 ivación de libertad per- 
sonal." 

Frente a quien se muestran escépticos, bien sea por 
convicción -los menos-, bien sea por intereses parti- 
culares, a la implantación de un sistema de sanciones 
penales, pocas dudas puede ofrecer la conveniencia de 
tipificar como delito el fraude fiscal. 

No podemos desconocer que, como dice Quintano 
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Ripolles (Tratado Parte especial del Derecho Penal, 
página 828 y siguientes), en el Derecho patrio lo ilícito 
tributario ha vivido, en su casi totalidad, dentro del De- 
recho Administrativo y no del Derecho Penal, sistema 
que, a su juicio, es técnicamente superior. Pero, sea cier- 
to o no lo que sostiene dicho tratadista, ¿qué consecuen- 
cias ha producido semejante tratamiento de las transgre- 
siones tributarias? Las hemos visto a lo largo de este 
trabajo. Hay que enfrentarnos, pues, con la ineludible 
necesidad de tipificar penalmente las conductas de fraude 
tributario, porque ello es un factor intimidatorio, el sen- 
tido de lo ilícito se refuerza considerablemente cuando 
se le añade el calificativo de Penal. 

Por si fuera poco, y sin olvidar lo que al principio 
decíamos, el clima nacional ha variado mucho -de un 
tiempo a esta parte-, en este punto. No se piensa, en 
especial entre las generaciones jóvenes, como se pensaba 
en los años treinta y, digámoslo, se ha evolucionado, en 
este aspecto, en sentido favorable. Esa nueva conciencia 
fiscal, ese nuevo enjuiciamiento con mayor severidad de 
la infracció S leyes tributarias, no puede 3- 

cerla el leg porque la sociedad emite pr 1s 

transgresiones un severo juicio de reproche. 
Pero, no nos engañemos, es preciso no olvida t- 

lidad de las cosas, no basta con esa evolución d 1- 

ciencia fiscal, tampoco con que el legislador se naga eco 
de ella, que la conc preciso, además, que las clases 
privilegiadas, a la ?n otro lugar hemos aludido, 
fuertemente enquistadas en las estructuras politico-eco- 
nómicas, abandonen, depongan su actividad frente al 
impuesto, una actitud que revela una insolidaridad con 
el resto del cuerpo social y una profunda falta de fe -y 
en consecuencia de r e s p e b ,  hacia la función de los 
Poderes Públicos. El Derecho, no hace falta insistir, es 
una ciales y expresión, por 
endc d política; el centro de 
gravedad del "stablishment" jurídico se encuentra en la 
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sociedad misma, pero, fundamentalmente.. ., en sus cen- 
tros reales de poder económico. Y el Derecho positivo, 
como forma real de la existencia de un pueblo depende, 
más que del "consensus" colectivo, de la naturaleza de 
la base económica y de la organización del Poder po- 
lítico. 

Son alentadoras las palabras, no muy lejanas en el 
tiempo, del titular de la cartera de Hacienda señor 
Monreal Luque, quien tras reprobar el fraude recalcó la 
importancia del "endurecimiento de las sanciones tribu- 
tarias, llegando, si es preciso, para los casos en que la 
sociedad española exprese su máxima repulsa moral, a 
proponer la creación de figuras de delito para las con- 
ductas más gravemente antisociales. Su posición no pue- 
de estar más en su justo medio, porque no puede pre- 
tenderse que todo lo ilícito fiscal sea ilícito penal. Sólo 
debería conferirse este carácter a las conductas más gra- 
vemente antisociales. Y decir gravemente antisociales o 
peligrosas es tanto com reclamar sumo cuidado en su 
tipificación y trato, empleando, no los criterios de res- 
ponsabilidad objetiva tan en uso en Derecho tributario, 
sino los de las más pura dogmática del Derecho penal, 
que requieren el predominio sobre aquella de algo de lo 
que no se -g ir: los principios de la culpa- 
biiidad. 

Mediante la actuación de unos preceptos de Derecho 
penal tributario, bien incluidos en el Código Penal, bien 
en una Ley especial, no cabe dudar de que los ingresos 
del Fisco se acrecentarían. Pero esta no sería la conse- 
cuencia más favorable, porque se lograría algo de mucho 
más valor: Se fortalecería la conciencia fiscal, habrían 
una verdadera redistribución de la renta -objetivo so- 
cial de extraordinaria importancia-, se crea,ría no sólo 
una mayor solidaridad entre los ciudadanos de las diver- 
sas clase sociales, sino que todos se sentirían más iden- 
tificados con el Poder del Estado al experimentar la sen- 
sación de estar sometidos a una comunidad de Derecho. 



Porque función más importante del Derecho Penal no 
es de retribución del mal, sino de fomento de los valores 
éticos y políticos, promoviendo la elevación y mejora de 
la sociedad y de cada uno de los componentes. 

1. Relativas a2 Código Penal. 

Exponen los seriores Fiscales de las Audiencias inte- 
resantes observaciones y sugerencias sobre reformas acon- 
sejables en el ordenamiento penal. Algunas se refieren a 
la estructura del vigente Código, o de determinadas 
partes del mismo; otras a preceptos concretos. 

Debiera establecerse un nuevo Título en el Código 
Penal, que podría denominarse "De los delitos contra el 
orden económico y laboral" o bien "De los delitos contra 
la economía nacional y el orden laboral"; lo integrarían 
los delitos de maquinaciones para alterar el precio de 
las cosas, el cheque en descubierto, los delitos contra la 
libertad y seguridad en el trabajo, los relativos a la en- 
trada y salida clandestina de trabajadores en España y 
los delitos de fraude fiscal (Palencia). 

Debe suprimirse el artículo 6P del Código P ie 
estatuye son delitos las infracciones castigadas LWL ~ e -  
nas graves; y son faltas las castigadas con penas leves; 
pues no se puede definir el delito y la falta por la gra- 
vedad o levedad de la sanción, sino que a la inverversa, 
la sanción es una consecuencia del quanturn del interés 
jurídico atacado (Vitoria) . 

Debe suprimirse el artículo 7.O del Código Penal, ya 
que no puede decirse que no quedan sujetos a los pre- 
ceptos del Código los delitos o faltas que se hallen pe- 
nados en Leyes especiales, cuando por "usus fori", con- 
tinuamente se están aplicando circunstancias atenuan- 
tes y agravantes descritas en los artículos 9 . O  y 10 del 



Código Penal, amén de otros preceptos de la parte ge- 
neral (Vitoria). 

La eximente de sordomudez, número 3.O del artícu- 
lo S.", provoca, según el Código, que el sordomudo sea 
ingresado en un establecimiento de educación de anor- 
males. Los Tribunales suelen internarles en un Sanato- 
rio Psiquiátrico, pero los médicos dictaminan muchas 
veces que no son enfermos mentales; así, ningún bene- 
ficio puede reportarles su permanencia en tales Sana- 
torios. Y es una laguna de Ley, el que no se señale el 
momento en que el ingresado pueda salir definitivamen- 
te del establecimiento (Cuenca). 

En la atenuante de arrepentimiento, número 9." del 
artículo 9 . O ,  debiera añadirse al texto actual: "El re- 
sarcimiento total de los daños y perjuicios ocasionados 
por el delito, o el compromiso de efectuarlo a satisfac- 
ción del perjudicado, será considerado en todo caso como 
atenuante, siempre que se efectúe con anterioridad a 
la apertura del juicio oral" (Teruel). 

A las agravantes recogidas en el artículo 10 uevlera 
añadirse otra: "abusar o prevalerse de su profesión al 
ejecutar el hecho"; pues la profesión es de la sociedad 
organizada y para la sociedad organizada; por eso los 
fraudes profetionalt 
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lgunas circuns- 
tancias agrr 5 una redacción a la 
alevosía, podrían suprimirse otras que se basan en el 
empleo de medios y en la finalidad del éxito (3.a, 5.8, 
9.", 1La y 13.a). Del mismo modo, redactando bien una 
circunstancia de empleo o abuso de superioridad, nodrían 
suprimirse las que se insp 
ja (8.", 10.= y 12.a). (Jaén 

El Fiscal de Madrid hace una crítica detenida e in- 
teresante de la redacción en el Código Penal de la agra- 

t de es: 

vante de reincidencia, número 15 del artículo 10: "con- 



dicionada exclusivamente su aplicabilidad a la circuns- 
tancia puramente formal y muchas veces caprichosa, 
de una anterior condena ejecutoria por delito compren- 
dido dentro del mismo Título del Código Penal. Pero es 
que basta un examen, no demasiado minucioso, para 
mostrar inmediatamente que, de una parte, bajo un 
mismo Titulo se comprenden especies delictivas que, 
en absoluto, ninguna analogía o semejanza guardan 
entre sí; y de otra, que delitos muchas veces tan seme- 
jantes que pueden confundirse, se hallan castillados en 
Títulos diferentes del Código Penal". 

"A agravar el problema ha contribuido le Ley de 
8 de abril de 1967, que llevó al Código los tipos penales 
de la Ley de 24 de diciembre de 1962, que a su vez re- 
cogió los de su predecesora de 9 de mayo de 1950. Con 
eiio, conductas anteriores delictivas e idénticas, pero 
castigadas antes en legislación especial, plantean pro- 
blemas para estimarlas antecedentes a efectos de rein- 
cidencia, ante la expresión del número 15 del articulo 10. 
delitos comprendidos en el mismo Título de este Código". 
La postura que hoy parece imperante, de no poder con- 
siderarlas antedecendes a efectos de reincidencia, ofre- 
ce la ventaja de la sencillez que implica la extricta lite- 
ralidad formal; pero justo es reconocer que abonan la 
tesis contraria, obvias razones de técnica jurídico-penal. 

De otro lado -continúa el Fiscal de Madrid- si la 
finalidad y la valoración de la agravante de la reinci- 
dencia (y también de la reiteración), se apoyan en 1% 
persistencia de una actitud criminosa, no puede desco- 
nocerse que cuando ha transcurrido un tiempo dilatado, 
desaparecen las razones de la agravación. 

Alude por Último el mismo Fiscal, al defecto en la 
redacción de la regla 6.a del articulo 61 del Código Penal, 
sobre multirreincidencia, defecto que se descubre en 
estos dfas a la vista de la curiosa Sentencia de 25 de 
enero de 1972, que dice que no puede aplicarse este pre- 
cepto cuando las dos condenas anteriores han sido im- 
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puestas en una misma sentencia, apoyándose en que el 
precepto dice, a partir de la segunda reincidencia, y en 
este caso, como en la sentencia por dos delitos no hubo 
reincidencia Eva causa implica la primera 
reincidencia La. Si un peligroso delincuen- 
te, pero sin riiiiauria L U ~ ~ U C , ~ ~ ,  a quien se imputan 20 de- 
litos, logra que éstos se acumulen en un sólo proceso por 
su conexidad y es condenado por los 20 delitos en una 
sola sentencia, no sólo se le limitará el cumplimiento de 
las penas al de la mayor, lo que parece justo, 
sino que cua neta el delito número 21, deberá ser 
condenado C U ~ I ~ U  i~mcidente simwle, v esto no es iusto 
y res 

01 
la reincidencia: La reincidencia supone ya por si misma 
el fracaso de la pena, que si no cumplió su fin de enmen- 
dar al delincuente, es presumible que tampoco lo cumpla 
con el aumento de lsejable 
el cambio de tratan reinci- 
dencia medidas distintas de la pena (Cast,,,,,,,. Al rein- 
teran :a se le puede imponer una pena superior 
en gr ientras que al reincidente, conforme a la 
regla o.- ael artículo 61, imperativamente se le impone 
la pei !rior en  el 1 ó 
justo, mede haber re 
los reincidentes (Vitoria). 

El artículo 22 del Código Penal no comprende, al de- 
terminar la responsabilidad civil subsidiaria, todos los 
casos que debiera comprender: así, la del padre por los 
delitos del hijo menor; ni la del que deja el automóvil 
por acto de liberalidad, a un insolvente; ni  la del que 
lo transmite como arrendador a usuario insolvente. Por 
otro lado, hay resoluciones definitivas q m  siguen ha- 
ciendo pronunciamientos directos contra compañías ase- 
guradoras. Ello muestra la necesidad de un lado, de 
ampliar la determinación de los casos de responsabi- 
lidad civil subsidiaria, y de otro, de hacer la declara- 
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ción de que, fuera de los casos previstos en el articu- 
lo 22 del Código Penal, no puede extenderse la condena 
de responsabilidad civil subsidiaria (Burgos) . 

Debe modificarse el articulo 22 del Código Penal, para 
ampliar los casos en que el dueño de un vehículo de 
motor debe ser responsable subsidiario por los delitos 
o faltas de imprudencia que se cometan con su auto- 
móvil, por personas distintas del titular (Palencia). 

Vista la tónica general de benevolencia de nuestros 
Tribunales, aparece aconsejable proporcionarles la posi- 
bilidad de un cumplimiento fraccionado de las penas 
cortas privativas de libertad: la incorporación al cuadro 
de las medidas de seguridad del arresto de fines de se- 
mana, con forme a la Ley de Peligrosidad Social, sugiere 
la conveniencia de extender al Derecho Penal represi- 
vo, una sanción similar (Oviedo). 

La pena de privación del permiso de conducir goza 
de un alto grado intimidativo. Hasta ahora se ha cir- 
cunscrito a delitos relacionados con el uso de vehículos 
de motor. Es llegado el momento de extender esta pena 
a otros delitos ajenos a tal utilización (Huesca). 

La pena de privación del carnet de conducir no de- 
biera ser sólo para los delitos propios del tráfico, sino 
también para todos aquellos cometidos "en relación a la 
conducción del automóvil", o sea, aprovechándose de 
las específicas posibilidades de un automóvil, como rapi- 
dez, carácter cerrado, indefensión de la víctima ya vaya 
dentro del automóvil ya lo sea fuera de él, etc. (Huelva). 

Se hace necesario introducir en la tabla general de 
penas, la inhabilitación para obtener permiso de conduc- 
ción de vehículos de motor. En la escala general de penas 
del articulo 27 del Código penal, no aparece tal inhabi- 
litación. Pero en el artículo 802 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal se establece que se dirigirá manda- 
miento a la Jefatura Central de Tráfico, para que no 
se conceda al condenado permiso de conducir durante 
el tiempo de inhabilitación fijado en la sentencia. Esta 



referencia de la Ley Procesal Penal a la inhabilitación 
para obtener el permiso, tiene su explicación en que la 
Ley penal del automóvil de 24 de diciembre de 1962, 
estableció dicha pena para los que no tenían carnet 
y cometían un delito de imprudencia con vehículo de 
motor. El legislador, al integrar en el Código Penal 
aquellas conductas delictivas cometidas por medio de 
vehículo de motor, olvidó trasladar al Código en su es- 
cala general de penas, aquella inhabilitación. Debe ha- 
cerse, para que no se pueda dar un trato ~rivilegiado 
a aquellos que carezcan del permiso de :ir, res- 
pecto de los que lo tengan (Málaga). 

En el Código Penal están reguladas deficientemente 
las penas de inhabilitación y suspensión, y por ello se 
ofrecen mútiples dudas y oscuridad en no pocos puntos 
del texto legal, cuya reforma se hace necesaria (Va- 
lencia). 

Debe modificarse el artículo 44 del Código Penal sobre 
el alcance de la pena de caución en el sentido de que 
si el procesado o acusado es solvente, puede prescindirse 
del fiador abonado (Vitoria) . 

Cabe la posibilidad y convenie que se 
ga por delito una pena de multa r a 5 . 0 h  ~ C U C -  

tas. Se deduce la importancia de este asunto, del gran 
número de casos en el Código Penal previstos, en donde 
se dan con ese tope mínimo de la multa (Zaragoza). 

Es criticable el arresto sustitutorio por insolvencia 
e impago de la multa; pues es un contrasentido que si 
la multa se institucionaliza como medio sustitutivo de 
las penas cortas de libertad, resulte que luego se con- 
vierte en pena corta de libertad. La multa es la pena del 
pobre, por ser siempre para éste más gravosa. Hoy avan- 
za la idea de imponer, en caso de impago de la multa, 
la realización de determinados trabajos para amortizar 
su importe. (Jaén). 

Procede una interpretación más amplia y en su caso 
una reforma legislativa, sobre el comiso de los instru- 
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mentos de ejecución del delito. Destacan concretamente 
los automóviles. Una pareja de jóvenes, utilizando un 
Seat 600, recorrió diversas localidades iy perpetró en 
un solo día 33 estafas (Huesca). 

Debe regularse la prescripción de antecedentes pe- 
nales, exigiéndose plazos distintos en atención a la pena 
impuesta que provocó la nota en el Registro Central 
(Palencia). 

Se observa la conveniencia, en materia de detencio- 
nes ilegales, de una norma aclaratoria, aunque fuese 
de orden intrno, recordatoria y resumen de toda posi- 
ble situación, porque se hallan dispersas ciertas y muy 
fundadas atribuciones de la Dirección General de Se- 
guridad y de las Autoridades gubernativas, que pudie- 
ran enfrentarse con los preceptos genéricos del Fuero 
de los Españoles (Zaragoza). 

El artículo 258 del Código Penal es amente 
duro en la apreciación de que la tenencia de una sola 
ametralladora, una sola pistola ametralladora, un sólo 
fusil metrallador o uno sola bomba de mano, se enten- 
derá siempre como depósito de arma de fuego. Ello con- 
trasta con el ultimo párrafo de di1 iculo, según el 
cual el Tribunal, apreciando la ca y clase de las 
municiones, declarará si constituyen deposito (Badajoz). 

Sería pertinente la reforma del sistema legislativo 
actual, para lograr que los ciclomotores queden clara- 
mente dentro del régimen del Se1 bligatorio, o al 
menos que las víctimas estén ami: en todo caso, 
por el Fondo Nacional de Garantía. Pues el ciclomotor 
debe 
moto1 
la imposicion ae la pena ae privacion. ael permiso ae 
conducir un ciclomc stáculo 
esa pena, porque el denado 
(San Sebastián). 
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del tráfico de drogas, .e impone la pena de prisión ma- 
yor, otorga un arbitrio judicial, en virtud del cual, sin 
razones y, por tanto, sin posibilidad de recurso, se 
puede imponer la pena inferior o superior en un grado. 
Tal precepto debe modificarse, exigiendo a los Tribuna- 
les para usar de tal arbitria, considerar y razonar en 
la sentencia, las circunstancias del culpat 1 hecho 
(Palma de Mallorca). 

El artículo 348 bis, sancionador de la propagación 
maliciosa de una enfermedad, al establecer la pena, no 
tiene en cuenta la gravedad objetiva de la enfermedad. 
Convendría su modificación para distinguir a los efec- 
tos de punición las enfermedades graves que supongan 
riesgo indudable para la vida, de las que no tengan ese 
carácter (Tarragona) . 

En la malversación, si se reintegra o no se reintegra 
la cantidad malversada dentro de los diez días siguien- 
tes al de la incoacción del sumario, la figura delictiva 
tiene diferente penalidad. Como el Código sólo habla 
de sumarios, cuando se trate de Diligencias preparato- 
rias, los Tribunales se ven precisados a hacer una inter- 
pretación qi le cond soluciones diferentes. 
(Cuenca). 

En los casos en que se constate el abuso de la cuen- 
ta de arancel por un Notario, habrá méritos para la 
apertura de sumario, ante posible delito de exacción ile- 
gal, no pudiéndose estimar como obstáculo la sensación 
pecuniaria que pudiere haber impuesto la Junta Directi- 
va del Colegio Notarial o la Dirección General. Y debe 
imponerse a la Junta Dirt 3 en su caso a la Di- 
rección, la obligación de car al Fiscal las im- 
9ugnaciones que se produubari de cuentas notariales 
por indebida o excesiva aplicación de1 arancel. Lo mismo 
cabe decir respecto de los Registradores de la Propie- 
dad (Huesca) . 
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parricidio. El parentesco no entrará en juego como agra- 
vante respecto del hermano, si existía tirantez en las 
relaciones parentales, en cambio, siempre operará para 
el parricidio con los descendientes, aunque sean ilegí- 
timos y sin limitación de grados (Jaén). 

Es desmesurado el trato de beneficio que se otorga 
al infanticidio. Un. amor sin honor le da la vida; un 
honor sin amor le da la muerte. ¿Cómo justificar este 
precepto en la vida de hoy? (Jaén). 

La regulación en el Código Penal sobre los delitos 
de aborto, aparece desfasada para la sociedad actual. 
La ley originaria de esta regulación, la de 24 de enero 
de 1941, configuraba el aborto en proyección comunita- 
ria, concibiéndolo como un grave "crimen social", cen- 
trando el bien jurídico protegido, en la protección de la 
política demográfica del nuevo Estado. Pero en nuestra 
concepción actual el aborto, más que crimen social, es 
un ataque contra la vida humana, un delito contra las 
personas. La primera reforma debe operar sobre las mo- 
dalidades del artículo 416, de expendición de abortivos y 
'difusión de prácticas anticoncepcionales, que poco o 
nada tienen que ver con el aborto en sentido estricto y 
sí con la política demográfica de incremento de la po- 
blación. La severidad del Código en la regulación de 
los delitos de aborto, llega a la culminación de las figu- 
ras agravadas por el resultado, que establece el párrafo 
final del artículo 411. Las corrientes legislativas de la 
actualidad tienden a la legalización del aborto; pero 
debe mantenerse en toda su pureza y garantizarse por 
el Estado, el valor de la vida humana en formación, que 
es el feto mientras dura su gestación (Oviedo). 

Caracteriza a los preceptos que castigan las lesiones, 
el criterio materialista, de un materialismo primitivo, 
con que se definen. El Código prescinde de la conducta 
en sí misma y se atiene al azar, que es el que, unido a 
ciertas técnicas terapéuticas, también dominadas por 
la casualidad, concreta el resultado lesivo, pero la pena- 



lización por el resultado es contraria a la equidad. Por 
otro lado, en la descripción penal de las lesiones hay una 
limitación de las modalidades de comisión. El Código, 
siguiendo un criterio arcaico, reduce la acción a "herir, 
golpear o maltratar". Pero también la palabra puede 
ser un instrumento vulnerable. Si la lesión material 
puede ofender el honor, la palabra puede perturbar 
la salud; piénsese, por ejemplo, en el infarto de rniocar- 
dio provocado por agresión verbal (Madrid). 

Los criterios seguidos por el legislador para estable- 
cer la sanción en los delitos de lesiones, que soló miran 
a la duración de las mismas, no pueden ser mantenidas 
ante los avances de la ciencia médica. Las lesiones deben 
ser penadas fijándose en la gravedad mayor o menor 
que en principio revistan, con independencia del tiempo 
de curación, que sólo a efectos de responsabilidad civil 
podría tenerse en cuenta (Logroño). 

La distinción entre delito y falta de lesiones, resul- 
ta ya anacrónica, pues por el progreso de la medicina, 
las lesiones curan mucho antes. Se impone, que al igual 
que en los delitos contra la propiedad se modifican las 
cuantías conforme se percibe la desvalorización mone- 
taria; en las delitos de lesiones se disminuye la diferen- 
cia de días que distingue el delito de la falta. De no ha- 
cerse así, podrá llegar un día en que, salva los casos en 
que exista ánimo de matar, las agresiones serán siem- 
pre calificadas de faltas, quedando muy mal parada la 
protección que al ser humano corresponde (Castellón). 

Seria conveniente incluir la sordera total como le- 
sión especifica en el número 1." del artículo 420 del 
Código Penal, y la pérdida de un oído o la disminución 
sensible del sentido auditivo, en el número 3 . O  del mismo 
(Tarragona) . 

El articulo 427, que tipifica las lesiones causadas por 
infracciones de las leyes de Trabajo, se remite, por ser 
un precepto de los llamados "en blanco", a los artícu- 
los anteriores, que son los que hacen mención de los 



delitos de lesiones, y hace equiparación entre culpa y 
dolo. Pero, ¿y si las infracciones de las leyes de Traba- 
jo ocasionaron la muerte del obrero? Se estaría en el 
caso de la imprudencia temeraria del artículo 565, con 
lo que, pese al mayor resultado, la conducta no podría 
ser calificada de dolosa. Por eso, esta clase o forma de 
delitos, sería mejor estimarla como agravante específi- 
ca de la imprudencia del artículo 565, como se hace 
con la impericia o negligencia prof esioilal (Almena). 

Se observa en el artículo 427 la omisión del resulta- 
do de muerte. La conducta incriminada en dicho ar- 
tículo, más bien que figura dolosa de lesiones, consti- 
tuye delito de peligro por culpa, susceptible de ser in- 
cluido en la rúbrica genérica del artículo 565; sin per- 
juicio de que se señale pena agravada cuando sobre- 
venga el daño efectivo, ya que en estos delitos el daño 
funcinona como condición de mayor punibilidad (Ma- 
drid). 

Es urgente la derogación del artículo 428 del Código 
Penal, que deja ioneprante para el delito de lesiones, el 
consentimiento del lesionado. Con este artículo en la 
mano, el cirujano que hace un trasplante de Órgano "in- 
ter vivos", comete delito contra las personas, no en 
cuanto hace la implantación, pero sí en cuanto realiza 
la ablación del órgano extraído del cuerpo sano. Y esto 
no puede ser, no sólo porque suponga una traba innr- 
cesaria al progreso técnico, sino porque supone un di- 
vorcio de la Ley penal y su trasfondo social y moral, 
que considera ya lícita esa conducta (Albacete). 

Es necesaria mayor flexibilidad en la sanción del de- 
lito de violación; pues la pena de reclusión menor en la 
mayoría de los casos es dura y ante ello, los Tribuna- 
les prefieren absolver por falta de elementos probato- 
rios, o se califican los hechos como abusos deshones- 
tos, eliminando la intención de yacimiento o no dando 
a éste por probado (Zaragoza). 

Es necesario extender el ámbito y aumentar la pe- 



nalidad, de los delitos de escándalo público, teniendo 
en cuenta que su gravedad puede ser diversa (Gerona). 

Es conveniente introducir alguna reforma que atem- 
pere los delitos de estupro al ambiente en que hoy la 
juventud vive. La mujer no es engañada con la facilidad 
que antes, ello aconseja que el engaño típico del estupro 
se rebaje hasta un límite de edad, que pudiera ser el 
de diecisiete años (Zaragoza). 

Debiera ser el propio precepto, quien al tipincar la 
conducta de corrupción de menores, previese no sólo la 
conducta de tercería, o sea, para satisfacción de los de- 
seos deshonestos de otra persona, sino también los ac- 
tos que son para satisfacción de sí mismo. Pues el que 
lo diga sólo la jurisprudencia, parece una interpretación 
demasiado extensiva (Huelva) . 

Son criticables las penalidades establecidas en dife- 
rentes artículos del capítulo referente a delitos relati- 
vos a la prostitución: en razón a que el artículo 452 bis a) 
alude a personas mayores de veintitrés años como suje- 
tos pasivos del delito, y el artículo 452 bis b) a menores 
de veintitrés años; las penalidades establecidas en esos 
artículos debían cambiarse entre sí, situando la seña- 
lada en cada uno, en el otro artículo, para que el delito 
resultare mayormente sancionado, en contra de lo que 
hoy ocurre, cuando el sujeto pasivo fuere menor de vein- 
titrés años (Santa Cruz de Tener4*-\ 

Cuando el culpable de delito df 
socorro sea médico o sanitario, debiera esLamecerse que 
las penas se impusieren en el grado m b  ;les por 
la naturaleza de su profesión tienen may onsabi- 
lidad social o individual (Tarragona) . 

La redacción del is, deja impunes gran 
número de conducts os automovilistas que 
al atropellar, se fugall, ptrr;a~auarue de que acuden otras 
personas a atender a la T El precepto debiera 
contener un párrafo que c "el conductor del ve- 
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hículo causante y sus acompañantes que no auxilien, 
aunque hubiere otras personas" (Palma de Mallorca). 

Conforme al precepto penal, hay que prestar so- 
corro a la persona que se encuentre desamparada y en 
peligro manifiesto y grave, si puede hacerse sin riesgo 
propio ni de tercero. La palabra riesgo, es claro que se 
refiere al personal, no a los perjuicios de orden material. 
Pero éstos pueden existir, cual el deterioro en la ta- 
picería del coche que se mancha de sangre para trans- 
portar a un herido. Es la olica qi ,e 
pechar con ese quebrantc 'uede es r- 
se un procedimiento, que se seguirla en pieza separaaa, 
para la determinación de esos perjuicios la 
indemnización pertinente (Badajoz). 

En los delitos contra la libertad y seguridad en el 
trabajo, la pena de arresto mayor y multa de 5.000 
a 100.000 pesetas es insuficiente; la primera, porque 
la concesión de la libertad condicional la hará inope- 
rante; la segunda, porque resulta muy parca en compa- 
ración de los beneficios de los empresarios desaprensivos 
(Tal 
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delitos, pues la penalidad para ellos es mayor que la es- 
tablecida para los delitos de lesiones; cuando la vida im- 
pone una escala de valores; y en esa escala, la vida y la 
integridad de las personas, es un bien muy superior a 
la propiedad, por muy respetable que ésta sea (Logroño). 

Es necesaria una modificación en las penalidades se- 
ñaladas en el Código para los delitos contra la propie- 
dad, cuya aplicación en sustracciones de determinada 
cuantía, puede llegar a borrar la diferencia en cuanto a 
1% 1 , entre delitos que nc 10 
ran I (Castellón de la Plar 

refiere 
ravedac 

el misn 



le en n 
que el ( - - 

y hurtc 
ncia) . 

A 

elito ~ 1 :  
~ordinar 

de hui 
ca que 
4 -  -1 -, 

a que i 
:re men 
1- -.-..a 

ito de 1. 
intificac -- -m-, 

ilito de 
cuanto -. 

: pago ( 

rona) . 
.-S,...-..- 

Ior qué 
io  que ., - 

hurtos. 
no sea i . . 

- 
Debe 

lusorio. 

apropi 
a la pc 
.,- --- 

A 

indemn 
penas . . .  

le crédi 

-7 -."1- 

no la 
hoy ob! . . 

" 
1 sólo c 

ización. 
más su 

tos que 

letra dt 
5ervamc . , 

El hurto de uso de vehículos de motor, precisa de 
revisión punitiva. Existe un planteamiento "a priori" 
falso, al pensar que se trata de una "sustracción menor", 
de un delito 'to menos grav ?1 común. Pero 
ello no impli el hecho encie~ or gravedad; y 
materialmenbc: ~1 Periuicio irroaaciu p ~ u e  ser más gra- 
ve qi nuchos elevarsc nalidad, 
para :astigo I Y el pk 14 horas 
para la aevolución, no aeDe ae ser fórmula ae iaentifica- 
ción del deh lurte de uso; y debe conver L 

causa de ide :ión de la pena (Pontevedra). 
Debían SCI ~allcionados. en general. los deuua uc' 

robo 
(Pale 

Sería aconsejable la creación de una falta de hurto 
de uso, amplia, susceptible de ser aplicada al uso de jo- 
yas, cámaras fotográficas y objetos diversos (Gerona). 

En el de ación i 1 debiera esta- 
blecerse, en ~nalidat bitrio de poder 
el Tribunal iliiPuli~l la ~ t s ~ l a  inferiul C L ~  urio o dos grados 
cuando ha habido )recepto 
penal prote, oer con .ción de 
la cosa, por quien ia tiene materialmente en su poder, 
para haceru 
pietario (Gel 
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tras de colusion, la reiteracion con que en apuros econo- 
micos se emiten esas letras y la inseguridad c 
ducen en el tráfico jurídico y comercial, debier r 
a la conside u letras habril 
guirse igual cheque (Zarag 

En los delitos de libramiento de cheque en deSCU 
bierto, podría dispensarse a los Tribunal a deter- 
minaci6n de la pena, de la aplicación dt glas del 
artículo 61 del Código Penal, pues de otra I U ~ I I I C ~ ,  el ter- 
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cer delito de libramiento de talón sin fondos, conduce 
a la imposición necesaria de la pena de prisión menor 
(Gerona) . 

La imprudencia antirreglamentaria estricta, referida 
a vehículos de motor, debe desgajarse del plano delic- 
tivo, para incardinarse en el plano sancionador de la 
simple falta, lo que traería una mayor adecuación entre 
infracción y pena. En cambio, cuando se trata de im- 
prudencia temeraria, nuestra normativa sancionadora 
es demasiado blanda; la teoría del dolo eventual, aco- 
gería esas conductas con mayor rigor y sanción más 
grave (Alicante). 

Merece crítica el que no se apliquen en los delitos cul- 
posos las reglas del artículo 61, para la determinación 
de las penas según las circunstancias agravantes o ate- 
nuantes. Así, a un criminal de carretera, hubo de pedír- 
sele pena de multa, pese a que eran ya tres los hechos 
Por no mate 
a ot para que 
pueaa entenaerse que "el mal causaao es ae extrema gra- 
vedad", no imponérsele 1: a multa 
(Jaén) . 

1 sejable la reforma de los artículos 582 y 583 
nún del Código Penal, tipificadores de faltas de 
les ic l r~~ ~ u n t r a  las Dersonas. El artículo 582. aue orevé 
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El Fiscal de Jaén consiaera que el arncwo as1 ael 
Código Civil ttivo de ultad de 
abandonar lujeres :S de 21 
y menores de 25, qu, ,,,L;tituyen una reminiscencia de 
auténtica desigualdad de trato entre el v - 
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EL Fiscal de Baleares considera excesivo y perjudicial 
para ticia el gran número de proc itos que 
hoy 3 en el orden civil; cree que 1 reducir- 
se a tres: uno declarativo al que debe darse la tramita- 
ción que tic menor cuan ti^ - 
mites de rél dúplica y no a 3, 

reconvención y la contestación a ella, con una mayor 
intervención del Juez en la prueba, y del secreta 3 
que acuse los defectos procesales que observe; y - 
teria de recursos realizar una poda extraordinaria, lo 
mismo en los concedidos durante la tramitac b1 
proceso que en la ejecución de la Sentencia, oi m -  

cial y sumario. en  el que pueden comprenderse ras md- 
terias relati arrendamientos, determinados inter- 
dictos, e jec~ kc.; y u n  tercero, el actual de cogni- 
ción para las peticiones que se formulen ante los Jueces 
Municipales y Comarcales. 

El Fiscal de Burgos, partidario de la ~~iliciuiicaciuii 

de procedin judicial 1 
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dicados cada uno de ellos al procedimiento penal, al con- 
tencioso-administrativo, al civil y al social o laboral. 

En la parte general se vendrían a consagrar los prin- 
cipios procesales como garantía y guía de la efectividad 
de los derechos, las normas de capacidad, representa- 
ción y postulación, las relativas a términos y plazos, las 
referentes a comunicaciones entre el Organo Judicial y 
las partes, la normativa sobre el auxilio jurisdiccional, y 
una reglamentación sobre recursos. 

En el Libro refe ,l proceso pena - 
tarían, previamente rdadero plasmr ~ u g c . r  LA 

ordenación de tres procesos distintos y diferenciables por 
la diversidad en la constancia de pruebas y en razón de 
la intensidad punitiva de la infracción criminal, y ter- 
minar con las normas relativas a la ejecución. 

En el del proceso civil, dejando al margen la 5 

jurisdicción voluntaria. se reglamentaría por separauu e1 
juicio singu 'Sal, Y 1 da uno S 

se determin ~cesos, n diferi S 

por la constatacion de pruebas, y estos a su vez tenarian 
una ?liminar y otra ejecuti 

E ocedimiento contencio ~nlstrav 1- 

sidera, igualmente, que deberían ser legislados tres clases 
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Y en cuanto al proceduniento laboral estima que coi 
dos clases de procedimientos habría suficiente par 
atender a las diferentes pretensiones reglametadas po 
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tiones que, reguladas por aquélla norma procesal, me- 
recen especial atención en las Memorias de 1971, con 
criterios fundados en sólidas experiencias que sugieren 
prudentes soluciones. 

Son consideraciones mul ces simi 
merecieron la atención de ,,,,ores Fi,,,,, ¿n años 
pasados y que es lógico susciten en la aplicación de una 
Ley promulgada en 14 de septiembre de 1882, a la vista 
de las realidades sociales del momento; que en los últi- 
mos lustros evolucio tl ritmo de los s tecno- 
lógicos, determinant 1 "aceleración ( storia", 
según concepto util,,,,, ,n todas las ramas de las in- 
vestigaciones y estudios sociológicos. 

Cierto que, transcurrido el primer terc 
se producen reformas substanciales en nuewro uerecno 
Procesal Penal, para atemperar lz i básicr 
gencias vitales. Pero no siempre acom~ 
tales innovaciones funcionales de las mutaciones orgá- 
nicas necesarias, para el logro de sus fines, sin riesgo de 
resultados deficientes; habían de producirse los incon- 
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venientes de complejas modificaciones fragmentarias; y 
así, en la justificación de tales disposiciones evolutivas, 
no podía silenciar el legislador que Se atendía a "uroble- 
mas de solución urgente", compatible con "plan€ 
rales en estudio para perfeccionar la organizaciói 
cedimientos de la Administración de Justicia" 

A 

?S gene- 
' Y Pro- 

Eiio explica que a partir de publicarse la Ley de 8 de 
abril de 1967, sean mayores en número y m&s complejas, 
las cuestiones que en este punto de sus Memorias. ulan- 

puede 
ática - 

tean los señores Fiscales; y igualmente obz 
la atención que su problem -relacionada cc 
vaciones en el Código Penal- mereció de esta Iírscrtlia 
del Tribunal Supremo, en las Circulares de 25 de abril, 
1 y 10 de diciembre, Instrucción de 4 de julio, de 1967; 
Circulares de 27 de abril y 11 de julio; Consulta l 

y 23 de marzo de 1968; Circulares 2 y 4 con las Cc 
2 y 7 de 1969; al igual que las Consultas 2 y 4 de 1970. 



En congruencia con el contenido de este Capítulo VII, 
Epígrafe 3, de la presente Memoria, las cuestiones que 
subrayamos relacionadas con la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, pueden sistematizarse como sigue: 

Simplificación de las clases de Procedimientos Pendes.  

El Fiscal de Burgos, subraya que al disminuir la pro- 
liferación de Leyes Especiales, con múltiples Procedi- 
mientos específicos, debe evitarse el riesgo de que la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal incida en los confusionismos 
subsiguientes a regulación de Procedimientos similares; 
postulando, en cambio, un sólo Cuerpo legal, cuya Par- 
te General ratificase los principios procesales que son 
garantía de justicia y acierto, en la actuación del Dere- 
cho ante los Tribunales; dedicándose sus Libros 1 al IV 
a Procedimientos de tan distinta naturaleza y circuns- 
tancia, como son el Penal, el Civil, el Contencioso-Admi- 
nistrativo y el Social o Laboral. 

Concretamente en lo que se refiere a esta normativa 
del proceso penal, se recogería, en primer término, la fase 
cautelar y de investigación, ordenándose seguidamente 
tres procesos diferenciables por las pruebas admisibles y 
por la gravedad de la pena correspondiente a la infrac- 
ción ciminal, para terminar con los trámites de la Eje- 
cución. 

Cierto que el artículo 741, en su párrafo segundo,-para 
el supuesto de que el Tribunal "haga uso del libre ar- 
bitrio", tanto en la calificación del delito como en la im- 
posición de la pena, preceptúa que la Sentencia habrá 
de consignar si ha tomado en consideración los elemen- 
tos de juicio que el articulo correspondiente del Código 



Penal obligue a tener en cuenta. Por tanto, el ejercicio 
de aquella discrecionalidad viene condicionada por lo que 
concretamente se disponga en la Ley substantiva. Con- 
sidera, por ello, el Fiscal de Badajoz, como excesivamen- 
te rígido el artículo 258 del Código Penal, al apreciar la 
tenencia de una sola ametralladora, o pistola ametralla- 
dora o fusil ametrallador, o una sola bomba de mano, 
siempre como depósito de armas de fuego. Ello contrasta 
con el párrafo último del mismo artículo, según el cual, 
el Tribunal apreciando la cantidad y clase de municio- 
nes declarará si constituyen depósito. Por ello, entiende 
que no debiera hacerse la enumeración antes indicada y 
deja] litrio judicial la apreciación I ido debe 
cons : que hay depósito de armas. 

Auiiyut: es de recordar que el párrafo ui~,imu del cita- 
do artículo iargen de apre 
tipificación 
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sunto del ofendido. mayor de 23 años, que anula ia ac- 
ción penal f na impuesta o en ejecución, debiera 
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rrencia de inequívoca y plena capacidad; pues, aun cuan- 
do así puede presumirse, es evidente que hay casos, es- 
pecialmente de mujeres débiles mentales, que son fácil- 
mente "convencidas" Dara que perdonen" 



Protección cie los &echos e intereses de las víctimas. 
Seguro Obligatorio. Cobertura de responsabilidades 
civiles. 

Revela su sensibilidad el Fiscal de Málaga, cuando se- 
ñala que la Ley de 24 de diciembre de 1962, Texto Re- 
fundido de 21 de marzo de 1968, protege decididamente 
a las víctimas de accidentes de tráfico, estableciendo el 
Seguro Obligatorio en el artículo 2.O; y en el artículo 10 
-conforme a la Disposición Adicional Segunda de la Ley 
de 8 de abril de 1967-, llega a los límites de la "respon- 
sabilidad objetiva" -u "obligación legal de indemni- 
zarv- determinando los conocidos supuestos para que 
el Juez o Tribunal dicte el Auto que constituirá título 
ejecutivo suficiente para reclamar la indemnización. 
Pero se han conocido casos en los que, de conformidad 
al artículo 785-6.O, el Juez decretó el Archivo sin esperar 
a la sanidad del lesionado, dándose la condición del ar- 
ticulo 10 antes citado, para que en el Auto se determine 
la cantidad liquida máxima que puede reclamarse como 
indemnización. Mas se pregunta: "¿quién atenderá a la 
víctima hasta que se produzca la sanidad? La cuantía 
reconocida en el título ejecutivo no podrá determinarse 
hasta conocer la trascendencia de las lesiones y sus po- 
sibles secuelas". El mismo articulo 785 regla Bea-d), pre- 
vé que el Juez señale una pensión provisional; y ocurre 
que su cuantia y duración vienen relacionándose con 
el tiempo presumible de tramitación de la causa; preci- 
samente hasta que se dictamine la sanidad con los sub- 
siguientes pronunciamientos de Sentencia, sobresei- 
miento y Archivo; por lo que se recurre a la fórmula de 
forzar conceptos para hacer compatibles la rapidez del 
procedimiento, la resolución fiial previsible de la causa 
y la asistencia a los perjudicados. Estimando, en suma, 



conveniente que, aclaraciones normativas adecuadas, evi- 
ten tales situaciones. 

El Fiscal de Orense, destaca las conocidas eventuali- 
dades de que, durante la instrucción del sumario o en el 
período del Juicio Oral, los perjudicados o sus herederos 
renuncian a la acción civil, por haber transigido respec- 
to al importe de la indemnización, limitándose así la ac- 
tuación del Fiscal y la resolución del Organo jurisdiccio- 
nal a los aspectos puramente punitivos del asunto. Sin 
desconocer que en las acciones civiles domina su carácter 
privatista, manifiesta expresamente aquel Fiscal el te- 
mor de que se formalicen convenios con vicios de inva- 
lidez o por cuantía muy inferior a la que pudiera consi- 
derar justa el Ministerio Público. 

Los nscales de Baleares y de Gerona, por el nivel tu- 
tístico de aquellas Provincias, conocen de la frecuencia 
con que se aplica lo previsto en el articulo 785-8.a h), de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que autoriza deter- 
minadas ausencias dejando suficientemente garantiza- 
das las responsabilidades pecuniarias de todo orden. Pero 
si se trata de estancias breves, no se ha logrado a tiempo 
la comparecencia preceptuada por el artículo 786-2.a-d), 
sin que la declaración de rebeldía satisfaga los intereses 
de las víctimas o perjudicados, especialmente cuando se 
trata de daños a las cosas, por cuanto aún no ha tenni- 
nado el proceso de aplicación gradual del Seguro Obli- 
gatorio a tal clase de perjuicios; proponiéndose, en su 
consecuencia, remedios que serían compatibles con el 
sentido de nuestra Legislación y el texto de Convenios 
internacionales. 

Se estima urgente, asimismo, que imperen principios 
de reciprocidad en la exigencia del Seguro Obligatorio 
para los ciclomotores, y que la Dirección General de Se- 
guros, en relación con la llamada "carta verde", supere 
los confusionismos actuales sobre: a) Obligación de 
cubrir las Responsabilidades civiles provenientes de cul- 
pa, y la específica del Seguro Obligatorio. b) Constituir 



fianzas suficientes para cubrir la Responsabilidad civil 
proveniente de culpa y la específica del Seguro. c) Obli- 
gación de constituir fianza para la libertad provisional 
del inculpado. c i )  Prórroga de la vigencia de la "carta 
verde" caducada, después de entrar el vehículo en Es- 
paña, hasta su salida, y e) Obligación de aceptar como 
legítimas las emitidas con arreglo a lo establecido inter- 
nacionalmente. 

El Fiscal de Cuenca, expone que la remisión del ar- 
tículo de la Ley Procesal Penal, 614, a los preceptos de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil para cuestiones genéricas 
relativas a fianzas, embargo de bienes y subastas en su 
caso; da lugar a que en la práctica se produzcan situa- 
ciones injustas. Y así, en muchas ocasiones, bienes que 
han sido tasados, por ejemplo, en 300.000 pesetas llegan 
a adjudicarse a los acreedores ejecutantes por muchí- 
simo menos; y el ejecutado se verá privado de otros bie- 
nes o será declarado insolvente por el resto. Para evitar 
soluciones onerosas al deudor, la previsión del párrafo 
tercero del artículo 1.506 no palía el problema, pues el 
deudor ni puede pagar al  acreedor ni presentar persona 
que mejore las posturas. Sugiere el avalúo de los bienes, 
y siendo así que a través del mismo se fija a aquéllos 
su verdadero valor, señale la Ley que éste será el que 
habrá de tenerse en cuenta a la hora de hacer el pago 
con los mismos de las deudas existentes; sin perjuicio 
la posibilidad de un segundo avalúo o revisión del an- 
terior, cuando por el tiempo transcurrido o circunstan- 
cias es~eciales. éste resulte irreal, siempre en base a ga- 
rant tivas. 
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los diferentes aspectos de 1 justifica y hace 



necesario el dictamen, en muchas ocasiones, de personas 
especializadas en determinadas materias. Dice que nues- 
el tra Ley de Enjuiciamiento Criminal, reglamenta el ré- 
gimen jurídico de la pericia, aunque preferentemente 
en la llamada fase sumarial. Pero en relación con este 
tema, quiere concretar el Fiscal de Cuenca, que existe 
una laguna en nuestra Ley, específicamente en su ar- 
tículo 746 al enumerar los casos en que procede la sus- 
pensión del Juicio Oral, omitiendo entre los mismos la 
impresencia de los Peritos propuestos. La Jurispruden- 
cia del Tribunal Supremo, dice, ha venido a cubrir esta 
laguna aplicando por analogía a los Peritos lo dispues- 
to en la Ley para los testigos. Termina diciendo que se- 
ría oportuna una reforma de la Ley Procesal en la que 
se hiciera referencia a esta materia, incluyendo la im- 
presencia de los Peritos en el artículo 746. 

Procedimiento de Extradición. 

El Fiscal de Baleares manifiesta su preocupacion 
ante eventualidades que pueden frustrar las Normas 
sobre Extradición, y, por tanto, las previsiones del De- 
recho vigente para que no queden impunes infraccio- 
nes penales, no sólo en los supuestos en que se requie- 
re plantear aquella demanda, en la denominada "forma 
activa", sino cuando han de tramitarse reclamaciones 
correspondientes a su concepto "pasivo"; señalando que, 
como es sabido, las normas vigentes se centran en el 
Título IV del Libro Cuarto de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, y en la Ley de 26 de diciembre de 1958 (junto 
a los Tratados Internacionales, previstos en los artícu- 
los 827 y l.", respectivamente, de aquellas Leyes). 

Como se dice en la Circular de esta Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo, fechada en 29-XII-1960, tal Procedi- 
miento se regula por "un sistema mixto, gubernativo y 
judicial, para coordinar las exigencias del orden públi- 



co interno con las derivadas de la pertenencia a la co- 
munidad internacional de Estados". En consecuencia, 
al comentar genéricamente cuestiones de Extradición 
se alude por el Fiscal de Baleares más que a los precep- 
tos de la Ley Procesal Penal, a los plazos que en la ci- 
tada norma de 26-XII-1958 se concede a las autoridades 
administrativas y que al ser muy breves resultan de casi 
imposible cumplimiento, por lo que es frecuente que en 
la Vista que prevé su artículo 17 los Letrados aleguen 
no s610 temas subtantivos, sino también defectos de pro- 
cedimiento por haberse rebasado los plazos legales. 

Y estima, en suma, que debieran ampliarse esos tér- 
minos concedidos a los Organos Administrativos; no 
siendo eiio necesario en los plazos judiciales que se con- 
sideren necesarios para el procedimiento en cuestión. 

D e t e r m i n a s  trámites del Titulo ZIZ, Libro N de la Ley 
de Enjuiciamimto Criminal. 

Se refiere el Fiscal de Orense a qut: IX-I el procedimien- 
to de "Diligencias Preparatorias", por intensa que sea 
la diligencia y dedicación de los Jueces de Instrucción 
es dificil tramitar "la prueba solicitada" en el plazo es- 
tablecido por el artículo 790-1.O, sin perjuicio de la prue- 
ba que se proponga conforme a la regla 3.", párrafo 2.O 
del mismo artículo. Por ello sugiere que se amplíe el 
plazo de diez días marcado en aquella Norma, pues, de 
tal modo, podrá evitarse la práctica viciosa de que las 
diligencias : practiquen agotado el térmi- 
no legal. 

El Fiscal de santa Gruz de Tenerife expone los incon- 
venientes de que al tenor del 790, los Autos de "Diligen- 
cias Preparatorias" se pongan de manifiesto al Fiscal y 
a las partes en un plazo común de tres días apreciando 
la conveniencia de que se diera traslado de los mismos 
al Fiscal, también para solicitar la práctica de nuevas 
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Recurso de casación. 

El Fiscal de Madrid, sugiere la posible conveniencia 
de aclarar determinados preceptos del Capitulo 1, Titu- 
lo 1, Libro Quinto, a fin de que se desvanezcan los equí- 
vocos sobre el alcance de los efectos favorables de la 
Nueva Sentencia con relación a los procesados no recu- 
rrentes o que en su momento no ejercitaran la facultad 
de adhesión al amparo del artículo 861, párrafo cuarto; 
concretamente cuando el recurso lo motiva quebranta- 
miento de forma y, aún en el supuestos que realmente 
se produjo en causa fallada por la Audiencia Provincial 
de Madrid, en la que el condenado no recurrente cumplió 
la pena impuesta. 

Se considera que lo dispuesto en el artículo 901 
bis a) es evidente que se refiere a la Causa como con- 
junto unitario de actuaciones, que no parece pueda ser 
afectada por los condicionados que establece el artícu- 
lo 903. 

Pero el Fiscal de Madrid, al comentar el caso expues- 
to subraya la dificultad para que el efecto extensivo fa- 
vorable de la casación se traduzca en beneficio tangible 
para el condenado no recurrente que cumplió la pena 
impuesta. 

El Fiscal de Baleares, propugna una reforma a fondo 
del antes citado Título 1, del Libro iV de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal, para que por vía de recurso de 
casación se logre un más perfecto equilibrio entre lo legal 
lo y justo; citando al efecto, como reflejo aquella aspi- 
ración, en el propio orden Jurisprudencia1 el Auto de1 
Tribunal Supremo, dictado en 25 de enero de 1955, con 
la siguiente doctrina: "En la realidad procesal hay tres 
clases de Recursos esencialmente distintos. El de que- 
brantamiento de forma, que afecta a las garantías pro- 
cesales, previsto en los artículos 850 y 851 de la Ley 



de Enjuiciamiento Criminal; el del número 1." del ar- 
tículo 849, que se refiere a las Ley substantiva aplicable 
al caso, y el del número 2." del mismo artículo, que 
versa sobre el supuesto de la errónea apreciación de- la 
prueba. Puntos de vistas con características peculiares 
que lo diferencian fundamentalmente y cuya alegación 
debe anunciarse con perfecta terminación, en el momen- 
to oportuno de preparar el recurso". 

El Fiscal de Badajoz, se lamenta en su Memoria de 
que las garantías que el recurso de casación significa 
para el acierto y legalidad de las decisiones jurisdiccio- 
nales, se utilicen como desviaciones abusivas para di- 
latar la efectividad de Sentencias de Instancia que son 
recurridas, sin la menor perspectiva de éxito para demo- 
rar el abono de indemnizaciones, con sensible perjuicio 
para los intereses de los perjudicados. 

Así se explica, dice el Fiscal de Badajoz, el caso 
de forzar las calificaciones para que la Imprudencia, que 
parece temeraria, se estime como simple, con infrac- 
ción de reglamentos, que sentenciándose por el Juez 
sólo da lugar al recurso de apelación previsto en el ar- 
tículo 792 de la Ley Procesal Penal. 

Del proceso cle Faltas. 

El Fiscal de Logroño, destaca la importancia que 
alcanzan determinados juicios de faltas, especialmente 
cuando se trata de accidentes de trafico, en los que se 
ventilan cantidades importan'oes, a más de la priva- 
ción del permiso de conducir; lo que hace que inteven- 
gan Letrados ante los que el Fiscal Municipal o Comar- 
cal puede verse sin más conocimiento de las actuacio- 
nes que el adquirido en el momento de la celebración 
del juicio. Es cierto, dice el Fiscal de Logroño, que esos 
inconvenientes de la vigente regulación de los juicios 
de faltas, se vienen superando por el celo de los Fis- 



cales Municipales y Comarcales, estudiando detenida- 
mente las actuaciones días antes del señalamiento. Pero 
considera necesario modificar la insuficiente regulación 
de aquellos procesados. 

El Fiscal de Huelva, señala la necesidad de ser mo- 
dificado el proceso por faltas en algunos de sus aspectos, 
pues como hoy está reglamentado entraña una serie de 
audiencias muy formularias. Sugiere la introducción en 
el juicio de faltas del "trámite de conformidad" del acu- 
sado; y determinadas fórmulas que favorezcan la agi- 
lidad y garantías previas a la Sentencia. 

También el Fiscal de Pontevedra estima urgente la 
reforma del proceso por Faltas, razonando la actual in- 
congruencia que en el más somero estudio de la cues- 
tión se produce entre los mecanismos procesales, !a es- 
tructura del Organo Jurisdiccional y las materias que 
pueden solventarse conforme al contenido del Libro IV 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; especialmente 
por la incidencia que dimana de las infi :S de Trá- 
fico. 

En su Memoria, estudia minuciosamente la comple- 
jidad del enjuiciamiento de un accidente y la justa de- 
cisión, relacionada con el monto de las indemnizacio- 
nes, que son muchas veces de tal cuantía que, de exi- 
girse por vía civil, darían lugar al máximo formaiismo 
de un Procedimiento de Mayor Cuantía; lo cual no se 
cohonesta con el carácter verbal y concentrado de los 
distintos juicios de faltas. Por lo que considera que, a 
semejanza del proceso por Delito, en el caso de faita 
debían establecerse dos distintas tramitaciones: la ac- 
tual, con algunos matices para las faltas leves; y otra, 
semejante al Procedimiento de Urgencia ante Juzgado, 
para las faltas que tengan señalada pena de arresto, que 
lleven aparejada la privación del permiso las diez mil 
pesetas. Considera que en ambas debiera restablecerse 
el principio acusatorio, asimilándolas así al juicio por 
Delito; ya que hoy el acusador público es un profesio- 



nal integrado en el Ministerio Fiscal. Agrega que la 
supresión de la competencia de los Juzgados de Paz, 
será consecuencia directa de la reforma, pues no están 
capacitados para enjuiciar ni siquiera su mínima com- 
petencia y tampoco 
responsabilidad. 
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Continúa diciendo el Fiscal de Pontevedra que la 
apelación, al menos. en los casos de faltas graves, de- 
biera ser atribuida a la Audiencia, con lo que se lograría 
una doble finalidad: de fondo y substantiva, la unifi- 
cación de criterios entre los distintos Juzgados Munici- 
pales y Comarcales. v otra. adjetiva. descargando la la- 
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.% 

Instruc 
e no pi 
. . .  

slndo ni 
nsiderai 

" 
levo coi 
rsé hek 

garse la Ley de 20 de junio de 1968, concretamente su 
artículo le0, apartado segundo, sobre competencia de los 
Tribunales Provinciales para el conocimiento de los Re- 
cursos de Apelación, contra determinadas Resoluciones 
de los Juzgados Municipales y comarcales en materia 
civil. 

medid: 
mente 

- 

lue sólc 
iin nec~ 

T-  

El Fiscal cie Palma de Mallorca propoi 
tes reformas relativas a la Ley de Peligro! 
- En Orden a la conducta recogida en el núme- 

ro 4 del artic , dice c deben consi- 
derarse peligi iienes : esidad ejerzan 
la prostitución, sometiendo la prostitución habi- 
tual a ts de reinsercic 
propia judiciales. 

- El número 13 del artículo 2.O debe ser modificado 
en,el sentido de referirse a aquellas personas que 
hayan sido ejecutoriamente condenadas más de 

ne las e 
sidad : 

11 que I 10 sean 



- sup 
- Incl . .. 

raci 
de : 

tres veces por delitos de imprudencia, omisión 
del deber de socorro o conducción bajo influencia 
de bebidas alcohólicas. 

- Suprimir el apartado 14 del artículo 2 . O  porque 
tiene cabida en otros preceptos y sobre todo por- 
que es una manifiesta contradicción el que se 
considere peligroso a estos menores y los 
padres que consienten el abandono. 

- Modificación del número 15 del artículo z.- sus- 
tituyéndo la expresión reiterada comisión de fal- 
tas penales por la de infracciones. 

resión del artículo 3 . O  de la 
uir como conducta peligrosa de 

aeutos laborales, y la evasión de alvisas y ae ca- 
pitales al extranjero. 

- Supresión del apartado 15 del artículo 5.O, ya 
que la multa no puede tener cabida dentro de la 
naturaleza de la medidas de seguridad. 

- Modificación del artículo 19 a fin de dar entra- 
da al recurso de apelación contra el auto de in- 
ternamiento preventivo. 

- Modificación del artículo 35 para reducir la du- 
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En los artículos 42 y 43 de la Ley de Caza, como 
apunta el Fiscal de Tarragona, se crea una sanción nue- 
va: la privación de la licencia de caza o la prohibición 
de obtenerla. No es precisa su naturaleza ni puede re- 
solverse acudiendo al Código Penal porque tal sanción 
no está compredida entre las penas. Entiende que nos 
hallamos ante una medida de seguridad tras una ajus- 
tada interpretación de los artículos 42, párrafo 1.O; 
43, 2.O, y 48, 5." de la Ley, lo que justifica que la com- 



petencia de los delitos de caza corresponda a los Juz- 
gados de Instrucción. 

El Fiscal de Cuenca estima que la penalidad asig- 
nada al delito que define el artículo 42 c) es excesiva 
y que tales hechos deberían haber sido considerados 
como meras infracciones administrativas de caza. 

Código de la Circulacia. 

go de lz 
todo ve 
- - -  

L Circul 
hículo i 

durant :nos cii 
ada si 1 

cado se 
direcció 

El Fiscal de C m a  dice que el articuio zu ci ael 
Códil ación debe ser modifi 3 

que ' que debe cambiar la 1 1 

marcha deberá circular siempre que no exista obstácu- 
lo que lo in ,e al mi S 

junto al bor la cal2 2 

hacia el ladu U ~ L ~ C L ~ I J .  

El Fiscal de Baleares estima que si bien el Fiscal 
es el órgano de relación entre el Gobierno y la Admi- 
nistración de Justicia, al propio tiempo tiene otro gran 
número de funciones, entre ellas, la de ser un asesor 
de la Administración en materia penal en determina- 
das ocasiones, y por ello no comprende que el Fiscal 
esté ausente en las Juntas de orden público, en la Pro- 
tección de Menores o en el del Patronato de Nuestra 
Señora de la Merced, instituciones éstas, en las que 
debe tener un puesto, para que la voz de quien más 
tarde tiene que ejercitar acciones penales, o ya las ejer- 
ció, sea escuchada. También considera debe ser obliga- 
torio el informe del Fiscal en todo expediente que por 
falta grave o muy grave que instruya la Administra- 
ción a sus funcionarios, porque muchas veces esta falta 
grave da también nacimiento a un delito. 

El Fiscal de Temerife aboga porque los Fiscales Mu- 
nicipales y Comarcales ejerzan su función solamente 
ante los Juzgados Municipales y Comarcales respecti- 
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vos, y dado el prestigio que han alcanzado estos Juzga- 
dos ampliar su competencia en  el orden penal para que 
conozcan de un mayor número de faltas, principalmente 
de aquellas que sólo se diferencian de los delitos por 
razón de la cuantía, como hurtos, estafas, etc., incluso 
pequeños robos, aumentando los límites de las mismas 
que hoy rigen en nuestro Código Penal. 

Las funciones del Ministerio Fiscal en los Juzgados 
de Instrucción deben realizarse oor los Abogados Fisca- 
les de diencia ede el 1 
garse a Agru gados c 
lo que permitiría elevar la competencia de presidio o 
prisión menor. Con ello se produc ia disminución 
de trabajo en las Audiencias y c nsecuencia po- 
drían suprimirse alguna de estas SWX~ULI~S de la misma. 

Y eZ Fiscal cEe Twragom indica que deben modifi- 
carse los artículos 23 y 24 del Reglamento Orgánico del 
Ministerio Fiscal, en el sentido de que para la provi- 
sión de los cargos que exigen determinado tiempo de 
servicio en la carrera el cómputo del mismo se haga 
teniendo en cuenta los años de servicio prestados día e 
día sin que sea de abono a estos efectos el tiempo ser. 
vido en cargos ajenos a la misma, aunaue sea en si. 
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También propugna por la modificación del artícu- 
lo 32, apartado a) del propio Reglamento, en el sen- 
tido de añadirle un párrafo en que se determine que 
el funcionario en situación de excedencia especial, trans- 
currido el plazo de tres años en esta situación, pasará 
automáticamente a la situación de supernumerario, en 
razón a que siendo la excedencia especial con reserva 
de plaza una situación provisional, temporal y transi- 
toria, no puede adquirir un carácter de permanencia que 
repugnaría con su carácter de transitoriedad. 



CIRCULARES 
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la adopción, ha introducido en el régimen jurídico de 
esta institución importantes modificaciones que por afec- 
tar al estado civil de Ias personas (en materias tan im- 
portantes como la patria potestad y filiación, régimen 
sucesorio) obligan al Ministerio Fiscal, en su interven- 
ción requerida por la lev. a velar para que el wropósito 
legislativo, inspirad( ia -fa< robus- 
tecer el vínculo ado nPla Y esvitúe, 
a cuyo fin, en su imorme ha de valorar las diversas si- 
tuaciones que pued: entarse y que hagan aconse- 
jable su creación y -se a ello cuando al amparo 
de estas facilidades ae pecenda. en fraude a la ley, uti- 
lizar la institución como ii ento pa s fines. 
El interés que para las fu del MI I Fiscal 
tiene el tema habían ya daao motivo a la Gircular nú- 
mero 3 de esta Fiscaiía (Memoria de 1970, pág. 267) pu- 
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ción transitoria de la Ley. Para que puedan verificarse 
estas mutaciones es preciso que concurran los requisi- 
tos exigidos según la adopción de que se trate. Esta 
exigencia obligará a una confrontación de disposiciones 
para conocimiento de las que falten en cada caso y de 
las consecuencias que el cambio pueda representar para 
los interesados en el vínculo adoptivo. 

Ahora bien, hay que tener presente que el vinculo 
adoptivo esestá ya constituido. Se trata de una modifi- 
cación del mismo que afecta principalmente a sus con- 
secuencias, como el posible cambio de apellidos, los de- 
rechos hereditarios de los parientes de sangre del adop- 
tado y, en su caso, de otros descendientes del adoptado 
y quedar sin efecto el pacto sucesorio. 

Si el adoptado es menor de edad está sujeto a la 
patria patestad del adoptante, circunstancia que plan- 
tea el problema de quien debe consentir por el adoptado 
para la eficacia del concierto de voluntades necesario a 
todo cambio o acomodación de la adopción. Si consta 
que viven los padres por naturaleza, su situación -no 
prevista por la Ley- es paralela a la de aquellas per- 
sonas que deben simplemente ser oídas para la adop- 
ción (art. 173, antepenúltimo párrafo) : El principio que 
informa esta norma, es que los padres privados o sus- 
pendidos de la patria potestad, sean oídos en la adop- 
ción del hijo si quieren concurrir, y por esta razón no 
debe existir inconveniente para que los padres por na- 
turaleza sean citados y oídos en el cambio de régimen 
de la adopción que se pretende. La situación es distin- 
ta cuando estos padres no existieran, o fueren descono- 
cidos -caso este Último frecuente cuando se trate de 
la acomodación de las adopciones anteriores de niños 
abandonados-; en supuestos análogos de menores o 
incapacitados que carezcan de representación legal, ar- 
tículos 215 y 692 del Código Civil, la ley atribuye ia re- 
presentación al Ministerio Fiscal. (Véase Consulta de 
1 de julio de 1917, Mem. ídem, pág. 20.) 



EL CONSENTIMIENTO PARA LA ADOPCIC 

La adopción, como todo acto jurídico bilateral, debe 
ser querida y precisa el concurso de voluntades de las per- 
sonas a quien afecta que la ley señala de modo específico 
en el artículo 173. 

A) Existe ante todo un cosentimiento básico sin 
el cual la adopción no puede aprobarse: e1 deL adoptante 
y el del adoptado mayor de catorce años. El Juez carece 
de facultades decisorias en contra o ante la falta del 
mismo (art. 173, penúltimo párrafo). 

Respecto de las demás personas que intervienen en 
la adopción la ley distingue entre: a) Las q m  "habrán 
de prestar el consentimiento": padre y madre, conjun- 
tamente o por separado, del adoptado menor de edad 
sujeto a la patria potestad y tutor con autorización del 
consejo de familia si la tutela estuviese constituida, quie- 
nes si se oponen negando su consentimiento la adopción 
no puede aprobarse y, b) Aquellas otras personas que 
deben "simplemente ser oídas": (el adoptando mayor 
de catorce años, el padre o la madre a quienes se hu- 
biere privado o suspendido en el ejercicio de la patria 
potestad, la persona que estuviere ejerciendo la guarda 
del adoptando y cuando se trate de huérfanos los abue- 
los de la línea del padre o madre premuerto), cuyo cri- 
terio desfavorable a la adopción no obsta para que 
pueda aprobarse, pero el Juez lo tendrá en cuenta al 
efecto oportuno. 

Para prevenir la posible ausencia de estas personas 
que deben prestar el consentimiento -salvo el caso del 
adoptante y adoptando mayor de catorce años- o que 
simplemente deben ser oídas, la ley dispone que si no 
pudieran ser citadas, o citadas no concurrieren, puede 



el Juez acordar lo que considere más conveniente para 
el adoptando. 

En estos casos de incomparecencia, el Fiscal en de- 
fensa del vínculo adoptivo, debe vigilar para que se cum- 
pla con toda los requisitos que la Ley de Enjuiciamien- 
to Civil establece para las citaciones judiciales (articu- 
los 269, 271 a 278 y concordantes), ya que el articulo 177 
del Código Civil permite al padre o a la madre, legíti- 
mos o naturales, pedir se declare judicialmente extin- 
guida la adopción en el caso de que no hubieren inter- 
venido en el expediente ni prestado consentimiento si 
probaren que fue por causa independiente a su voluntad. 

Cuando concurran todos los requisitos necesarios 
para la adopción, el Último párrafo del artículo 173 del 
Código Civil, faculta al Juez para que valore siempre 
la conveniencia del adoptando, conforme a las circuns- 
tancias de cada caso y muy especialmente si el adoptan- 
te tuviere hijos legítimos, legitimados, naturales reco- 
nocidos u otros adoptivos. El Fiscal deberá hacer previa 
valoración de estos supuestos para emitir su informe 
al Juzgado, pudiendo instar del mismo los antecedentes 
que estime necesarios, y deberá considl as 
alegaciones que sobre el caso hubieren 'e- 
ridos hijos legítimos, legitimados, naturales reconoci- 
dos u otro ;ivos a los qut 'iere el to 
legal. 

B) Entre los problemas que sobre la prest el 
consent,íimiento y forma de manifestarlo se h n- 
teado tienen relevante interés los siguientes: 

En la adopción del mayor de catorce años y menor 
de edad casado, se duda de si es necesario el consenti- 
miento de los padres. La solución afirmativa, o sea, que 
es r o el cor iento de los padres, difícilmen- 
te P stentar: na parte, en la sistemática legal 
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de los que han contraído matrimonio (art. 173-B y C 
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tando mayor de c&torce años y de su cónyuge. Y de 
otra, que uno de los modos de acabarse la patria potes- 
tad es la emancipación del hijo (art. 167) y la eman- 
cipación por matrimonio (arts. 314 y 315) habilita al 
menor para regir su persona como si fuera mayor (ar- 
tículo 317), atribuyéndoseles así una plena responsabi- 
lidad en la esfera personal, familiar, estado civil4 domi- 
cilio, etc. 

Sin embargo, no puede iocerse que a los pa- 
dres de estos menores ema~l~~pauos les afecten las con- 
secuencias de la adopción del hijo en el orden familiar 
(art. 176, párrafos penúltimo y Último), filiación (ar- 
tículo 178) y régimen sucesorio (arts. 179 y 180), cir- 
cunstancias que imponen se pida por el Fiscal su audien- 
cia en el expediente de adopción para que puedan ex- 
poner, si les iterio respecto a la adopción 
proyectada. 

En la adopcion del hqo natural menor de edad se 
ha dudado de si puede prestar el consentimiento para 
la adopción el padre o la madre que lo ha reconocido 
cuando estos padres son menores de edad. (El conte- 
nido ético jurídico de la patria potestad es personalísi- 
,mo e intransferible) El hijo natural reconocido está 
bajo la patria potestad del padre o madre que le reco- 
noce (art. 154). Por esto el consentimiento libremente 
prestado por el padre o madre natural que tenga la 
patria potestad del hijo hay aue considerarlo váli " - 

Respecto a la forma de 
to, al suprimirse en el nuel 
gado artículo 176 para que se efectúe ante la presencia 
judicial el de las personas que debían darlo para la 
adopción de menor de edad o incapaz, ha surgido la 
duda de si en todo caso deben observarse las prescrip- 
ciones del artículo 1.826 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil que exige que el padre o la madre que tengan bajo 
su potestad al adoptando d 
to en presencia del Juez. 
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Esta norma procesal puede considerarse vigente, aco- 
modando su contenido a la nueva regulación del con- 
sentimento para la adopción, establecida en el articu- 
lo 173 del Código Civil, que, como se indicaba anterior- 
mente, faculta al Juez para acordar lo que considere 
más conveniente para el adoptando cuando el padre y 
la madre que conjunta o separadamente deben prestar- 
lo no pudieren ser citados, o citados no concurriesen. Es 
decir, que si por estos motivos los padres del menor no 
comparecen a la presencia del Juez a prestar el con- 
sentimiento, puede aprobarse la adopción del menor su- 
jeto a la patria potestad. 

También se debate la validez del consentimiento pres- 
tado por los padres del menor sujeto a la patria potes- 
tad en documento fehaciente aportando a los autos con- 
forme a lo dispuesto para los actos de la jurisdicción 
voluntaria en los artículos 1.816 y 1.824 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, que autoriza se admitan sin ne- 
cesidad de solicitud, ni otra solemnidad alguna, los do- 
cumentos que se presentaren y las justificaciones que 
se ofrecieren. 

El documento fehaciente provisto de las formalida- 
des legalmente requeridas, si contiene la voluntad ex- 
presa de quien debe consentir la adopción, es adecuado 
y suficente para probar la existencia de tal consenti- 
miento. La Única limitación que pudiera oponerse a 
esta solemne manifestación de voluntad, sería la exi- 
gencia procesal del citado artículo 1.826, pero ésta ha 
quedado superada por las nuevas normas sobre la valo- 
ración del consentimiento contenidas en el articulo 173, 
como queda indicado. 

Esta colisión de normas ha de ser, sin embargo, ana- 
Lizada con más detenimiento. La reforma del Código 
Civil es una reforma sustantiva, pero que contiene tam- 
bién normas procesales, como cuando en el mismo ar- 
tículo 173 del Código Civil se habla de citaciones de los 
interesados, etc. Sin embargo, como las normas de la 



Ley de Enjuiciamiento Civil y especialmente el artícu- 
lo 1.826 no se derogan, al menos expresamente, habrá 
que plantearse un problema de prevalencia de normas, 
tanto más cuando por razón de especialidad una de las 
normas haya de prevalecer sobre la otra. 

Al resolver esta situación, puramente jurídica, hay 
que tener muy en cuenta el sentido profundamente hu- 
mano de la adopción y el propósito del legislador de 
favorecerla. Expresado el consentimiento en documen- 
to fehaciente, existe ya un elemento probatorio sólido 
para la valoración judicial. Si se cita a los padres para 
su comparecencia ante el Juez, habrá que respetar siem- 
pre la voluntad de aquellos en orden a efectuar o no 
esta comparecencia, pues así se desprende del contexto 
del artículo 173 del Código Civil, según la redacción 
dada por la nueva ley: Si comparecen, el artículo 1.826 
entrará en juego para que ratifiquen ante el Juez el 
documento que suscribieron o para que expongan lo 
que estimen conveniente respecto del consentimiento 
para la adopción, si el documento no está por eiios es- 
crito. Pero si no comparecen, sea cual fuere la causa do 
esta incomparecencia, puesto que el Código Civil no dis- 
tingue o incluso si no pueden ser citados, también por 
la concurrencia de cualquier circunstancia que lo im- 
pida, hay que estar a los supuestos especiales contem- 
plados en el articulo 173 del Código Civil, cuyo precepto 
ha de entenderse a evalente y el Juez en- 
tonces resolverá lo c veniente para el adop- 
tado, a la vista del CVLL~CLLLUU UCL ~xpediente de adopción. 

El Fiscal sentido interpretativo 
en dos aspec :re a las aplicación de 
los preceptos sustantivos y procesales, aplicando el cri- 
terio de prevalencia de las normas sustantivas a que 
nos acabamos de referir, y en cuanto al fondo, valoran- 
do la motivación de la adopción, las circunstancias con- 
currentes y los demás elementos de prueba ofrecidos o 
que pueda proponer para emitir su informe favorable o 
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contrario a la adopción, según la conveniencia del adop- 
tando. Especialmente cuando los padres no comparecie- 
ren y se aporte documento fehaciente en el que conste 
el consentimiento de los mismos. 

Es necesario insistir en el espíritu e incluso la letra 
que informa el contenido de los dos últimos párrafos 
del artículo 173, reformado, del Código Civil y que fa- 
culta al Juez en todo caso para aplicar su arbitrio con 
una sola indicación determinante: El beneficio del adop- 
tando, que es la razón que debe imperar en todo caso 
en el instituto de la adopción, según la reforma de la 
Ley de 4 de julio de 1970, que comentamos. 
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a) Consentimiento para la adopción. 
De modo especial regula el Código el consentimiento 

para la adopción de estos menores en el artículo 174, 
párrafo primero, disponiendo que: "en la adopción de 
menores abandonados no será necesario el consenti- 
miento de los padres o del tutor, prevenidos en el ar- 
tículo anterior, sin perjuicio de que se oiga a los pa- 
dres si fueren conocidos o se presentaren". 

La amplitud de la norma permite y hace aconsejable, 
como medic a, intentar esa audiencia por 
cualquiera posibles, bien de citación di- 
recta o llamamientos por edictos, tengan o no (por sus- 
pensión o privación) la patria potestad sobre el hijo, 
cuya adopción se pretende. Con ello se evita que pue- 
dan esgrimj isa de E n ~revir ~1 artícu- 
lo 177 segu 

b) Concepto jurídico del menor abandonr 
A diferencia de la legislación precedente que silen- 

ciaba cualquier idea que pudiera contribuir a determi- 
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nar el concepto del menor abandonado (C. de 19 de ju- 
nio 1969, Mm. 1970, pág. 267) el nuevo texto legal, ar- 
tículo 174, considera abandonado al menor de catorce 
años que carezca de persona que le asegure la guarda, 
alimento y educación, siendo irrelevante para apreciar 
la situación de abandono que ésta se haya producido 
por causas voluntarias o involuntarias. 

Esta situación de abandono puede p se por 
causas diversas: el abandono punible que rv,AG m peli- 
gro la vida del menor (art. 488 del Código Penal) ; invo- 
luntariamente, que puede surgir con motivo de catás- 
trofe o guerra; por abandono moral cuando se priva 
del ejercicio de la patria potestad o tutela (art. 487 del 
Código Penal y 169 a 171 y 283 del Código Civil) sin 
proveer a la tutela del menor; o ante la entrega del 
menor, al cuidado de tercera persona, de liéndo- 
se después en absoluto del hijo; la situacic lijo de 
padres desconocidos, etc. 

Ah 3 hipótesis, co adopción del 
aband~ lo está condic en la ley, bas 
se produzca y compruebe esua pLuuación de hechc, i J a L a  

que pueda ser apreciada y declarada a los fines 
aprobación judicial de la adopción solicitada. 

En estos expedientes de adopción, la representación 
y defensa del menor corresponde al Ministerio Fiscal 
-como anteriormente se indicaba para situaciones aná- 
logas- que debe apoyar la constitución del víncido 
adoptivo si las circunstancias concurrentes de arraigo y 
solvencia del que pretende adoptar al menor, tiempo 
prudencial transcurrido desde que el abandono se pro- 
dujo, y resultado de las indagaciones practicad* sobre 
las posibles causas del mismo lo aconsejan, y caso con- 
trario, debe instarse la intervención de la Junta de 
Protección de Menores para que se encargue de la asis- 
tencia y protección del menor abandonado. 

También en el artículo 174 se considera abandono la 
entrega del menor de catorce años en una casa o esta- 
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blecimiento benéficos, si durante el internamiento trans- 
curren seis meses continuos sin que el padre, la madre, 
tutor u otros familiares se interesen por el menor de 
modo efectivo -y no con mera petición de noticias- 
mediante actos que demuestren su voluntad de asis- 
tencia. 

Al no figurar en el precepto la norma del derogado 
articulo 176, para la adopción de los sometidos a la 
tutela de una casa de expósitos u otro establedmiento 
de beneficencia, donde se indicaba que el expediente se 
tramitara exclusivamente por la administración de los 
mismos, elevándolo después al Juez para su aprobación, 
previa audiencia del Ministerio Fiscal, se duda si estas 
casas o establecimientos, han quedado relevados de esta 
obligación, o si, por el contrario, deben continuar ins- 
truyendo los expedientes. 

La reforma del Código Civil, en la adopción de me- 
nores abandonados se propuso fundamentalmente, se- 
gún la exposición de motivos, con proyección en el ar- 
ticulado, "dispensar la máxima protección al menor" 
y a tal fin, para los internados en casa o establecimien- 
to benéfico redujo el plazo de internamiento a seis me- 
ses para que resultara legalmente posible la adopción 
en edad óptima, y así poder disfrutar cuanto antes de 
los beneficios de la misma. 

Este propósito legislativo, plasmado en el artícu- 
lo 174 del Código Civil y más claramente expuesto en 
el artículo 248 de la Ley de Régimen Local permite a 
la Beneficencia oficial promover la adopción de los re- 
cogidos en ella g, consiguientemente, también a aque- 
llas Instituciones dependientes de las Diputaciones Pro- 
vinciales. a las que la Ley de Administración Local, ar- 
tículo 248, les asigna la misión de procurar "la adop- 
ción de niños expósitos o huérfanos por personas de 
reconocida solvencia moral y económica". 

Por ello, ante esta nueva ordenación legal que no 
prohíbe a los Jefes y Directores de casa o establecimien- 



to benéficos promover la adopción de menores abando- 
nados acogidos en ellas, la cuestión del procedimiento 
a seguir para que pueda ser aprobada judicialmente, no 
debe ofrecer dudas ni dificultades. La Administración 
de dichas Instituciones puede, ateniéndose a las normas 
administrativas porque se rigen, completadas con las 
de la legislación vigente sobre la adopción cuando se 
solicite la de los acogidos en ellas, practicar la corres- 
pondiente información en la que conste como resultado 
de la misma el parecer del establecimiento acerca de 
la adopción solicitada, a fin de que la información, por 
constituir la prueba del abandono, sirva al Ministerio 
Fiscal, can las diligencias que pueda proponer, para so- 
licitar la aprobación judicial del vínculo adoptivo pro- 
puesto por el Jefe del establecimiento -tutor legal de 
estos menores- según dispone el artículo 212 del Có- 
digo Civil. 

Con otro criterio, posiblemente el propósito legisla- 
tivo que ha inspirado la reforma del régimen jurídico 
sobre la adopción quedaría marginado y sin efectivi- 
dad, situación que no puede ni debe producirse, porque 
siempre fue patente la benemérita y humanitaria ac- 
tuación de las instituciones benéficas para facilitar la 
adopción de sus tutelados. 

En el supuesto de que se pretendiera la adopción de 
menor acogido en estas instituciones benéficas, sin 
acompañar la información anteriormente indicada, el 
Fiscal pedirá que se reclame como prueba necesaria 
para poder emitir su dictamen requerido en el artícu- 
lo 1.829 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

EXTINCION DE LA . 

La adopción es irrevocable, pero el. Código Civil, ar- 
ticulo 177, faculta al adoptado, a sus padres legítimos 



o naturales y al Ministerio Fiscal para que puedan pedir 
judicialmente se declare extinguida la adopción. 

Concretándonos al Ministerio Fiscal puede solicitar- 
la siempre que lleguen a su conocimiento motivos gra- 
ves que afecten al cuidado del adoptado menor de edad 
o incapacitado. 

Esta función de protección y amparo que el pre- 
cepto atribuye al Ministerio Fiscal para solicitar judi- 
cialmente que se declare extinguida la adopción, habrá 
de fundarla, en aquellas situaciones contrarias a los 
fines de la adopción tendentes a proporcionar al menor 
ambiente de cariño y disposición de los medios necesa- 
rios para su desarrollo físico y moral: alimento 
cación. 

Son motivos graves para pedirla, los establecidos en 
la legislación sobre pérdida, privación y suspensión de 
la patria potestad artículos 169, 170 y 171 del Código 
Civil. 

y edu- 
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ligo Civil (arts. 173 y 177) y en la 



te, debe 
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Ley de Enjuiciamiento Civil (art. 1.829), hay que atem- 
perarla al propósito legislativo inspirador de la reforma. 

Por ello, además de las intervenciones concretas ya 
señaladas, deberán tener en cuenta las siguientes 
norm: 

a) amries- 
tO SU aLraigu y La Uuivelicia lrlural y ecuiiurrilca, si está 
casado (la prueba del estado matrimonial debe 
tarse mediante la correspondiente certificación I 

gistro Civil o de los documentos auténticos que legal- 
mente deben sustituirla, véase sobre este particular la 
Memoria de esta Fiscalía correspondiente al año 1952, 
página 99), y si tiene hijos no debe olvidarse 
bien en el nuevo texto (art. 172) no figura entre 1 
hibiciones la de tener descendencia se faculta al Juez 
y consiguientemente al Fiscal (art. 173, 
fo) para que, valore siempre la conveni 
adoptando como anteriormente se indica 

n arreg 
.r . 
-----a 

acredi- 
del Re- 

- - 

que si 
.as pro- 

último 
eneia 1 
ba. 

párra- 
)ara el 

b) En lo que se refiere al adoptando la interven- 
ción del Ministerio Fiscal se concreta en la protección 
y amparo de los menores e incapacitados, y de modo 
especial cuando se trata de menores abandonados, que, 
además, en juicio carecen de otra representación legal. 
Por ello en los expedientes de adopción debe actúar 
"como el más celoso defensor", según dispone el artícu- 
lo 5.O-2 del Reglamento Orgánico del Ministerio Fiscal 
y teniendo siempre en cuenta la conveniencia del adop- 
tando. 

C )  10 el adoptante sea extranjero, se exigirá 
la prueba de que co legisla 
pacidad para adopta 

d )  Eh orden al pruceulrnienEo judici, , __--ra que 
atenerse, ante el silencio de la ley en esta materia, a 
las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
sobre adopción como acto de la jurisdicción voluntaria, 
siempre que no contradigan la nu :ulación de la 
adopción. 
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e) En el expediente judicial, cuando el adoptando 
sea mayor de dieciséis años, y la adopción implique el 
cambio de apellidos, es conveniente que el Fiscal soli- 
cite en su dictamen que se pidan por el Juzgado los an- 
tecedentes penales del adoptando y si los tuviera proce- 
der en consecuencia, para que se efectúen las anotacio- 
nes necesarias en los asientos de antecedentes penales 
del Registro Civil y Central de Penados y Rebeldes; y 
comunicarlo a la Dirección General de Seguridad, a 
efectos del Documento Nacional de Identidad. 

f) Para conocimiento de la trascendencia de la re- 
forma en la adopción, debe remitirse a esta Fiscalía, re- 
lación de los expedientes de adopción y acomodación de 
las adopciones anteriores de la nueva legalidad incoados 
desde la entrada en vigor de la Ley de 4 de julio de 1970, 
con indicación de la resolución definitiva que recaiga 
en los mismos. 

Ruego a V. E. acuse recibo de esta Circular. 
Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 20 de abril de 1971. 
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1 Estadc ctes., pu- 
blic ~ura del do en vir- 
tud de las prerrogativas concedidas al Jefe del Estado 
por las Leyes Fundamentales y especialmente reserva- 
das en el apartado 11 de la disposición transitoria 1." de 
la Ley Orgánica del Estado, por el que se concede in- 
dulto general en las condiciones que especifica, con mo- 
tivo del XXXV Aniversario de la Exaltmión a la Jefa- 
tul dillo de España. 

le1 Decreto, los precedentes le- 
gislativos existentes y el sistema de aplicación anticipa- 
da que se establece en su articulo 3 . O ,  parece oportuno 
fijar, a modo de orientación general, los criterios a que 



debe atemperarse el Ministerio Fiscal, sin perjuicio de 
resolver en su día las consultas específicas que sobre 
puntos no incluidos en esta Circular se formulen. 

Como precedente legislativo más directo ha de to- 
marse el Decreto de 31 de octubre de 1958, que conce- 
dió indulto general con motivo de la exaltación al Solio 
Pontificio del Papa Juan XXIII. En él se estableció tam- 
bién, en su artículo 4.O, el sistema de aplicación antici- 
pada, sin esperar a que se dicte Sentencia. Con tal mo- 
tivo, la Fiscalía del Tribunal Supremo dictó la Circular 
de 25 de noviembre de 1958 (pág. 47) y siguientes de 
la Memoria formulada el 15 de septiembre de 1959, que 
puede también ser tomada en consideración en los pun- 
tos aplicables en que los supuestos coincidan con la or- 
denación dada a la concesión de la gracia por el Decreto 
de 23 de septiembre de 1971 que comentamos. A su vez, 
el Ministerio de Justicia dictó, para la aplicación del 
Decreto de indulto de 31 de octubre de 1958, la Orden 
de 17 de noviembre del mismo año, que contiene también 
normas en. parte aplicables al caso que nos ocupa. 
("B. O." del 8 de noviembre de 1958). 

Sin embargo, y a pesar de los prec 
tivos apuntados, el Decreto de 23 de sepl 

uado ei 
ir plazc 

. . 

edentes 
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legisla- 
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contiene algunas particularidades para c u y a  ~lcerpreta- 
ción es conveniente fijar criterios unánimes. A este fin, 
debe V. E. atenerse a las reglas siguientes: 

l ." El Decreto resulta aplicable desde el día siguien- 
te de su publicación en el "Boletín Oficial del Estado", 
ya que, aunque no contiene cláusula expresa en tal 
sentido, lo precept 1 los apartados 2 y 3 de su 
artículo 2.O, al fija )S que comienzan a contarse 
desde el día siguiente de su publicación, obliga a con- 
siderarlo aplicable -desde dicho momento. 

2." En cuanto al alcance del indulto respecto de 
los delitos comprendidos; penas afectadas y extensión 
de la gracia, debe tenerse en cuenta: 

a) El indulto sólo se aplica a los hechos cometidos 



e1 111 

la ni 
f igur 

princil 
o están 

desde el 21 de julio de 1965, fecha tope del último indul- 
to general concedido, hasta el 23 de septiembre de 1971. 
Hay que entender ambos días comprendidos dentro de 
los límites temporales de aplicación del indulto, pero 
sin olvidar que el propósito de la disposición que co- 
mentamos ahora, es el de que no se aplique el indulto 
a delitos a los que ya se hubiera aplicado algún indulto 
general anterior. 

b) Las penas principales comprenaiaas en el m- 
dulto son las pecuniarias y privación de libertad. 

Respecto de las pecunia concede indulto total 
de las mismas, tanto si figiilall ~ ~ m o  pena única o con- 
juntamente con otra u otras y cu 
cuantía. 

En cuanto a penas privativas ae utxmaa, el maulto 
es total para las penas de hasta seis meses de duración, 
impuestas por delito o falta y es parcial cuando exceda 
de dicho tope, conforme a la escala contenida en el ar- 

. tículo 1.O del Decreto. Se incluyen también los correc- 
tivos de privación de libertad por responsabilidad per- 
sonal subsidiaria. 

Las penas acces~ . misma suerte que la 
pena principal, cuanao el inaulco aplicable es total. En 
los c indulto parcial, las 
ción a del tiempo de la co 
es natural, las reducciones que hayan afectac, , A, 
pena ,al imp 

N compr 
trictivas ae libertad o ae aerecnos que riguran en la es- 
cala general del artículo 27 del Código. 1 L de pri- 
vación del permiso de conducir no está c idida en 
-' :-duIto v a tal efecto hay que tener vls ,,ata que 

3acción del artículo 27 del Código Penal no 
I accesoria, carácter que también le fue ne- 

gaao por la circular de esta Fiscalia de 25 de noviembre 
de 1958 (apartado 1). En algunos casos se ha consul- 
tado sobre la posibilidad de aplicar el indulto a la pri- 
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vación de carnet de conducir, habida cuenta de la re- 
ferencia que en el artículo 3.O del Decreto de 23 de sep- 
tiembre de 1971 se hace al auto ejecutivo previsto en la 
disposición adicional 2.a, A) de la Ley 3/1967 de 8 de 
abril, para hechos cubiertos por el Seguro Obligatorio 
de responsabilidad civil derivada del uso y circulación 

L una dc 
l." En 
. - 

1 escriti 
se esta 

.l;""..A 

lo caso 
al auto 

de vehículos de motor. Esta referencia puede ser de- 
bida al propósito de llamar la atención sobre el sistema 
del auto ejecutivo previsto en la Ley de 8 de abril de 1967, 
para facilitar la exigencia de la responsabilidad en algún 
caso de aplicación de indulto total porque no se haya 
soiicitado pena de privación del carnet de conducir. 
Estos supuestos a que aludimos serán realmente infre- 
cuentes y quizá sólo puedan darse en algún caso de 
interpretación específica del contenido del articu- 
lo 340 bis c), pero en toc ha de mante !1 
criterio de que la alusión i ejecutivo par; L- 

gencia de la responsabilidad. civil no produce en abso- 
luto la consecuencia de que pueda entenderse incluida 
en el indulto, total o parcial, la pena de privación del 
permiso. Si en algún caso se aplicara el indulto a tal 
supuesto, el Ministerio Fiscal interpondrá el O 

procedente para evitar que prospere dicha tesi 
c) En cuanto a la extensión de la gracia, ha de 

tenerse en cuenta la escala comprendida en los distin- 
tos apartados del articulo 1 . O  del Decreto que comenta- 
mos. Cuando en e o de calificación o er 1- 

tencia, en su caso, .blezcan diferentes pei a 
varios delitos, se el indulto separadamente para 
ca& r las penas señaladas a cada delito. 

3 lo que hace referencia a las ex< ?S 

incluidas en el artículo 2 . O  del Decreto de 23 ae sep- 
tiembre tíltimo, deben los Fiscales interesar de los Di- 
rectores de los centros penitenciarios de cada provin- 
cia la inmediata actualización de los expedientes disci- 
plinarios de los reclusos que pudieran resultar afecta- 
dos, a fin de poder conocer con rapidez si existe, sin 

i la ser 
nas par 



invalidar, alguna falta de las que obstan a la aplicación 
del indulto. 

La exclusión de la aplicación del indulto a los "de- 
clarados procesalmente rebeldes" (apartado 2 del artícu- 
lo 2.O) habrá de considerarse también aplicable a los pe- 
nados que hayan sido llamados por el Tribunal para 
cumplir la pena y no se hubieren presentado y, desde 
luego, a los condenados en rebeldía, situación jurídica 
prevista por la Ley de 2 de diciembre de 1963. 

La excepción contenida en el apartado 3 del artícu- 
lo 2.O, puede plantear el problema de los llamados de- 
litos semipúblicos, que ya resolvió la circular de esta 
Fiscalía de 25 de noviembre de 1958, apartado 4. Uni- 
carnente podrá caber la aplicación del indulto antici- 
pado cuando en esta clase de delitos no se haga, por 
ninguna de las acusaciones, petición del tipo de las 
mencionadas en la circular aludida: reconocimiento de 
hijos, sostenimiento de la prole, etc. 

4.a Respecto del trámite procesal en el que el in- 
dulto deba solicitarse, hay que distinguir según la clase 
de procedimiento de que se trate: 

a) En el procedimiento de urgencia por delitos cuyo 
fallo competa a los Juzgados de Instrucción, cuando en 
las diligencias preparatorias se estime procedente so- 
licitar la apertura del juicio oral, habrá que fc 
escrito de calificación y solicitar por otro si el I 

anticipado, cuando proceda mediante auto de soDresei- 
miento libre del núm. 3.O del articulo 637, con reserva 
de las acciones civiles que puedan proceder. Algunas con- 
sultas apuntan la posibilidad de que en el supuesto que 
acabamos de señalar se sustituirá la petición de apertura 
de juicio oral y el escrito de calificación por un dicta- 
men fiscal más sucinto, en el que, dada la pena a so- 
licitar, se pida la aplicación del indulto anticipado. Sin 
embargo, el taxativo mandato del articulo 3.O del De- 
creto de 23 de septiembre último no da pie para inter- 
pretación de tal naturaleza, ya que la excepcional po- 



sibilidad de aplicar el indulto anticipadamente, ha de 
basarse en la petición formal de las acusaciones 
precisamente en el trámite procesal de calificac 

b) En el procedimiento de urgencia cuyo fallo co- 
rresponde a la Audiencia Provincial y en el procedi- 
miento ordinario, la petición de sobreseimiento libre, 
cuando proceda, habrá de hacerse por otrosí en el escri- 
to de calificación o inmediatamente de formulado éste 
(trámites de los arts. 798, 648 y 650, respectivamente). 

c) Cuando no proceda el indulto total y no haya 
de dictarse auto de sobreseimiento libre, la petición del 
indulto para la rebaia de las penas que correspondan, 
se formular; le e jec~ 

d )  En 1 le las s 
teriores, en el otrosí en que se pida la aplicación del 
indulto anti y que se dicte auto de sobreseimien- 
to libre, el 1 si existiesen otras partes acusadoras, 
hará la reserva ue que su petición proceda sólo en el 
caso :alificación de las res- 
tanti enas que estén inclui- 
das en el apartado a) del artículo 1.O del Decreto de 
23 de septiembre de 1971. 

5.a Cualquiera que sea el procedimiento que co- 
rresponda s sean v ssados o 
encartados y de a califica- 
ción de las abmaciuiicn proceda yala ULVO CA indulto 
total y no para los restantes, habrá que estar a lo que 
dispone el artículo 640 de la Ley de Enjuiciamiento cri- 
minal respecto del sobreseimiento libre parcial, ya que 
éste es el supuestc ble al párrafo tercero del ar- 
ticulo 637 expresar nvocado por el artículo 3 . O  del 
Decreto de indultcl. donsecuencia, se solicitará, en 
su caso, el sobreseimiento de los autores, cómplices o 
encubridores a quienes afecte la extinción de responsa- 
bilidad criminal por aplicación del núm. 4 . O  del artícu- 
lo 112 del Código Penal, continuándose la causa respec- 
to de los demás que no se hallan en el mismo caso. 
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6.= Dado el carácter preceptivo de la disposición co- 
mentada, y el mandato contenido para el Tribunal en 
el articulo 3 . O  del Decreto de indulto, no procede dar 
vista al procesado o inculpado, que no puede oponerse 
a la aplicación del beneficio del indulto. 

Tampoco cabe esperar a que se produzca petición 
de los interesados, sino que en todo caso, tanto de in- 
dulto total como de indulto parcial, deben los Tribu- 
nales actuar de oficio sin perjuicio de que el Fiscal es- 
timule esta actuación cuando proceda. 

7." Especial consideración merece la posibilidad de 
aplicación del indulto en las causas que se encuentren 
en trámite de recurso de apelación. En tal caso, salvo 
que las partes desistieran del recurso y quedara firme 
la sentencia de instancia, es preferible que el recurso 
se resuelva mediante Sentencia de la Audiencia. En 
efecto, el problema no se plantea cuando proceda Úni- 
camente el indulto parcial, ni tampoco cuando la Sen- 
tencia absolutoria hubiera sido apelada por alguna de 
las acusaciones, salvo que la pena solicitada por la acu- 
sación estuviera incluida en el indulto total. 

El Fiscal apelante puede desistir del recurso si, aún 
en el caso de que éste prosperase, las penas a imponer 
estuvieran todas ellas comprendidas en el indulto total. 

&.a Al producirse, en los casos de aplicación antici- 
pada del indulto total, la extinción de la responsabili- 
dad penal, arrastra también ésta a la responsabilidad 
civil, que conforme a lo que dispone el artículo 3 . O  del 
Decreto de indulto sólo podrá ser exigida por el proce- 
dimiento que corresponda, esto es, por vía civil, salvo 
los supuestos, muy improbables como ya comentamos 
más arriba, de que se trate de responsabilidad cubierta 
por el Seguro Obligatorio en los hechos derivados del 
uso y circulación de vehículos a motor. Por consecuencia, 
el Fiscal, al solicitar que se dicte auto de sobreseimiento 
libre, pedirá también que se reserven las acciones que 



correspondan para la exigencia, en su caso, de la respon- 
sabilidad civil. 

9.a El Ministerio Fiscal debe considerar muy dete- 
nidamente la situación de los detenidos o presos a quie- 
nes, dada la índole y gravedad de los delitos de que se 
les acusa, pueden estar incluidos en los supuestos de 
indulto total o parcial, en forma tal que la reducción 
de la pena que en su día quepa imponerles, deba afec- 
tar a la situación de detención o prisión en que se en- 
cuentren a fin de sol ji procediere, lz 
de la situación alud 

icitar, S 

ida. 
icación 

10. Aunque en el uecreto no se da iniciativa a1 l v ~ i -  
nisterio Fiscal para promover la aplicación del indulto, 
parece conveniente que se aceleren al máximo los trá- 
mites en los casos en que proceda el indulto total o en 
aquellos otros en que por aplicación del indulto par- 
cial deben ser puesto en libertad los presos o penados. 
A este fin, debe tenerse en cuenta: 

a) Las causas que se encuentren en Fiscalía en trá- 
mite adecuado para formular el escrito de calificación, 
según cual fuere el procedimiento aplicable, serán des- 
pachadas preferentemente cuando por la naturaleza de 
las penas a solicitar puedan algunos de los procesados 
considerarse incursos en la situación a que alude el 
primer párrafo de este número, teniendo para ello en 
cuenta el contenido del núm. 9.a de esta circular. 

b) En las causas ya falladas, pendientes de algún 
recurso, deberá el Fiscal comprobar la situación de los 
penados a efectos del indulto, al objeto de instar del 
Tribunal lo procedente. 

c) En los casos en los que haya recaído sentencia 
firme, utilizando los datos de las fichas de ejecutorias 
de la Fiscalía, el Fiscal comprobará si es urgente la 
aplicación del indulto, al objeto de que la reducción de 
la pena pueda afectar sustancialmente a la situación 
en que se encuentre el penado y en caso afirmativo so- 



licitará del Tribunal la urgente aplicación del Decreto 
de 23 de septiembre de 1971. 

11. Las causas en que el indulto se aplique antici- 
padamente y por consecuencia no se dicte sentencia 
sino auto de sobreseimiento libre porque sea procedeil- 
te el indulto total, habrán de ser objeto de cómputo 
especial en la estadística anual de las Fiscalías, que se 
formula con motivo de la Memoria en el mes de enero 
de cada año y en relación con el año anterior. Por consi- 
guiente, los Fiscales llevarán nota estadística suficien- 
te de las causas en que se aplique el indulto total anti- 
cipado y se dicte el correspondiente auto de sobresei- 
miento libre, para hacerlo constar en su día en la es- 
tadística que será solicitada por esta Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo. 

Las dudas particulares y concretas que se susciten 
a V. E. en la aplicación del Decreto de 23 de septiem- 
bre de 1971, deberán ser objeto de consulta especial. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 9 de octubre de 1971. 

CIRCULAR NUM. 311971 

Se ha recibido en esta Fiscalía en consulta para 
su aprobación, el proyecto de Instrucciones formuladas 
por V. E. sobre dictámenes que se han de emitir en la 
declaración de herederos abintestato, ante la diversi- 
sidad de criterios que se están dando y especialmente la 
anomalía que ha comprobado, de que en determinado 
Juzgado se ha tramitado excesivo número de expedien- 
tes a pesar de su incompetencia que no fue alegada por 
el Ministerio Fiscal. 

Meritoria es esta actuación, encaminada a que, en 
los procedimientos donde es requerida la intervención 



del Ministerio Fiscal, no se consienta que de ellos co- 
nozca otro Juez que aquel a quien la ley atribuye com- 
petencia para su trámite y resolución. 

Como esta cuestión, por su importancia trasciende 
del ámbito regional y además tiene conocimiento esta 
Fiscalía de otros casos aná.logos, en que los interesados 
acuden al Juzgado de su preferencia guiados por m& 
viles que posiblemente en nada contribuyen al presti- 
gio de la Justicia (aunque se invoque el principio de 
sumisión, reconocido como regla de competencia en el 
artículo 56 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), para evi- 
tar que la iniciativa particular de cada funcionario, 
consintiendo el fuero elegido por el que promueve el ex- 
pediente, se erija en causa determinante del conoci- 
miento de los abintestados por Juez que no sea del lu- 
gar en que hubiere tenido el finado su último domicilio 
-art. 40 del Código Civil-, que es el competente según 
la regla 5." del artículo 63 de la citada Ley procesal 
civil, esta Fiscalía, al prestar conformidad a las Ins- 
trucciones consultadas para su aprobación, considera 
oportuno dirigirse mediante esta Circular al Ministerio 
Fiscal con la finalidad de impedir que normas de inex- 
cusable cumplimiento se vulneren con la quiescencia 
de quien por imperativo legal -art. 2 . O  núm. 2 . O  del 
Estatuto del Ministerio Fiscal- debe sostener la inte- 
gridad de atribuciones y competencia de Juzgados y 
Tribunales. 

11 

La sumisión a la jurisdicción de un Juez o Tribunal 
determinado tiene generalmente un acusado carácter 
bilateral; se trata de una manifestación de voluntad ex- 
presa o tácita que sólo producirá plenitud de efectos 
cuando el negocio jurídico en que se integra afecte de 
modo esencial a interesantes particulares. En estos 
casos, como dispone el artículo 56 citado, es Juez com- 



petente para conocer el PLEITO a que den origen las 
acciones de todas clases, aquel a quien los LITIGANTES 
se hubieren sometido expresa o tácitamente. Pero en 
aquellos procedimientos donde no cabe contienda pro- 
piamente dicha, ni existen litigantes por ser uniperso- 
;al la gestión judicial, como en la declaración de he- 
rederos abintestato, no cabe sumisión y es obligado el 
cumplimiento de las prescripciones legales, sin que la 
mera voluntad de los interesados pueda prorrogar la 
jurisdicción a Juez distinto del designado por la Ley 
para conecer del mismo. 

La determinación del Juez competente para conocer 
del abintestato no puede ofrecer dudas ante norma tan 
clara como es la regla 5.a del artículo 63 de la Ley ru- 
tinaria civil; y si la misma Ley es la que señala con pre- 
cisión la situación de hecho que ha de influir en la fi- 
jación de la competencia es obvio que al Fiscal le in- 
cumbe su plena observancia. Esta ha sido la doctrina 
sostenida siempre por la Fiscalía del Tribunal Supremo; 
en las consultas resueltas con fecha 15 de noviembre 
de 1910 (Mem. 1911, págs. 28 y 41) y en las Circulares 
de 10 de junio de 1912 (Mem. ídem. pág. 40), 16 de no- 
viembre de 1925 (Mem. 1926, pág. 105) y 13 de mayo 
de 1930 (Mem. ídem., pág. 222.) 

El criterio y doctrina expuesto deberá ser estricta- 
mente mantenido por el Ministerio Fiscal, utilizando, 
cuando proceda, los recursos que autorizan las leyes y 
de los casos de incumplimiento comprobados, deberá 
darse cuenta a esta Fiscalía sin perjuicio de los acuer- 
dos que se adopten en el orden disciplinario y demás 
responsabilidades que puedan resultar procedentes. 

Del recibo de la presente y enterado por todos los 
Fiscales de ese territorio, especialmente los Fiscales mu- 



nicipales y comarcales, se servirá dar cuenta a esta Fis- 
calía. 

Dios guarde a P. a. muchos años. 
Madrid, 3 de diciembre 

NUM. 

1 

En la Circular 2/1971 de 9 de octubre se establecen, 
a modo de orientación general, los criterios a que debe 
acomodar el Ministerio Fiscal sus dictámenes para la 
aplicación del indulto de 23 de septiembre de 1971 con- 
cedido con motivo del XXXV aniversario de- la Exalta- 
ción a la Jefatura del Estado del Caudillo de España. 
IEn cuanto al alcance de la gracia se llegaba a la conclu- 
sión de que el indulto no se extiende a las penas priva- 
tivas de derechos; sin embargo, ha llegado a conocimien- 
to de esta Fiscalía que, en algunos casos, y siempre en 
el procedimiento de urgencia por delitos cuyo fallo co- 
rresponde a los Jueces de Instrucción, se viene aplican- 
do el indulto total a la pena privativa del permiso de 
conducción solicitada conjuntamente con las de arresto 
o multa, unas veces tras el trámite de calificación y 
otras en la sentencia definitiva condenatoria declaran- 
do extinguidas por indulto las penas impuestas. Cuando 
estas resoluciones procesales se produzcan, deberán uti- 
lizarse por el Ministerio Fiscal los recursos legalmente 
procf L 
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La pena de privacion del permiso de conducir fue 
introducida ie~tro c liento jurídico por el 
Código Penr 944 con :ión para -el delito de 



imprudencia punible cometido con vehículos de motor, 
pero sin que en ningún otro artículo del Código se alu- 
diera a esa pena ni, por supuesto, se perfilara su na- 
turaleza jurídica. En las sucesivas reformas experimen- 
tadas por el Código, contemplada ya explícitamente la 
pena de privación del carnet de conducir, le ha sido 
dado un tratamiento diverso. En efecto, conforme a la 
Ley de 24 de abril de 1958, se incluyó en la escala gene- 
ral de penas (artículo 27) como pena accesoria; el texto 
revisado del Código Penal de 1963, la elevó a la categoría 
de pena grave, y en la reforma operada por la Ley de 
8 de abril de 1967, se la configuró como pena común. 
Así, puede decirse que todos los textos penales en vigor 
posteriores a la redacción de 1944, contienen datos con- 
cernientes a la estructura de esta pena, con referencias 
expresas a su duración (articulo 30), al abono de pri- 
vación acordado durante la tramitación de la causa (ar- 
tículo 33 y a sus efectos (artículo 42). 

, La Leyes denominadas del automóvil de 9 de mayo 
de 1950 y de 24 de diciembre de 1962, impusieron esta 
clase de pena conjuntamente con las de arresto y multa. 

La Ley de Peligrosidad Social de 4 de agosto de 1970, 
somete a "los autores de inexcusables contravenciones de 
circulación por conducción peligrosa" (artículo 2.O, 13) a 
la privación del permiso de conducción de vehículos de 
inotor o a la prohibición para obtenerlo (artículo 5.O, 9). 

'Aparece, en consecuencia, claro, que en el vigente 
Código Penal la privación del permiso de conducir es 
siempre pena de carácter principal, pues al no llevarla 
consigo ninguna otra pena en modo alguno puede consi- 
derarse pena accesoria. Es de notar, a estos efectos, que 
la pena de privación del carnet de conducir y la de in- 
habilitación especial, son las únicas penas privativas de 
derechos no accesorias de otras, según se desprende de 
los articW)s 45, 46 y 47 del Código Penal. 
1 Contribuye tarribién a resaltar su naturaleza de pena 
principal el hecho de que tenga vida propia en los úni- 



cos delitos en que se establece de forma conjunta con 
las de arresto y multa (artículos 565 y 340 bis a), con 
la consecuencia de que su duración no depende, como, 
sin embargo, acontece en las penas accesorias, de la 
duración de la pena que la lleva consigo; al contrario, la 
privación del permiso de conducción se impone dentro 
de unos autónomos límites temporales que marca la 
ley: hasta diez años, según el prudente arbitrio del juz- 
gador, y en determinados supuestos de multirreinciden- 
cia la privación se impone de modo definitivo. 

Otra nota peculiar que la diferencia de las penas pro- 
piamente accesorias, es que procede el abono del tiempo 
de privación del permiso acordado durante la fase su- 
marial para el cumplimiento del señalado en la sen- 
tencia. 

El Tribunal Supremo ha mantenido ia doctrina (Sen- 
tencias de 22 de febrero de 1955 y 5 de julio de 1958) 
de que no puede imponerse en trámite de conformidad 
la pena de privación del permiso de conducir vehículos 
de motor si no fue solicitada por el Ministerio Fiscal en 
el escrito d e  calificación. De igual modo, en otras oca- 
siones (sentencias de 17 de mayo de 1958 y 4 de octu- 
bre de 1958) se ha dado acogida al recurso de casación 
por quebrantamiento de forma contra sentencias que 
decidieron imponer la privación del permiso de condu- 
cir sin que el Fiscal lo solicitara y sin que el Tribunal 
hiciera uso de la facultad concedida en el artfculo 733 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Al contrario, otras resoluciones (sentencias de 10 de 
diciembre de 1966, 30 de mayo de 1969 y 15 de abril 
de 1970) rechazan el recurso, formalizado también al 
amparo del articulo 851, 4.O de la Ley de Enjuiciamien- 
to Criminal, fundándose en que la imposición de las 
penas no puede quedar al arbitrio de las acusaciones, 
sino que una vez calificado el delito y aceptada tal cali- 
ficación por el Tribunal, la pena de privación del permiso 
de conducir debe ser impuesta con arreglo a los pre- 



ceptos del Código y dentro de la extensión fijada por 
la ley. 

En todos los supuestos referidos viene a rechazarse 
la dependencia y accesoriedad y a confirmarse la auto- 
nomía y la cualidad de pena principal que dentro de los 
específicos tipos penales ostenta la privación del per- 
miso de conducir. 

La referencia del último inciso del artículo 3 . O  del 
Decreto de indulto dirigida a que, en su caso, se aplique 
la normativa prevista en la disposición segunda A) de 
la Ley de 8 de abril de 1967 para hechos cubiertos por 
el Seguro Obligatorio de responsabilidad civil. y deriva- 
dos del uso y circulación de vehículos de motor, preten- 
de, atendidos sus propios términos y el fin de La ley, 
que la responsabilidad civil, cuando proceda, se exija en 
procedimiento independiente del penal, y en particular 
en aquellas causas en que se haya decretado el sobre- 
seimiento libre del artículo 637, 3 . O  de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, porque en trámite de calificación 
las penas solicitadas por las acusaciones est6n compren- 
didas en el artículo 1 . O ,  apartado a) del Decreto de in- 
dulto y se haga aplicación de la gracia sin necesidad 
de que se celebre juicio oral. De esta interpretación se 
desprende, asimismo, que el artículo 3 . O  del Decreto de 
indulto, de carácter marcadamente procesal, no puede 
ser entendido extensivamente hasta hacer comprender en 
el tenor estricto del artículo 1 . O ,  junto a las penas pri- 
vativas de libertad y pecuniarias, otra de naturaleza ju- 
rídica tan distinta como es la de privación del permiso 
de conducir, pena que, por lo demás, y debido a su ex- 
tensión, hasta diez años o definitivamente incluso, no 
se presta a la reducción proporcional que se establece 
para las privativas de libertad. 



Del recibo y enterado de esta Circular por todos los 
funcionarios del Ministerio Fiscal de ese territorio, in- 
cluidos los Municipales y Comarcales, se servirá dar 
cuenta a este Centro. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 23 de diciembre de 1971. 
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Consulta V. 1. cuál debe ser la actuación de esa 
Fiscalía ante la existencia de unos calabozos en la Casa 
Consistorial de determinada localidad de la pronvincia 
donde se interna a los detenidos por orden del Alcalde 
y algunos que deja momentáneamente la Policía y Guar- 
dia Civil, ya que le suscita dudas qué clase de deten- 
ciones pueden acordar los alcaldes y la legalidad de esos 
calabozos en la Casa Consistorial, donde no se lleva nin- 
guna clase de libro o registro, haciendo por ello imposi- 
ble todo control. 

Los alcaldes, además de la obligación ae detener 
por razón de delito (art. 492 en relación con el 496 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal), como Delegados 
del l ! término municipal deben proveer a 
la si ca e individual, pudiendo detener a 
quiellc~ Luiiicbail U intentan cometer cualquier clase de 
acto orden público y a quienes desobede- 
ciert que les diera directamente en rela- 
ción con aicnos actos, poniendo a los detenidos en liber- 
tad o entregándoles a la autoridad judicial en el plazo 
de setenta y dos horas; también pueden sancionar las 
conductas contra el orden público con multas o arresto 
sustitutorio en caso de impago en la forma determinada 
#en la Ley (Ley de Régimen Local de 24 de junio de 1955, 
artículo 117 y Ley de Orden Público de 30 de julio 
de 1959, artículos 7 . O ,  2." 1.O, 2." y 22) si bien las deten- 
ciones que acuerden deben estar siempre justificadas, 



pues si no lo estuvieren o fueren arbitrarias, quien así 
procediera, aunque se ponga al detenido en libertad 
antes de las setenta y dos horas, puede cometer el de- 
lito de detención ilegal definido y sancionado en el ar- 
tículo 184 del Código Penal. (Véase Sentencias del Tribu- 
nal Supremo de 19 de octubre de 1963, 24 de diciembre 
de 1964 y 5 de febrero de 1966.) 

Respecto a los calabozos a que se refiere en la con- 
sulta, existentes en la Casa Consistorial, por la finalidad 
a que se les dedica, lugar donde están sitos y correr a 
cargo del Ayuntamiento su conservación y asistencia a 
los detenidos, hay que considerarlos como Depósito Mu- 
nicipal. 

La Ley de 26 de jizlio de 1849 dispuso la creación 
de un depósito en cada distrito municipal, confiriendo 
a .los Tribunales y Jueces, así como al Ministerio Fiscal, 
el derecho de visita para evitar que los presos y deteni- 
dos, aunque lo sean gubernativamente, sufran detencio- 
nes ilegales (arts. 7.O y 30); la vigencia de estas normas, 
aunque se haya puesto en duda, está reconocida en nu- 
merosas disposiciones posteriores con rango legal y re- 
glamentario. Así el Código Penal de 1870, artículo 119, 
disponía que la pena de arresto menor se sufría "en las 
casas de Ayuntamiento u otras del publico" y en la re- 
forma del precepto por la Ley de 3 de enero de 1907 
se indica que se sufrirá "en las Casas Consistoriales u 
otras del Ayuntamiento"; la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal vigente, artículo 372, previene a los Alcaldes de 
las cárceles y a los Jefes de los depósitos de detenidos, 
para que el detenido o preso no haga en su persona o 
traje alteración alguna que pueda dificultar su reco- 
nocimiento. La Orden de 11 de noviembre de 1932 pu- 
blicada al entrar en vigor el Código Penal de 1932, in- 
kiica que la pena de arresto menor se cumpla en el Depír 
sito Municipal. También reconocen la existencia de 
estos Depósitos Municipales, el Real Decreto de 3 de ma- 
yo de 1913 sobre régimen y funcionamiento de las pri- 



siones, artículos 201, 273, 353, 494 y el Reglamento vi- 
gente de los Servicios de Prisiones aprobado por Decm- 
to de 2 de febrero de 1956, artículo 314, al ordenar que 
las Prisiones Provinciales incluyan en las cuentas de 
alimentación, al abono en metálico a los detenidos en 
los Depósitos Municipales. 

Pero las obligaciones o facultades de los Alcaldes 
para acordar detenciones y que la existencia de los De- 
pósitos Municipales esté autorizada por disposiciones le- 
gales no puede constituir obstáculo para que el Fiscal en 
cumplimiento de las atribuciones que le confiere el ar- 
tículo 30 de la citada Ley de 26 de julio de 1849 (pos- 
teriormente la Ley Orgánica del Poder Judicial, (articu- 
lo 839, número 9), el Estatuto del Ministerio Fiscal 
vigente de 21 de junio de 1926, artículo 2.O, número 8 y 
Reglamento Orgánico para su aplicación de 27 de febre- 
ro de 1969, artículos 6." y 7.O, investigue, como con tan 
plausible acierto lo efectúa V. I., "con la mayor diligen- 
cia las detenciones arbitrarias y promover su castigo". 

Que por falta de disposición administrativa especial 
o por incuria o ignorancia, la autoridad municipal no 
pueda informarle por falta de libro o registro, las per- 
sonas que han pasado en concepto de detenido y tiempo 
de permanencia, en el calabozo de la Casa Consistorial, 
es situación que no puede permitirse y enmendarla debe 
constituir para V. 1. un aliciente más para continuar su 
meritoria labor de investigación acorde con los artícu- 
los 6.O y 7." de nuestro Reglamento Orgánico; con esta 
finalidad debe : 

1.O Insistir para que se cumplimente el servicio 
por V. 1. requerido, y le sea facilitada la estadísca de los 
detenidos en el referido Depósito Municipal; y si el Ayun- 
tamiento no puede facilitarla por falta de libro o regis- 
tro debe intentar averiguar los datos necesarios por los 
medios a su alcance: interrogatorio de los detenidos, di- 
ligencias de la Policía Judicial, etc. 



2 . O  Comunique el hecho al Gobernador Civil de la 
provincia a fin de que adopte las disposiciones que le 
parezcan más covenientes para que, tanto en el Ayunta- 
miento indicado, como en los demás de la provincia 
donde exista Depósito Municipal, consten los anteceden- 
tes necesarios que permita conocimiento exacto del nom- 
bre de los detenidos, fecha y hora de entrada y salida, 
autoridad que acuerde la detención y motivo de la 
misma para que el Ministerio Fiscal pueda cumplir con 
lo obligación que le impone su legislación orgánica, en 
defensa del derecho a la libertad personal consagrado 
en el artículo 18 del Fuero de los Españoles. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid. 16 de abril de 1971. 

CONSULTA NUM. 2/1971 

Aboga esa Fiscalía en su consulta, porque las Com- 
pañías de Seguros, cuando se trata de faltas previstas en 
el articulo 586, núm. 3.O del Código Penal, cometidas 
con vehículos de motor, no pueden ser citadas al juicio 
verbal, porque no figuran como partes a convocar según 
el artículo 962 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ni 
existe posibilidad de prestación de fianza en esta clase 
de juicio, si bien en el fallo se ordene que, hasta el li- 
mite del seguro obligatorio se hagan efectivas por la en- 
tidad aseguradora o por el Fondo Nacional de Garantía, 
las indemnizaciones acordadas. 

En las Circulares de esta Fiscalía del Tribunal Su- 
premo núm. 4/1969 de 12 de julio, Memoria de 1970; pá- 
- 

gina 274 (intervención de las Compañías Aseguradoras 
en el proceso penal), y 4/1968 de 11 de julio, página 304 
(el título ejecutivo para exigir la responsabilidad civil 



en diligencias preparatorias sobre uso y circulación de 
vehículos de motor) que, salvando las naturales dife- 
rencias de procedimiento, son de aplicación a las faltas, 
pueden encontrarse la solución de tan interesante pro- 
blema. 

En efecto, por regla general, dada la estructura del 
juicio de faltas, es innecesaria la adopción de medidas 
cautelares de aseguramiento de las responsabilidades ci- 
viles derivadas de las mismas; pero si el resultado da- 
ñoso que produce mediante el uso y circulación de 
vehículos de motor, hay que tener presente que el se- 
guro ogligatorio, creado con la finalidad social surgida 
de la singularidad del fenómeno de la circulación para 
el resarcimiento inmediato de los daños sufridos por las 
víctiinas, cubre la obligación de todo conductor de re- 
parar los daños causados con motivo de la circulación 
del vehículo, cuando el hecho sea constitutivo de delito 
o falta (excepto los dolosos) según el artículo 21-b) del 
Reglamento del Seguro Obligatorio, aprobado por De- 
creto de 19 de noviembre de 1964 y Texto refundido, 
de la Ley de 24 de diciembre de 1962, aprobado por De- 
creto de 2 de marzo de 1968 (en cumplimiento de io 
dispuesto en la Disposición Adicional 3." de la Ley de 
3 de abril de 1967), artículos 1.O y concordantes; y que 
para la efectividad de esta reparación del mal causado 
por el conductor del vehículo, el artículo 29-a) del pro- 
pio Reglamento dispone que la entidad aseguradora del 
vehículo está obligada a prestar hasta el límite del se- 
guro la fianza que acuerden las Autoridades judiciales. 

Por esto, como se trata de una fianza legal, regla- 
mentada administrativamente (art. 1.823 del Código Ci- 
vil) para que pueda exigirse del asegurador la responsa- 
bilidad contraída pactada en el contrato de seguro y en 
su caso del Fondo Nacional de Garantía, es preciso que 
estas entidades aseguradoras sean requeridas debida- 
mente para que presten la fianza antes de la celebra- 
ción del juicio, porque una cosa es que actúen como 



partes en el proceso -cosa que está vedada a los fia- 
dores-, y otra muy distinta que estos cumplan con la 
obligación legal de afianzamiento, pues de lo contrario 
no pueden estas entidades quedar obligadas a satisfa- 
cer indemnización alguna por razón del afianzamiento. 

De aquí que si el Juez no procede de oficio, el Fiscal 
interveniente, antes de la celebración del juicio debe so- 
licitar, en cumplimiento de la obligación legal de am- 
,paro a la víctima que le incumbe, que se estime la cuan- 
tía a que puedan ascender los daños producidos al per- 
judicado por la infracción penal y que se requiera a 
entidad aseguradora del vehículo para que la afiance, 
mediante comparecencia ante el Juez, reconociendo la 
vigencia del correspondiente certificado de seguro (artícu- 
lo 29-a), citado anteriormente); y si la sentencia que 
recaiga fuera absolutoria o se decretase el sobreseirnien- 
to u otra resolución que ponga fin a las actuaciones 
practicadas, pedir que consten en ellas los elementos 
fácticois necesarios para que se pueda entregar al perju- 
dicado el título ejecutivo a que se refiere el artículo 10 
del Decreto de 21 de marzo de 1968 ya citado. 

Extendida la competencia de los órganos de la Jus- 
ticia Municipal al total resarcimiento de la responsabi- 
lidad civil, con el contenido que previene el artículo 101 
del Código Penal, cualquiera que fuera su cuantía (ar- 
tículo 973 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal) la 
adopción de estas medidas de aseguramier a que 
la víctima del hecho punible, o del accide: circu- 
lación, puedan ser rápidamente resarcidas del darío su- 
frido, exigen el cumplimiento de las disposiciones lega- 
les y reglamentarias citadas, dictadas a estos fines in- 
demnizatorios. 

A las anteriores ci 
para resolver las dud 
y efectividad de las responsabilidades civiles en los jui- 
cios de faltas cometidas mediante el uso y circulación 
de vehículos de motor, si bien limitadas "a los daños 
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causados a las personas" mientras dure la vigencia del 
Decreto-Ley de 22 de marzo de 1965 que dejó en sus- 
penso el sistema de responsabilidad civil y seguro obii- 
gatorio por lo que respecta a los daños causados en las 
cosas 

DI o de la ? que h ;ado los 
acuerdos oportunos para conocimiento de lo que L 
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Sin perjuicio aei examen que aespues se erectuara 
de las disposiciones que hacen compatible el secreto del 
sumario con la tramitación de las apelaciones, se ad- 
mita~ no o ambos efectos, dada la t 
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las Disposiciones ríenerales ael procedimiento de urgen- 
cia de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por la Ley 
'de 8 de abril de 1967. EJ. contenido fundamental asigna- 



do a estas diligencias, "determinar la naturaleza y cir- 
cunstancias del hecho, las personas que en él hayan par- 
ticipado y el procedimiento aplicable", las sitúa con la 
misma significación procesal que la asignada al suma- 
rio -averiguar y hacer constar la perpetración del de- 
lito con todas las circuntancias que puedan influir en 
su calificación y la culpabilidad de los delincuentes-. 

La existencia del hecho delictivo y su comprobación 
se encomienda al Juez de Instrucción ("el Juez practi- 
cará", dice el precepto) como órgano de interés gene- 
ral para que el acontecimiento sobre el que se actúa no 
pueda, dado el carácter eminentemente público del pro- 
ceso penal, menoscabarse ni cambiarse libremente por 
quienes en el mismo intervienen y pueda, en el momen- 
to procesal oportuno, merecer la estimación jurídica ade- 
cuada, de tanta trascendencia en el procedimiento de 
urgencia, ya que esta comprobación determina la com- 
petencia del órgano jurisdiccional a quien la ley atri- 
buye la competencia para conocer del delito enjuiciado. 

2.O En la sistemática del procedimiento de urgen- 
cia, el artículo 789 se integra como el 780 en las Dispo- 
siciones generales; según este último precepto, el enjui- 
ciamiento de los delitos perseguidos en esta clase de 
procedimiento, cuyo conocimiento corresponda a la 
Audiencia Provincial o a los Juzgados de Instrucción, 
"se acomodará" a las normas comunes de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal "con las modificac consig- 
nadas en el presente titulo. 

Por ello. el Juez, para la práctica de L L  uiilgencias 
encaminadas a determinar la naturaleza y circunstan- 
cias del hecho y personas que en él hayan participdo, 
debe atenerse a las prescripciones de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal contenidas en el Libro 11 "Del sumario", 
donde se prescribe, artículo 301, que "las diligencias 
del sumario serán secretas", en su doble aspecto mate- 
rial, hasta que se abra el juicio oral, con las excepcio- 
nes determinadas en la ley, y formal, sancionando al 



Abogado o Procurador, persona o funcionario público, 
que con obligación de guardar el secreto lo quebranta 
(véase Circular de esta Fiscalía de 28 de julio de 1928, 
Memoria, ídem, pág. 122) y en el artículo 785 que el 
Juez empleará para la comprobación del delito y de la 
culpabilidad del presunto reo los medios comunes y or- 
dinarios que establece esta Ley, con las modificaciones 
que indica. 

3.O Las diligencias previas son secretas, porque las 
prescripciones del artículo 301 no han sido derogadas ni 
modificadas e integran la fase de instrucción del procedi- 
miento penal, que es inquisitivo y secreto, hasta el juicio 
'oral (arts. 649 y 797) o hasta el trámite de las C ienc ia s  
preparatorias (art. 690) en que las diligencias previas se 
ponen de manifiesto el responsable directo o subsidiario, 
porque está estructurado su contenido con una proyec- 
ción tan amplia que permite puedan indagarse median- 
te su práctica de delitos propios del procedimiento de 
urgencia, competencia de las Audiencias Provinciales y 
aquellas en que el fallo compete a los Juzgados de Ins- 
trucción y cualquier clase de delito mientras no se per- 
file concretamente la competencia del órgano jurisdic- 
cional que ha de conocer de las mismas; por ello se 
autoriza al Juez Instructor para que pueda acordar se- 
gún el resultado de la investigación practicada desde 
que el hecho no es constitutivo de delito, hasta inhibirse 
en favor de otro Juzgado o jurisdicción especial (articu- 
lo 789, núm. l.", 2." y 3.O), que pueden serlo, dentro de 
la jurisdicción ordinaria, los Tribunales indicados en el 
articulo 303, párrafo 2." y siguiente, el Juzgado de Or- 
den Público, artículo 9.O de la Ley de 2 de diciembre 
de 1963, o en situaciones excepcionales de orden pú- 
blico, el Juzgado que designe la Junta o Sala de Go- 
bierno de la Audiencia, artículos 43, 48, 49 y 50-9 de 
la Ley de Orden Público de 30 de julio de 1959, en que 
la formación de sumario y procesamiento es preceptivo. 
En caso de que resulte competente la jurisdicción cas- 



trense, todas las diligencias y actuaciones del sumario 
hasta el plenario son secretas, artículos 533 y 727 del 
Código de Justicia Militar; pues bien, en todos estos 
supuestos, las diligencias previas, que han de integrarse 
en dichos procedimientos, deben permanecer secretas. 

Un criterio permisivo que facilite la publicidad de 
las actuaciones practicadas quebranta el secreto de la 
investigación del delito a practicar por estos distintos 
Juzgados ordinarios o especial militar. 

Para que el secreto del sumario no se quebrante, 
cuando el procesado o las partes recurren contra las re- 
soluciones del Juez, la ley establece la fórmula que hace 
compatible la apelación con el secreto de las diligencias 
para la comprobación del delito. 

El recurso de apelación se rige en el procedimiento 
de urgencia por la norma general del artículo 789 y en  
lo no previsto en la misma por las normas comunes de 
la ley, artículos 224, 225, párrafo 2.O, y 229 que lo com- 
plementan. 

La norma del artículo 787 se refiere en forma gené- 
rica a la remisión de las actuaciones a la Audiencia para 
la aecisión del recurso, sin distinguir entre los distintos 
procedimientos que regula ni a la fase del mismo, ni 
a si es-admisible en uno o en ambos efectos; por esto, 
cuando el recurso no fuere admisible más que un solo 
efecto, el Juez, al mandar expedir el testimonio de par- 
ticulares, tendrá "siempre presente el carácter reserva- 
do del sumario" (art. 225, párrafo 2.O) y si en ambos 
efectos, o sea, con remisión de todo lo actuado a la 
Audiencia, es el Tribunal quien no dará vista a las 
partes de la que fuese para ellas reservado (art. 229, 131- 
timo párrafo). 

Y así, mediante esta f6rmuia legal, se hace compa- 



tible el secreto en la comprobación del delito con el re- 
curso de apelación en los supuestos autorizados por 
la ley. 

Por estas consideraciones el hecho de que se autorice 
a las partes para que puedan recurrir contra las resolu- 
ciones que el Juez de Instrucción dicte en las diligen- 
cias previas en los tres primeros supuestos del artícu- 
!o 789 no puede interpretarse en el sentido de que estas 
diligencias no son secretas. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 20 de abril de 1971. 

CONSULTA NUM. 4/1971 

ILTMO. SR.: 
Ante el problema planteado en algunos Juzgados 

de la provincia por falta de local para la guarda de ob- 
jetos intervenidos con ocasión de hechos delictivos cu- 
yos dueños se desconocen (caso frecuente en el de gru- 
pos de delincuentes en cuyo poder se recuperan efectos 
fruto de numerosas actuaciones delictivas) al no encon- 
trar disposición muy explícita respecto al destino de los 
mismos en la ley, pues no lo son los artículos 367, 620, 
634, 635 y 844 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
consulta V. 1. si, por tratarse de cosas perdidas para sus 
dueños -no abandonadas- procede aplicando el artícu- 
lo 615 del Código Civil la entrega de dichos objetos a la 
Acaldía respectiva. 

Como el problema no es privativo de los Juzgados 
de esa provincia, afecta también a otros Juzgados, ante 
esta falta de precepto expreso en la ley rutinaria penal, 
quizá la Única solución posible sea una disposición ad- 
ministrativa que regulara el depósito de esta clase de 
efectos provinientes de delitos sin dueño conocido, y la 
de aquellos otros que, aunque se sabe a quién pertene- 
cen, hay que retenerlos (art. 367) hasta que se dicte 



sentencia que resuelva las cuestiones referentes a la 
responsabilidad civil (arts. 742 y 802); se sobresea la 
causa (articulo 635); o acuerde el archivo por rebeldía 
del procesado (artículo 844), y además, indicar el desti- 
no que debe darse a los mismos cuando la guarda re- 
sulte imposible (dada la naturaleza fungible de los bie- 
nes, se trata de semovientes, su conservación origine 
gastos superiores al valor del objeto o, porque el trans- 
curso del tiempo, aparte del desvalor del objeto, origina 
la prescripción de la acción restitutoria para su dueño). 

Pero mienhas que este probllema y otros con el 
mismo relacionado (motivo de disposiciones que ya re- 
sultan inadecuadas al momento actual) que tienen tanta 
importancia para la Administración de Justicia, no se 
regulen expresa y adecuadamente y a ello ha de aten- 
der esta Fiscalía, mediante la exposición del problema 
al Gobierno, hay que buscarle solución mediante la 
~~plicación de las disposiciones vigentes de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal que regulan la guarda de los 
efectos del delito y del Código Civil sobre el depósito. 

En efecto, la ley rituaria penal -art. 338-, refirién- 
dose al cuerpo del delito (armas, instrumentos o efec- 
tos de cualquier clase que puedan tener relación con 
el delito), prescribe su retención, conservación y, si por 
su naturaleza no pudiera conservarse, que el Juez re- 
suelva lo que estime más conveniente para conservarlos 
del mejor modo posible; y como en definitiva la guarda 
y conservación de esta clase de efectos constituye un 
depósito legal de los mismos hay que atenerse para re- 
gular la responsabilidad del depositario en cuanto a la 
guarda y pérdida de la cosa depositada, a las disposi- 
ciones de los artículos 1.766 y 1.104 y concordantes del 
Código Civil, que la señala como la exigible a un padre 
de familia. 

De esta forma, homologando estas nomas  de la 
ley procesal y sustantiva, con un criterio de ponderación 
y prudencia en su aplicación, puede el ~uez-de Instruc- 



ción resolver el problema que se plantea en su consulta. 
A estas consideraciones deberá V. 1. atenerse si por 

algún Juzgado de esa provincia se vuelve a interesar in- 
forme a la Fiscalía sobre la guarda y destino de efectos 
del delito retenidos de dueños desconocidos, cuya con- 
servación y guarda resulte imposible hasta la termina- 
ción del proceso, por falta de local para su depósito, por 
la naturaleza de los bienes depositados o, porque termi- 
nada la causa, concurran circunstancias que aconsejen 
disponer de los mismos para evitar su deterioro o pCrdi- 
da; si bien, absteniéndose en todo caso, de solicitar apli- 
cando el articulo 615 del Código Civil, su depósito en 
la Alcaldía como propugna en la consulta. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 17 de mayo de 1971. 

CONSULTA NUM. 5/1971 

EXCMO. SR.: 
Recibidos los antecedentes que se habían reclamado 

por esta Fiscalía para contestar la exposición elevada 
por V. E. sobre el criterio que ha mentenido ante la si- 
tuación procesal creada en procedimiento de urgencia, 
por delito, cuyo fallo compete a Juzgado de Instrucción 
de la provincia incoado a consecuencia de accidente de 
circulación, con resultado de daños en los dos vehículos 
y lesionado levemente uno de los conductores, resulta lo 
siguiente : 
, Ofrecidas por el Juzgado las acciones del artícu- 

lo 109 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a los con- 
ductores de los vehículos que chocaron (art. 783) los 
dos se personaron en las actuaciones representados por 
Procurador Sin que ninguno de ellos formulara querella. 

El Fiscal, en el trámite de instrucción, al tomar co- 



nocimiento de las actuaciones, pidió el sobreseimiento 
de la causa (art. 790, regla 2.8) y sin que, de oficio ni 
a petición del Fiscal ni de los personados se hubiera en- 
cartado ni adoptado medida cautelar alguna contra per- 
sona determinada, se acordó por el Juzgado la apertura 
del juicio oral solicitado por uno de los personados con 
presentación de escrito de calificación, acusando al otro 
personado que nada había solicitado ante la petición 
de sobreseimiento interesada por el Fiscal. 

El Juez justifica el trámite de las actuaciones para 
calificación considerando que "al solicitar dicho Minis- 
terio el sobreseimiento al amparo del número 2.O del 
artículo 641 de la ley rituaria, lógicamente debe poner- 
se en conocimiento de las partes según preceptúa el ar- 
ticulo 642 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal". En su 
auto el Juez, al analizar el problema, lo reduce a esta- 
blecer "si dicho artículo 642 es de aplicación al proceso 
por delitos menos graves teniéndose que abogar por la 
solución af imt iva ,  aunque venga oscurecido por la 
norma del artículo 790, regla 3.n, proposición 3.a, en 
cuanto dispone que la Acusación particular no podrá di- 
rigirse contra persona que no hubiese sido encartada an- 
teriormente a instancia de aquélla, salvo que resultara 
también acusada por el Ministerio Fiscal, precepto que 
en buena lógica patentiza que la vinculación al pedi- 
mento del Ministerio Público sólo se ocasiona a partir 
del momento en que aquél califique, pero no antes y 
siendo la hipótesis contemplada por el artículo 642 de 
ausencia de calificación por solicitar el sobreseimiento, 
es cuando debe pasarse la causa a las partes para que 
hagan uso de dicho artículo (sic) establece". 

Esta situación procesal se ha creado porque no se 
ha tenido en cuenta: 



1.O Que en el procedimiento de urgencia por delitos 
cuyo fallo se atribuye a los Juzgados de Instrucción, la 
acción penal latente en la querella, en la denuncia y 
cuando el Juez procede de oficio, se dirige a la compro- 
bación del delito y de la culpabilidad del presunto reo 
-art. 785-, y con esta finalidad la ley autoriza al 
Fiscal, al querellante y al perjudicado que se hubiere 
personado para que puedan libremente proponer dili- 
gencias de investigación, las que se practicarán con su 
intervención, si el Juez las estima pertinentes y útiles, 
con las demás que el propio Juez, estime necesarias or- 
denar de oficio (arts. 789, 790, párrafo 1.O y regla La, en 
relación con los 303, párrafo 1.O, 315 y 320). Pero termi- 
nada esta fase de la instrucción la actuación del que- 
rellante y del perjudicado que se hubiera personado en 
la causa, encaminada al ejercicio de la acción penal en 
el juicio oral, se condiciona expresamente por la ley a la 
concurrencia de los requisitos siguientes: 

a)' Que exista persona encartada. 
b) Que lo haya sido, previamente, en la fase de 

instrucción, o sea, en las diligencias previas o en las 
preparatorias (art. 789 y 790, regla l."), y 

c) Que haya sido encartada a instancia del que 
solicita la apertura del juicio oral. 

Si fio concurren estos requisitos legales, la acusación 
particular solamente puede actuar como coadyuvante 
del Ministerio Fiscal, contra la persona a quien éste 
acuse (art. 790, regla 3.*). 

Esta limitación al ejercicio de la acción penal con 
su proyección en el articulo 791, regla 3.", a la actuación 
de la acusación particular para que no pueda proce- 
derse a la apertura del juicio oral, sin persona previa- 
mente encartada a su instancia s a l v o  que resulte acu- 
sada por el Ministerio F'iscal-, constituye una de las 
innovaciones de más trascendencia introducidas por la 
Ley de 8 de abril de 1967, en la estructura del sistema 
acusatorio establecido en la Ley de Enjuiciamiento Cri- 



minal, ya que a diferencia del procedimiento ordinario 
o del de urgencia por delito competencia de la Audien- 
cia, priva a la acusación particular de que pueda apro- 
vecharse de las diligencias de comprobación del delito 
practicadas de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, 
en la fase de instrucción de la causa -principio de ad- 
quisición procesal-; en estos casos, el Juez no puede 
acordar la apertura del juicio oral, sino el sobreseimiento 
de la causa según dispone el articulo 791, regla 3.a: "SO- 

licitado el sobreseimiento por el Ministerio Fiscal, si el 
acusador particular pidiere la apertura del juicio oral 
la acordará el Juez, si fuere procedente", porque el Único 
supuesto legal en que la apertura no procede es cuando 
no existe persona encartada a su instancia (o se declara 
falta el hecho) y la apertura del juicio oral requiere en 
nuestro sistema acusatorio, además de la acusación que 
la solicita, un presunto reo contra quien se dirija la 
acción penal por razón de delito, y esta norma del ar- 
ticulo 791, regla 3.: en relación con la de igual número 
del 790, considera que falta esta correlación procesal 
cuando el Ministerio Fiscal solicita el sobreseimiento 
y la acusación particular la apertura del juicio oral sin 
persona encartada previamente a su instancia. 

El carácter excepcional de esta norma, 3.a del ar- 
tículo 791 (modificado expresamente el artículo 645 para 
la acusación particular), resalta con más relieve, frente 
al criterio legal establecido en la regla La del mismo 
articulo 791 (supuesto de que el Ministerio Fiscal soli- 
cite la apertura del juicio oral), en que el Juez le acor- 
dará, salvo que decrete el sobreseimiento del número 2.O 
del artículo 637. Si declara que el hecho es constitutivo 
de falta, acordará que se remitan las actuaciones al Juz- 
gado competente. 

2.O Que la facultad que concede a los Tribunales 
el artículo 642 fue establecida en la Ley de Enjuicia- 
miento CriminaI con la finalidad de moderar las posi- 
bles desviaciones del sistema acusatorio que introdujo, 



como fórmula revisora de la actuación del Ministerio 
Fiscal, en aquellos casos en que éste, ponderando el re- 
sultado de las diligencias de comprobación del delito, 
entienda que no están justificados los elementos de la 
figura punible perseguida y desiste de mantener viva 
la acción penal al solicitar el sobreseimiento, en el trá- 
mite del artículo 627 (hoy además en el art. 790, re- 
gla 2." y 797); petición que puede ofrecer dudas al Tri- 
bunal y estimar procedente que la acción penal conti- 
núe para contrastar las diligencias del sumario con las 
pruebas del juicio oral y a estos efectos busca a los in- 
teresados en el ejercicio de la acción penal haciéndoles 
saber la petición de sobreseimiento salicitada por el Mi- 
nisterio Fiscal para que comparezca a defenderla. Es, 
por tanto, ante la falta de querellante o acusación per- 
sonada cuando el Tribunal o Juzgado puede hacer uso 
de esta facultad excepcional que le concede el artícu- 
lo 642. 

En el procedimiento de urgencia por delito, cuyo 
fallo está atribuido a los Juzgados de Instrucción, si no 
hubiere acusación personada, la Consulta resuelta por 
esta Fiscalía el 4 de marzo de 1969, Memoria 1970, pá- 
gina 287, determina que, el Ministerio Fiscal no drbe 
oponerse a la aplicación de los artículos 642 y 644, ya 
que implican una mayor garantía para el ejercicio de 
su derecho para el perjudicado. 

Pero el caso a que se refiere la exposición de V. E., es 
bien distinto. El Juez ha considerado como lógica con- 
secuencia de la petición de sobreseimiento formulada por 
el Ministerio Fiscal en causa en que no existe encarta- 
do, la aplicación de la facultad que le concede el articu- 
lo 642, llamando así a defender la acción penal a quie- 
nes ya se les había ofrecido las acciones del artículo 109 
y, personados, prestaron su conformidad con el resulta- 
do de las diligencias de comprobación del delito prac- 
ticadas por el Juzgado, al abstenerse de solicitar nuevas 
diligencias entre ellas que se encartara como presunto 



responsable del delito a persona determinada. Fue al 
reiterar el Juzgado el ofrecimiento de la acción penal 
a las partes personadas, con el matiz procesal de que 
defendieran la acción penal porque el Ministerio Fiscal 
había solicitado el sobreseimiento, cuando una de ellas 
solicita la apertura de juicio oral y califica acusando a 
la otra parte personada, con la secuela de que el Juzga- 
do acuerda la apertura del juicio oral, no obstante, las 
prescripciones de los rtículos 790, regla 3.", y 791, re- 
gla 3.", a que anteriormente nos hemos referido. 

El obstáculo procesal que las prescripciones de estos 
artículos 790, regla 3.", y 791, regla 3.", representan, 
para que el Juez pudiera hacer uso de la facultad que 
le concede el artículo 642, pudo salvarse, mediante la 
institución procesal que con la misma finalidad regula 
el artículo 644 en los casos que el Tribunal conceptúa 
improcedente la petición del Ministerio Fiscal y no hu- 
biera querellante particular que sostenga la acción. Antes 
de acceder al sobreseimiento, puede remitir la causa al 
Fiscal de la Audiencia Territorial o del Supremo, según 
proceda, para que con conocimiento de su resultado, 
resuelvan si procede o no sostener la acusación. (Véase 
Consulta 4 de marzo de 1969 citada.) 

La consecuencia de esta anómala situación procesal 
ha  sido que se haya acordado la apertura del juicio oral 
y formule acusación, a instancia y por quien no está 
legítimamente para ello, con infracción de normas es- 
peciales dictadas, para modificar las normas comunes de 
enjuiciamiento que regulan la actividad de la acusación 
particular en el procedimiento de urgencia por delito 
cuyo fallo se atribuye a los Juzgados de Instrucción. 

Por ello deberá V. E. utilizar los recursos legales pro- 
cedentes contra las resoluciones, en casos semejantes, 



que no se ajusten a las disposiciones citadas y de no 
prosperar, comunicarlo a este Centro, adjuntando co- 
pias de las resoluciones del Juzgado y del Tribunal, y de 
los antecedentes que estime oportuno para conocimien- 
to de la cuestión debatida. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 29 de mayo de 1971. 

CONSULTA NUIM. 6/1971 

Se refiere su-consulta a si la restitución de los efectos 
del delito que se encuentran en poder de un tercer po- 
seedor de buena fe, que los ha adquirido lícitamente, 
puede hacerse directa y coercitivamente, como ha ob- 
servado en la práctica forense, tanto en la instrucción 
de sumarios como en las diligencias previas, en que el 
Instructor procede a la ocupación de los mismos, y a 
hacer el ofrecimiento de acciones del artículo 109 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal al tercero, acordán- 
dose, ulteriormente en la sentencia, la entrega definitiva 
al perjudicado. O si, más bien, debe efectuarse por los 
cauces determinados en la ley rituaria penal, en el Li- 
bro 11, Tít. X, artículos 615 y siguientes, referente a "la 
responsabilidad civil de terceras personas". 

Para la resolución de esta interesante cuestión de- 
berá V. 1. atenerse a las consideraciones siguientes: 

l.a Que la ocupación de los efectos del delito a que 
se refiere la consulta debe acordarla el Juez de Instruc- 
ción a ser posible en los primeros momentos de la ins- 
trucción del sumario, en cumplimiento de lo dispuesto 
en el artículo 334 y concordantes de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, ya que la restitución a su dueño cuan- 
do proceda, aunque se hallen en poder de un tercero 
y éste la haya adquirido por un medio legal -salvo el 
caso en que la adquisición se hubiere efectuado en la 



forma y con los requisitos legales para hacerla irreivin- 
dicable- es la primordial de las responsabilidades civi- 
les derivadas del delito de las enumeradas en el articu- 
lo 101 del Código Penal. Los incidentes a que diera lugar 
esta ocupación cuando la cosa se encuentre en poder de 
un tercero y las pretensiones que durante el sumario se 
formulen para la restitución a su dueño han de resol- 
verlas el Juez en la pieza separada que al efecto ha de 
formarse -arts. 619, 620 y siguientes de la propia ley 
procesal. 

A la formación de esta pieza separada se refiere la 
Resolución de esta Fiscalía del Tribunal Supremo nú- 
mero 117 inserta en la Memoria de 1899, página 175 (que 
kranscribimos porque dada su fecha pudiera carecer 
esa Fiscalía del ejemplar de la Memoria), se dice que: 
"para todo lo relativo a la responsabilidad civil de un 
tercero o a los incidentes a que diera lugar la ocupación 
y en su día la restitución de cosas que se hallaren en 
su poder, preceptúa el artículo 619 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal que deberá formarse pieza separada 
sin que por ningún motivo se entorpezca ni suspenda el 
curso de la instrucción. El precepto de la Ley es termi- 
nante, y por tanto, no susceptible de inteligencia dis- 
tinta de la que de sus mismas palabras se deriva" y si 
el Juez no forma la pieza, deberá pedirla el Fiscal. 

2." Que en la referida pieza separada formada para 
resolver los incidentes que se promuevan para la resti- 
tución de la cosa ocupada en poder de un tercero pue- 
de discutirse si los efectos ocupados constituyen o no 
el cuerpo del delito según el citado articulo 334 y si 
fue adquirida en la forma y con los requisitos que la 
hacen irreivindicable, según las disposiciones del Código 
Civil y del Código de Comercio, en cuyo caso la resti- 
hucián no procede 41%. 102 del Cádigo Penal-, y 
debe decretarse entonces en favor del dueño de la misma 
la indemnización de daños y perjuicios que sustituya a 
la restitución. 
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La retención judicial de títulos al portador adqui- 
ridos en la forma que los hace irreivindicables, según el 
artículo 545, núm. 3 . O  del Código de Comercio, fue ob- 
jeto de la Circular de 4 de mayo de 1921, Mem. ídem, 
página 112, titulada "El sumario y los títulos al porta- 
dor como cuerpo del delito", de don Victor Covian, en 
la que, refiriéndose a los motivos de la reforma de di- 
cho artículo por la Ley de 4 de enero de 1917 (que le 
dio la actual redacción con la finalidad de evitar las 
dific e oponían al tenedor de lo )S 

part ?jara sin efecto la retención al 
que puaiera acoraarse sobre los mismos), indica que el 
precepto del artículo 545 rige lo mismo en la vía civil 
que en la penal, y que, desde el momento "en que resul- 
te que un efecto al portador sustraído o de cualquier 
manera defraudado, ha sido transmitido con las forma- 
lidades expresadas (en el precepto) sin encontrarse en 
el caso de excepción fijada por aquél, deja de ser cuer- 
po del delito, para circular libremente en el mercado y 
ni un momento debe retenerse a las resultas de la causa 
formada por hechos comprendidos en el Código Penal", 
y añade, "el Juez podrá dirigir el procedimiento contra 
el vendedor, el agente que interviniera en la operación, 
o al comprador, siempre que aparezcan indicios racio- 
nales de culpabilidad, con sujección al articulo 384 (de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal); tenedor 
legítimo del valor objeto del proceso, n e ser in- 
quietado en su posesión y tiene derech~ a ~ ~ ~ u p e r a r l e ,  
emF cillo pr La 
Ley 

A las anteriores consiaeraciones aebera v. I. ate- 
nerse para resolver las cuestiones que puedan suscitar- 
se en los Juzgados sobre el modo y forma en que debe 
procederse para la ocupación de los efectos del delito 
y resolución de los incidentes que se promuevan para 

el senc iento cc 

pero el 
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la restitución de dichos efectos al tercero que los recla- 
ma, y a su dueño. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 8 de junio de 1971. 

EXCMO. SR.: 
Consuita V. E. si es de aplicación el indulto de 23 de 

septiembre Úitimo a la medida de internamiento en 
Institución especial de reforma por tiempo indetermi- 
nado hasta conseguir la corrección del culpable, que 
acuerda el Juez o Tribunal en sustitución de las penas 
de arresto o multa impuesta al mayor de dieciséis años 
y menor de dieciocho en uso de la facultad que le con- 
cede el articulo 65 del Código Penal. 

Como acertadamente indica V. E., aunque en contra 
de la aplicación del indulto pueda pesar la consideración 
de que el tratamiento extrapenal no es propiamente 
pena, sino más bien una medida de seguridad -no in- 
dultada- y que su finalidad sea la corrección, educa- 
ción y formación del sujeto a ella, en favor de la apli- 
cación del indulto pesa más la consideración de que no 
se trata de una medida de seguridad ordinaria, impues- 
ta directamente en función de un estado peiigroso de- 
finido, sino de una medida que se impone como "sus- 
titutivo penal", es decir, en función del cumplimiento 
de una pena que, de otra manera, habría de ser ejecu- 
tada por las vías ordinarias del cumplimiento penal, 
por lo que, si la pena desaparece por el indulto, debe des- 
aparecer también la medida que vino a sustituir su 
cumpiimiento material. 

La sustitución de la pena impu-ba. pur la de inter- 
namiento, es una medida de prevención especial que 
acuerda el Juez o Tribunal en consideración a la perso- 
nalidad del menor, que si no es pena está íntimamente 



ligada a ella, afecta a su cumplimiento y ai queciar ex- 
tinguida por el indulto, debe cesar también la medida 
de internamiento por la que fue sustituida; con este 
criterio puede resolver las dudas suscitadas en la inter- 
pretación del artículo 65 del Código Penal en relación 
con el artículo 1.O a) del Decreto de indulto de 23 de' 
septiembre de 1971 que lo concede total para las penas 
de arresto y correctivas de privación de libertad y pe- 
cuniarias impuestas en razón de delito. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años 
Madrid, 23 de octubre de 1971. 
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ILTILIO. SR.: 
En cumplimiei lo dispi L los artículos 23 

de la Ley de Caza y 25 de su Reglamento, se publicó 
la Orden del Ministerio de Agricultura de 24 de junio 
de 1971 para fijar los períodos hábiles de caza y las 
vedas especiales que han de regir durante la camaa- 
ña  1971-72. La aplicación de la Orden de refi le 
ha motivado dudas sobre dos cuestiones distii na 
se concreta en cuál ha de ser la anchura de la zona de 
seguridad en las monterías; otra se centra en los pre- 
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ciones al neglamento de 25 de marzo de 1971, pueden 
inducir a ;obre su verdadero sentido y alcance, 
siendo, al tiempo, capaces de crear situaciones 
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hacerla observar. 
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La preocupación que se ha originado en V. 1. naci- 
da de presuntas disposiciones contradictorias de diver- 
so rango y contemporáneamente vigentes, no las com- 
parte .esta Fiscalía por entender que los contenidos nor- 
mativos de la Orden y del Reglamento no se hallan en 
relación de radical antítesis, sino más bien en situación 
de complemento o especial desarrollo. No deue olvi- 
darse, además, el carácter transitorio de la Orden de 
24 de junio de 1971, pues, como se expone en su preám- 
bulo, las normas en ella recogidas cumplen la finalidad 
principal de servir de punto de enlace entre la Ley de 
Caza de 1902 y la de 1970, lo que permitirá que el Ser- 
vicio de Pesca Continental, Caza y Parques Nacionales 
(SPCCPN) y los Consejos Provinciales de Caza adquie- 
ran la máxima información posible con vistas a con- 
seguir que la próxima Orden General de Vedas alcance 
la mayor eficacia y perfección posibles. 

a) Zona de seguridad en las monterías. 
Se refieren directamente a la zona de seguridad en 

las monterías el artículo 32-7 del Reglamento de la Ley 
de Caza y el articulo 17 de la Orden General de Vedas 
de 24 de junio de 1971. La misma idea está latente en 
el artículo 33-6 del Reglamento. La naturaleza de estas 
disposiciones responde a la de normas limitativas del 
ejercicio del derecho de caza mayor reconocido en la 
ley, y su causa verdadera hay que buscarla en razones 
de seguridad personal de los titulares del derecho. No 
es otro el fin del artículo 32-7, cuando determina que 
"en tanto se esté celebrando una montería se prohíbe 
el ejercicio de la caza en los cotos colindantes, y -en 
todo caso en una franja de terreno de 500 metros de 
anchura colindante con la mancha"; por su parte, el 
artículo 17 de la Orden del Ministerio de Agricultura 
de 24 de junio de 1971 señala que "con independencia 
de lo dispuesto en los artículos 32-7 y 33-6 del Regla- 
mento, y- por razones de seguridad, se prohibe el ejer- 
cicio de la caza con armas en los terrenos cinegéticos de 



aprovechamiento común y a menos de 1.500 metros de 
la mancha en que se esté celebrando una montería". 

Por razón de su contenido mspectivo, las diferencias 
más ostensibles entre el precepto reglamentario y la 
Orden de 24 de junio de 1971 (art. 17), son éstas: 
- En aquél, la llamada zona de seguridad tiene 

una anchura de 500 metros, mientras que, según 
el texto de la Orden ministerial, esa misma zona 
se amplía a 1.500. 

- Conforme al artículo 32-7 la prohibición de Cazar 
se extiende a todos los terrenos, cualesquiera sea 
su naturaleza a efectos de clasificación cinegéti- 
ca; atendiendo el tenor del artículo 17 de la Or- 
den, la prohibición especifica de cazar afecta sólo 
a los terrenos cinegéticos de aprovechamiento co- 
mún, por lo que en los no incluidos en esta cate- 
goría permanece la prohibición neglamentaria 
más leve de no cazar en una zona de 500 metros. 

- La norma prevista en el Reglamento concreta la 
prohibición de cazar a los cotos colindantes; el 
contenido del artículo 17 de la Orden, en este 
sentido es más amplio, pues la prohibición- sub- 
sisile, aunque los .terrenos no sean colindantes 
siempre que estén a menos de 1.500 metros de 
distancia. 

De este análisis comparativo se desprende que la 
Orden ministerial supone una mayor limitación espa- 
cial al ejercicio del derecho de caza, en cuanto amplía 
la zona de seguridad, pero esos límites están territorial- 
mente más restringidos, pues sólo son imaginables cuan- 
do el derecho se ejercita en los terrenos cinegéticos de 
aprovechamiento común; en los demás terrenos se man- 
tiene en su integridad la vigencia de la prohibición re- 
glamentaria. 

Por tanto, es de observar que la Orden ministerial 
se refiere a un supuesto comprendido en él artfcu- 
lo 32-7 del Reglamento (prohibición de cazar en terre- 



nos cinegéticos de aprovechamiento común), pero lo 
regula de otro modo, ampliando las limitaciones. Así 
la Orden Ministerial viene a ser un particular desarro- 
llo, complemento, aclaración o especificación del pre- 
cepto que recoge el Reglamento, sin que, con relación 
a éste, aquella norma represente una disposición real- 
mente contrapuesta; de ahí, por otra parte, que su ar- 
tículo 17 se inicie de lo dispuesto en los artículos 32-7 
y 33-6 del Reglamento". El carácter de disposición com- 
plementaria para la Orden está justificado y no presu- 
pone, en modo alguno, la infracción de norma de su- 
perior rango por otra jerárquicamente inferior. 

La diversidad, en el punto concreto examinado, entre 
Orden ministerial y Reglamento, viene confirmada y jus- 
tificada por un doble argumento: 
- En primer lugar, porque el artículo 9.O-3 del Re- 

glamento prevé que en los terrenos cinegéticos de 
aprovechamiento común el ejercicio del derecho 
de caza tendrá las limitaciones derivadas de la 
Ley de Caza, el Reglamento y disposiciones con- 
cordante~. 

- - En segundo thrmino, porque tanto la Ley de 
Caza (articulo 23) como el Reglamento (articu- 
lo 25), autorizan al Ministro de Agricultura para 
fijar cada año, mediante la denominada Orden 
General de Vedas, las limitaciones que se estimen 

- convenientes al ejercicio del derecho de caza; y 
desenvdviendo esta potestad normativa e-fe- 
samente delegada (a la que se alude de modo 
expreso en el preámbulo de la Orden de 24 de 
junio de 8971) el Ministro de Agricultura ha  
acordado, para la campaña cinegética 1971-72 

- "que presenta característ5cas especiahes", entre 
otras limitaciones, la de cazar en los terrenos ci- 
negético~ de aprovechamiento común que no se 

. hallen a menos de 1.500 metros del lugar en que 
se celebra una montería. 



Es clara, pues, que la modificación que introduce 
la Orden de 24 de junio de 1971 es perfectamente legí- 
tima y no entraña infracción formal alguna al sistema 
de jerarquización de las normas estatales. 

b) La caza de perros errantes. 

La Ley de Caza dispone (artículo 4.O-1) que son pie- 
zas de caza tanto los animales salvajes como los domés- 
ticos que pierdan esta condición y que figuren en la re- 
lación que, a estos efectos, deberá incluirse en el Regla- 
mento. La norma remitida, tales como el gato, el perro, 
la cabra y el conejo, serán considerados piezas de caza 
cuando pierdan aquella condición. 

Normalmente, los animales incluidos en la catego- 
ría de mansos o domésticos sólo son susceptibles de ocu- 
pación en caso de abandono, con lo que quedan sujetos 
a las reglas de la propiedad ordinaria; más en la actual 
legislación de Caza, la pérdida de la cualidad de do- 
mésticos para determinados animales hace que puedan 
ser objeto de ocupación mediante el ejercicio del de- 
recho de caza, equiparándose así a los animales domes- 
ticados que recobran su primitiva libertad. Sin embar- 
go, la ley no especifica cuándo se entenderá perdida la 
condición que transforma la naturaleza cinegética del 
animal; únicamente se nos dice (artículo 3."-3 b, del Re- 
glamento) cuando una especie de (esos animales, los 
perros precisamente, por no haber perdido su origina- 
ria condición de animales domésticos no son piezas de 
caza. En efecto, no pueden ser considerados, en ningún 
caso, piezas de caza los perros acollarados reglamenta- 
riamente; tampoco es posible atribuir 'esa cualidad a 
los perros no acollarados mientras permanezcan en te- 
rrenos cinegéticos de aprovechamiento común, o cuan- 
do, hallándose en terrenos sometidos a régimen cinegé- 
tico especial, no hayan penetrado en él más de 50 me- 
$TOS. Del contenido reglamentario precedente se des- 



prende que la extinción de la cualidad de animales do- 
mésticos para los perros y la adquisición del carácter 
de animales objeto de caza es excepcional, pues, a efec- 
tos legales, depende tanto de que no estén acollarados 
como de que se adentren más de 50 metros en terrenos 
de régimen cinegético especial. 

También en esta materia la Orden General de Vedas 
de 24 de junio de 1971 viene a ser a modo de disposi- 
ción complementaria, más en forma alguna anulatoria 
de los preceptos paralelos del Reglamento. Aclara esta 
n o m a  cuanto precisa, añadiendo más detalles, cuando 
los perros pueden ser objeto de caza. En efecto, ya no 
basta con que estos perros, llamados perros errantes en 
el artículo 13 de la Orden, penetren más de 50 metros 
en terrenos sometidos a régimen cinegktico especial, 
dado que la norma de referencia exige para la aplica- 
ción plena del articulo 4 . O - 3  a, del Reglamento, que cau- 
sen daños en la población cinegética y que el titular del 
terreno afectado solicite la autorización correspondien- 
te para cazarlos. Así, la simple entrada de los perros 
no acollarados en fincas de la naturaleza aludida, aun- 
que rebasen la distancia de 50 metros, no les transfor- 
ma sin más en piezas de caza, pues aparte de causar 
daños en la caza es imprescindible obtener la autoriza- 
ción preceptiva. Aceptando esta interpretación, el ar- 
tículo 13 de la Orden viene a complementar los requi- 
sitos prevenidos en el R,eglamento (artículo 4 . O - 3 )  para 
que los perros, animales domésticos por naturaleza, 
pierdan esta condición y para que, ya como perros erran- 
tes, puedan ser adquiridos por ocupación, modo de ad- 
quirir cuyas particulares circunstancias serán siempre 
las reflejadas en la totalidad de la Legislación de Caza, 
pues no en balde el Código Civil (artículos 610 y 611) 
se remite expresamente a ella. 

En definitiva, el artículo 13 de la Orden General 
de Vedas para la campaña cinegética 1971-72, no s610 
no h a  privado de eficacia al articulo 4.O-3 del Reglamen- 



to de la Ley de Caza, sino que con la Orden ministerial 
ha adquirido más claridad la norma reglamentaria y con 
ello podrá evitarse el planteamiento de enojosas cues- 
tiones en torno a si, en un caso determinado, concurren 
o no los requisitos exigidos para que surja la categoría 
cinegética de los perros errantes como objetos posibles 
del derecho de caza. 

A las anteriores consideraciones ajustará V. 1. su 
proceder cuando se presenten casos, durante la tempo- 
rada de caza 1971-72, relacionados con la determinación 
de las zonas de seguridad en las monterías y con la caza 
de perros errantes. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 6 de diciembre de 1971. 

XCONSULTA NUM. 9/1971 

EXCMO. SR.: 
Se ha recibido en esta Fiscalía consulta de V. E. en 

la que pone de manifiesto el criterio reiteradamente man- 
tenido por la Sección 1." de esa Audiencia, que consiste 
en aplicar el Decreto de indulto de 23 de septiembre 
de 1971 a penas privativas de libertad extinguidas por 
cumplimiento antes de la entrada en vigor de la norma 
aludida, siempre que el condenado tenga pendiente de 
cumplir otras condenas de la misma naturaleza; con 
ello tan sólo se tiende a que los días de prisión preventiva 
que fueron abonados en las condenas cumplidas sirvan 
de abono para las que están pendientes de cumplimiento. 

Ehoiendo, compartiendo así el punto de vista de 
V. E., que es a todas luces improcedente el sistema de 
aplicar el indulto a las penas privativas de libertad ya 
extinguidas por cumplimiento. La Sala apoya sus re- 
soluciones en la consideración de que "no existe incon- 
veniente alguno de orden legal ni práctico en aplicar el 
Decreto de indulto de 23 de septiembre de 1971 a las 



penas privativas de libertad ya cumplidas siempre que 
el condenado continúe retenido en prisión por otras 
responsabilidades", y llega a la conclusión de que una 
interpretacián de tal naturaleza '~cestá permitida por 
los términos del Decreto, fundado en principios distin- 
tos a los que inspiraron la Ley de 18 de junio de 1870, 
que por ello no puede servir de norma básica o interpre- 
tativa de la cuestión". 

Las disposiciones legales, cualesquiera sea su natu- 
raleza, tienen una proyección futura, no siendo aplica- 
bles normalmente a relaciones jurídicas extinguidas o 
que han agotado la totalidad de sus efectos al tiempo 
de su publicación. De todas formas, es argumento con- 
trario a la tesis mantenida por la Audiencia el que pro- 
porciona el artículo 24 del Código Penal, pues a ú n  en 
el supuesto singular de equiparar un Decreto de indul- 
to, que extingue total o parcialmente la pena impuesta, 
a una ley penal sustantiva posterior y más favorable a 
la que rigió una determinada estructura punible, la re- 
troacción de esta ley halla siempre un límite infran- 
queable en la extinción de la condena, dado que, aun 
produciendo efectos ex tunc, la retroactividad de grado 
mayor tiene un límite en las causae finitae, pues su ra- 
dio llega sólo hasta la fase en que "el condenado estuvie- 
ra cumpliendo la condena", pero no abarca los efectos 
penales ya agotados de la sentencia. Luego si son con- 
Ceptos incompatibles retroactividad de la ley favorable 
y condena cumplida, es claro que tampoco el indulto 
puede afectar a las condenas privativas de libertad o 
Pecuniarias totalmente extinguidas al tiempo de pro- 
mulgarse el Decreto de 23 de septiembre de 1971. 

Tampoco es argumento que deba prevalecer, el he- 
cho de que el Decreto de indulto de 23 de septiembre 
de 1971 no distinga expresamente entre penas cumpli- 
das y penas pendientes de cumplimiento, porque si el 
indulto es una específica causa de extinción de la res- 
ponsabilidad (artículo 112, 4.O del Código Penal), de 



esta naturaleza jurídica se desprende que su vigencia 
y virtualidad plenas están subordinadas a que la respon- 
sabilidad penal se halle pendiente de cumplimiento en 
todo o en parte, siendo una contradicción no admisible 
imaginar la aplicación de una causa extintiva de la con- 
dena impuesta a una condena previamente extinguida 
por cumplimiento. Tan absurdo es pensar que se apli- 
que el indulto a la condena extinguida por cumplirnien- 
to como aplicar un indulto a la condena extinguida por 
otro indulto, pues en ambas hipótesis habría superpe 
sición a un mismo hecho de causas de extinción de la 
responsabilidad penal productoras separadamente del 
mismo efecto. En definitiva, no cabe el indulto total su- 
cesivo sobre indulto total previo como tampoco es po- 
sible el indulto que tenga por objeto una pena cumplida, 
porque la aplicación cumulativa a un hecho punible 
idéntico de dos causas de extinción de la responsabili- 
dad (artículo 112, números 2 y 4) determinaría inmedia- 
tamente la ineficacia de una de ellas, pues con la otra 
ya se habrían eliminado los efectos de la condena. 

Por Último, si nos atenemos a los estrictos términos 
del Decreto de indulto, necesariamente se llega a la con- 
clusión de que son ajenas a su esfera de aplicabilidad 
las penas extinguidas por cualquiera de las causas que 
enumera el artículo 112 del Código Penal, y de modo 
especial las extinguidas por cumplimiento. El indulto 
concedido tiene perfectamente marcada su extensión y 
finalidad en el preámbulo, y en él puede leerse que son 
sujetos beneficiarios los que "cumplen condena" y que 
su alcance es total "para las penas de arresto y las pe- 
cuniarias no satisfechas"; así, es también patente que 
se excluyen de su ámbito las penas cumplidas, pues si 
bien esta declaración no se hace de modo expreso para 
las penas privativas de libertad, sí está manifiesta en 
las penas de multa, pues el indulto sólo resulta aplica- 
ble a las pecuniarias no satisfechas, con lo que se ex- 
cluyen las pecuniarias satisfechas o cumplidas. 



Además, el artículo 1." del Decreto de 23 de septiem- 
bre de 1971 se refiere tan sólo a las penas privativas de 
libertad o pecuniarias impuestas o que puedan impe 
nerse, lo que en interpretación lógica conduce a excluir 
las impuestas y ya extinguidas. 

En consecuencia, V. E. deberá seguir interponiendo 
recursos de súplica contra las resoluciones en que se 
aplique el indulto a penas extinguidas por curnplimien- 
to, dando cuenta a esta Fiscalía si fueren desestimados. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 11 de diciembre de 1971. 

)( CONSULTA NUM. 10/1971 

EXCMO. SR. : 
Se ha recibido en esta Fiscalía la consulta formulada 

por V. E. relativa al recurso que debe interponer, en su 
casó, el Ministerio Fiscal, contra los autos de sobresei- 
miento libre del artículo 637, núm. 3.O de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal que dicten los Tribunales en 
aplicación del indulto de 23 de septiembre de 1971. 

Como acertadamente se razona en la consulta, cuan- 
do la resolución procede de un Tribunal colegiado, sólo 
cabe el recurso de súplica. El de casación no es admi- 
sible, aunque la norma general del artículo 636 de la 
propia Ley de Enjuiciamiento Criminal parezca que le 
autoriza contra los autos de sobreseimiento libre por 
indulto, cuando dispone que "contra los autos de sobre- 
seimiento sólo procederá, en su caso, el recurso de ca- 
sación". Esta disposición es concordante con la redac- 
ción originaria del artículo 848, núm. 4, que admitfa el 
recurso de casación cuando la ley se hubiera infringido 



"en los autos de sobreseimiento" dictados por los Tribu- 
nales; mas tal precepto no puede prevalecer sobre la 
norma específica del artículo 848 en su versión actual, 
pues si bien admite el recurso, y únicamente por infrac- 
ción de ley en los casos en que ésta le autorice de modo 
expreso, contra los autos definitivos dictados por las 
Audiencias, cuando se trate de autos de sobreseimiento 
sólo los considera definitivos "en el caso de que fuere 
libre el acordado por entenderse que los hechos suma- 
riales no son constitutivos de delito y alguien se hallare 
procesado como culpable del mismo". 

Ahora bien, si, como se indica, el recurso de casa- 
ción por infracción de ley no procede contra el auto de 
sobreseimiento libre que a tenor del número 3 del ar- 
tículo 637 dicten los Tribunales colegiados aplicando el 
indulto, su viabilidad no puede negarse tanto contra los 
autos que se dicten admitiendo la excepción de indulto 
tramitada como artículo de previo y especial pronuncia- 
miento, como contra la sentencia que aplique indebida- 
mente el indulto, dado que en tales supuestos el recurso 
está expresamente autorizado por los artículos 676, pá- 
rrafo último; 849, 1.O, y, en su caso, 851, 4.= de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. 

El procedimiento de urgencia por delitos, cuyo fallo 
compete a los Jueces de Instrucción, como los autos 
aplicando el indulto, no están expresamente exceptua- 
dos de recurso, podrán interponerse los de reforma y 
queja autorizados por el artículo 787. 

No es aplicable al indulto el contenido de la regla 1." 
del artículo 791, dado que sólo se refiere al sobreseimien- 
to libre del número 2.O del artículo 637, y la vía legal- 
mente adecuada para hacer efectivo el indulto .es la que 
proporciona el número 3.O del propio articulo 637; mas 



en el caso excepcional e improbable de que por el Juez se 
hiciera indebida aplicación de aquella norma, y en con- 
secuencia denegara la apertura del juicio oral solicita- 
da por el Fiscal y acordara el indulto, sería procedente 
el recurso de apelación, pues, como ya se ha apuntado, 
la acción penal ejercitada en el escrito de calificación y 
actuada por medio de la solicitud de juicio oral, Única- 
mente puede ser negada en estricto rigor procesal, bien 
al amparo del número 2." del artículo 637 o mediante 
la declaración de que el hecho es constitutivo de falta. 

Para estas mismas hipótesis es del todo improce- 
dente el recurso de casación, ya que en esta modalidad 
del procedimiento de urgencia los recursos contra las 
resoluciones que dicte el Juez, incluidos los preparados 
contra la sentencia, se encauzan de modo que sean re- 
sueltos definitivamente por la Audiencia. 

Situación procesal distinta se produce cuando, in- 
formada favorablemente por el Ministerio Fiscal la apli- 
cación del indulto, en vez de acordarse el sobreseimiento 
libre del artículo 637-3 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, se resuelve la continuación del juicio. Si hay acu- 
sación particular y su actitud es contraria a la del Mi- 
nisterio Fiscal no hay problema, pues si tras la cele- 
bración del juicio oral recae setencia condenatoria, pro- 
cederá en su caso el recurso de casación amparado en 
el artículo 849, núm. 1, en relación con el articulo 112, 
4.O del Código Penal, o bien el de apelación ante la 
Audiencia previsto en el artículo 792 de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal. 

Si no hay acusación particular o habiándola está 
conforme con la aplicación del indulto, en el caso de 
que el acuerdo judicial desestimatorio de lo solicitado 
por las acusaciones no se modifique a través del recurso 



de súplica o de los de reforma y queja que deberán in- 
terponerse, es procedente insistir en la actitud de desis- 
timiento de la acción sin esperar a la vista. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 15 de diciembre de 1971. 

CONSULTA NUM. 11/1971 

EXCMO. SR.: 
Se ha recibido en esta Fiscalía su consulta reiacio- 

nada con la intervención del Ministerio Fiscal en los 
expedientes de concentración parcelaria regulados en 
la Ley de 8 de noviembre de 1962. 

A) Hace notar en la misma, como hecho evidente, 
la absoluta ineficacia que, en la realidad, presenta tal 
intervención si se interpreta la legalidad en vigor al 
modo como lo vienen haciendo los organismos de con- 
centración parcelaria, porque, tanto ,el Servicio Pr& 
vincial como el Nacional de Concentración Parcelaria, 
entienden que la única obligación que les incumbe res- 
pecto del Ministerio Fiscal, es la prevista en el artícu- 
lo 42 de la norma aludida, declarativa de que "se hará 
comunicación de la zona afectada por la concentración 
parcelaria al Ministerio Fiscal para que asuma la de- 
fensa de las personas cuyos intereses están a su cargo 
y especialmente la de los titulares indeterminados o en 
ignorado paradero". Los referidos Servicios de Concen- 
tración Parcelaria han expresado reiteradamente que 
la obligación legal queda cumplida con la "comunica- 
ción de la zona afectada" al Ministerio Fiscal, por con- 
siderar que no es necesaria ninguna otra notificación 
posterior ni acto de comunicación directo, ya que tanto 
las bases definitivas como los acuerdos de concentra- 
ción parcelaria se publican en el tablón de anuncios del 
Ayuntamiento respectivo, y en el "Boletín Oficial de ia 
Provincia", publicidad formal que debe permitir al Mi- 



nisterio Fiscal, lo mismo que a cualquier otro interesa- 
do, utilizar los medios de defensa determinados en la 
ley. Y en este sentido, tan sólo se comunica al Ministerio 
Fiscal el momento en que se inician las operaciones de 
concentración en cada zona, emitiéndose, en consecuen- 
cia, la comunicación subsiguiente de las posibles titu- 
laridades indeterminadas o los eventuales derechos co- 
rrespondientes a ausentes o incapaces, hasta el punto 
de que se concluyen expedientes de estas características 
sin que el Ministerio Fiscal tenga conocimiento de la 
existéncia de esas situaciones jurídicas necesitadas de 
protección. 

Como acertadamente expone V. E., una interpreta- 
ción de la norma en tal sentido es improcedente, dado 
que al Ministerio Fiscal no le incumbe la obligación pu- 
ramente material de estar pendiente en todo momen- 
to del tablón de anuncios del Ayuntamiento en que se 
realice la concentración y del "Boletín Oficial de la 
Provincia" para poder así ejercitar los derechos que el 
legislador le ha confiado; al contrario, tanto por la es- 
pecífica misión que se le encomienda, como por su es- 
pecial jerarquía dentro de los organismos del Estado, 
no puede ser tratado como cualquier particular intere- 
sado, y siguiendo una hermenéutica correcta, debe co- 
municársele no sólo que se inicia un expediente de con- 
centración, sino que. como ocurre en otros casos de in- 
tervención ex Zege del Fiscal en defensa de personas 
ante organismos administrativos, éstos deben facilitar 
el cumplimiento de su misión siempre que se produzcan 
las situaciones jurídicas que está obligado a amparar. 

B) Esto debe ser así, además, porque no puede ol- 
vidarse que el Estatuto del Ministerio Fiscal (art. 2 . O ,  

número 4) le asigna expresamente la función gen6rica 
de intervenir en todos aquellos expedientes que, por afec- 
tar a intereses sociales, ordenen las leyes, y porque la 
propia legislación de concentración parcelaria, precisa- 
mente por la función social que tiende a promover con 



la ordenación de la propiedad rústica en zonas en que 
es difícil la identificación de fincas y la individualiza- 
ción de sus titulares, incluye en su articulado la noti- 
ficación del expediente al órgano creado para la defensa 
de las personas que no se hallan en condiciones de ha- 
cerlo por sí mismas; de ahí el que la Administración, 
al mismo tiempo que cumple con el deber legal de or- 
denar la concentración parcelaria, deba facilitar y no 
dificultar la misión confiada al Ministerio Fiscal en el 
articulo 42. En la misma finalidad está inspirada la 
materia relativa a expropiación forzosa, y concretándo- 
nos a disposiciones recientes, la Ley de Emigración de 
2- de julio de 1971, cuyo artículo 15 atribuye al Minis- 
terio Fiscal la representación de oficio de los emigran- 
tes en casos de acción judicial no penal dirigida contra 
un ausente por causa de emigración. 

C) Al mismo resultado se llega tras una valora- 
ción de la norma atendiendo a los diversos elementos 
interpretativos: colocación dentro del sistema, finalidad, 
análisis del lenguaje, etc. 
- El lugar asignado a las normas dentro de un sis- 

tema contribuye a esclarecer su verdadero sen- 
tido y alcance. En esta línea no debe olvidarse 
que el artículo 42 -expresivo de la obligación de 
comunicar al Ministerio Fiscal la zona afectada 
por la concentración parce la r ia  y el articu- 
lo 45 -regulador de formas subsidiarias de las 
notificaciones- están colocados en secciones di- 
tintas y bajo rúbricas también diversas. Aquel 
se halla situado entre las "Comunicaciones a Re- 
gistradores, Notarios y Ministerio Fiscal", en tan- 
to que el espacio jurídico en que se integra el ar- 
tículo 45 tiene como título el de "encuestas, pu- 
blicaciones y notificaciones" a particulares. Esta 
diversidad implica su autonomía y la falta de 
interdependencia entre ambas dispwiciones le- 
gales. 



- Desde otra perspectiva, como el Ministerio Fiscal 
es llamado para que asuma la defensa de los ti- 
tulares, indeterminados o en ignorado paradero, 
de terrenos sujetos a concentración, si atende- 
mos al fin expreso de la norma, es manifiesto 
que resultará insuficiente la exclusiva comunica- 
ción de la actividad inicial de concentración, por 
lo que será preceptiva la comunicación, *m- 
tuno tempwe, de toda situación jurídica poste- 
rior capaz de determinar su intervención. Como 
estas situaciones -existencia de titulares inde- 
terminados, titulares determinados o detennina- 
bles, pero imposibilitados de ejercitar por sí sus 
derechos por razón de edad, incapacidad o au- 
sencia- pueden producirse, y de hecho se pro- 
ducen, en etapas temporalmente diferentes del 
proceso de concentración, es evidente que no 
bastará con el acto originario de comunicación de 
la zona afectada. 
En un orden lógico, si al Ministerio Fiscal se le 
encomienda una defensa jurídica, deberá cono- 
cer plenamente tanto la comunicación de la zona 
afectada como la individualidad física, con sus 
presuntas modificaciones jurídicas, de las perso- 
nas a quienes afectando la concentración deben 
ser representadas por él. En realidad, la objeti- 
va comunicación de que una zona concreta se 
halla en fase de concentración parcelaria es para 
el Ministerio Fiscal algo accesorio si se la des- 
poja de su contenido subjetivo o de las eventuales 
titularidades necesitadas de protección. Si las 
modificaciones que influyan en la realidad física 
del inmueble por causa de la concentración par- 
celaria tienen una proyección importante en los 
títulos inscribibles y en los asientos de inscrip- 
ción, y por ello se impone la obligación de comu- 
nicarles a Notarios y Registradores, la comunica- 



ción de la zona concentrada sólo interesa al Mi- 
nisterio Fiscal en cuanto se halle en función de 
titularidades dominicales, cuyos sujetos no estén 
determinados o se encuentren en ignorado para- 
dero; y como estas relaciones jurídicas sólo ad- 
quieren virtualidad en un momento sucesivo al 
de la llamada comunicación de la zona, lógica- 
mente con posterioridad a ese momento es cuan- 
do debe comunicársele al Ministerio Fiscal todo 
dato relevante para el cumplimiento de la obli- 
gación de defensa que le impone el articulo 42. 

- En su literalidad estricta, las formas de notifica- 
ción supletorias mencionadas en el artículo 45 no 
son aplicables a la comunicación al Ministerio 
Fiscal del artículo 42, porque aquel precepto con- 
templa las comunicaciones que hayan de dirigir- 
se a titulares inmediatamente determinados, y 
que, presumiblemente, están en condiciones de 
desplegar las medidas necesarias para organizar 
válidamente su propia defensa, mientras que el 
artículo 42 se refiere a las comun.ica.ciones al 
Ministerio Fiscal para que represente a titulares 
indeterminados, pero sin capacidad de obrar o 
cuya exitencia física se desconoce. 

- El articulo 42, literalmente no expresa que el Mi- 
nisterio Fiscal haya de estar sometido al mismo 
régimen jurídico que los particulares cuando in- 
terviene en los expedientes de concentración par- 
celaria, pues se limita a declarar que, a efectos 
de la defensa que se le encomienda, tendrá 1 s  
mismas facultades que los particulares; son su- 
puestos no equiparables el de ostentar idénticas 
facultades jurídicas garantizadoras de la defen- 
sa asignada legalmente, y el de estar sometido a 
las normas que ordenan un procedimiento pre- 
vista para ser observado por los particulares; el 
Ministerio Fiscal tiene, sí, las mismas faculta- 



des que los particulares en el proceso de con- 
centración parcelaria, pero parte de las normas 
atinentes al procedimiento mismo (artículos 44 
y 45) destinadas explícitamente a los particula- 
res que intervienen en defensa de sus derechos, 
no se extienden al Ministerio Fiscal. 

Además, no debe perd,erse de vista la circunstancia, 
también esencial, de que la legislación de concentración 
parcelaria en el punto concreto que se analiza no es 
completa, pues si bien parte de la necesidad de inter- 
vención del Ministerio Fiscal siempre que concurran de- 
terminados presupuestos subjetivos (artículo 42), carece 
de normas específicas destinadas a desenvolver las pecu- 
liaridades del procedimiento de cocentración motivadas 
por la presencia en él del Menisterio Fiscal. Precisamen- 
te esta ausencia de normas reguladoras de su actuación 
en el marco de la Ley de Concentración Parcelaria cuan- 
do representa a incapaces o a personas indeterminadas, 
viene a confirmar la falta de plenitud de este ordena- 
miento, situación prevista como posible en el artícu- 
lo 5 . O  del Reglamente del Ministerio Fiscal. Es cierto que 
el artículo 42 de la Ley de Concentración Parcelaria se 
refiere a las comunicaciones que han de hacerse al Mi- 
nisterio Fiscal, pero ni este precepto ni  otros de la mis- 
ma disposición, desarrollan el contenido, la forma ni 
los trámites de una comunicación eficaz procesalmen- 
te; el artículo 45, por su parte, se contrae a señalar las 
formas subsidiarias válidas de comunicaciones dirigidas 
a los propietarios y titulares de derechos con trascen- 
dencia real. Este silencio legal debe integrarse teniendo 
en cuenta tanto los fines de la norma reglamentaria 
(art. 5 . O  del Reglamento del Ministerio Fiscal) como los 
preceptos de la Ley de Procedimiento Administrativo, 
dado el carácter supletorio de las nonnas que regulan 
el procedimiento. En este orden, el artículo 42 de la Ley 
de Concentración Parcelaria hay que ponerle en rela- 
ción con los artículos 78 y siguientes de la Ley de Pro- 



cedimiento Administrativo que ordenan la forma y re- 
quisitos de las comunicaciones y notificaciones; de ellos 
se deduce que el procedimiento de notificación a los par- 
ticulares sancionado en el artículo 45 de la Ley de Con- 
centración es excepcional y restringido a los casos en 
que los interesados sean desconocidos o se ignore su do- 
micilio, y que precisamente por su singularidad no &be 
extenderse a situaciones no mencionadas en su texto. 

D) La misma conclusión se obtiene si nos fijamos 
en la distinción entre el acto de notificación verdadero 
y propio productor por sí de efectos (comunicación), y la 
notificación como elemento formal de perfección de un 
acto (notificación en sentido estricto). 

Si la notificación se imagina como elemento de per- 
perfección de un acto proyectado sobre círculos de per- 
sonas determinadas o determinables a través de una 
especial cualificación o titularidad de intereses, no hay 
obstáculos para afirmar que puede hacerse llegar a los 
eventuales destinatarios por los medios supletorios de 
publicación previstos en la Ley (artículo 45), pues basta 
con una actividad que tienda a hacer posible a las per- 
sonas interesadas aprehender la emisión de la decla- 
ración; en ella lo importante es la notificación como 
acto. Pero el acto de notificación o comunicación, ver- 
dadera ,declaración recepticia dirigida tan sólo a un 
destinatario perfectamente determinado - e l  Ministerio 
Fiscal-, debe concluirse realmente, pues en tal figura 
jurídica la notificación es una actividad que consiste en 
hacer llegar verdaderamente la declaración a conoci- 
miento de la persona u organismo al cual se dirige. Aquí 
lo trascendente es el hecho del conocimiento de esa no- 
tificación, o, lo que es igual, la verdadera notificación de 
un acto, no el acto formal de notificación. 

Así, los actos sucesivos al inicial de "comunicación 
de la zona afectada" que influyan en titularidades cuya 
defensa y representación incumbe al Ministerio Fiscal, 
han de notificarse verdadera y necesariamente, y en otro 



caso carecerán de valor, dado que sólo con la notifica- 
ción se ofrece la posibilidad al Ministerio Fiscal de ejer- 
citar un interés que la propia ley reconoce e impone; 
este interés, que Únicamente por medio de la notifica- 
ción directa puede encontrar satisfacción, resultaría le- 
sionado.con la omisión de la notificación, pues sin ella 
el sujeto indeterminado, menor o incapaz, no puede 
beneficiarse de la protección que la ley h a  dispuesto en 
su favor. 

Con una interpretación de la norma limitada a co- 
municar solamente la zona afectada, el acto previsto 
en el artículo 42 quedaría desprovisto de su verdadero 
fin, pues se produciría en un momento del proceso en 
que la Administración todavía ignora la efectiva titu- 
laridad y la situación jurídica de las parcelas compren- 
didas en la zona a concentrar; precisamente para que 
ese conocimiento sea real y completo, la ley encomienda 
al Servicio de Concentración Parcelaria los trabajos de 
investigación oportunos y las encuestas necesarias a fin 
de que los interesados puedan presentar los títulos en 
que funden su derecho y declarar, en todo caso, los gra- 
vámenes que afecten a sus fincas y derechos (artícu- 
los 20 y 43). Tras el resultado de estas investigaciones 
es cuando pueden individualizarse las personas cuya de- 
fensa debe asumir el Ministerio Fiscal. 

E )  En definitiva, es claro por cuanto antecede que 
debe hacerse al Ministerio Fiscal comunicación plena y 
directa de todas las situaciones jurídicas trascendentes 
que puedan surgir tras la comunicación originaria, pues 
la Ley de Concentración Parcelaria le encomienda su 
defensa, y ello no viene a representar para la Adminis- 
tración más que el cumplimiento de los principios en 
que se inspiran las normas del procedimiento adminis- 
trativo, que facultan a la Administración "para adop- 
tar las medidas provisionales que estime oportunas para 
la mejor defensa de los derechos de los particulares y 
de la propia Administración siempre que no causen 



perjuicio irreparable a los interesados ni violación de 
derechos amparados por la ley" (Preámbulo de la Ley 
de Procedimiento Administrativo). 

Por consiguiente, cuando el Ministerio Fiscal reciba 
la comunicación a que se refiere el artículo 42 de la Ley 
de Concentración Parcelaria, al acusar recibo de eUa, de- 
berá hacer presente a los respectivos Servicios Provin- 
ciales la obligación en que se hallan de comunicar, tam- 
bién de manera expresa, particularizada y por escrito, 
las situaciones jurídicas legitimadoras de la interven- 
ción del Ministerio Fiscal que sucesivamente puedan 
producirse, pues sólo así se daría cumplimiento exacto 
al deber jurídico, que vincula a la Administración, pre- 
visto en el artículo 81 de la Ley de Procedimiento Ad- 
ministrativo, consistente en desarrollar los actos de ins- 
trucción adecuados para la determinación, conocimien- 
to y comprobación de datos en virtud de los cuales deba 
pronunciarse resolución; si la comunicación emanada de 
los Servicios Provinciales de Concentración Parcelaria 
no se ajustara a estos términos y situaciones, habrá 
que entender que es defectuosa por no reunir los re- 
quisitos que ordena el artículo 79 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo, con la consecuencia de viciar 
de irregularidad al expediente de concentración, en 
cuanto llevaría consigo el desamparo e indefensión de 
personas que con arreglo a la ley debieron estar repre- 
sentadas en él por el Ministerio Fiscal. 

Por úitimo, conviene recordar por la relación que 
tiene con el supuesto de hecho de la Consulta, el con- 
tenido de la Circular núm. 3 de 1967 (Memoria de 1968, 
página 283), particularmente en los puntos relativos a 
las peculiaridades de la intervención del Ministerio Fis- 
cal y a los medios de acción en materia de concentra- 
ción parcelaria; la interpretación dada allí con carácter 
general a las normas conduce a la misma conclusión, 



por lo que pudo sostenerse que el incumplimiento de 
ciertos requisitos era productor de la nulidad del pro- 
cedimiento, y que los Fiscales debían reclamar del Ser- 
vicio de Concentración el envio de la relación total de 
parcelas cuyos titulares fueran indeterminados, desco- 
nocidos o se hallaren en ignorado paradero. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 29 de diciembre de 1971. 
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B. Trámite en la Audiencia. A. Trhmite en el Juigado. 
- -- .. . - - - - -. - .- . 

En trhrnlte en el Juzgado 
en 31 de diciembre 1971 Sobreselmiento SENTENCIAS DICTADAS RECURSOS DE CASACION 

incoados Total Sobre- Cobre- Conclusos ~ ~ ~ ~ " ' ~ ~ ~ ' a r  Extincl6n Pendientes 1 por estar exentos de 

Pendientes entre seimiento seimiento lictivo el hecho. p ~ ~ p " " ~ ~ l ~ ~  o Aperturas de CONDENATORIAS en la 
A U D I E N C I A S  en t p  enero y dosde~:~les del n.. 1 del del n.. 2 del falta lnhibidos a la no probarse su no haberse de responsabi- Audiencia en 

t p  enero 4971 31 diciembre anteriores art. 541 art. M 1  Audiencia Con Sin realización 
1971 IArt. 795) [Art. 7951 ,.,t. 63711.0 Y 2.' 

descubierto éstos lidad Preparados prepamdos 31 diciembre 
procesado procesado Y Mtlt .al  [arts. 63713.' y AbsO1utOrias 'OTAL 

por el ~ i s c a l  por las partes 1971 
64tl2.4) 

C o ~ ~ ~  Dlsconformes .- 

Mava ........................ 35 245 280 28 15 3 4 178 10 42 18 4 147 9 .  115 6 16 137 13 43 " 

35 124 159 ..................... Albacete 25 8 67 3 7 13 

Alicante ..................... 183 667 850 72 40 3 15 17 218 n 

Almería ..................... 53 355 408 50 20 130 4 15 15 

Asturias ..................... 126 1.294 1.420 266 76 371 2 26 29 

2 57 59 ........................ Avila 8 7 38 4 

54 222 276 ..................... Badajoz 37 17 159 3 21  

Baleares ..................... 194 "1.454 1.648 33 52 280 1 13 rcn 

Barcelona ..................... 1.492 3.616 5.108 265 448 1.970 45 254 

14 163 177 30 24 138 ........................ Burgos 16 

26 118 144 ........................ 10 3 50 Cáceres 4 

Cádiz ........................ 175 487 662 55 36 294 3 21 

Castdlón ..................... 53 325 378 27 14 22 59 

52 190 242 .................. Ciudad Red 9 13 6 35 

54 ..................... 3 27 381 175 48 LJJ 4 1 23 - - -Córdoba! 

Coruña (La) .................. 75 3 99 474 122 69 322 8 

Cuenca ........................ 14 104 118 47 5 88 15 

8 1 510 591 1 O0 45 ........................ Gerona 15 

444 501 ..................... 57 16 26 Granada 324 

( ra ...... 12 69 10 5 4 

3 ........ 120 589 257 46 42 20 

30 3 56 31 40 ................... ..u-Lva 32 

33 ................. 154 4 13 14 

73 393 .................. ,, ----- -. 36 24 5 -..1 

1.13 624 226 12 

44 272 17 1 17. 

32 i 201 ........................ I W  II Lérida i o 5 Z 

66 265 17 14 Logro50 15 9 

17 93 ... 24 9 Lugo 4 4 

Madrid .. 818 3.696 514 509 620 6 387 

111 1.134 ,245 Málaga .. 149 114 3 39 

Murcia! .. 240 953 80 66 10 

69 ....... 3 57 129 22 Navarra 11 

20 1 QL 206 24 9 ................... Orense 5 

19 158 11 15 Palencia 8 

............... 57 62 1 Pontevedi 5 32 2 24 
II ....... ...... 22 120 142 8 8 Salamanca 8 

Sante Cruz de Ten ...... 62 611 673 42 47 35 

........ . . . . .  558 618 56 41 I q n  Santander 60 3 40 

......... ..... 12 60 72 11 7 Segovia 8 

Sevilla ........................ .288 1.100 1.388 179 144 2 41 

33 71  1 04 2 

187 546 733 14 

24 62 86 14 ' 5 5 

37 141 178 28 14 13 

?I? 1.947 ,260 174 245 122 

225 270 43 19 28 

644 807 116 70 28 

7 1 84 10 1 6 

1.084 .220 52 106 3 1 

, Tribunal de Orde~  . ,,,,, 1.361 ,361 i n~ 21 117 
-- -- 

...... 6.044 28.898 ,942 2.816 
- .- -- 8 _ 

Las P a h  

León ... 
- .  . -  

LLO 

29 

658 

Soria ... 
Tarragon 

Teruel .. 
Toledo . 
.r . v alencla 

Valladoli 

Vizcaya 





Diligencias previas instruidas en las distintas provincias, desde 1." de enero a 31 de din't?mbre & 1971. 

' Estado B 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 



Estado B 2 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Diligencias preparatwias incoadas en los Juzgados de las provincias, desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1971. 

? 

NATURALEZA DEL SUPUESTO DELmO 

........................... 
........................ 

...... 

1. Delitos contra la seguridad exterior del Estado. 

2. Delitos contra la  seguridad interior del Estado. 

3. Falsedades: 

a) De moneda 

........................ 

b) De documentos 

C) Ocultación fraudulenta de bienes 

... 

(1) Usurpación de funciones, uso indebido de 

nombre, etc. 

e) Otras (Cap. 1 y IIZ del Tít. IIl del C. P.). 

4. Delitos contra l a  Administración de Justicia 

..................... . 
5. Título V del Libro 11: 

a) Inhumación ilegal 

! b) Violación de sepulturas o profanación de 

cadáveres ........................... 
1 C) Contra la  d u d  pública: 

1. Tráfico y comercio de drogas ...... 

I i 1 i 1 I . 1 

w 
w P ig 

V> F W :  <o o 
a 
w 

: N  : 
: a : a  : 

.. 

: m : m  : 
: 1 

l 

" 

17 3 14 6 11 3 25 15 42 11 3 38 1 3 3 2 4  3 "  1 3 "  3 40 3 7 19 ! 8 13 5 46 60 6 2 9 15 12 12 20 9 " 22 " 4 5 9 " 615 

2 " 3. I >9 

3 6 16 " 10 1 1 2 "  
3 

" 1 3 12 1 1 " 2 " 9 12 10 2 3 " 1 2 1 1 1  1 4 3 5 " 132 " 3 " 
2 5 "  

2 " 6 " 
8 

11. Otros ........................... 
f 6. Juegos ilícitos .............................. 

1 

1 

1 

27 

2 

1 

19 

31 

10 

37 

4 

9 

2 

3 

1 

38 

156 

2 

2 

366 

1 

8 ,  

1 
" 

7. Delitos de  los funcionarios públicos en el ejer- 

cicio d e  sus cargos: 

a) Prevaricación ........................ 
6) Malversación ........................ 
C) Otros (Cap. ii al IX y XII del Tí,t. VI1 

del C. P.) ........................... 
8. Delitos contra las personas: 

a) Homicidio ........................... 
b) Infanticidio ........................... 
C) Aborto .............................. 
d) Lesiones .............................. 

9. S,,i&lios .................................... 
10. Delitos contra l a  honestidad .................. 
11. Delitcx contra el honor ..................... 
12. Delitos contra el estado civil de las Personas ... 
13. ~ e l i t o s  contra la  libertad y seguridad ......... 
14. Delitos contra l a  propiedad: 

n ) ~ o b o  ................................. 
b) ~ ~ r t ~  e..q-...-........................ 
=) ~ s t a f ~  .............................. 
d) Robo y hurto de uso .................. 
e) Cheque en descubierto ............... 
f ) o ~ o s  ................................. 

15. Imprudencia punible (no tráfico) ............... 
16. Delitos relativos al tráfico de automóviles: 

O) Falsificación de matrícula (art. 279 bis) ... 
6) Quebran,tamiento de condena (art. 334) ... 
=) Conducción bajo influencia del alcohol O 

tóxicos (art. 340 bis, u, 1.") ............ 
d) Conducción temeraria (art. 340 bis, a, 2."). 

e) Riesgos para la circulación (mt. 340 

.............................. bis, b) 

f )  Conducción sin permiso (art. 340 bis, c). 

...... g) Omisión de socorro (art. 489 bis) 

Ir) Irnpmdencia(art.565) .................. 
17, Delitos definidos en Leyes especíales ......... 1 18. Hecha  casuales ........................... 

" 

1 

" 

25 

" 

8 

14 

15 

8 

8 

4 

14 

14 

1 

1 

24 

233 

9 .. 
389 

1 " 
1 " 1 " " 

I " 

3 

" 

" 

" 

................................ TOTAL 

" 

1 

1 

1 

.. 

29 

1 

2 

12 

137 

138 

23 

40 

10 

18 
" 

" 

5 ' 2 0  

3 

2 

87 

1 

712 

2 

10 

1.273 

2 1 
" 

4 

3 

- .. 

39 
" 

2 

8 

33 

30 

8 

27 

19 

2 
" 

1.1 
" 

" 

94 
" 

397 

1 
" 

682 

27 

24 

" 

1 

1 

2 

1 

4 

1 

" 

16 

" 

6 

... 

116 

1 

2 

1 

19 

75 

113 

37 

85 

6 

33 

Z1 

1 

91 

16 

" 

¡ ! 

1 2 " 2 25 " 1 2 " 12 
11 2 

" 35 " 2 " 1 " 8 " 171 
140 63 129 165 148 46 9 71 157 1 9 '  150 58 5 120 26 108 13 136 312 19 83 21 63 " 4.393 

2 1 " 1 " 1 " 3, 8 ,. 
1 " 3 " 1 ;  

" 1 " 26 

7 6 "  39 3 8 2 "  2 1 " 6 1 5 1 5 1 2 19 1 4  " " 6 " 1 28 " 14 " 3 3 " 250 

37 " 5 " 2 " 8 " 4 3 48 1 2 "  22 " " 151 1 " 1 " It 2 " 5 " 350 , 43067, 
.. 

1 

- - .s. 

1 

12 
" 

" 

3 

8 

6 

7 

9 

6 
3. 

" 

" 

1 

" 

1 "  

-1, 

" 

17 

2 "  

17 

67 

82 

17 

21 

1 9  

17 

4 

1 

1 8 0  

6 

" 

1 

2 1 5 2 "  

1 

3. 

35 

10 

12 

50 

105 

59 

51 

8 

26 
" 

" 

3 

3 
" 

1 
" 

" 

6 

3, 

263 

" 

43 

292 

260 

140 

493 

192 

112 

74 

3 

28 

108 

15 

" 

1 

" 

9, 

29 

3 

1 

6 

25 

24 

12 

15 

1 

16 

12 

1 
" 

2 

1 

1 

3 

1 

1 

4 

2 

4 
" 

3 

11 

10 

2 

4 

4 

2 

" 

6 
" 

" 

" 

1 

1 

" 

" 

78 

1 

1 

7 

68 

103 

26 

33 

2 1 9  

20 

1 

33 

3 

10 

" 

" 

20 

" 

" 

5 

15 

25 

10 

5 

8 

3 

13 

3 

1 1 "  
" 

1 

7 "  

31 

1 

16 

20 

6 

11 

9 

2 

5 

10 

2 
" 

1 " 
1 " 

1 " 10 

3 

1 

>> 

1 

19 

14 

6 

4 

6 

' 3. 

1 

115 

3 

19 

" 

" 

1 

1 

5 

" 

3 

15 

20 

PO 

13 

2 1 7  

13 

4 

3 

27 

8 

6 
" 

4 

2 

2 

2 

1 

1 

61 

45 

33 

50 

5 

46 

1 

" 

1 

1 

" 

14 

6 

1 

7 

29 

65 

12 

19 

8 

3 

" 

2 

1 

5 

66 

" 

1 

19 

! 

29 

77 

9 

25 

7 2 8  

21 

23 

13 

3 

1 

" 

1 4  

" 

1 

9 

1 

1 
" 

" 

1 

1 

3 
" 

3 

6 

1 
" 

2 "  

" 

3 

1 

4 

" 

64 
" 

3 

12 

272 

69 

81 

156 

8 

62 

1 

4 

4 

" 

1 

57 

" 

11 

26 

46 

16 

18 

14 

25 

5 

" 

2 

17 

21 

32 

10 

23 

1 

6 

6 

7 

8 

5 

6 

1 

7 

" 

2 
" 

15 
" 

3 

" 

l 

26 

5 

18 

17 

8 

7 

3 

14 

2 2 1  

1 

7 

7 

1 

6 

9,  

1 

23 

1 

4 

10 

" 

" 

! 

9 

2 

2 

16 

I >. 

" 

57 
" 

" 

8 

38 

64 

22 

45 

19 

18 

1 
" 

28 

1 2  

7 

20 

28 

24 

21 

16 

6 

11 

8 

" 

2 

" 

1 

2 "  

24 

3 
" 

12 

27 

25 

5 

1, 

4 

25 

" 

3 

13 

12 

3 :; 9 

5 " 

" 

11 

6 

2 

6 
" 

1 

2 
" 

4 

2 

1 

1 

3 

196 

22 

1 

10 

25 

16 

2 

« 

" 

265 

293 

222 

14 

2'0 

, 3. 

1 

" 

153 

86 

166 

33 

7 

3 

62 

290 

1 

" 

" 

" 

52 

1 
" 

" 

32 

I 1 

87 

132 

53 

2 

3 

6 

77 

29 

47 
" 

" 

" 

147 

I 

5 

2 ' 1  

~ - 

61 

1 

9 

10 

61 

100 

18 

2 
" 

12 

25 

3 

2 

5 

11 

" 

" 

- 

12 
" 

" 

4 

33 

36 

9 

" 

8 "  

41 

4 

11 

1 

23 

1 

32 

1 
" 

13 

21 

5 

9 

11 

2 

14 

2 

" 

" 

2 

1 

26 

" 

26 

48 

30 

14 

" 

15 

7 

24 

1 

" 

" I " 

4 

4 

1 

51 

72 

22 

4 

5 

4 

36 

32 

6 1 0 2  

3 

52 

" 

1 

1 

2 
" 

" 

1 

1 

" 

" 

78 

17 

6 

" 

2 

55 

45 

95 

4 

22 

25 

30 

14 

15 

21 

4 

1 

130 

37 

3 

3 

2 

5 

17 

28 

24 

65 

59 

28 

19 

58 

19 

2 

2 

3 

43 

1 

13 

47 

6 6 2 5 4  

15 

2 

8 
" 

2 
" 

" 

" 

" 

" 

" 

48 

28 

36 

1 

2 3 4 1 5  

2 

6 

3 

39 

39 

21 

" 

2 

25 

13 

23 

2 

1 

5 7 "  

2 

3 1 25 

2 

20 

1 

6 

3 

4 

2 

3 

" 

1 

2 

2 

1 

5 

" 

" 

3 

25 

7 

2 

6 

" 

2 

15 

12 

6 

2 " 

" 

4 1  

9 

3 

12 

1 

1 

1 

1 

" 

20 

1 

1 

112 

84 

25 

6 

3 

126 

51 

22 

20 

5 

1 

8 1 9  
5 

40 

5 
" 

" 

1 2 0 9  

40 

17 

7 

" 

" 

27 

4 

7 

1 

" 

1 

3 

2 

121 

38 

178 

1 

19 

2 

106 

22 

95 

13 

28 

52 
/~ . 

1 
" 

8 

" 

81 

1 

12 

7 5 1 1  

4 

8 

3 

6 
" 

" 

" 

5 2  

6 

2 1  
" 

7 2  

78 

48 

40 

60 

14 

23 

2 

11 

1 

20 

1 

25 

" 

" 

" 

2.540 

2.596 

1.228 
'" 

" 

" 

" 

" 

" 

2.159 

729 

1.145 

3 62 

32 

61 

828 

506 

" 

3, 

" 

" 

37 

2 

2 

4 

2.089 

5 

92 

14 

13 

543 



Estado B 3 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Sumarios de Urgencia incoados en los Juzgados de las provincias, desde l." de enero a 31 de diciembre de 1971. 



Estado B 4 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Sumarios Ordinarios y otros &l fitulo N ,  Ley de Enjuiciamiento Criminal, incoados en los Juzgados de las provincias, desde 1." de enero a 31 de diciemhe de 1971. 







Estado E 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles iniciados en las Audiencias Tenitoriales desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1971 . 

.. 

Competencias 

5 

4 

13 

6 

1 

4 

21 

1 

2 

4 

1 

1 

63 I 

AUDIENCIA 
TERRITORIAL DE 

Albacete ............... 
Bwlea~es ............... 

............... Barcelona 

Burgos .................. 
Cáceres ............... 

............ Coruña (La) 

Granada ............... 
Madrid .................. 
Oviedo .................. 
Las Palmas ............ 

............... Pamplona 

Sevilla .................. 
Valencia ............... 
Valladolid ............... 
Zaragoza ............... 

............... TOTAL 

JURISDICCION 

Con relaci6n 
a las personas 

137 

4 

132 

13 

64 

187 

12 

218 

2 

3 

3 

775 

CONTENCIOSA 

Con relación 
a las wsas 

275 

167 

949 

563 

2 

441 

378 

1.172 

12 

106 

264 

383 

458 

462 

27 6 

5.908 

JURlSDlCClON 
VOLUNTARIA TOTAL 

de 
asuntos 
Iniciados 

280 

171 

1.119 

574 

105 

581 

402 

1.281 

200 

119 

264 

607 

475 

467 

280 

6.925 

Con relaci6n 
a las personas 

Con relación 
a las cosas 

TOTAL 
de 

sentencias 
dictadas 

186 

93 

73 1 

494 

108 

504 

267 

842 

131 

118 

254 

475 

3 42 

3 07 

195 

4.947 

I 

6 14 

1 I " 

103 

3 4 

3 4 

11 13 

1 
l 

" 1 

ASUNTOS EN ~ U E  lNTERvlNo1 
EL MINISTERIO FISCAL 1 

2 

7 

1 

34 

Númem 
de asuntos 

2 

4 

145 

TOTAL 
de dictámenes 

5 l  10 

4 

27 1 8 i  

14 1 4 1  

9 7 1  

1 

46 1 

9 6 

62 69 

4 

2 

6 

3 

13 

16 

11 

222 

4 

2 

6 

3 

41 1 
2 0 1  



Estado F 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Asuntos civiles tramitados en la Audiencia Provincial 

desde l." de enero a 31 de dZciembre üe 1971. 

A U D I E N C I A S  Competencias 

Asturias ..................... 
Avila ........................ 
Badajoz ..................... 
Baleares ..................... 
Barcelona ..................... 
Burgos ........................ 

........................ Cáceres 

Cádiz ........................ 
Castellón ..................... 
Ciudad Real .................. 
Córdoba. ..................... 
Coruña (La) .................. 
Cuenca ....................... .I 
Gerone ........................ 
Granada ..................... 
Guadalajase .................. 
Guipúzcoa ..................... 
Huelva ........................ i 
Jaén ........................ 
Las Pa~lmas .................. 

LCrida ........................ 
Logroño ..................... 
Lugo ........................ 
Madrid ........................ 
Málaga ........................ 
Murcia ........................ 
Navarra ..................... 
Orense ........................ 
Palen,cia ..................... 
Pon tevedra .................. 
Sala3manca. ..................... 
Santa Cruz de Tenerife ......... 
San'tander ..................... 
Segovia ..................... 
Sevilla ........................ 
Soria ........................ 
Tmagona ..................... 
Teme1 ........................ 
Toledo ........................ 
VaJencia ..................... 
Valladolid ..................... 
Vizcaya ..................... 

Zaragoza ..................... 

.................. TOTAL 

Asuntos 
en que 

intervino el 
Ministerio 

Fiscal 

- 

6 

1 

1 

35 

2 

1 

3 

1 

5 

1 

9 

1 

l 
5 

1 

1 

75 

6 

2 

2 

1 .  

1 

3 

11 

1 

1 

2 



Estado G . 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Juicios de  faltas e n  los Juzgados Municipales. Comarcales y de Paz de toda la provincia . 
5 

..... 
2 

4 

3 

4 

1 

25 

63 

5 

2 

10 

9 

3 

17 

8 

9 

8 

20 

5 

20 

29 

3 

3 

12 

25 

2 

1 

1 

3 

I 

6 

14 

5 

4 

5 

1 

6 

1 

3 

353 

P R O V I N C I A S  

........................ Alava 

Albacete ..................... 
Alicante ..................... 
Almería ..................... 
Ashirias ..................... 

........................ Avila 

Badajoz ..................... 
Baleares ..................... 
Barcelona ..................... 
Burgos ........................ 
Cáceres ........................ 
Cádiz ........................ 

..................... Castellón 

Ciudad Real .................. 
Córdoba ..................... 
Coruña (La) .................. 

........................ Cuenca 

Gerona ........................ 
..................... Granada 

.................. Guadalajara 

Guipúzcoa ..................... 
Huelva ........................ 
Huesca ........................ 
Jaén ........................ 
Las Palmas .................. 
León ........................ 

........................ Lénda 

Logroiio ..................... 
Lugo ........................ 
Madrid ........................ 
Málaga ........................ 

........................ Murcia. 

Navarra ..................... 
Orense ........................ 

..................... Palencia 

Pontevedra .................. 
Saiamanca ..................... 
Santa Cruz de Tenerife ......... 
Santander ..................... 
Segovia ..................... 
Sevilla ........................ 
Soria ........................ 
Tmragona ..................... 
Teme1 ........................ 

........................ Toledo 

Valencia ..................... 
..................... Vailadolid 

Vizcaya ..................... 
Zamora ..................... 
Zaragoza ..................... 

TOTAL .................. 

SENTENCIAS 
JUEZ DE 

Confirmando 

8 1 

56 

118 

41 

195 

16 

70 

55 

438 

79 

50 

194 

29 

58 

65 

3 02 

12 

15 

154 

17 

89 

68 

3 8 

113 

111 

115 

31 

29 

114 

417 

123 

96 

50  

119 

28 

188 

42 

1 02 

236 

15 

286 

18 

50 

14 

86 

180 

48 

260 

42 

142 

5.295 

- 

SENTENCIAS 

'Ondena- 
torias 

685 

1.327 

2.256 

85 1 

3.156 

533 

2.419 

1.750 

8.657 

1.013 

2.677 

7.382 

798 

1.867 

3.470 

1.548 

515 

1.253 

3.905 

343 

864 

2.546 

508 

2.607 

1.266 

1.991 

732 

884 

939 

10.416 

5.514 

1.732 

934 

750 

88 1 

1.851 

647 

1.639 

1.984 

294 

6.842 

386 

979 

273 

2.06 1 

3.801 

1.157 

2.982 

768 

2.531 

107.164 

A P E L A C I O N E S  

Por el 

20 

25 

28 

36 

94 

5 

32 

1 O 

174 

22 

14 

57 

11 

22 

18 

132 

3 

3 

33 

3 

47 

10 

17 

18 

79 

40 

25 

18 

27 

28 

68 

77 

4 

40 

5 

11 1 

14 

3 1 

59 

6 

64 

5 

1 O 

2 

15 

3 3 

12 

95 

15 

62 

1.779 

Absolutorlas 

230 

629 

2.3 14 

726 

2005 

249 

927 

2.697 

12.560 

909 

377 

3.007 

290 

570 

1.999 

2.157 

216 

360 

1.379 

115 

1.216 

290 

172 

94 1 

1.829 

907 

533 

609 

652 

10.029 

3.304 

1.470 

508 

575 

397 

1.719 

1.285 

1.312 

1 S63 

200 

3.870 

149 

831 

155 

820 

2.404 

57 1 

2.151 

335 

1.824 

76.287 

82 

74 

145 

39 

250 

28 

63 

25 

374 

83 

61 

186 

35 

62 

79 

271 

1 O 

14 

206 

21 

52 

75 

45 

107 

101 

130 

27 

38 

106 

6 13 

92 

69 

66 

131 

49 

178 

47 

104 

261 

14 

280 

16 

7 1 

17 

106 

202 

58 

267 

44 

186 

5.655 

INSTRUCCION -7 
Revocando 

21 

30 

32 

36 

90 

17 

17 

15 

132 

24 

26 

59 

13 

29 

22 

118 

3 

10 

75 

4 

18 

20 

16 

32 

24 

58 

13 

20 

41 

136 

39 

39 

21 

42 

26 

14 

76 

l 

Pendientes 
en 

31 diciembre 
1971 

152 

403 

1.551 

141 

716 

84 

362 

3 17 

5.032 

353 

155 

1.237 

80 

247 

3.852 

597 

90 

68 

601 

85 

1.965 

71 1 

66 

493 

672 

372 

224 

279 

130 

4.826 

7.450 

987 

101 

105 

53 

559 

89 

44 1 

510 

67 

1.538 

-- 77 

586 

34 

522 

1.503 

224 

936 

198 

409 

36.195 

79 35 I 
l 

85 

3 

12 

5 

30 

56 

18 

66 

17 

97 

i 

F A L T A S  

Juicios 
celebrado; 

915 

2.084 

7.39 1 

1.577 

5.139 

782 

3.346 

4.447 

21.217 

1.922 

3.248 

10.389 

1 . 088 

2.514 

5.469 

4.738 

731 

1.613 

5.284 

4.55 

2.080 

2.836 

694 

3.833 

3.700 

2.898 

1.299 

1.493 

1.653 

20.445 

8.817 

4.581 

1.504 

1.366 

1.278 

3.530 

1.932 

3.071 

3.551 

565 

10.833 

53 1 

1.810 

478 

2.881 

D E  

1.629 

2.487 

11.073 

2.883 

8.075 

866 

5.135 

4.764 

49.163 

3.694 

3.402 

14.586 

1.262 

3.297 

8.321 

5.335 

S97 

1.681 

7.842 

709 

4.065 

3.547 

1.012 

5.902 

6.346 

; 270  

2.709 

2.541 

1.800 

42.604 

! 1.267 

5.568 

1.605 

1.757 

1.331 

4.635 

2.021 

4.512 

5.772 

83 1 

77.105 

661 

2.396 

3.403 

Pendientes 
del 

aho anterior 

141 

443 

2.935 

271 

74 1 

114 

768 

323 

5.342 

443 

443 

1.767 

11 1 

385 

973 

695 

1 O0 

136 

694 

64 

1.13 2 

327 

134 

63 1 

762 

332 

338 

498 

179 

7.674 

1.859 

453 

180 

139 

78 

496 

128 

386 

520 

92 

2.682 

78 

385 

86 

733 

J U I C I O S  

Ingresados 
durante 
el año 

1.488 

2.044 

8.138 

2.612 

7.334 

752 

4.367 

4.441 

43.821 

3.251 

2.959 

12.819 

1.151 

2.912 

7.348 

4.640 

797 

1.545 

7.148 

645 

2.933 

3.220 

878 

5.271 

5.584 

2.938 

2.371 

2.043 

1.621 

34.930 

9.408 

5.115 

1.425 

1.618 

1.253 

4.139 

1.893 

4.126 

5.202 

739 

19.423 

586 

2011 

579 

2.670 

1 535 

23 1 

1.022 

148 

394 

40.521 

14.616 16.151 6.205 

3.489 1.772 

7.521 5.144 

1.243 1.103 

6.281 4.355 

275.338 



Estado H 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Asuntos civiles tramitados en  los Juzgados Municipales. Comarcales 

y de Paz de todas las provincias . 

P R O V I N C I A S  
Pendientes 

año anterior 

Alicante ..................... 2.582 

Almería ..................... 
Asturias ..................... 

..................... Barcelona 

Burgos ........................ 
Cáceres ........................ 
Cádiz ........................ 
Castellón ..................... 
Ciudad Red .................. 
Córdoba: ..................... 
Coruña (La) .................. 
Cuenca ........................ 
Gerona ........................ 
Grana. da ..................... 

476 

432 

10.465 

173 

177 

237 

165 

202 

385 

897 

61 

264 

331 

Guadalajaaa .................. 
Guipúzcoa ..................... 
Huelva ........................ 
Huesca ........................ 
Jaén ........................ 
Las Palmas .................. 
León ........................ 

1 Lérida ........................ 
Logroiío ..................... 
Lugo ........................ 
Madrid ........................ 
Málaga ........................ 

23 

279 

3 14 

160 

282 

1.218 

460 

127 

136 

196 

11.053 

866 

Murcia ......................... 
Navarra ..................... 
Orense ........................ 

1.409 

565 

180 

Palencia ..................... 
Pontevedra .................. 
Salamanca ...................... 
Santa Cruz de Tenerife ......... 
Samtander ..................... 

Tarragona ..................... 447 

Teruel ........................ 1 30 

64 

956 

692 

485 

394 

Segovia ..................... 
Sevilla ........................ 
Soria ........................ 

68 

1.687 

56 

Toledo ........................ 
Valencia ..................... 
Valladolid ..................... 

ASUNTOS 

264 

2.276 

181 

Vizcaya ..................... 
Zarnora ..................... 
Zxsgoza ..................... 

.................. TOTAL 

CIVILES 11 

592 

8 8 

1 . 047 

44.884 

Resueltos 
lncoados 
durante TOTAL 
el año 

1.934 2.012 

1.575 2.025 

4.685 7.267 

Casos en 
que intervino 
el Ministerio 

Fiscal 

636 

3.608 

458 

1.226 

3.739 

26.868 

1.381 

1.112 

4.040 

525 

1.596 

4.213 

37.333 

I 
1.554 

1.380 

2.733 

1.108 

1.054 

2.181 

2.130 

129 

940 

1.799 

210 

1.547 

1.183 

333 

1.029 

3.718 

1.390 

935 

8 64 

1.064 

25.744 

4.729 

2.225 

1.726 

873 

640 

2.46 1 

1.743 

2.053 

2.655 

215 

9.432 

357 

1.806 

256 

799 

1.557 

2.970 

1.273 

1.256 

2.566 

3.027 

390 

1.204 

2.130 

253 

1 . 826 

1.497 

193 

1.31 1 

4.966 

1.850 

1.062 

1.OW 

1.260 

36.797 

5.595 

3.634 

2.291 

1.053 

704 

3.417 

2.435 

2.538 

3.049 

283 

11.1 19 

413 

2.253 

286 

1.063 



Estado 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Procedimientos incoados en virtud üe la Ley üe Peligrosidad Social desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1971 . 

JUZGADO DE 

Bdeaues ............... 
Barcelona ............... 
Granad e ............... 
León .................. 
Madrid .................. 
Las Palmas ............ 

...... San Roque (Cádiz) 

Sevilla .................. 
Valencia ............... 
Vizcaya ............... 
Zaragoza ............... 

TOTAL ............... 
. 

Ineoados 
desde 1 .. de 
enero a 31 

de dlclembre 
de 1971 

3 02 

1.351 

75 

54 

833 

226 

341 

165 

171 

114 

140 

3.772 

Pendientes 
en 

l'dF1tF 

113 

67 6 

16 

19 

96 

40 

90 

48 

99 

27 

57 

1.281 

TOTAL 

415 

2.027 

9 1 

73 

929 

266 

43 1 

213 

270 

141 

197 

5.053 

TOTAL 

296 

1.316 

71 

q9 

771 

204 

3 60 

145 

240 

121 

158 

3.741 

TERMINADOS DESDE 1.0 DE ENERO 
A 31 DE DICIEMBRE DE 1971 

Caneelaclones 

22 

36 

214 

20 

183 

26 

8 

27 

97 

642 

Pendiemss 

~ ~ e i ~ ~ ~  : 
de 1971 

119 

711 

4 

14 

158 

62 

7 1 

68 

30 

20 

39 

1.296 

Revlslones 

33 

1.101 

187 

42 

258 

33 

19 

269 

24 

11 

79 

2.056 

Por sentenele 

...... 

Por inhiblcldn 

28 

117 

8 

1 O 

17 

3 6 

13 

40 

8 

23 

300 

Absolutorlas 

58 

525 

14 

10 

28 

112 

176 

46 

139 

65 

87 

Por rebeldla 

63 

153 

1 

5 

2 1 

4 

18 

5 

3 

8 

28 1 

Condenatorias 

147 

521 

48 

34 

705 

88 

130 

8 1 

61 

45 

40 

1.260 ( 1.900 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fbcalz'a en. mate?-ia civil 

(Sala 1." del Tribunal Supremo), desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1971. 

Número 
de asuntos 

1 

347 

8 

68 

27 

45 

7 
" 
n 

n 

.I 

503 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

.............................. 1 Desistidos 
Recursos de casación preparados por el Fiscal. r interpuestos 

........................... 
I Despachados con ,la nota de "Vistos" ...... 

1 

Recursos de casación interpuestos por las 
partes ................................. 

1 

...... Despachados con la! nota de 'Visto" 

Combatidos en 1% admisión ............... 
Con dictamen de .improcedencia ............ 

( Con dictamen de procedentes ............ 
... Con dictamen de nulidad de actuación 

Con diotmen de absteniéndose ............ 
Con dictamen de adhiriéndose ............ 

1 

\ incompetencia Sala ..................... 
............................................................ Recursos de revisión 

de queja ............................................................ 
Cuestiones de competencia ...................................................... 
Expedientes de ejecución de sentencias extranjeras .................................... 
Demandas de responsabilidad civil ................................................ 
Dictámenes de tasación de costas ................................................ 

........................ Injusticia notoria ..................... intervenciones va~ias 
Conflicto jurisdiccional .................. 

........................... TOTAL 



Estado K 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalía en materia social 

desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1971. 

Número 
de asuntos 

l 

5 1 
31 

9 

145 

596 1 
185 

12 

2 

258 

121 

1.364 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

! Desistidos .............................. 
Recursos preparados por el Fiscal ......... 1 Interpuestos ........................... 

1 Varios ................................. 

......... Recursos interpuestos por las p&es 

'"Visto" ................................. 
Combatidos en 1s admisión ............... 

............ Con dictamen de improcedentes 

Con dictamen de procedentes ............ 
Con dictamen de absteniéndose ......... 

.................. Nulidad de actuaciones 

Recursos de revisión interpuestos por las p&es ....................................... 
..................... Competente J. Laboral ......... Competencias del Tribund Centrai 

Incompetente J. Laboral .................. 
TOTAL 



Estado L 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
RESUMEN de los asuntos criminales (Sala 2." del Tribunal Supremo) despachados 

por esta Fiscalía desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1971. 

Número 
de asuntos 

118 

43 

5 

33 

834 

468 

6 

592 

1 

22 

24 

11 

910 

3 1 

3.098 

-- 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

l 
Procedimientos atribuidos al Tribunal Supremo en Pleno, constituido en Sala de Justicia ... 
Recursos de casación por infracción de Ley Y Interpuestos ........................... 1 quebrantamiento de forma preparados por 

los Fiscales ........................... Desistidos .............................. 
Recursos de revisión interpuestos por el Fiscal ....................................... 

............... 1 Interpuestos por las partes ........................ Recursos de súplica 
Interpuestos -por el Fiscal ............... 

Recursos de casación interpuestos por las par- 
tes, acordado en Junta de Fiscalía. respecto 

Apoyados total o parcialmente ......... 
Impugnados total o parcialmente ......... 

adhesión '.' "' ". "' ." ." ." 
de ellos .............................. Oponerse a la adhesión total1 parcial- 

mente .............................. 
Recursos de casación en beneficio del reo .......................................... 

I ... Recursos de desestimados por dos interpuestos en beneficio de dos reos 
Letrados .............................. Despachados con la nota de "Visto" ... 

Con dictamen de procedentes ......... 
Recwsos de queja ........................ ......... 1 Con dictamen de improcedentes 
Competenoias ............................................................ 
Causas cuyo conocimiento está atribuido a la Sala de l o  Criminal del Tnbund Supremo ... I 
Dictámenes de tasación de coUtas ................................................... 

" de varios ............................................................ 
........................... TOTAL 



Estado LL 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos gubernativos en los que ha intervenido la Fiscalz'a 
desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1971. 

. . .  -. . -. ... - P. - p~ -. . - - . - 
I 1 1  

11 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Informes emitidos en expedientes de la Sala de Gobierno, Presidencia de 

este Tribunal Supremo y Consejo Fiscal .............................. 

Consultas a los efectos del artículo 644 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Causas en que se han dado insírucciones a los Fiscales de las Audiencias ... 

Causas reclamadas a los efectos del articulo 838, núm. 15 de la Ley Orgá- 

nica d d  Poder judicial1 ............................................. 

..................... ! Entrada 
Comunicaciones registradas ............... 

Salida ..................... 

Denuncias ............................................................ 

Consultas a los Fiscales ............................................. 

Juntas celebradas con los señores Teniente y Abogados Fiscales del Tn- 

bunal ............................................................ 

. 

l 

O A 1 

566 

1 

17 

9.864 

8.651 

68 

11 

176 

FUNCIONARIOS QUE LO HAN DESPACHADO 1 El ' 
Fiscal 

11 
20 

12 

45 

11 

Teniente 
Fiscal 

6 

1 

1 

8 

,9 

l 

6 S 

Fiscdes 

Inspector 1 Generales 

Fiscal Y Abogados / Fiscales 

l 

2 1 538 

.' I 

1 

4 

3 

127 

:: ¡ 
I / 3. 

15 
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